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La proclamación de la Segunda República española abrió un horizonte de expectativas 
democráticas que quedó reflejado en la Constitución de diciembre de 1931, cuyo texto 
reconocía derechos fundamentales como la libertad de expresión. Sin embargo, durante 
los cinco años que mediaron entre la instauración del régimen –el 14 de abril de 1931- y 
el estallido de la guerra civil – el 18 de julio de 1936- la libertad de prensa fue 
progresivamente constreñida, e incluso anulada, al albur de leyes de excepción que 
favorecieron la injerencia gubernativa.  
La determinación de poner coto a una libertad inmoderada para la prensa quedó 
patente en la primera regulación del gobierno provisional –el Estatuto Jurídico de 15 de 
abril- que confería al ejecutivo el poder discrecional de someter a fiscalización los 
derechos que ese mismo decreto venía a reconocer. Con este primer esbozo normativo, 
el gabinete constituido por fuerzas republicanas y socialistas permitió y auspició 
intromisiones en la libre actividad periodística, decretando, en momentos coyunturales, 
suspensiones de periódicos por advertir en sus textos amenazas contra el régimen –
como sucedió con la prensa tradicionalista vasco-navarra el 21 de agosto de 1931- o 
tolerando, con más frecuencia, que los gobernadores civiles prescribieran secuestros y 
clausuras de rotativos desafectos.  
Antes de que la Carta Magna entrara en vigor, una ley de excepción reguló los 
ataques contra el régimen. Recibió el nombre elocuente de Ley de Defensa de la 
República y tuvo que insertarse como disposición adicional transitoria en la 
Constitución porque las vulneraciones de libertades públicas que introducía suponían un 
quebranto democrático incompatible con el talante de la Carta Magna. Desde su 




normativa no autorizaba a los gobernadores civiles a imponer sanciones a los periódicos 
incómodos, éstos utilizaron como propia dicha prebenda. Ni siquiera cuando los 
periodistas sancionados comenzaron a advertir la infracción en la que las autoridades 
estaban incurriendo dejaron de intervenir en el libre ejercicio periodístico; rescataron 
una ley provincial que, sin ser concebida para penalizar los delitos de prensa, les sirvió 
para imponer sanciones por faltas a su autoridad.  
El ejecutivo del primer bienio no aplicó la censura previa, pero vigiló sin descanso 
las publicaciones periódicas y castigó la propagación de ideas subversivas o 
admonitorias mediante multas y suspensiones de periódicos. También fue la coalición 
republicano-socialista la que alumbró en julio de 1933 la Ley de Orden Público que 
puso fin a la ambigüedad y a la tibieza en la fiscalización de la prensa adversaria, 
licitando la censura previa en casos de anormalidad constitucional. Con ella los 
sucesivos gabinetes conservadores del segundo bienio pulieron el aparato heredado del 
gobierno anterior, creando un cuerpo uniforme de censura mucho más estricto y 
monolítico. La censura previa se robusteció, además, tras la revolución de octubre de 
1934 cuando el gabinete radical-cedista impartió consignas tajantes y centralizó todas 
las instrucciones en el Gobierno Civil de Madrid.  
El Frente Popular utilizó, igualmente, los resortes que le otorgaba la Ley de Orden 
Público y en los meses previos al golpe de Estado el país siguió inmerso en una 
situación de perseverante excepcionalidad constitucional que hizo de la censura previa 
una herramienta valiosa para amordazar a la prensa hostil. No obstante, su capacidad de 
intervención en las publicaciones periódicas fue significativamente menor, ya que el 




provincias y esta laxitud favoreció la publicación de informaciones que otros periódicos 
de la capital no podían insertar.   
Por último, el ansia intervencionista sobre el oficio periodístico llevó a los 
gobiernos republicanos a tratar de imponer la mordaza a la prensa internacional, 
mediante un seguimiento pormenorizado de las cabeceras más combativas, sometiendo 
a censura los despachos telefónicos o telegráficos que los corresponsales remitían a sus 
rotativos y, sobre todo, con la creación de un fichero de corresponsales extranjeros a los 
que, en algunas ocasiones, se llegó a castigar con la extradición del país.  
Soluciones que corroboran la débil libertad de información de la que disfrutó la 
prensa durante la Segunda República. Una libertad que tan sólo existió como una mera 
formulación teórica pero que, de forma tácita, quedó conculcada por la labor legislativa 





The proclamation of the Second Spanish Republic opened a wealth of democratic 
expectations which were reflected in the Constitution of December 1931, which 
recognized the freedom of expression as a fundamental right. However, during the five 
years between the introduction of the Regime, i.e. between 14 April 1931 and the 
outbreak of the Civil War on 18 July 1936, press freedom was progressively constrained 
and even canceled at the mercy of emergency laws that favored the governmental 
interference. 
The determination of an immoderate limitation of press freedom was evident in the 
first provisional government regulation - the Legal Status of 15 April - which gave 
power to the executive in order to control rights which that same decree came to 
recognize. With this first policy outline the cabinet which was formed by republican and 
socialist forces allowed and sponsored the interference of free journalism, decreeing at 
special occasions  the suspensions of newspapers due to threats in the texts against the 
regime,  such as happened with the traditional Basque-Navarro press on 21 August 
1931: or tolerating more often the order of kidnapping and the closure of newspapers. 
Before the Carta Magna came into force, a law of exception regulated attacks 
against the regime. It received the eloquent name Protection Law of the Republic and 
was inserted as an additional transitional provision into the Constitution because the 
infringement of puplic freedom which was introduced was not compatable with the 
spirit of the Carta Magna. Since its approval the press came under permanent inspection 
and although the legislation put a veto on the implementation of sanctions against 
uncomfortable newspapers by civil governors, they used to use it to their own benefit. 
Even when journalists began to warn against the infringement in which the authorities 
were trying to intervene did they not stop their free exercise of journalism. However, 
civil governors recuperated a regional law which, while not designed to criminalize 




The executive of the first biennium did not apply prior censorship, but watched 
relentlessly the regular press and punished the spreading of subversive ideas or 
cautionary warnings through fines and suspensions of newspapers. It was also the 
Republican-Socialist coalition which gave birth to the Law of Public Order in July 1933 
and which put an end to the ambiguity and half-heartedness of the control of the rival 
press, bidding  censorship in cases of constitutional abnormality. With this law the 
successive conservative cabinets polished the second biennium inherited from the 
previous government and created a more uniform and monolithic force of a strict 
censorship. The censorship was further strengthened after the October Revolution of 
1934 when the radical cabinet gave emphatic government orders and centralized all 
instructions in the Central Government of Madrid. 
The Popular Front also used the influence of the Law of Public Order and in the 
months before the military coup the country continued immersed in a situation of 
persistent constitutional uniqueness that made censorship a valuable tool to muzzle the 
hostile press. However, its intervention in newspaper publications was significantly 
lower, as the Left was unable to enforce the mandates of censorship in the regions and 
this lack of control favored the publication of information that other newspapers in the 
capital could not insert. 
Finally, the anxiety to intervene in the oficial news led the republican governments 
to impose a censorship on the international media, containing a detailed description of 
how to treat the most combative headlines, submitting censorship to telephone or 
telegraph offices of news correspondents, and, above all, creating a file of foreign 
correspondents who, in some cases, were punished with the extradition of the country. 
These were the solutions that supported the lack of freedom of information which 
afected the press during the Second Republic. A freedom that only existed as a mere 
theoretical formulation but which was silently violated, and the governmental intrusion 






La Segunda República es un periodo de nuestra historia ampliamente estudiado desde 
multitud de enfoques disciplinares y, sin embargo, son muchas las incógnitas que 
permanecen sin despejar en torno a la libertad de la que gozó el país con un régimen que 




Es evidente que la consolidación de un sistema verdaderamente democrático exige 
el reconocimiento y la garantía de los derechos ciudadanos y de las libertades públicas. 
En palabras del profesor Teodoro González Ballesteros, “la comunicación, 
constitucionalizada como el derecho a saber, a estar informado, es un derecho humano y 
fundamental de la persona y la sociedad, reconocido y proclamado en todos los textos 
nacionales e internacionales sobre los medios masivos de difusión. De ahí la 
importancia de preservar el derecho a la libertad de comunicación y concretamente de la 
información”2. Por ello, si no queremos aventurarnos a extraer conclusiones 
apresuradas, es preciso someter a una inspección rigurosa la aplicación efectiva de 
derechos insoslayables, como la libertad de expresión, durante esta etapa histórica para 
confirmar o desmentir la idea de que la Segunda República fue una auténtica 
experiencia democrática. 
                                                 
1
 Una de las últimas obras publicadas que se adhiere sin vacilaciones a esta posición de defensa 
enardecida del espíritu democrático republicano es La Segunda República Española, de Gónzalez Calleja, 
Cobo Romero, Martínez Rus y Sánchez Pérez (Pasado y Presente. Barcelona. 2015). Ya en el prólogo sus 
autores aseveran con rotundidad que “La república fue el primer régimen auténticamente democrático de 
nuestra historia”. p.23. Los autores insisten en que el alcance democrático del régimen debe medirse en su 
contexto histórico que establece unos parámetros distintos de los actuales para valorar y enjuiciar el 
sistema democrático. No analizan, sin embargo, aquellos aspectos que pudieron desvirtuar y dinamitar la 
consagración de un régimen verdaderamente democrático, como la libertad de expresión.  
2
 González Ballesteros, Teodoro. Democracia y comunicación (reflexiones). Lección inaugural del curso 




La primera aspiración con la que nace esta tesis es, por tanto, verificar qué alcance 
y qué límites impusieron los respectivos gobiernos a la libertad de expresión e 
información y, de paso, cerrar un interrogante que todavía casi un siglo después de la 
proclamación de la Segunda República sigue abierto: ¿existió realmente un aparato de 
censura que, bajo la dirección del ejecutivo, se encargara de fiscalizar a la prensa?  
La respuesta se encuentra en la prolija documentación que se aporta en esta tesis y 
que descubre un entramado oficial de censura, bosquejado por el primer gobierno de 
coalición republicano-socialista, aplicado sin tibieza por los gobiernos radical y radical-
cedista y perpetuado por el Frente Popular en el preámbulo tormentoso de la contienda 
civil. Este trabajo indaga y profundiza en la tarea legislativa y ejecutiva de las tres 
etapas del régimen republicano, desde su proclamación el 14 de abril de 1931 hasta el 
estallido de la guerra civil, el 18 de julio de 1936, y lo hace con la voluntad de 
corroborar una realidad que, no por ser evidente, había sido fehacientemente constatada, 
que en la Segunda República no existió una auténtica libertad de expresión.   
No es ésta una aseveración gratuita, sino el resultado de una investigación 
concienzuda que parte de la premisa fundamental de recurrir a las fuentes primarias para 
que sean éstas quienes, de un modo irrebatible, permitan discernir el grado real de 
libertades públicas que vivió el país desde abril de 1931 hasta julio de 1936. La tesis, en 
consecuencia, indaga en todos los resortes del poder de los que se sirvieron los diversos 
gabinetes para amordazar a la prensa, acudiendo a los documentos que emanaron del 
ejecutivo, algunos sobradamente conocidos, como las leyes que regularon la actividad 
de la profesión, y otros –lamentablemente, la mayoría- dispersos, cuando no extraviados 




Tras una ardua y laboriosa tarea de compilación documental, recabando telegramas, 
órdenes e informes desperdigados por los archivos de medio país, esta tesis permite 
llenar un vacío de ocho décadas. La documentación original que se aporta en este 
trabajo constituye la prueba irrefutable de que la censura de prensa republicana fue una 
práctica administrativa cuya intensidad y eficiencia se fue elevando a medida que 
crecían las amenazas para la estabilidad del sistema y sus dirigentes sintieron la 
necesidad de pulir los errores del operativo de fiscalización.  
Esta investigación ratifica que la censura existió y explica todos sus pormenores, 
desde el funcionamiento piramidal del aparato de censura, desvelando cuáles eran los 
eslabones del sistema de control, el papel indispensable que desempeñaron los 
gobernadores civiles, las consignas que impartía cada gobierno, la forma en la que éstas 
fueron acatadas por la prensa, la laxitud o la firmeza en la aplicación de la censura, 
hasta la tarea de vigilancia perseverante que los gobiernos realizaron sobre la prensa 
internacional, con un seguimiento metódico de las cabeceras extranjeras y con la 
creación de una oficina expresa para mantener bajo un control severo a los 
corresponsales afincados en nuestro país.  
El trabajo explora, en definitiva, todas las vías de inspección institucional que, de 
facto, impidieron la consagración de un régimen de libertad de expresión en la España 
republicana, recurriendo, para ello, a las voces primigenias y huyendo de 
posicionamientos ideológicos que no se fundamenten en el análisis crítico de la 
documentación existente. La investigación que he afrontado intenta responder a todas 
las hipótesis de trabajo con la elocuencia del documento original; cada interrogante 
lanzado al aire, cada conjetura esbozada y cada vía de investigación emprendida llegan 




comprenderse la naturaleza, el espíritu, el vigor y la evolución de la censura en la 
España de la Segunda República y desentrañar sus claves de una forma científica y 
académica, lejos de postulados ideológicos que desvirtúen la labor histórica.   
 
¿Por qué una tesis sobre la censura de prensa en la Segunda 
República Española?  
Han transcurrido más de ochenta años desde que España viviera una experiencia 
democrática sin precedentes que propició un cambio de régimen sin más altercados ni 
alborotos que unos apasionados y entusiastas comicios, elevados a la categoría de 
plebiscito nacional. Desde entonces han llovido ríos de tinta sobre un régimen que 
supuso el primer esbozo de una democracia todavía inmadura, algunos desde una 
tribuna de encendida defensa de sus bondades y otros persuadidos de los innumerables 
errores en los que incurrieron los gobernantes que rigieron el destino del país durante 
los años republicanos y que supusieron, a su juicio, el fracaso de la aventura 
democrática promovida desde las urnas. Unos y otros fundamentan sus posiciones 
opuestas en el análisis de aquellos pilares que han de sostener todo estado democrático, 
como el aparato legislativo promulgado en aras de consolidar la libertad declarada en la 
Constitución o la labor ejecutiva acometida para consagrar o, muy al contrario, 
boicotear la consumación de dichos principios constitucionales. Y muchos de ellos han 
buceado en la prensa para comprobar hasta qué punto se alcanzó o se dejó escapar la 
anhelada democracia con la que fue alumbrada la Segunda República.   
La prensa es, en este sentido, el escaparte público más evidente de la aplicación que 
tuvieron los preceptos democráticos promovidos, aunque no siempre acatados, por los 




han buceado en las páginas de periódicos de todos los espectros ideológicos, 
generalistas o especializados, de tirada nacional, provincial o incluso municipal, con el 
fin de desvelar luces y sombras del periodo republicano. Son investigaciones que se 
centran casi siempre en la actividad informativa de cabeceras afines o desafectas al 
gobierno, trabajos que describen pormenorizadamente el periódico sometido a su 
análisis, sus afinidades ideológicas, su estructura empresarial, su tejido mercantil, sus 
vinculaciones políticas y gubernamentales o sus relaciones hostiles con la 
administración, pero que pasan de puntillas por el tema de esta tesis.  
Sorprende constatar la escasez de estudios que se han ocupado de las restricciones en 
materia periodística y de la censura gubernativa durante la Segunda República y más 
sorprende el hecho de que aquellos pocos historiadores que se han introducido en este 
tema lo hayan hecho desde una óptica generalista, ofreciendo una visión panorámica y 
diacrónica de la historia del periodismo español, con referencias a la censura de prensa 
en la Segunda República poco menos que anecdóticas: reseñas esporádicas que no 
profundizan en el fondo de la cuestión.  
María Cruz Seoane y María Dolores Saiz dedican un capítulo a la censura 
gubernativa durante el régimen republicano en Cuatro siglos de Periodismo en España. 
(Alianza Editorial, Madrid. 2007). En él realizan un somero repaso de la legislación de 
prensa que se aprobó entre abril de 1931 y julio de 1936, desde una perspectiva crítica 
que pone de relieve las constricciones en materia de libertad vividas por los medios de 
comunicación por culpa de una legislación marcadamente coercitiva. El segundo 
epígrafe del capítulo es un estudio de los principales órganos de expresión y de sus 
vinculaciones políticas, patentes en su línea editorial: monárquicos, republicanos, 




autoras no reseñan las dificultades por la que atravesaron las distintas cabeceras con 
motivo de las incesantes injerencias gubernativas en su ejercicio cotidiano más allá de la 
mera referencia de soslayo a la legislación imperante en materia periodística.  
Juan Francisco Fuentes y Javier Fernández Sebastián estudian el papel 
desempeñado por la prensa durante la Segunda República en el capítulo 8 de su obra 
Historia del Periodismo Español: prensa, política y opinión pública. (Síntesis. Madrid. 
1997). Aunque realizan un análisis más exhaustivo de la labor periodística en este 
periodo, tampoco indagan en las restricciones informativas vividas por los principales 
rotativos. Su estudio cronológico sigue la división de gabinetes que se sucedieron 
durante la república. En el primer bienio dedican un breve epígrafe a la labor legislativa 
en materia informativa y, si bien admiten la incongruencia del ejecutivo al decretar una 
libertad de expresión en la Carta Magna conculcada por otras disposiciones menores, no 
investigan la repercusión de estas leyes sobre la labor periodística.  
Un planteamiento análogo siguen Sánchez Aranda y Carlos Barrera en Historia del 
periodismo español (EUNSA. Pamplona. 1992). Explican que la censura previa 
imperante durante el régimen precedente desapareció con la instauración de la Segunda 
República, al menos de un modo teórico, puesto que admiten que ésta se siguió 
ejerciendo con “relativa frecuencia”. Para justificar dicha afirmación, recurren a las 
suspensiones masivas de periódicos y a las clausuras prolongadas a las que, 
excepcionalmente, fueron sometidas determinadas publicaciones. No obstante, como se 
demostrará en este trabajo, tales suspensiones y cierres de publicaciones desafectas al 
gobierno no fueron, ni mucho menos, una imposición esporádica y eventual, sino la 
punta del iceberg de un rutinario aparato de control al que, puntualmente, debió 




Una síntesis análoga vuelve a realizar Carlos Barrera en el capítulo 8 de Historia 
del Periodismo Universal (Ariel Comunicación. Barcelona. 2004) dedicado a los 
medios de comunicación en España donde dedica un epígrafe a la radicalización de la 
prensa y represión del poder político durante la Segunda República. De un modo más 
sintético esboza las principales suspensiones de rotativos decretadas por los respectivos 
gobiernos republicanos al amparo de leyes de excepción.  
En Historia de los medios de comunicación en España. Periodismo, imagen y 
publicidad (1900-1990). (Ariel Comunicación. Barcelona. 1989) Jesús Timoteo Álvarez 
reseña igualmente la utilización de dos leyes de excepción por parte de las autoridades 
republicanas para fiscalizar a la prensa –la Ley de Defensa de la República y la Ley de 
Orden Público- y atribuye estas prebendas gubernativas a un intento de aplacar el clima 
insurreccional que se iba fraguando entre la oposición, plasmado en auténticas diatribas 
desestabilizadores por medio de la prensa. Esta tesis también constata la polarización y 
la radicalización de la prensa en la Segunda República, aunque explica que, en su celo 
protector del sistema, los gobiernos republicanos extendieron sus medidas de censura a 
rotativos ecuánimes en sus críticas y moderados en su talante.  
Hasta el momento, la obra generalista más taxativa a la hora de enjuiciar la ausencia 
de libertad informativa durante la Segunda República es la Historia del periodismo 
español de Pedro Gómez Aparicio (De la Dictadura a la Guerra Civil. Ed. Nacional. 
Madrid. 1981), quien explica que la promulgada libertad de expresión reconocida en el 
artículo 34 de la Constitución fue, en la práctica, inexistente. Gómez Aparicio se 
aventura a cifrar en tres cuartas partes el tiempo que permaneció vigente la censura 
previa. Se trata de una cifra excesiva carente de rigor histórico, ya que la puesta en 




no se produjo hasta diciembre de 1933. Como explicaremos en esta tesis, la nueva Ley 
de Orden Público, que entró en vigor el 28 de julio de 1933, pergeñó la argucia legal 
con la que los gobiernos de derechas y de izquierdas legitimarían dicha anomalía 
constitucional: la declaración de estados excepcionales que, de un modo continuado y 
abusivo, fueron utilizando los sucesivos gabinetes para imponer su bozal a la prensa. 
Antes de esta ley, la coalición republicano-socialista también ejerció su particular tarea 
fiscalizadora sobre la prensa, pero sin disponer aún de un meticuloso aparato de 
censura, con fórmulas raudas, unas veces, e improvisadas, otras, que otorgaban, si cabe, 
menos garantías a la prensa disímil, porque suponían, de tácito, la clausura del rotativo 
y la incautación de sus ejemplares, al amparo de un acelerado auto judicial. Asimismo, 
asegura Gómez Aparicio que, con la censura previa, sólo se permitía a los periódicos 
publicar una vez en cada número la mención del visado y se prohibían los machacados o 
los huecos en blanco, aunque esta imposición no se produjo hasta noviembre de 1934, 
como consecuencia del endurecimiento de la censura tras la insurrección de Asturias; 
además, el imperativo sólo se acató con el ejecutivo radical-cedista, ya que el Frente 
Popular no consiguió hacer cumplir este mandato administrativo.  
Como ocurre con todos los historiadores que se ocupan de la censura gubernativa,  
Pedro Gómez Aparicio fundamenta sus afirmaciones en los alegatos esgrimidos por la 
propia prensa o en fuentes de segunda mano, como el anuario de 1931 de José 
Gutiérrez-Ravé, del que extrae una prolija lista de sanciones pecuniarias impuestas a 
rotativos de diferente espectro.  
Aunque también abundan las investigaciones monográficas sobre la actividad de la 
prensa republicana, son muy escasas aquellas que escarban en las fórmulas de control 




descriptivos, que siguen un planteamiento metodológico basado en el análisis de las 
publicaciones estudiadas y en la compilación hemerográfica. Determinados trabajos 
seleccionan su campo de análisis en función del signo político e ideológico de los 
medios (Barreiro Gordillo, Rafael Cruz); otros siguen un criterio geográfico (Colina 
Vitrián, Moreno Beteta, Moreno Fernández, Moreno Sáez, Pérez País, Vega), incluso 
algunos se centran en la historia de un medio específico (Cáceres Sevilla, Román 
Portas), pero ninguno efectúa un análisis minucioso de los obstáculos con la 
administración sufridos por dichos medios en su quehacer cotidiano. Aquellos pocos 
autores que se sumergen en esta materia lo hacen limitándose a constatar la posición que 
al respecto manifiesta el medio que inspeccionan, reiterando los argumentos que 
blanden los rotativos, sin contrastar dichos pronunciamientos con las fuentes primarias. 
Son, en consecuencia, trabajos carentes de una visión globalizadora que sólo reflejan un 
único y limitado punto de vista. En estos casos resulta imposible corroborar los hechos 
que denuncia la empresa periodística y, sobre todo, parece inviable comprender las 
motivaciones de la censura, las preocupaciones de las respectivas administraciones y las 
noticias que fueron objeto de mayor persecución.  
De los trabajos monográficos sobre la actividad de la prensa en la Segunda 
República destacan las obras de Cristina Barreiro Gordillo y de Justino Sinova.  
En La prensa monárquica en la segunda República. Los diarios madrileños (Grafite 
ediciones. Baracaldo. 2004), Barreiro Gordillo realiza un seguimiento de las principales 
cabeceras alfonsinas, (ABC, La Época y La Nación) entre abril de 1931 y julio de 1936. 
Si bien se hace eco de las dificultades con la censura que sufrieron estas publicaciones, 
no recurre a fuentes gubernamentales para certificar sus aseveraciones. Sus comentarios 




vertidas por los rotativos. Por otro lado, sólo consigna la labor fiscalizadora ejercida por 
las fuerzas republicanas y de izquierda, en las etapas en las que asumieron 
responsabilidad de poder, durante el primer bienio y con el Frente Popular, a pesar de 
que fueron los gobiernos radical y radical-cedista los que aplicaron con mayor 
virulencia, intensidad y asiduidad todos los mecanismos de los que disponía el aparato 
del Estado para controlar y encorsetar la actividad de la prensa. En la primera parte de 
su estudio se ocupa de la declaración oficial de la censura previa realizada por primera 
vez en la historia de la Segunda República, el 11 de diciembre de 1933, tras la 
pertinente declaración del estado de excepción que legitimaría dicho quebranto a la 
libertad de expresión. Es cierto que fue la coalición republicano-socialista quien 
vertebró los mecanismos de intromisión en la profesión periodística, pero sería el 
gobierno radical presidido por Alejandro Lerroux y, sobre todo, el gabinete de coalición 
radical-cedista quien aplicaría sin desmayos la excepcionalidad para legalizar una 
situación de persistente anormalidad constitucional que licitara la intervención del 
Estado en la prensa, como sería la coalición radical-cedista la que ejercería su tarea de 
control, inspección y censura informativa con mayor dureza.  
Su análisis de la censura consiste en describir los huecos en blanco y machacados 
insertados por los periódicos que estudia. Huellas ostensibles de la censura que 
existieron con la izquierda y que apenas se advirtieron con la derecha porque el gabinete 
radical-cedista se encargó de suprimir por disposición gubernativa todo rastro de la 
intervención de la censura que no fuera un único emblema del visado.  
Barreiro dedica un capítulo específico a la censura con el Frente Popular: „Un 
régimen de censura: el gobierno de Casares Quiroga‟, basándose en la versión facilitada 




produjeron- por los efectos de la censura y sus reclamos insistentes para que ésta cesara 
o, al menos, fuera ecuánime en su trato con todos los rotativos. No explica, sin 
embargo, las notables dificultades que para Casares Quiroga supuso la centralización de 
un sistema de censura previa que evitara criterios dispares, algo que sí habían logrado 
imponer republicanos radicales y cedistas en la etapa precedente. Como veremos en este 
trabajo, las circulares apremiantes que el ministro iba remitiendo a los gobiernos civiles 
alertando de las omisiones de la censura en provincias perfilan la imagen nítida de un 
ministro casi impotente para contener los alardes periodísticos de la prensa durante las 
semanas previas al estallido de la guerra civil, situación impensable dentro de la rígida y 
monolítica estructura piramidal del aparato de censura que construyó la derecha.  
En El carlismo y su red de prensa en la Segunda República (Actas. Madrid. 2003), 
Cristina Barreiro Gordillo reproduce el mismo esquema: analiza la trayectoria de la 
prensa tradicionalista vasco-navarra durante la Segunda República y menciona sus 
problemas con la administración, pero se ocupa únicamente de la etapa de los gobiernos 
republicanos y de izquierdas, tal vez porque, al igual que sucedió con las publicaciones 
alfonsinas, las dificultades de aquellos rotativos fueron mayores con la izquierda.   
El único trabajo que hasta la fecha ha afrontado un estudio, con talante globalizador 
e integral, de las dificultades de la prensa en el periodo que nos ocupa es La prensa en 
la segunda república española. Historia de una libertad frustrada (Debate. Barcelona. 
2006), de Justino Sinova. No obstante, el propio título ya nos alerta de que la 
investigación no desvela los mecanismos de coerción, control y fiscalización 
informativa desplegados por el ejecutivo. Al igual que Gordillo, Sinova sigue un 
enfoque eminentemente descriptivo de la situación y de las trabas con las que lidió la 




emitidos por el Ministerio de la Gobernación, pero sin profundizar en el engranaje 
censor, las fórmulas de control, las directrices gubernativas o la evolución del aparato 
de censura. 
En sus primeros capítulos, Sinova hace una recopilación de estudios publicados por 
autores anteriores, principalmente de aquellas leyes que regularon la actividad 
periodística durante la Segunda República, y alude a las suspensiones masivas de 
periódicos, consignadas en los principales manuales de Historia del Periodismo 
Español, datos que complementa con debates parlamentarios de la oposición. Aporta, al 
mismo tiempo, una relación de multas impuestas por los gobernadores civiles a 
periodistas, empleando telegramas conservados en el Archivo General de la 
Administración. Sin embargo, Justino Sinova no atribuye a esta prebenda legal la 
intención de compensar la redacción defectuosa de la Ley de Defensa de la República, 
la cual no autorizaba, como veremos, a los gobernadores civiles a intervenir sobre las 
publicaciones incómodas. Las referencias a la censura que sufrían los rotativos siguen, 
como en el caso de Gordillo y de otras investigaciones previas, la versión aportada por 
los propios periódicos, sin comentar el endurecimiento que, durante el segundo bienio, 
aplicó la derecha al aparato de censura. 
Mucho más condensada que la obra de Sinova, aunque más certera en su 
diagnóstico, es el ensayo de Galo Hernández Sánchez (La situación real de la libertad 
de prensa durante la II República. En Comunicación y pluralismo. Nº 4. p. 119-138. 
2007.), que, pese a su brevedad, bosqueja con bastante exactitud el funcionamiento del 
aparato censor puesto en marcha durante la Segunda República. Galo Hernández recurre 
prácticamente a los mismos telegramas utilizados por Sinova y por otros autores, antes 




Archivo Histórico Nacional y en el Archivo General de la Administración. El ensayo es 
una aproximación al tema que traza las líneas matrices del funcionamiento de la 
censura. Líneas que también se perfilan en el ensayo previo a esta tesis,  La política 
informativa del I Bienio republicano y sus efectos en la prensa literaria (Carmen 
Martínez Pineda. Revista Espéculo. Univ. Complutense. 2007), donde se anticipan las 
medidas de coerción aplicadas por el ejecutivo progresista del primer bienio sobre la 
prensa no adicta al gobierno o al régimen. 
La bibliografía sobre la prensa de provincias en el periodo republicano es más 
nutrida; la mayoría de las obras describen el quehacer periodístico de las principales 
publicaciones en diferentes ciudades y comunidades del país –Galicia, Toledo, 
Murcia,…-  y sólo algunas se centran en un periódico específico. Todas coinciden en el 
planteamiento seguido por los estudios sobre la prensa republicana y por los manuales 
de Historia del Periodismo Español; realizan una radiografía panorámica, descriptiva y 
diacrónica, de la actividad profesional de los principales medios, clasificados por su 
línea editorial. Cuando constatan sus vicisitudes con la censura -por su ideología 
opuesta al ejecutivo y/o al régimen o por alguna noticia específica- se centran en la 
versión, sin contrastar, que el propio medio u otros periódicos afines facilitan. 
Metodología que adolece de cierta falta de objetividad, ya que no permite certificar si 
los argumentos defendidos por el rotativo afectado eran ciertos o, si por el contrario, las 
opiniones vertidas podían estar exacerbadas por la virulencia del enfrentamiento 
dialéctico en una España confrontada y dividida.  
Los estudios sobre la prensa de partido en provincias prevalecen sobre los análisis 
de las cabeceras y de sus avatares con la censura. Paloma Abejón Mendoza hace lo 




Historia y Comunicación en la España contemporánea. Universidad Complutense. 
Madrid. 2010). En esta misma obra, el ensayo de Isabel Martín Sánchez y Agustín 
Martínez de las Heras sobre la censura en las viñetas de El Siglo Futuro reitera el 
mismo proyecto; ofrece una visión de la censura recurriendo como única fuente al 
propio medio, mediante el visado de la censura y las denuncias realizadas por la 
publicación sobre suspensiones acordadas por vía ejecutiva.  
Uno de los principales investigadores de la prensa en esta época es Manuel Tuñón 
de Lara, compilador de diferentes obras que reúnen ensayos sobre periodismo y 
comunicación en el periodo republicano y en la guerra civil. En Comunicación, Cultura 
y Política durante la II República y la guerra civil (Universidad del País Vasco. Bilbao. 
1998) los diferentes ensayos acotan el periodo bélico. Los escasos trabajos sobre la 
prensa en la Segunda República no aluden a las dificultades con la censura. Se trata, 
más bien, de estudios que recogen la posición de la prensa respecto al régimen y su 
trayectoria durante este periodo (Emilio Majuelo Gil, Prensa y sociedad en Navarra en 
la II República). 
Antonio Checa, Carmen Espejo, Concha Langa y Miguel Vázquez ofrecen una 
visión panorámica de la comunicación en todas sus vertientes durante la etapa 
republicana en La comunicación durante la Segunda República y la Guerra Civil. 
(Fragua Editorial. Madrid. 2007). Los trabajos que integran la obra explican la situación 
de la prensa durante la República, pero sin sumergirse en sus vaivenes con el gobierno y 
sus percances con la censura. La imagen que esta obra ofrece de la república se aleja de 
la realidad cotidiana con la que tuvieron que batallar los periódicos. De su lectura se 
desprende una visión de la república que en absoluto concuerda con las intromisiones 




las autoridades gubernativas. Sorprende que incluso el ensayo de Javier Díaz Noci –La 
oposición a la II República en la prensa en Euskera- se olvide de mencionar un suceso 
de tanta transcendencia como la suspensión en bloque de la prensa ultraconservadora y 
nacionalista vasco-navarra, dictada por resolución unilateral y discrecional, sin 
mediación judicial, del gobierno republicano del primer bienio. No es el único olvido. 
El autor no alude a ninguno de las innumerables tropiezos con la censura sufrido por 
algunos periódicos habituales entre el listado de rotativos perseguidos por el régimen 
republicano. 
Asimismo, son frecuentes los ensayos monográficos sobre diarios concretos, 
algunos nacionales (De Luis Martín, Francisco. El grupo monárquico de ABC en la 
Segunda República española (1931-1933). Ediciones Universidad de Salamanca. 1987; 
Colina Vitrián, Carlos. El papel de los diarios de difusión nacional en la Revolución de 
Asturias de 1934: el caso de ABC y Heraldo de Madrid. Universidad Pompeu Fabra; 
Cánovas Cervantes, S. Apuntes históricos de Solidaridad Obrera. CRT. Barcelona. 
1937; De Cáceres Sevilla, Adela. El Debate como empresa social católica. Ediciones 
Universidad de Salamanca. Salamanca. 1979; Madrid, Francisco. La prensa confederal 
en la Segunda República. El diario CNT (1932-1934). En: Prensa obrera en Madrid. 
Comunidad de Madrid. Consejería de Cultura. Revista Alfoz Cidur. 1987). Y otros 
provinciales (Román Portas, Mercedes. Historia de La Voz de Galicia (1882-1939) 
Servicio de Publicacións da Universidad de Vigo. 1997; Baena Sánchez, Francisco, El 
periodismo visto por el diario La Provincia. La consolidación de la prensa de negocio 
en Huelva durante la II República; Costa Fernández, Lluís, El autonomista. Los 
orígenes del periodismo moderno en Girona (1898-1939), en La comunicación durante 




Ibid, etc.). Pero en todos los casos las referencias a la censura son laterales y siempre 
condicionadas a la visión que ofrece el rotativo sobre multas, denuncias, suspensiones o 
textos mutilados por la labor ejecutiva. 
Para algunos autores de monográficos sobre rotativos provinciales, la censura 
directamente no existió. En La región: un periódico murciano de la II República. 
(Edición de la Real Academia Alfonso X EL Sabio. Murcia. 2005), Antonio Crespo no 
menciona ni una sola vez la palabra censura, ni siquiera cuando analiza la versión del 
rotativo frente a acontecimientos como el levantamiento de Sanjurjo que provocó por 
parte del ejecutivo la suspensión de más de un centenar de periódicos. 
El último corpus bibliográfico desarrollado en las últimas décadas en relación con el 
tema de esta tesis está constituido por aquellas obras que analizan la legislación, en 
materia de prensa, aprobada por los diferentes gabinetes republicanos. Mención especial 
merece la obra de María Rosa Abad Amorós La libertad de expresión del pensamiento 
en la II República española (Universidad Complutense. Madrid. 1988), porque 
profundiza en la legislación que se aprobó en la etapa republicana con todo lujo de 
detalle, desgranando cada una de las piezas del tejido legislativo elaborado por la 
conjunción republicano-socialista para establecer cortapisas a la libertad de expresión 
declarada en la Constitución. Es, sin duda, una obra de consulta indispensable para 
comprender el dispositivo de control extendido sobre la prensa, aunque su tesis no 
abunda en la repercusión que este abordaje legal tuvo sobre la actividad diaria de las 
cabeceras más influyentes; tan sólo reseña, como tantos otros historiadores, las 
suspensiones y clausuras más sonadas de los principales rotativos. 
Antes de Abad Amorós otros historiadores han estudiado la legislación republicana 




imprenta (Editora Nacional. Madrid. 1974) o Gómez Reino en Aproximación histórica 
al derecho de la imprenta y de la prensa en España (1840-1966) (Instituto de Estudios 
Administrativos. Madrid. 1977) y en La libertad de expresión en la II República. 
(UNED. 1981). Este último artículo refiere las diferentes normativas que regularon la 
actividad informativa (periodística y radiofónica) durante la Segunda República, de un 
modo bastante aséptico e imparcial, un esquema muy semejante al que años después 
desarrollaría con mayor amplitud la profesora Abad Amorós.  
Manuel Ballbé somete igualmente a examen a las dos leyes excepcionales 
alumbradas por la coalición republicano-socialista durante el primer bienio republicano: 
la Ley de Defensa de la República y la Ley de Orden Público. El autor reprocha a 
algunos investigadores su benevolencia hacia un régimen presuntamente democrático 
porque este reconocimiento parte, a su juicio, de un deslumbramiento provocado por la 
Constitución garantista de 1931. Según Ballbé, estos historiadores olvidan que se 
crearon leyes específicamente diseñadas para constreñir esta libertad, afirmación que, a 
la luz de los datos existentes, es indiscutiblemente cierta.  
Otros autores han explorado la regulación de la prensa durante la Segunda 
República y la trayectoria, más o menos accidentada, de publicaciones nacionales y 
provinciales, pero ninguno ha afrontado una investigación pormenorizada y exhaustiva 
de los mecanismos y fórmulas de censura confeccionados por los sucesivos gobiernos 
republicanos. Aquellos que han efectuado una exposición más detallada de los tropiezos 
de ciertos periódicos con los gabinetes republicanos se han limitado a constatar dichos 
contratiempos mediante la lectura de las cabeceras, sin indagar en el entramado de 





¿Pero cómo funcionó en la práctica el aparato de censura del 
Estado republicano? 
Ningún investigador ha explicado, hasta el momento, cómo se fraguó exactamente el 
aparato de censura; de qué modo se fueron estableciendo los progresivos peldaños 
(jurídicos y administrativos) para vigilar, perseguir y encorsetar a la prensa disímil; 
cómo y en quién se delegaba la responsabilidad de inspección y de censura de los 
rotativos; quién, cuándo y por qué impartía las consignas que las cabeceras habían de 
acatar; cuáles eran estas directrices; qué asuntos inquietaban a cada uno de los 
gobiernos que alcanzó el poder; sobre qué medios estrechaba cada gabinete el cerco de 
vigilancia; qué gobiernos fueron más rígidos y cuáles más flexibles en la aplicación de 
la censura; cómo se establecía el control de la prensa internacional o qué impresión 
generaba la prevalencia de la censura entre la prensa afectada. Cuestiones, entre muchas 
otras, que el presente trabajo aborda minuciosamente con la finalidad de aportar una 
explicación fundamentada del modus operandi de la censura republicana.  
La respuesta íntegra y exacta a estos interrogantes se ha alcanzado tras una 
planificación del trabajo que pasa por profundizar en los siguientes puntos 
programáticos:  
- La recopilación de un fondo documental generado por las respectivas 
administraciones que asumieron la responsabilidad de controlar a la prensa. La 
principal novedad de esta tesis es que permite recuperar un cuerpo nutrido de 
documentos inéditos, fundamentalmente telegramas de diversos organismos e 
instituciones gubernamentales, que han permanecido en el más absoluto 
abandono durante ochenta años por no estar compilados, catalogados y reunidos 




- El cruce y la interrelación de aquellas circulares, cartas, informes y 
documentación análoga, que contienen datos relativos a la vertebración de un 
aparato de censura con el fin de comprender el funcionamiento y la evolución 
del órgano fiscalizador de la prensa.  
- El análisis de los decretos, leyes, órdenes y normas de diferente rango que 
permiten diseccionar las directrices informativas del régimen republicano y los 
límites que los gobiernos impusieron a la libertad de expresión.  
- El estudio de las principales cabeceras de la época, adscritas a facciones e 
ideologías que cubran todo el espectro político del periodo republicano, para 
acreditar, mediante la lectura de sus páginas, la injerencia gubernativa en su 
quehacer cotidiano.  
- El cotejo de las directrices, consignas y órdenes transmitidas desde el ejecutivo 
al equipo de censura con las informaciones y opiniones vertidas por la prensa, 
con el propósito de contrastar ambas versiones.   
- La comprobación, mediante testimonios obtenidos de fuentes primarias, de la 
evolución que fue experimentando la severidad de la censura en cada una de las 
tres etapas en las que se divide el régimen republicano, efectuando un estudio 
riguroso de las fórmulas, herramientas y criterios de aplicación de la censura 
durante el primer bienio, el segundo bienio y con el Frente Popular.  
Estos principios rectores se han plasmado en un trabajo que sigue una secuenciación 
de hechos escrupulosamente cronológica y que establece una nítida diferenciación entre 
los acontecimientos que fueron introduciendo matices en la organización y en la 
aplicación de la censura. No obstante, esta metodología no ha sido impedimento para 




focos de atención, fijándonos, para ello, en las diferencias existentes entre cada 
gabinete. Ambas fórmulas se conjugan e hilvanan en una tesis que se ha organizado en 
cuatro grandes bloques o capítulos:  
- El primero se centra en el gobierno de la conjunción republicano-socialista, 
durante el primer bienio, y en el establecimiento de los cimientos que sostendrán 
el aparato de censura, con la promulgación de un Estatuto Provisional el 15 de 
abril de 1931, seguido por la Ley de Defensa de la República, en octubre de 
1931, y por la Ley de Orden Público de julio de 1933, normativas que fueron 
fortaleciendo el vigor de la censura. En este capítulo se explican también los 
aspectos fundamentales de la única ley de prensa que permaneció vigente 
durante la etapa republicana, la Ley de Policía de Imprenta de 1883. Pero, 
además, se ahonda en la labor de control y persecución de determinada prensa 
hostil al régimen o al ejecutivo, con medidas tan drásticas como la suspensión y 
clausura de rotativos o la incautación de ejemplares por orden judicial, sin juicio 
previo, así como la imposición de multas y el arresto de directores. 
- El segundo capítulo se ocupa de la consolidación del aparato de censura con los 
gobiernos radicales y radical-cedista del segundo bienio. Se explica el artificio 
legal con el que se legitimó la censura previa en un estado de derecho: la 
declaración de estados de excepción. A continuación, se efectúa un análisis 
detallado del funcionamiento de los organismos censores, así como de las 
consignas impartidas a la prensa y de su mayor o menor cumplimiento. Por 
último, se analizan los ostensibles recortes en la libertad de información que 





- El tercer capítulo coincide con la etapa del Frente Popular y en él se esclarecen 
las trabas con las que lidió el gobierno en un clima irremediablemente 
polarizado que vaticinaba el fatal desenlace del 18 de julio. Asimismo, se 
estudian las órdenes y directrices impartidas por el ejecutivo y se contrasta la 
flexibilidad de la censura, cuyas instrucciones eran obviadas por la prensa de 
provincias, con la compacta organización que ésta adquirió en la etapa 
precedente.  
- El cuarto y último capítulo penetra en la tarea de vigilancia de la prensa 
internacional, mediante la inspección a la que eran sometidos los corresponsales 
extranjeros, amenazados con la expulsión y deportados en varias ocasiones por 
incumplir los preceptos gubernativos. Constituye éste un bloque 
complementario, aunque no excluyente, puesto que continúa la perspectiva 
diacrónica de los capítulos anteriores para examinar la progresión ascendente 
que la fiscalización gubernativa fue adquiriendo a lo largo de la Segunda 
República. La inquietud creciente de los sucesivos gabinetes republicanos por la 
amenaza que podía suponer para el sistema la libertad informativa se confirma al 
escudriñar las fórmulas que todos ellos idearon para evitar la propagación de 
noticias incómodas fuera del país. Estrategias que en ocasiones rayaron la 
solución desesperada –como la deportación de corresponsales o el corte de la 
conexión telegráfica y telefónica con el exterior- y que revelan a la perfección la 
desazón que, en momentos coyunturales, existió entre los ejecutivos por sus 
dificultades de amordazar a la prensa internacional.  
La tesis, de este modo, propone un doble enfoque. Por un lado, realiza un estudio de 




gabinetes republicanos para vigilar y acallar a la prensa desafecta, prestando especial 
atención a aquellos momentos concretos de grave alteración del orden público que 
supusieron una amenaza tangible para la estabilidad del régimen y que provocaron, en 
contrapartida, una restricción extrema en materia de libertad de expresión, con 
suspensiones masivas de rotativos. Por otro lado, afronta un análisis comparativo de las 
fórmulas de censura seguidas por cada gobierno y de las injerencias perpetradas en unos 
u otros rotativos con el propósito de constatar las diferencias en los criterios de cada 
ejecutivo, en sus preocupaciones y en su talante más o menos transigente a la hora de 
imponer sus restricciones. En conclusión, el trabajo desgrana cómo se erigió el aparato 
de censura y revela las novedades y herramientas introducidas por cada uno de los 
gabinetes republicanos; pero, además, responde a cuestiones que hasta ahora habían 
sido una incógnita: quién imponía la censura, cómo funcionaba cada aparato censor, con 
qué instrumentos se ejercía esta labor de vigilancia, bajo qué directrices se imponía la 
censura y si ésta obedecía a criterios uniformes o a simples deseos caprichosos de un 
gobernador. 
     
Un vacío documental de ochenta años  
Las respuestas a estas cuestiones son el resultado de un largo proceso investigador en el 
que he alternado dos planteamientos: la consulta bibliografía de obras generalistas y de 
estudios monográficos sobre la prensa en la Segunda República y la recopilación de 
documentación de primera mano, la mayoría inédita, que me ha ayudado a configurar 
un panorama bastante completo y exhaustivo de los procedimientos que se seguían en 




Por las razones antes esgrimidas, la lectura de bibliografía sobre el tema objeto de 
mi estudio no ha sido demasiado fructífera. Tanto los historiadores que han realizado un 
seguimiento de la trayectoria de medios específicos, como los autores de obras 
generalistas sobre la prensa en la Segunda República aportan como prueba de sus 
problemas con la censura gubernativa el propio aspecto visual de la prensa, cercenada 
por la intervención ejecutiva, con huecos, machacados, titulares inconclusos y el famoso 
anuncio del visado por la censura. 
Justino Sinova explica en el prólogo de La prensa en la Segunda República. 
Historia de una libertad frustrada que la documentación conservada es escasa e 
incompleta. Si bien es absolutamente comprobable que no existe, como en el caso 
franquista, un catálogo ordenado y clasificado de la documentación sobre censura en la 
Segunda República, los documentos que avalan la labor ejecutiva en materia de 
regulación y fiscalización de la prensa existen y están conservados en los diferentes 
archivos estatales. El problema al que se enfrenta el investigador a la hora de emprender 
el estudio de la censura en esta época es la dispersión de la documentación y la ausencia 
de un criterio de catalogación sensato, de modo que debe componer su investigación 
como quien encaja las piezas de un puzzle, piezas que se encuentran diseminadas por 
diferentes archivos de toda la geografía nacional. 
Los telegramas, cartas, escritos, anotaciones inéditas de los que me he servido para 
elaborar esta tesis se hallan en archivos como el AGA (Archivo General de la 
Administración), en Alcalá de Henares, el Archivo Histórico Nacional, de Madrid, el 
Archivo Militar de Ávila, el Archivo General de la Guerra Civil en Salamanca o el 
Archivo Nacional de Cataluña. Para realizar este trabajo he tenido que consultar 




más valiosos e ilustrativos, conservados en el AGA, se hallan sin catalogar, 
completamente perdidos, en una carpeta bajo el desalentador título de Copias sobrantes, 
dentro de una caja de documentos provenientes del Ministerio de la Gobernación. Un 
título que, sin duda, no invita a la inspección por parte de ningún investigador, por muy 
avezado que éste sea. La única razón por la que me aventuré a escudriñar esa carpeta, 
que me aportó la clave de toda mi investigación posterior, fue por una razón tan poco 
heroica como mi absoluta inexperiencia: no sabía por dónde empezar a buscar. En esa 
carpeta (dentro del Legajo 2416) encontré todos los telegramas de los ministros de la 
Gobernación desde 1933 a 1936 en los que impartían consignas, órdenes y orientaciones 
a los respectivos gobernadores civiles sobre el modo en que debían actuar para censurar 
a la prensa de sus demarcaciones. Estos telegramas son mucho más que una prueba 
incuestionable de la mecánica de la censura; muchos de ellos contienen las quejas, 
desazones e inquietudes del gobierno que, a su juicio, justificaban sus persistentes 
intromisiones en el oficio periodístico. 
Aquel hallazgo providencial fue el hilo que me permitió tirar de la madeja. A raíz 
de aquellos telegramas pude trazar un plan de investigación que me ayudó a componer 
un mapa bastante gráfico de la censura. Con este material inaugural, me limité a recorrer 
los diferentes archivos estatales que custodian documentación sobre este periodo 
histórico y a complementar y entretejer la información recabada hasta componer una 
tesis unitaria que explicara el funcionamiento de la censura republicana. Algunos de 
estos telegramas me pusieron sobre la pista de los siguientes pasos que debía de dar y 
tomé decisiones que antes nunca me habría arriesgado a dar, como inspeccionar algunos 
legajos del Ministerio de Asuntos Exteriores porque algún telegrama me alertó de la 




en efecto, pude confirmar tras el rastreo minucioso de los legajos del ramo. Así, por 
ejemplo, pude acreditar el afán fiscalizador de los respectivos gabinetes que les llevaría 
a extender sus tentáculos de control más allá de sus fronteras territoriales, imponiendo 
consignas, instrucciones y mecanismos de coerción a la prensa internacional, por medio 
de sus embajadores y cónsules en el extranjero. El delirio fiscalizador se desataría tras la 
insurrección de Asturias, cuando la coalición radical-cedista cortó, incluso, los hilos de 
comunicación con el exterior para obligar a los corresponsales y enviados especiales a 
obtener la información por la vía institucional.  
Tan revelador me resultó este descubrimiento que decidí cotejar esta información 
con la documentación de archivos nacionales. Siguiendo esta estela, en el Archivo 
Militar de Ávila o en el Archivo de la Guerra Civil de Salamanca busqué y hallé 
documentos originales que ratifican la persecución a la que el Ministerio de la 
Gobernación sometió a la prensa internacional, hasta el límite de crear un archivo de 
corresponsales extranjeros para establecer mecanismos de presión sobre los medios 
internacionales que tuvieran una corresponsalía fija en el país. La tesis dedica un 
epígrafe específico a esta cuestión, en el que se explican con todo lujo de detalles las 
fórmulas desesperadas a las que recurrieron los diferentes gobiernos republicanos para 
controlar a la prensa extranjera. 
La rudimentaria o inexistente clasificación de documentos no ha sido el único 
inconveniente que he tenido que sortear durante el largo y accidentado proceso de esta 
investigación. La otra gran traba es la dispersión de los fondos republicanos que me ha 
obligado a realizar una ingente tarea de búsqueda y a seguir pistas dispersas por 
diferentes archivos hasta desbrozar la relación causal entre acontecimientos cuya 




de periodistas nacionales y extranjeros que el Ministerio de la Gobernación realizaba 
puntualmente con ayuda de los delegados provinciales, embajadores y cónsules son una 
prueba de ello. Encontré repartidos entre el AGA, el Archivo Militar de Ávila y el 
Archivo General de la Guerra Civil, en Salamanca, los documentos que me permitieron 
comprobar su existencia y función, de modo que habría perdido esta información de no 
haber encajado los diversos documentos que, por razones incomprensibles, se 
encuentran ubicados en emplazamientos tan distantes. 
Algo similar sucede con documentos que explican la mordaza impuesta a ciertos 
rotativos no adictos al gobierno o al régimen republicano, como los telegramas 
ordenando la suspensión de la prensa vasco-navarra, en agosto de 1931, repartidos entre 
el Archivo Histórico Nacional y el AGA. Incluso los legajos que me han permitido 
ordenar la secuenciación de acontecimientos que llevaron al diseño del aparato de 
censura, desde su embrionario funcionamiento inicial hasta su perfeccionamiento 
progresivo, permanecen conservados en distintos archivos, y un nutrido número de ellos 
sin el más somero epígrafe descriptivo que oriente al investigador. 
A pesar del innegable interés de estas y de otras informaciones, todas ellas habrían 
seguido en el olvido de no haber sido por aquel encuentro fortuito. Y aunque a veces el 
azar nos depare hallazgos promisorios, la búsqueda errática y peregrina de una 
investigadora en ciernes no puede ser la energía que propulse toda una investigación.  
La Historia solo puede escribirse si los documentos que explican los acontecimientos 
están al alcance del historiador, requisito que, en el periodo que nos ocupa, no se 
cumple con la propiedad y el esmero que serían deseables. 
Urge, en consecuencia, emprender una tarea de recopilación y de correcta 




extraviados entre la descomunal hojarasca de documentos relativos al periodo 
republicano. No parece lógico que las fuentes primarias que permiten analizar los 
procedimientos de control periodístico de los gobiernos republicanos estén diseminadas 
entre numerosos archivos ubicados en diferentes puntos de la geografía nacional. 
Mientras la censura franquista puede ser cómodamente estudiada por cualquier 
historiador en un fondo documental unitario, la censura republicana sólo puede 
indagarse mediante una búsqueda concienzuda y pertinaz, ya que los documentos que 
atestiguan su funcionamiento están ocultos entre miles de cajas y legajos procedentes de 
organismos tan heterogéneos como los ministerios de Gobernación, Asuntos Exteriores, 
Presidencia, Guerra, de tribunales, como el Supremo o las Audiencias Territoriales, y de 
las respectivas embajadas en el extranjero. Y ni siquiera estos legajos se encuentran 
pertinentemente clasificados bajo un epígrafe clarificador, sino que, en la mayoría de los 
casos, están ocultos entre múltiples documentos variopintos. Este oscurantismo 
inexplicable ha mermado, hasta ahora, la correcta interpretación de las claves sobre el 
funcionamiento del aparato censor durante el régimen republicano y ha impedido que 
puedan estudiarse con el merecido rigor histórico aspectos sustanciales de este periodo.  
La política informativa desarrollada durante la Segunda República es todavía un 
paréntesis abierto de nuestra historia reciente que apremia cerrar para poder comprender 
la complejidad del sistema, sus aspiraciones frustradas, las dificultades crecientes a las 
que debieron hacer frente todos los gobiernos en un clima de agitación constante, los 
ataques enardecidos desde todos los flancos informativos que llevaron a sus dirigentes a 
idear fórmulas incompatibles con sus propios postulados liberales, el concepto de libre 
circulación informativa que imperaba en la Europa de entreguerras y que 




todo, los matices en la aplicación de la limitación que, de un modo tácito, existió entre 
los diferentes gabinetes que se turnaron en el poder.  
Esta tesis pretende ser una humilde aportación a la asignatura pendiente de 
catalogación y unificación documental que exige la historia reciente del periodismo 
español. Aunque seguramente quedarán muchos documentos por salir a la luz pública, 
el presente trabajo rescata numerosas fuentes primarias que desvelan los mecanismos de 
censura durante la etapa republicana para que no continúen perdidas entre archivos 
distantes, inmersas en legajos de instituciones diversas, y puedan reunirse en un fondo 
documental único, centralizado, encabezado por un título sin equívocos ni 
ambigüedades que ayude al especialista en su labor de búsqueda, un epígrafe explícito 
como la censura de prensa en la Segunda República Española. Censura que, pese a las 
discrepancias y disensiones de los especialistas, existió y fue graduando su intensidad a 
medida que el fantasma bélico se iba haciendo más presente en la convulsa vida 
política, militar y civil de un país dividido por sus posiciones irreconciliables en el 




2. LA PRENSA DURANTE EL PRIMER BIENIO: INICIO DEL 
CONTROL GUBERNATIVO 
El 14 de abril de 1931 España dejaba atrás casi un siglo de turbulencias políticas para 
protagonizar una pacífica alternancia de regímenes, del monárquico al republicano, tras 
unos revolucionarios comicios municipales que alcanzaron la categoría de plebiscito 
nacional. Las fuerzas republicanas que obtuvieron el triunfo en la jornada electoral del 
12 de abril se enfrentaban al reto de consagrar un sistema de plenas garantías cívicas y 
de reconocimiento de los derechos constitucionales. En el ámbito periodístico, este 
espíritu democrático exigía la declaración de la libertad de expresión. Pero los sucesivos 
gobiernos republicanos se enfrentaron sin demasiado arrojo a esta labor y, en materia de 
prensa, legislaron con criterios contradictorios, ambiguos e incoherentes, promulgando 
textos normativos que colisionaban entre sí y que defendían posturas diametralmente 
opuestas con respecto al grado real de libertad del que debía gozar la prensa.  
Las medidas iniciales adoptadas por la coalición republicano-socialista que formó 
gabinete el 15 de abril denotaban una voluntad de consagrar un auténtico estado de 
derecho que, en el plano informativo, se tradujera en el respeto escrupuloso de la 
libertad de prensa e imprenta. Sin embargo, la actitud del ejecutivo cambió con 
celeridad, una transformación de talante motivada por la cuestión del orden público y 
por las agresiones que desde los dos flancos extremistas opuestos (derecha e izquierda) 
recibió el sistema republicano. 
La escalada de violencia contra el nuevo régimen se instaló desde el primer 




mediante la promulgación de medidas y soluciones excepcionales: las algaradas 
callejeras y la proliferación de periódicos y revistas subversivos que trasladaban a la 
prensa el clima de agitación sediciosa en el que los sucesivos gobiernos se verían 
obligados a desarrollar su actividad.  
La dificultad para el gabinete entrante consistía en buscar un equilibrio entre la 
creación de un estado democrático que, en materia informativa, reconociese la íntegra 
libertad de expresión y su empeño de esquivar los ataques denodados de cierta prensa 
hostil mediante fórmulas de seguimiento, control e incluso de censura previa. En 
consecuencia, la labor legislativa durante el primer bienio acarreó para el sector 
periodístico una bipolaridad desconcertante, con una Constitución que reconocía el 
derecho de la prensa a emitir libremente sus ideas e informaciones y con otros textos 
normativos que restringían tal derecho.  
Progresivas leyes fueron limitando, de este modo, el verdadero alcance de la libertad 
de información de la que disfrutó la prensa española. Se trató siempre de medidas 
adoptadas con voluntad de excepción para contener las agresiones de determinada 
prensa especialmente litigante. El problema de todos los partidos que ocuparon el poder 
hasta el estallido de la guerra civil fue discernir entre la excepción y la costumbre, de 
modo que unos y otros cayeron en la tentación fácil de aplicar una política de 
arbitrariedad gubernativa sobre todas las publicaciones que cometieran la osadía de 





2.1. LA AMBIGÜEDAD LEGAL: PUERTA 
ABIERTA A LA ARBITRARIEDAD 
GUBERNATIVA 
 
El gobierno de coalición republicano-socialista que ocupó el poder durante el primer 
bienio fue el artífice de la política informativa que, con sutiles modificaciones 
introducidas por los gabinetes conservadores durante el segundo bienio, se aplicó en 
España hasta el comienzo de la guerra civil. Fueron, por tanto, los partidos de la etapa 
reformista quienes establecieron los cimientos del aparato fiscalizador de la prensa y la 
imprenta y quienes desarrollaron el marco normativo que permitió a todos los gobiernos 
republicanos, con independencia de su orientación ideológica, realizar una política de 
injerencias persistentes en la actividad periodística.  
El texto más generoso en la concesión de garantías democráticas para la profesión 
periodística fue en todo momento la propia Constitución de diciembre de 1931, que en 
su artículo 34 proclamaba abiertamente la libertad de expresión.  
“Toda persona tiene derecho a emitir libremente sus ideas y opiniones valiéndose de 
cualquier medio de difusión, sin sujetarse a la previa censura. En ningún caso podrá 
recogerse la edición de libros y periódicos sino en virtud de mandamiento de juez 
competente. No podrá decretarse la suspensión de ningún periódico sino por sentencia 
firme”3. 
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El artículo 34 respondía al talante democrático del nuevo ejecutivo. Su propósito de 
garantizar la libertad de prensa se advertía en las dos medidas jurídicas que se 
contemplaban para el secuestro y la suspensión de un periódico: la orden del juez, en el 
primer caso, y la sentencia firme, en el segundo. Con estos mecanismos jurídicos, el 
gobierno pretendía velar por la transparencia informativa y proteger los derechos de la 
profesión, de manera que los presuntos delitos cometidos por medio de la imprenta 
fueran siempre castigados mediante la intervención de la justicia y no con resoluciones 
discrecionales de la autoridad gubernativa.  
El marco de libertad informativa que la propia Carta Magna garantizaba 
expresamente en su articulado quedaba, además, avalado por la única ley de prensa que 
permaneció vigente durante los cinco años de pervivencia del régimen republicano: la 
Ley de Policía de Imprenta de 1883.  
Obra del gabinete liberal de Sagasta, esta ley se convirtió en la normativa reguladora 
de la prensa más longeva de todas las promulgadas a lo largo de la historia del derecho 
de prensa e imprenta. En su artículo 13 reconocía “el derecho de todo español de emitir 
libremente sus ideas y opiniones, ya de palabra, ya por escrito, valiéndose de la 
imprenta, o de otro procedimiento semejante, sin sujeción a la censura previa”4.  
El documento extirpaba, por lo tanto, la práctica habitual de la censura previa, 
aunque establecía algunas estrategias de control sobre la prensa; la más importante 
consistía en la obligatoriedad de poner en conocimiento de la autoridad la fundación de 
un nuevo periódico cuatro días antes de su edición. Entre los requisitos que este marco 
normativo estipulaba para autorizar la creación de un rotativo figuraban la presentación 
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del mencionado informe y la declaración escrita y firmada por el fundador, consignando 
los siguientes datos: nombre, apellidos y domicilio del declarante, manifestación de 
hallarse en pleno uso de los derechos civiles y políticos, título del periódico, nombre, 
apellidos y domicilio del director, los días en que debía ver la luz pública y el 
establecimiento de impresión. (Éste, por su parte, debía reunir las condiciones 
materiales para efectuar aquel trabajo y estar al corriente de todos los pagos legales).  
La ley también introducía algunos límites para llevar a cabo la designación de un 
director de periódico, como hallarse en pleno uso de los derechos civiles y políticos, 
según constaba en el artículo 10. El director debía presentar en el acto de publicación 
del periódico tres ejemplares de cada número y edición en el Gobierno Civil de la 
provincia, en la Delegación gubernativa o en la alcaldía del pueblo y los directores de 
publicaciones de ámbito nacional o provincial que se editasen en Madrid debían añadir 
tres ejemplares adicionales en el Ministerio de la Gobernación (Artículo 11).  
El requisito forzoso de la presentación del ejemplar conllevaba el primer filtro 
gubernativo a la libertad sin corsés que el gabinete republicano-socialista deseaba 
conferir a la prensa, ya que eran, en definitiva, las autoridades gubernativas, no las 
judiciales, quienes disponían de la prebenda legal para autorizar o prohibir una 
publicación que pudiera resultarles incómoda. La propia ley de 1883 encerraba, en este 
sentido, cierta incoherencia, ya que limitaba la capacidad de maniobra contra las 
publicaciones que infringieran la ley al aparato jurídico, pero toleraba fórmulas 
supletorias de control previo mediante la forzosa presentación de copias de cada número 





La ley determinaba igualmente la obligación de notificar todo cambio de propiedad 
y restringía el cese definitivo de una publicación a la sentencia ejecutoria en firme de un 
tribunal que privara al representante legal del uso de sus derechos civiles y políticos. 
Aun así, concedía una licencia de cuatro días desde la notificación de la sentencia para 
que otro representante legal pudiera asumir la dirección del periódico, conforme a los 
requisitos del artículo 8. El juez, por lo tanto, sólo podía decretar la suspensión de un 
rotativo por la comisión de un delito de imprenta, nunca por intereses partidistas o 
consignas gubernativas, como en la práctica ocurriría de forma reiterada con todos los 
gobiernos de la Segunda República.  
El único supuesto de intervención explícita del gobierno que contemplaba la ley 
venía recogido en el artículo 20, en virtud del cual, el ejecutivo tenía potestad para 
prohibir: 
“La introducción y circulación de dibujos, litografías, fotografías, grabados, 
estampas, medallas, emblemas, viñetas y cualquiera otra producción de esta índole, y la 
de folletos, hojas sueltas y periódicos escritos en idioma español e impresos en el 
extranjero”. 
No obstante, todos ellos únicamente podrían ser prohibidos “por acuerdo del 
Consejo de Ministros”5. 
Aunque el artículo legitimaba las injerencias del gobierno en la libre actividad 
periodística, restringía la discrecionalidad gubernativa al dictamen del Consejo de 
Ministros, descartando las intromisiones del ministro de la Gobernación y, por supuesto, 
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de los gobernadores civiles, extremo que se produjo durante la Segunda República de 
un modo persistente.  
El talante liberal de la ley de prensa de 1883 pronto fue deformado por otras 
disposiciones posteriores. La más relevante fue la Ley de Jurisdicciones de 23 de enero 
de 1906 que tipificaba como delitos una serie de conductas realizadas por medio de la 
prensa y acotaba las penas al respecto: la supresión de periódicos cuando mediasen tres 
condenas y la suspensión temporal cuando se hubieran dictado tres autos de 
procesamiento. Este texto normativo fue derogado en cuanto los republicanos llegaron 
al poder porque estimaban que su continuidad suponía un quebranto de la libertad de 
prensa, inadmisible en un sistema democrático. La ironía fue que pronto alumbraron 
otras leyes todavía más restrictivas que amordazaron a la prensa con recortes notables 
en su capacidad de acción y que convirtieron la intrusión del gobierno en una práctica 
habitual para amordazar a las publicaciones enemigas del régimen.  
La primera de ellas, y la más laxa, fue la Ley de Defensa de la República que 
tipificaba como delitos aquellos actos que violentasen la tranquilidad republicana. Se 
aprobó el 21 de octubre de 1931, dos meses antes de que se promulgara la Constitución, 
y aunque no fue concebida como una ley de aplicación exclusiva para la prensa, sus 
resoluciones más firmes se centraban en la divulgación de toda clase de noticias, 
informaciones u opiniones que agredieran al sistema, incitaran a la rebelión, 
promovieran la sedición o calumniasen a las autoridades, así como de aquellas noticias 
que contribuyeran a la apología del régimen monárquico.  
La ley intensificaba el rigor de las penas con que se castigaban los presuntos delitos 




infracción. Tanto si el delito se perpetraba desde las páginas de una publicación, como 
por un ciudadano particular, el gobierno contemplaba penas de confinamiento por una 
duración no superior al de vigencia de la ley, multas nada desdeñables, de hasta diez mil 
pesetas, y la incautación o recogida de los medios materiales empleados para la 
comisión del delito, lo que conllevaba en la práctica la ocupación y cierre de los 
rotativos que lanzaran injurias contra el régimen o contra el ejecutivo de coalición.
6
  
El nuevo colchón legal que se arrogaba el gobierno le confería poder para tomar 
decisiones discrecionales con las que meter en vereda a la prensa beligerante, pues el 
articulado no fijaba la intervención punitiva en el ámbito jurídico, sino que otorgaba las 
competencias sancionadoras al Consejo de Ministros y al ministro de la Gobernación.  
Pese a la dureza sancionadora de la nueva ley y a la libertad que se atribuía el 
gobierno para contener los alardes periodísticos de cierta prensa desafecta al régimen, 
las estrategias de aplicación revelaron carencias, como la limitación sancionadora al 
Consejo de Ministros y al ministro de la Gobernación, que denegaba dicha prebenda a 
los gobernadores civiles y a los alcaldes. La ley, además, nació con un carácter 
provisional, ya que sus supuestos colisionaban con la Carta Magna y el ejecutivo se vio 
forzado a insertarla en la Constitución como una disposición adicional transitoria.  
Estos lastres hicieron necesario un nuevo documento legal más eficiente y 
perdurable. Con este fin se aprobó el 28 de julio de 1933 la Ley de Orden Público. Entre 
sus novedades más interesantes para el régimen de prensa, incluía la posibilidad de 
declarar hasta tres estados de excepción (de prevención, de alarma y de guerra) que 
progresivamente iban endureciendo las condiciones para que las publicaciones 
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periódicas ejercieran su actividad con plena libertad, legitimando en los dos últimos 
supuestos la aplicación oficial de fórmulas de control y de censura previa.
7
  
La Ley de Orden Público fue el último paraguas normativo aprobado por el 
gobierno republicano-socialista y sería prolijamente utilizada por los gobiernos 
conservadores durante el segundo bienio, quienes recurrieron a la argucia legal de 
declarar incesantes estados de excepción a la normalidad constitucional en aquellas 
provincias de mayor dinamismo socio-político para mantener bajo control severo a la 
prensa más influyente.  
Pese a disponer de una herramienta fiscalizadora como ésta, la coalición radical-
cedista todavía estimó insuficiente la utilidad de la Ley de Orden Público como 
instrumento de control informativo y, en los coletazos finales de su mandato, trató de 
alumbrar una ley de imprenta que no llegó a ver la luz. La motivación del ejecutivo al 
bosquejar el proyecto era licitar fórmulas de control previo sobre la prensa en aquellos 
periodos y lugares donde reinase la normalidad constitucional, salvando con ello el 
escollo que suponía para el ejecutivo la necesidad de promulgar constantes estados de 
excepción para legitimar sus frecuentes intervenciones en el ámbito periodístico. El 
proyecto fue duramente contestado por los grupos de la oposición y no logró aprobarse. 
Pero ello no fue óbice para que la prensa siguiera sometida al libre arbitrio del ejecutivo 
de turno.  
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La libertad de expresión e información que reconocía expresamente el artículo 34 de 
la Constitución de diciembre de 1931 fue, como veremos, una mera declaración de 
intenciones que, en la práctica cotidiana de los sucesivos gobiernos republicanos, quedó 
conculcada mediante artificios supletorios que harían de las injerencias administrativas 
una situación habitual.  
 
2.2. LA ETAPA DEL GOBIERNO 
PROVISIONAL Y LA IMPROVISACIÓN 
DEL RÉGIMEN DE PRENSA  
 
El 12 de abril de 1931 se celebraron en España elecciones municipales después de que 
la dictadura de Miguel Primo de Rivera, concebida como una solución transitoria, se 
prolongara durante siete años. A Primo de Rivera le sucedió en 1930 Dámaso 
Berenguer quien dimitió en febrero de 1931, cediendo el testigo al almirante Juan 
Bautista Aznar. Con ninguno de ellos vivió el país una salida democrática y, entre las 
fuerzas políticas de oposición y buena parte de la ciudadanía, fue creciendo el 
descontento con la institución monárquica, a quien el pueblo responsabilizó de la 
situación crítica del país al haber dejado el timón de la nación en manos de un dictador.  
El desprestigio de la monarquía favoreció la organización de las fuerzas 
republicanas, cuyos contactos culminaron, el 17 de agosto de 1930, en el Pacto de San 




aspiración común de favorecer el nacimiento de la Segunda República. Con este fin se 
constituyó un comité revolucionario, integrado por Niceto Alcalá-Zamora, Miguel 
Maura, Marcelino Domingo, Indalecio Prieto, Manuel Azaña, Álvaro de Albornoz y 
Fernando de los Ríos.  
Antes de que se convocaran las elecciones de abril, hubo algunos conatos 
revolucionarios que no fructificaron. El primero fue el Pronunciamiento de Jaca, el 12 
de diciembre de 1930, protagonizado por Fermín Galán y Ángel García Hernández, y el 
segundo, la sublevación de Cuatro Vientos, encabezada por Queipo del Llano. Aunque 
las organizaciones obreras declararon la huelga general, “la inhibición de la dirección 
ugetista y la proclamación del estado de guerra en todo el país dieron al traste con el 
movimiento” 8.  
El gobierno fusiló a los cabecillas de la sublevación de Jaca, pero este golpe de 
fuerza sólo contribuyó a convertirlos en “mártires populares, mientras los líderes 
republicanos, encarcelados o huidos, eran objeto de masivas manifestaciones de 
apoyo”.9 
Berenguer presentó su dimisión el 14 de febrero y se constituyó un gobierno de 
concentración monárquica, el 18 de febrero, presidido por Juan Bautista Aznar, con el 
que se llegó a los comicios de abril.  
Estas elecciones fueron la primera consulta desde 1923. “Se verificaron con arreglo 
a la ley electoral del 8 de agosto de 1907. A tenor del artículo 29, cuando sólo hubiera 
un candidato en el distrito, se le proclamaba automáticamente electo, sin que fuese 
necesario proceder a una votación; con ello, la consulta perdía una parte de su 
                                                 
8
 Gil Pecharromán, Julio. La Segunda República. Historia 16. Madrid. 1997. p. 24. 
9




significación en las pequeñas aglomeraciones rurales, donde los detentadores del poder 
podrían impedir una eventual manifestación de la opinión. En cambio, deseoso de dar a 
esas elecciones el valor de un test, el Gobierno se abstuvo por su parte de toda 
presión”10. 
De este modo, sin ser unas elecciones completamente transparentes, la fuerza de la 
red caciquil pudo controlarse con bastante rigor en las grandes ciudades. Los partidos 
republicanos y socialistas ganaron en 41 de las 50 capitales de provincia
11
, gracias, en 
buena medida, a que se presentaron unidos, frente a la falta de acuerdo de las fuerzas 
más conservadoras.  
Tras las elecciones a concejales, los acontecimientos se precipitaron. Los miembros 
del gobierno quedaron abrumados ante el resultado. El 13 de abril, los integrantes de los 
partidos victoriosos publicaron una declaración afirmando que las elecciones 
municipales tenían el valor de un plebiscito y exigieron a la monarquía que se sometiese 
a la voluntad nacional.
12
 
Desde el entorno del monarca se asumió sin dubitaciones el fracaso electoral. No 
obstante, el ministro Romanones trató de pactar una salida de auxilio, mediante un 
gobierno constitucionalista, presidido por Miguel Villanueva, “e incluso llegó a ofrecer 
la abdicación de Alfonso XIII a favor del príncipe de Asturias”. Gil Pecharromán 
explica que Niceto Alcalá-Zamora se opuso con contundencia. “Aseveró que la batalla 
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está perdida para la Monarquía, ya que la República se proclamará antes de que el sol se 
ponga y que era necesario evitar todo choque sangriento”. 13 
Ante la vehemencia y la determinación de las fuerzas republicanas, Romanones 
envió al rey Alfonso XIII una nota advirtiéndole de que la única solución era salir del 
país lo más rápidamente posible. El monarca era reacio a abandonar el trono, pero el 




“En las primeras horas de la mañana del 14 de abril se proclamó la República en la 
localidad vasca de Eibar” 15. A la una y media de la tarde el alcalde de Barcelona 
declaró oficialmente la instauración de la República en la ciudad y puso el gobierno en 
manos de Lluís Companys. Los comités republicanos de otras localidades, como 
Valencia o San Sebastián, hicieron lo mismo. A las ocho de la tarde los dirigentes 
republicanos madrileños llegaron al Ministerio de la Gobernación y Alcalá-Zamora 
proclamó oficialmente la Segunda República en el conjunto del país.  
El gabinete provisional que se formó el 14 de abril de 1931 aglutinaba a fuerzas 
políticas dispares. La izquierda republicana de clase media fue el soporte más 
consistente del nuevo régimen y estaba constituida por diversos partidos: Acción 
Republicana, formada por Manuel Azaña y Marcelino Domingo, la galleguista ORGA 
de Santiago Casares Quiroga, la Esquerra Catalana, con Nicolau D‟Olwer, y el Partido 
Republicano Radical Socialista, representado por Álvaro de Albornoz. En el espectro 
del centro-derecha republicano se situaba el que sería presidente de la República, Niceto 
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Alcalá-Zamora, integrante, junto con Miguel Maura, de la Derecha Liberal Republicana. 
Los otros nombres emblemáticos del centro eran los de Alejandro Lerroux y Diego 
Martínez Barrio, ambos del Partido Radical Republicano, una opción política que se 
alió con la coalición del primer gobierno republicano pero que abandonó el ejecutivo 
tras una crisis insalvable a los pocos meses de que se gestara el gabinete definitivo y 
que volvería al poder, como bastión del bloque de derechas, en noviembre de 1933. La 
izquierda de la coalición estaba compuesta por el PSOE, con tres representantes en el 
gobierno: Francisco Largo Caballero, Indalecio Prieto y Fernando de los Ríos.  
A pesar del variopinto panorama de fuerzas políticas, todos coincidían en el 
propósito común de consolidar un sistema verdaderamente democrático, y a este trabajo 
laborioso se lanzaron durante los primeros meses de actividad. El mayor obstáculo con 
el que se enfrentaron los sucesivos gobiernos republicanos en esta tarea de consagración 
de un estado de derecho fueron las amenazas que, por diversos flancos, se cernían sobre 
el nuevo régimen. Y la búsqueda de fórmulas de contención derivó rápidamente hacia 
soluciones enérgicas que mermaron la pretendida libertad.  
El cambio de posición se gestó pronto. El 14 de abril el presidente de la República, 
Niceto Alcalá-Zamora, firmaba un decreto de amnistía por delitos políticos y de 
imprenta que justificaba en la necesidad de impulsar la transformación del país y de 
afianzar la libertad de la que los españoles habían carecido hasta entonces. En el texto, 
Alcalá-Zamora sintetizaba las grandes aspiraciones del nuevo gabinete:  
“Hemos comenzado a trabajar con ahínco, a fin de crear un ambiente de justicia y 




Gobierno ha redactado, entre otros, el decreto de amnistía, sin afán revanchista, en un 
alarde de benevolencia hacia los oponentes rivales del régimen anterior”.  
El decreto recogía la filosofía de un puñado de hombres que habían abanderado la 
lucha contra la dictadura de Primo de Rivera y contra una monarquía que, a su juicio, 
había sucumbido en su propio descrédito. Como oponentes, habían clamado por la 
libertad, por la abolición de un sistema que consideraban corrompido y por el cese de 
las persecuciones políticas. Auspiciado por esta filosofía matriz: 
“El Gobierno de la República española, teniendo en cuenta que los delitos políticos y 
sociales y de imprenta responden generalmente a un sentimiento de elevada idealidad y 
han sido impulsados por el amor a la libertad y a la Patria, y además legitimados por el 
voto del Pueblo en su deseo de contribuir al restablecimiento de la afirmación de la paz 
general, decreta como primera medida de su actuación lo siguiente:  
Art. 1°. Se concede la más amplia amnistía de todos los delitos políticos, sociales y 
de imprenta, sea cualquiera el estado en que se encuentren los procesos, incluso los ya 
fallados definitivamente, y la jurisdicción en que estuvieran sometidos (...)”.16 
La resolución beneficiaba a algunos de los integrantes del gabinete naciente, 
entre ellos a Manuel Azaña, quien sería absuelto de la querella criminal que la 
Fiscalía le había interpuesto apenas dos semanas antes, el 2 de abril, por un 
artículo titulado „Unas briosas cuartillas de don Manuel Azaña‟. El colmo de la 
ironía era que el citado artículo se hubiese publicado en el periódico anarquista 
La Tierra, atribuido al empresario y financiero mallorquín Juan March, uno de 
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los rotativos que más fieramente sería perseguido durante el primer bienio por su 
enconada actitud de rebeldía contra el gobierno.
17
  
A pesar de sus loables aspiraciones, el decreto de amnistía se confirmaba a las pocas 
semanas como una quimera difícil de sostener desde el poder. La indulgencia fue, en 
consecuencia, efímera; duró el tiempo justo para exonerar de los procesos judiciales en 
los que se hallaban inmersos los propios miembros del gobierno provisional e insignes 
defensores del nuevo régimen republicano. En su segundo día de gestión, el gobierno 
comenzaba a construir el armazón del aparato fiscalizador con el que intentaría 
encorsetar la presunta libertad de prensa y aprobaba el Estatuto Jurídico de la República, 
un documento transitorio de reconocimiento de los derechos fundamentales ciudadanos 
que “estableciera los límites de su poder y definiera sus grandes líneas 
programáticas…destinado a garantizar el Estado de Derecho y la puesta en marcha de 
las instituciones democráticas de la República” 18. 
El artículo 6 admitía que “el Gobierno provisional orientará su actividad, no 
sólo al acatamiento de la libertad personal y cuanto ha constituido en nuestro 
régimen constitucional el estatuto de los derechos ciudadanos, sino que aspira a 
ensancharlos, adoptando garantías de amparo para aquellos derechos...”.  




“El Gobierno provisional, en virtud de razones que justifican la plenitud de su 
poder, incurriría en verdadero delito si abandonase la República naciente a 
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quienes desde fuertes posiciones seculares y prevalidos de sus medios, pueden 
dificultar su consolidación. En consecuencia, el Gobierno provisional podrá 
someter temporalmente los derechos del párrafo 4° a un régimen de fiscalización 
gubernativa, de cuyo uso dará asimismo cuenta circunstanciada a las Cortes 
Constituyentes”.20 
De este modo, como señala Gil Pecharromán, “en los dos primeros meses, los 
ministros gobernaron mediante decretos, que luego ratificaría el Parlamento”.  
Las primeras reacciones contra el sistema establecido llegaron desde los sectores 
católicos. En la primera semana de mayo de 1931, el cardenal Segura, Primado de 
España, publicaba en el Boletín Eclesiástico del Arzobispado de Toledo un documento 
contra la República en el que incitaba a los fieles a adoptar posiciones casi insurgentes.  
La divulgación de la carta produjo un encendido debate dentro de la prensa católica. A 
los pocos días los propietarios de algunos de los periódicos conservadores más 
influyentes del país, con el director de ABC, Juan Ignacio Luca de Tena, a la cabeza, 
hicieron planes para organizar un Círculo Monárquico Independiente. El gobierno 
provisional mantuvo un firme control de orden público y negó a los monárquicos el 
derecho a celebrar mítines o manifestaciones públicas
21, aunque Luca de Tena “obtuvo 
autorización de su amigo el director general de Seguridad, Carlos Blanco, para celebrar 
el día 10 una junta general en el antiguo local de Reacción ciudadana”.22  
Los congregados dejaron oír la marcha real y se desató una reyerta entre 
monárquicos y republicanos. Algunos exaltados provocaron disturbios, como la quema 
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de El Debate o el destrozo de las ventanas del casino militar y de los escaparates de la 
librería católica Voluntad. Los altercados degeneraron finalmente en una auténtica 
algarada. A las ocho de la tarde fueron asaltadas varias armerías y una multitud se 
concentró a las puertas de ABC. A medianoche, Azaña  y otros ministros se reunían en 
el Ministerio de la Gobernación con representantes del Ateneo de Madrid para 
contrastar la versión que se había propagado por Madrid de que algunos de sus socios 
estaban repartiendo listas de iglesias y conventos para quemar.  
Los disturbios provocados aquel día desembocaron en una quema de conventos e 
iglesias. “Justo cuando comenzaba el Consejo de Ministros a las nueve de la mañana del 
lunes llegó la noticia del incendio del edifico de los jesuitas en la calle de la Flor. Una 
docena de inmuebles ardió ese día en Madrid”.23 
Fue entonces, casi veinticuatro horas después de que se produjeran los primeros 
disturbios, y pese a los sustanciosos avisos que poseían los dirigentes políticos sobre la 
evolución que podían tomar los acontecimientos, cuando el gabinete de coalición 
decidió intervenir. Su actuación, sin embargo, no fue todo lo serena que habría cabido 
esperar. “En vez de autorizar el empleo de la policía o de la guardia civil, había decidido 
declarar la ley marcial y sacar el ejército a las calles de Madrid. Aquel comportamiento 
espasmódico, primero el no saber adoptar unas medidas normales y prudentes y después 
la reacción exagerada mediante una violencia excesiva iba a convertirse en un método 
bastante usual del gobierno republicano”.24 
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El clima de agitación se propagó en los días siguientes por otras provincias 
españolas. “Sólo en seis grandes ciudades (Madrid, Sevilla, Málaga, Granada, Murcia y 
Valencia) ciento dos iglesias y conventos fueron completamente destruidos”.25 
Hasta veinticuatro horas después del estallido, el presidente de la República, Niceto 
Alcalá-Zamora, no compareció. Cuando lo hizo, aseguró que no demostraría flaquezas.  
“El Gobierno habrá de considerar como enemigos del régimen a cuantos con uno u 
otro pretexto inciten a desmanes o produzcan disturbios; y, consciente de su sagrada 
obligación de mantener a toda costa, sin claudicaciones, sin desmayos ni tibiezas, el 
régimen que la nación se ha dado libremente, procederá con rigor a defenderle. En esta 
labor defensiva no tolerará la actuación de provocadores, ni de un bando ni de otro. 
Contra ellos ha empezado a proceder con detenciones ya verificadas. Para el más rápido 
restablecimiento de la normalidad ha resuelto también autorizar la declaración del 
estado de guerra en Madrid”.26 
Como consecuencia de estos altercados el gobierno detuvo a sus principales 
instigadores y ordenó la suspensión indefinida de los rotativos conservadores más 
destacados, ABC y El Debate, y del órgano del PCE, Mundo Obrero.  
Esta insurrección espontánea ayudó a forjar la versión del gobierno del primer 
bienio, que atribuyó los disturbios al complot premeditado de monárquicos, en 
connivencia con los comunistas. El propio presidente, Alcalá-Zamora, ratificaba esta 
idea, que se repetiría de forma insistente en las regulaciones que el gobierno elaboró 
para controlar los excesos verbales de la prensa de ambos extremos, y el 14 de mayo de 
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1931 culpaba de los incendios a “monárquicos y extremistas de izquierda”, aliados con 
la aspiración común de “ir contra el crédito y la paz de la República”.27 
El fascismo era todavía, a esas alturas, un peligro difuso, pero en los próximos meses 
se situaría en la diana del ejecutivo, a medida que fueron apareciendo los primeros 
periódicos empapados de esta ideología.   
El Debate fue el primero de los tres represaliados que volvió a la escena mediática. 
El 20 de mayo de 1931, tras una semana de ausencia, llegaba hasta sus lectores con un 
editorial tajante en el que se reafirmaba en su voluntad de disentir y recriminaba el 
modo de operar emprendido por el gobierno. Sus explicaciones son un testimonio 
interesante para comprender hasta qué extremo llegaba la arbitrariedad gubernativa y 
cómo se vulneraban las prescripciones de la ley a la hora de imponer correctivos a las 
publicaciones disímiles.   
“No se nos dijo por qué se nos imponía tan grave sanción; ni siquiera nos fue 
notificada por escrito. Una orden telefónica, seca y sin razonar, fue considerada como 
suficiente para hacernos saber la suspensión acordada, con omisión de todo fundamento 
y aún sin expresar si el castigo habría de durar un día, una semana o un año. Conste 
nuestra firme protesta contra este acto arbitrario del Gobierno”.28 
Mayor intransigencia demostró el gobierno provisional con ABC que permaneció 
suspendido hasta el 5 de junio de 1931. Los contratiempos para este periódico se 
agravaron con el castigo adicional de la detención automática de su director, el marqués 
de Luca de Tena, y su ulterior procesamiento judicial, obstáculos que, sin duda, minaron 








las arcas de la publicación y, sobre todo, le restaron vitalidad periodística por la 
incomunicación forzosa de casi un mes con sus lectores. Regresó al escenario editorial 
con la lección aprendida, dispuesto a no granjearse más enemistades en el gabinete de 
coalición y, aunque divulgó sus opiniones contrarias a la solución extrema del gobierno 
–la suspensión fulminante y la detención de su director- lo hizo con las cautelas 
oportunas para evitar nuevos y enérgicos correctivos. Por toda respuesta, el rotativo 
insertó un editorial que, bajo el título explícito „Decíamos ayer...‟ reproducía párrafos 
íntegros publicados por el periódico en los días que habían seguido a la proclamación de 
la república en los que declaraba su adhesión a la monarquía parlamentaria, aunque 
desde el respeto a las instituciones consagradas por la ley
29
.  
La suspensión de estas tres publicaciones fue la primera medida coercitiva del 
gabinete republicano. Tras ésta llegaron muchas otras soluciones enérgicas. 
“El 21 de agosto una orden gubernativa prohibía la tirada de numerosos 
periódicos tradicionalistas del Norte, a los que luego se sumaron algunos 
madrileños, como Informaciones y Frente Unido, y otros de provincias, entre 
ellos La Hora de Barcelona, La Unión de Sevilla o El tradicionalista de 
Valencia, por las sospechas de que dichos rotativos estaban implicados en una 
presunta conspiración contra el régimen. El acuerdo se adoptó en Consejo de 
Ministros durante la noche del día 20, a instancia de Manuel Azaña que, alertado 
de la maniobra conspiradora, quiso atajar con este golpe de fuerza previsibles 
intentonas golpistas. La orden de clausura se transmitió a los gobernadores 
civiles de las provincias afectadas en un telegrama parcialmente secreto donde se 
indicaba de manera explícita que se cifraran tan sólo las partes subrayadas:   
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“Por acuerdo de consejo de Ministros proceda V.E. clausurar diarios Gaceta del 
Norte, Euzkadi y Tarde y semanario Adelante (sic), que vienen haciendo 
descaradamente campaña de franca rebeldía contra la República”.30 
Casi en los mismos términos redactaba el ministro de la Gobernación, Miguel 
Maura, la notificación que remitió al gobernador civil de San Sebastián para 
ordenarle la clausura del periódico El Día.  
“(...) Telegrafíe cumplimiento orden y adopte medidas precaución para caso intento 
alterar orden”.31 
Poco después, a primerísima hora de la mañana del 22 de agosto, el 
gobernador civil de Pamplona proseguía la senda abierta por el ministro. Aquel 
día se despertaba con el propósito de impedir a toda costa la distribución de los 
periódicos carlistas que se habían adherido a la campaña y tomaba la solución 
discrecional de prohibir la venta de aquéllos que consideraba incitadores”32.  
“He prohibido venta números correspondientes al día de hoy de los periódicos esta 
capital „El Pensamiento Navarro‟ y „La Tradición Navarra‟ por insertar ambos artículos 
iguales haciendo saber a familias de religiosos que una entidad constituida en esta 
capital por guipuzcoanos, alaveses, vizcaínos y navarros, tomarán medidas de todo 
género para aceptar la batalla en todo terreno en que le cite el enemigo y aseverar desde 
ahora que en el país vasco navarro no se ejecutarán, ni la disolución de las órdenes 
religiosas ni la incautación de sus bienes. He adoptado la resolución por entender que 
dadas las actuales circunstancias representa un grave peligro las amenazas que encierra 
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y el llamamiento que hacen a la rebeldía, habiendo pasado los números 
correspondientes al Fiscal a los efectos que en justicia proceda”.33 
El gobernador civil se apresuró en su intervención, sin esperar a que la Fiscalía 
interpusiera la querella pertinente para incautar los ejemplares provocadores. El 
telegrama, además, se emitía a las ocho en punto de la mañana, probablemente para 
evitar que los ejemplares se hubieran repartido ya por todos los puntos de venta. Pocas 
horas después el fiscal dictaba la querella criminal y el ministro autorizaba la 
suspensión de ése y de otros periódicos implicados en la acción conjunta en contra del 
gobierno, pero el procesamiento judicial se iniciaba con posterioridad a la decisión 
gubernativa. La recogida de los ejemplares de aquel día había sido dictada 
unilateralmente por el gobernador civil, con el consentimiento posterior del ministro de 
la Gobernación, un método muy frecuente antes de que se licitara la censura previa que, 
de forma táctica, convertía las atribuciones gubernativas en métodos de fiscalización y 
de control sobre la prensa.   
A las 12.50 horas del mismo día, el gobernador civil de Pamplona se 
comunicaba de nuevo con el ministro para ponerlo al corriente del curso de sus 
secuestros de prensa.  
“Participo a V.E. que también he prohibido venta números correspondientes 
día de hoy del periódico EL DIARIO DE NAVARRA (sic) por insertar el mismo 
artículo que EL PENSAMIENTO NAVARRO y LA TRADICIÓN NAVARRA 
(sic). Igualmente he remitido un número a Fiscal Audiencia a efectos que a 
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justicia procedan y por correo envío a V.E. un ejemplar de cada uno de los tres 
citados periódicos...”34.  
Avisado por los informes puntuales que recibía de las provincias puestas en 
cuarentena por su sospechosa filiación carlista, el ministro de la Gobernación no 
demoró ni un día el mandato de cese de los periódicos que se habían recogido.  
“En vista de lo que me dice en su telegrama proceda V.E. a clausurar los 
periódicos „El Pensamiento Navarro‟ y „La Tradición Navarra‟...”35. 
A las 20.50 horas, el gobernador civil le confirmaba que había acatado su 
imperativo.  
“Cumpliendo lo ordenado por V.E. telegráficamente han quedado clausurados 
los periódicos EL PENSAMIENTO NAVARRO y LA TRADICIÓN 
NAVARRA (sic)”36. 
El 22 de agosto, a última hora de la noche -las once en punto- Miguel Maura también 
daba su beneplácito para que la autoridad provincial clausurase las dependencias de El 
Diario de Navarra. El gobernador civil de Pamplona posponía su respuesta de 
confirmación hasta la tarde del día siguiente, y en un escueto telegrama emitido a las 




Los periódicos sancionados dirigieron una misiva a la Oficina Internacional 
de Ginebra resaltando “el atropello a la libertad de prensa, universalmente 
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respetada”38 que entrañaban tales disposiciones, pero las movilizaciones de los 
perjudicados y de otros organismos o particulares sensibilizados sirvieron de 
poco.  
Las quejas se originaron en diversos frentes y calaron en los más variados 
puntos de la geografía nacional. El PNV y la Juventud Vasca de Vitoria tildaron 
de “cavernícola maniobra” la operación del gobierno contra la prensa vasca y 
compararon la situación con la vivida durante la monarquía. Lo ocurrido, decían, 
“nos hace suponer que continúa dictadura borbónica”39. (Martínez Pineda, 
Carmen. Op. Cit.) 
Algunos días después, el diputado de Acción Nacional, luego Acción Popular, José 
María Gil Robles, llevaba al Parlamento una interpelación en la que, tras condenar la 
violencia, resaltaba los aspectos cuestionables de la medida gubernamental. En su 
discurso señaló que ésta era ilegal porque no se hallaban suspendidas las garantías 
constitucionales. “No hay ley ni precepto alguno que autorice al gobierno a una 
suspensión de periódicos”. Para evitar que se propagara por el norte del país la mecha 
sediciosa que habrían estado prendiendo los periódicos suspendidos, Gil Robles 
proponía al gobierno que formulara las oportunas querellas criminales. El diputado 
católico terminaba su alocución preguntando al gobierno hasta cuándo duraría la 
suspensión y qué iba a hacer en lo sucesivo con una libertad de prensa “que se predica 
en la oposición, pero que no se practica en el Gobierno”40. 
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Desde el ámbito periodístico, fueron muchas las publicaciones que se solidarizaron 
con los periódicos castigados y suplicaron el indulto al gobierno. Incluso los diarios 
afines al régimen elevaron sus peticiones al ministro de la Gobernación para que 




Una publicación tan poco sospechosa de desavenencias con el régimen como el 
diario El Sol llegó a cuestionar con sutileza la excesiva rigidez gubernativa. El 21 de 
agosto se adhería a la versión institucional e imputaba a intentos sediciosos de enorme 
magnitud las contundentes medidas gubernativas contra la prensa vasco-navarra. El 
editorial que el rotativo publicaba aquel día remarcaba la amenaza explícita de guerra 
civil. Pero su radicalidad se atenuó enseguida y el 25 de agosto comenzaba a colear. Sin 
restar credibilidad a las informaciones oficiales, se atrevía a realizar una defensa 
recatada de ciertos periódicos que habían sufrido la condena injusta del gobierno. 
“La Tarde, por ejemplo, es periódico de pura información, que no defiende ni 
doctrina política, ni sistema, ni credo que le caractericen como órgano de derechas. Es 
más bien liberal, y ha acatado sin reservas el nuevo régimen”42. 
En otros casos, las reticencias del grupo editorial fundado por Nicolás Mª Urgoiti 
respecto a la solución gubernativa quedaron apenas esbozadas con fórmulas sutiles de 
reprobación. Crisol, por ejemplo, no realizaba ningún pronunciamiento transparente 
sobre la cuestión, aunque se permitía el capricho de insertar durante dos días 
consecutivos la reproducción literal de los debates parlamentarios, dando pábulo a las 
interpelaciones más combativas de los diputados de la oposición. En su edición del 25 
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de agosto, el mismo día en el que El Sol transcribía sus discrepancias moderadas con el 
ejecutivo por amordazar también a los periódicos reacios a la descalificación gratuita, 
Crisol concedía una especial atención a la interpelación del diputado de derechas José 
María Gil Robles en la que deslegitimaba la actuación del gobierno
43
. 
La suspensión de periódicos vasco-navarros dividió a la prensa en dos polos 
irreconciliables. Éste no sería el primer suceso que marcaría una escisión entre las 
publicaciones derechistas y las republicanas, pero los argumentos esgrimidos por uno y 
otro bando aportan una visión de sumo interés para comprender el concepto de libertad 
informativa que se defendía en la época. Ninguno de ellos era partidario de una libertad 
sin cuartel y en los discursos de casi todas las publicaciones se advierte la lectura 
unánime de que su defensa de la libertad de expresión tenía un alcance limitado; en 
virtud de la bandera que cada cual enarbolara y del signo político del gobierno 
establecido, los periódicos reclamaban más o menos libertad.  
De este modo, mientras las publicaciones conservadoras exigían libertad de prensa 
con la coalición republicano-socialista, los diarios republicanos atemperaban sus críticas 
por la forma ostensible con la que el gobierno cercenaba la libertad de expresión.  
Heraldo de Madrid fue de los más comprometidos en su defensa a ultranza de fórmulas 
represivas como ésta. El 21 de agosto se sumaba sin ambages a la tesis gubernativa. 
„Las  maquinaciones de los conspiradores monárquicos‟ titulaba su noticia sobre la 
supuesta intriga carlista, y añadía: „El dinero lo emplean en armas‟44. 
El 22 de agosto, ante la vulneración de un derecho democrático como la que 
entrañaba la suspensión gubernativa, sin intervención judicial, de una tanda significativa 
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de periódicos vasco-navarros, la publicación se veía en la obligación de hacer artificios 
milagrosos para justificar su repentino cambio de opinión y defender el modo con el que 
el gobierno republicano avasallaba la libertad de expresión. Un periódico que clamaba 
contra la censura de la dictadura aportaba ahora argumentos a favor de una coerción 
similar ejercida por un gobierno presuntamente democrático.  
“Nuestro pensamiento sigue una línea recta y clara. Somos defensores de la libertad 
y de la democracia- escribía en portada- pero caeremos en el engaño de suponer que la 
libertad –que se nos negó desde las columnas de la Prensa de derecha de modo 
sistemático- pueda servir como arma suicida de la República. Se ha suspendido la 
publicación de unos periódicos en las Vascongadas. Somos enemigos de estas 
suspensiones. Contra este hecho hubiésemos elevado nuestra voz de protesta, si se 
quisiera condenar así un modo contrario de pensar que nosotros. Pero no es este el caso. 
Los periódicos suspendidos no eran vehículos de ideas, sino un arma puesta al servicio 
de un delito de sedición. Y por ese camino no podemos hablar de libertad...”45. 
Su argumentación contrasta con la que por esos días ofrecía su colega republicano El 
Sol, más templado y reticente para defender la medida gubernativa y, sobre todo, más 
receloso sobre el supuesto alcance liberal de una solución que afectaba, por igual, a 
periódicos litigantes y diarios respetuosos y tolerantes con las instituciones 
republicanas. 
Los rotativos de derechas, por su parte, defendieron, más o menos airadamente, a los 
colegas represaliados y fijaron su posición en editoriales o artículos que concertaron con 
antelación. De hecho, al día siguiente de que se hiciese pública la resolución 
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gubernativa, los directores de algunos de los periódicos más relevantes mantenían una 
reunión para acordar la línea editorial con la que responderían a la rígida solución del 
gabinete provisional.  
  ABC tardó dos días en opinar. Cuando lo hizo, el 23 de agosto, dejó establecida su 
disconformidad absoluta con la solución del ejecutivo, pero sin grandes declamaciones, 
con bastante discreción. Sus principales inquinas se dirigieron hacia la prensa 
republicana y de izquierdas, que aceptaba con sumisión las vulneraciones de la libertad 
de prensa tras haberla demandado en épocas anteriores. Los comentarios sobre las 
intromisiones ilegítimas del gobierno en la libre actividad de empresas periodísticas que 
gozaban de presunta libertad para expresarse eran así de parcos:  
“(...) Que los periódicos suspendidos estuviesen fomentando en las provincias 
vascongadas la guerra civil lo dice el Gobierno sin haberlo demostrado todavía”.  
Tras esta reprobación circunspecta, agregaba un inciso en el que, muy sutilmente, 
cuestionaba la veracidad de los argumentos aportados por el gobierno y, sobre todo, la 
legitimidad de la medida.  
“Nosotros no hemos leído en ellos nada que lo compruebe. Pero en todo caso serían 
los Tribunales los encargados de aplicar sanciones”46.  
Similares razonamientos había argüido un día antes El Debate, aunque con más 
arrojo que ABC. Lo que el periódico de Luca de Tena esgrimió como una refutación 
comedida, fue desarrollado por El Debate en un discurso directo contra los quebrantos 
persistentes del derecho a la libertad de prensa perpetrados por el gobierno. Sin 
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embargo, tuvo la prudencia de insertar su opinión en un lugar discreto, en un suelto casi 
camuflado dentro de una noticia objetiva y aséptica sobre las suspensiones decretadas 
por el ejecutivo que exigía una lectura profunda para conocer la posición disidente del 
rotativo.   
“No puede pasar sin nuestra más firme protesta la suspensión, casi en bloque, de los 
periódicos católicos de Vascongadas. A pretexto de una campaña de sedición cuyos 
términos no se concretan, el Gobierno no vacila en ir a una suspensión de periódicos, 
por tiempo indeterminado... ¿Estima el Gobierno que determinadas publicaciones 
incitan a la rebelión? Pues a los Tribunales con ellas. Si hay delito, que lo sancionen los 
órganos encargados de la administración de justicia. Si no lo hay, el Gobierno no puede 
cometer un atropello...” 
Proponía, a continuación, la posibilidad de someter la legislación vigente a una 
reforma integral para dotar al gobierno de herramientas de protección más eficientes 
contra posibles insurrecciones, aunque añadía al respecto:  
“El Gobierno prefiere seguir el camino más fácil, y se sale de la ley...”.  
Con un instinto deductivo casi clarividente, la publicación realizaba un presagio 
certero:  
“El proyecto de Constitución ha procurado con cuidado exquisito impedir toda 
suspensión gubernativa de periódicos. ¡Buena suerte le espera a esta garantía, según los 
síntomas que se observan!”47. 
Los reproches lanzados por el diario La Nación en su edición del día 24 de agosto 
seguían la misma línea, aunque la publicación prescindía de subterfugios para opinar y, 
                                                 
47




en un editorial amplio y visible, ubicado en un emplazamiento excepcional –primera 
plana- escribía sin temores: 
“El Gobierno, que se llama liberal y archidemocrático, ha suspendido de un plumazo 
una serie de periódicos. Todos, claro está, pertenecientes a un sector determinado. 
¿Dónde están las garantías ciudadanas que tanto se han invocado?...”  
Citaba después los notables perjuicios económicos para las publicaciones periódicas 
y para sus empleados que acarreaban correctivos de esta naturaleza y reiteraba los 
motivos expuestos por sus colegas para reprobar la decisión gubernativa:  
“(...) ¿no hay jueces y magistrados en la región vasconavarra?”48. 
Uno de los periódicos ultraconservadores carlistas que escapó de la purga 
gubernativa, El Siglo Futuro, desmintió el día 24 los supuestos preparativos bélicos. 
“Nadie, entre los católicos, ha pensado ni piensa en guerras civiles”49.  
El 25 de agosto publicaba en portada un editorial, „La apoteosis de la libertad‟, 
ironizando sobre la represión autoritaria de un gobierno con ínfulas de liberal. “El 
gobierno de la República ha hecho bueno al dictador, superándose en sus 
arbitrariedades, y conculcando la ley”50.  
 La Veu de Cataluña abominó de los ataques del Gobierno a la libertad de prensa en 
un editorial incisivo. 
“Ahora nos enteramos de que por una sencilla disposición gubernativa se suspenden 
una porción de diarios del Norte y son clausurados sus locales. No sabemos qué delito 
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habrán cometido pero puestos a castigar los delitos, tendrá que haber un régimen 
republicano, leyes conocidas y procedimientos preestablecidos, y una suspensión 
inmediata no parece una medida demasiado liberal ni demócrata. ¿Es que la prensa 
periódica ha de seguir expuesta, como en los tiempos de Primo de Rivera, a que la 
simple voluntad de un gobernador o de un ministro suprima los diarios?”51. 
La respuesta al interrogante que lanzaba al aire La Veu de Cataluña se obtiene en un 
recuento aproximado de las abundantes resoluciones adoptadas unilateralmente, sin 
previa sentencia judicial, por los gobernadores civiles o por el ministro de la 
Gobernación contra aquellos rotativos que contenían artículos injuriosos u ofensivos 
contra el sistema republicano o contra sus dirigentes. 
Aunque el régimen de prensa se ajustaba en teoría a la Ley de Policía de Imprenta de 
1883, que reconocía la libertad de expresión, las decisiones excepcionales adoptadas por 
las autoridades gubernativas demuestran la ineficacia de dicha normativa, que quedó 
desvirtuada de forma tácita. La citada ley no contemplaba ningún supuesto que licitara 
la intervención administrativa en el libre curso del periódico. Como hemos visto, sólo  
el artículo 20, de un modo bastante impreciso, autorizaba al Consejo de Ministros a 
prohibir la inserción de dibujos, estampas, viñetas y producciones de índole similar, así 
como folletos y hojas sueltas e incluso periódicos españoles editados en el extranjero. 
Pero la prebenda estaba circunscrita únicamente al acuerdo del Consejo de Ministros, 
nunca al ministro de la Gobernación, ni mucho menos a los gobernadores civiles, 
quienes aplicaron con entereza éstas y otras sanciones contra la prensa rival.  
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En el ámbito informativo, la arbitrariedad era, por tanto, la nota dominante. El 
propio ministro de la Gobernación del gabinete todavía provisional de la 
República, Miguel Maura, aportó la evidencia más palpable de la política 
informativa del gobierno en una comunicación dirigida al director del periódico 
El Día, ante la petición que éste le transmitió, el 8 de septiembre de 1931, de que 
finalizase la perdurable suspensión que venía sufriendo su publicación. Como 
argumento de buena fe, el director alegaba que su diario aspiraba a representar a 
la derecha católica que lícitamente había obtenido la victoria en las urnas, por la 
vía estrictamente democrática, y no a las facciones reaccionarias que pretendían 
atentar contra el sistema. La réplica del ministro fue inclemente. El mismo día 8 
le enviaba un telegrama en un tono taxativo que no admitía réplicas posibles:   
“El llamamiento a derechas no alcanza ni se dirige a quienes al amparo de 
libertades que el gobierno quisiera poder respetar siempre pretenden encender 
pasiones, con daño evidente a la paz pública y a España. En lo sucesivo actuaré 
o no según me plazca sin su permiso, que ni pido ni necesito”52.  
Inflexible se mostró hasta el 11 de septiembre, cuando por fin decidió 
levantar el castigo a los periódicos vasco-navarros, a excepción de La Gaceta del 
Norte “que debe continuar suspensa”. Eso sí, la permisividad del ministro iba 
acompañada de una conminación:  
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“Advierta V.E directores que sancionará severamente toda excitación rebeldía 
y todo intento fomentar pasiones”53. (Martínez Pineda, Carmen. Op. Cit.) 
Un mes después, el 21 de octubre de 1931, La Gaceta del Norte continuaba sin 
aparecer y los redactores suplicaron al ministro que autorizase su publicación, por el 
“peligro verse privados sueldos” y “sobre todo después de haberlo efectuado con demás 
colegas suspendidos mismo tiempo”54. 
Ante las peticiones reiteradas, el ministro solicitó al gobernador civil un informe 
sobre la prensa clausurada en Bilbao. El 24 de octubre éste le notificaba la relación de 
periódicos que se habían visto afectados por el correctivo gubernativo: La Gaceta del 
Norte, los semanarios El Fusil, El Adelante, La Rivera Deportiva y El Trabajo. Y 
señalaba las causas de dichas suspensiones:  
“Furibundas campañas de todos ellos contra la República y los ministros de su 
gobierno”55. 
En aquella misma comunicación telegráfica, el gobernador civil denotaba un talante 
más firme incluso que el del ministro, al manifestar su criterio disconforme con un 
posible amago de indulgencia:  
“No procede reanuden su publicación. No obstante, V.E. con su elevado criterio 
adoptará la resolución que crea procedente”56. 
Pese a los persuasivos argumentos del gobernador, el ministro desoyó sus consejos y 
acordó levantarles el castigo. Su compasión llegaba, por supuesto, con advertencias 
rotundas: 
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“En lo sucesivo se aplicarán las leyes con todo rigor”57. 
El rigor era profundo y caprichoso. De hecho, durante los meses de vida del gabinete 
provisional, y antes de que se aprobara la Ley de Defensa de la República, el Estatuto 
Jurídico aportó al gobierno toda la discrecionalidad que necesitaba para actuar. 
El contratiempo con la prensa vasco-navarra fue el aliciente para que el gabinete 
provisional ensanchara sin rubores su poder ilimitado, casi absoluto, con respecto al 
régimen de prensa que permanecía vigente en el país. Con esta rotundidad lo confirmó 
Miguel Maura. En las discusiones parlamentarias que se desataron durante la crisis con 
la prensa del norte llegó a alardear de la potestad totalitaria que el ejecutivo se arrogaba 
para disponer a su antojo y someter a la prensa a una vigilancia casi policial.  
“Vamos a ver si acabamos con este fantasma de las garantías y fijamos cuál es la 
posición de este Gobierno. No existen tales garantías. No existe más que el decreto del 
15 de abril en el que el Gobierno fijó sus propios derechos y se arrogó la facultad de 
suspender, en la parte que fuera necesaria, tantas veces como lo creyera oportuno. El 
Gobierno, ante la Cámara, responde como está respondiendo ahora; pero sus poderes 
son plenos y sin más limitación que la que él se puso en 15 de abril... Cuando llega el 
momento, como ahora ha llegado, suspende y responde, como ahora está respondiendo, 
ante la Cámara. Si ella aprueba lo hecho, nadie puede impugnarlo... Y no hay más 
garantías que ésas. El Gobierno se reservó ese derecho y no necesita decreto ninguno 
para usar de él. Preguntó el Sr. Gil Robles cuánto tiempo durará la suspensión de los 
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periódicos. Yo le contesto: lo que exijan las circunstancias, a juicio del Gobierno, que 
está aquí respondiendo de sus actos”58. 
Ésta fue la convicción que inspiró las directrices en la regulación de prensa del 
bienio reformista de la Segunda República. El supuesto interés nacional y la victoria 
democrática del régimen republicano eran motivo suficiente para que el gobierno se 
sintiera legitimado a anular derechos cívicos y garantías fundamentales. Las autoridades 
republicanas se entregaron con ardor a la tarea de guardianes custodios de un sistema en 
permanente equilibrio, aunque esto les exigiera realizar un auténtico juego malabar para 
hacer compatibles principios tan antagónicos como las libertades decretadas el 15 de 
abril y las excepciones continuadas que aplicaban a la prensa.  
 
2.3. LA FISCALIZACIÓN DE LA PRENSA 
ANTES DE LA LEY DE DEFENSA DE LA 
REPÚBLICA  
La suspensión en bloque de la prensa conservadora, en su mayoría de filiación carlista, 
con la que debutó el gobierno todavía provisional de la Segunda República fue el primer 
síntoma de los métodos de intervención en la libre actividad informativa que se 
aplicarían hasta el estallido de la guerra civil. Las suspensiones masivas de 
publicaciones hostiles al ejecutivo no fueron el resultado de una política de prensa 
coyuntural y asilada. Aunque los grandes disturbios de orden público ocasionaron 
respuestas contundentes como éstas por parte de la administración, su actitud vigilante e 
                                                 
58




interventora en su relación diaria con la prensa fue una práctica institucionalizada en los 
gabinetes republicanos desde sus inicios.   
El control gubernativo se ejercía desde tres vías complementarias: legislativa, 
ejecutiva y judicial. En el plano legislativo, mediante la promulgación de leyes que 
fueron constriñendo la libertad de expresión; en el ámbito judicial, mediante la 
interposición perseverante de querellas criminales por parte de la Fiscalía y la apertura 
del correspondiente auto de procesamiento desde los juzgados; y en el ejecutivo, con la 
imposición de correctivos continuos contra las publicaciones más combativas, como las 
suspensiones que acordaban el ministro de la Gobernación o el gobernador civil de cada 
provincia y las sanciones económicas. 
El asedio judicial contra directores o redactores de semanarios, revistas y diarios por 
presuntos delitos de imprenta constituyó una pieza fundamental del engranaje 
fiscalizador de los gobiernos del primer bienio. Los sumarios provenientes de la 
Audiencia Territorial de Madrid y del Tribunal Supremo –conservados en la Causa 
General del Archivo Histórico Nacional- ofrecen un testimonio certero del número 
ingente de denuncias por supuestos abusos cometidos en el ejercicio de la profesión 
periodística. 
En algunos casos, el delito se tipificaba como de imprenta y se juzgaba al 
director del periódico; en otros, se acusaba directamente a la persona que 
firmaba el artículo, siempre que de sus escritos se extrajeran indicios delictivos, 
como atentar contra la forma de gobierno, promover el escándalo público o 




frecuentemente, contra el cuerpo de la Guardia Civil y otros efectivos de 
seguridad del Estado.  
Los procesos contra periodistas venían siempre motivados por la querella 
criminal que presentaba el fiscal, siguiendo las instrucciones del gobernador 
civil o del propio ministro de la Gobernación. El rigor del fiscal y del 
gobernador de cada provincia era, por tanto, decisivo para que la prensa gozara o 
no de cierta relajación en su quehacer; es decir, la laxitud o la severidad del 
asedio gubernativo variaba en función del ahínco de las autoridades de 
provincias. Algunos gobernadores se comportaban como simples informantes y 
preferían notificar de los desmanes de ciertos periódicos al ministro del ramo 
para que él adoptara una resolución. La mayoría, no obstante, asumía una actitud 
más resuelta y decretaba suspensiones o secuestraba los ejemplares de un 
periódico por propia iniciativa, limitándose a informar al ministro de su decisión 
con un telegrama cifrado.  
El ministro de la Gobernación era, casi siempre, el último eslabón en la 
cadena inspectora. La responsabilidad del control quedaba delegada en los 
respectivos gobernadores civiles, quienes por medio del requisito del sellado 
previo podían revisar los contenidos de los periódicos y deliberar sobre la 
actuación a seguir en el caso de que advirtieran críticas mordaces o 
informaciones incómodas. Cuando los contenidos se consideraban lesivos para 
el interés de la República, trasladaban el ejemplar del periódico al fiscal para que 
formulara una querella criminal y, sin aguardar muchas veces la resolución 
judicial ni la apertura del sumario, ordenaban la incautación de todos los 




posibilidad de reimpresión. Con el propósito de dar visos de legalidad al 
proceso, el mismo día en el que el fiscal interponía la querella, al amparo del 
artículo 105 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, el magistrado competente del 
juzgado del distrito la admitía a trámite y ordenaba el secuestro de los 
ejemplares del número, según el precepto 816 de la citada ley. 
La Comisaría de vigilancia del distrito firmaba la orden de recogida de los 
ejemplares y la inspección de la imprenta y de los talleres. Por último, remitía un 
oficio a la Dirección General de Correos y Telégrafos para que “las 
administraciones ambulantes o fijas subordinadas retengan, a disposición del 
Juzgado Competente, todos los ejemplares que puedan estar en curso del 
mencionado impreso”59. La recogida implicaba también el registro de todos los 
quioscos de la ciudad donde ya se hubiera distribuido el número, y a 
continuación se clausuraban los talleres. Si el gobernador tenía, además, un 
talante receloso, decretaba la suspensión, temporal o indefinida, de la 
publicación, con la conformidad del ministro de la Gobernación.  
El ojo del gobierno era tenaz y su supervisión de la prensa, constante. Para 
asegurarse de que los gobernadores menos diligentes ejercieran de forma idónea 
su cometido, el ministro enviaba telegramas continuos recordando a los menos 
abnegados su obligación de remitir un ejemplar de todos los periódicos de la 
provincia al gabinete de prensa del Ministerio, presidido por Juan Guixé, en el 
correo de la mañana.  
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El ministro de la Gobernación también decretaba, por acuerdo del Consejo de 
Ministros, clausuras de locales y de imprentas cuando el gobernador civil de la 
provincia no actuaba con suficiente premura. En ese caso, cursaba un despacho 
telegráfico urgente y cifrado dando instrucciones al gobernador civil de que 
precintase el periódico en cuestión.  
Las órdenes gubernativas de suspensión de periódicos y cierre de locales 
intentaban paliar el obstáculo con el que tropezaban las autoridades para ejercer 
este seguimiento concienzudo: la demora de los procesos judiciales. Para acortar 
el camino, el gobierno empleaba fórmulas arbitrarias e incluso concedía licencia 
a los gobernadores civiles para que, si lo estimaban oportuno, asumieran plenos 
poderes. Un ejemplo ilustrativo es el telegrama que el gobernador civil de 
Baleares envió al ministro de la Gobernación el 2 de octubre de 1931 donde 
exponía las dificultades que entrañaba su labor por falta de autonomía. En un 
tono vehemente, se quejaba de los exabruptos que en cada número incluía el 
periódico comunista Nuestra Palabra y reclamaba autorización para proceder 
con rapidez, sin esperar molestos procesos judiciales que sólo retrasaban la 
adopción de medidas ejemplares. 
“Se viene distinguiendo por artículos de extremada violencia, insidiosos y 
sediciosos, habiendo aumentado su virulencia en el último número publicado 
ayer... Como la Ley de Policía de Imprenta no otorga a mi autoridad ningún 
medio para poder atajar tales procacidades que en una provincia hasta ahora 
poco agitada van produciendo efectos demoledores y no ignora V.E. lo dilatorio 
de procedimientos judiciales, sin que esto suponga de mi parte la menor queja ni 




su resolución la autorización para suspender dicho periódico, sirviendo cuanto 
consigno a V.E. en presente telegrama como antecedente de cualquier 
interpelación o pregunta. Caso de concederme V.E. autorización que solicito, 
sería por mí usada con gran parsimonia y en casos justificadísimos que 
destruirían efectos de cualquier reclamación y de la que siempre tendría V.E. 
conocimiento previo”.60  
Al día siguiente, el 3 de octubre de 1931, el ministro de la Gobernación 




“Contesto a su telegrama cifrado de ayer participándole que no dude V.E. en 
suspender la publicación del periódico a que se refiere y clausurar el local”62.  
El cruce de ésta y otras comunicaciones similares pone de manifiesto el problema 
que pretendía sortear un gobierno en continua contradicción entre las disposiciones 
legales que regulaban el ejercicio periodístico y sus ansias de evitar a cualquier precio el 
derrumbe del sistema republicano.  
Este afán de defensa patriota conducía casi siempre a un celo desmedido. Algunos 
gobernadores eran más implacables que el mismo ministro de la Gobernación e incluso 
marcaban las pautas de inspección y las fórmulas represivas. El de Cuenca firmó la 
suspensión indefinida del semanario católico El Centro el día 19 de septiembre de 1931, 
aunque lo hizo tras la consulta protocolaria al ministro de la Gobernación.  
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“Comunico a V.E por si estima darme orden en contrario que lunes próximo 
decretaré suspensión indefinida semanario católico El Centro (sic) cuyo número de hoy 
insiste levantar atmósfera calumniadora sobre labor Gobierno y Cortes 
Constituyentes”63. 
La respuesta del ministro no llegaba y el gobernador comenzó a impacientarse, 
temeroso tal vez de que en Madrid no estimasen conveniente emprender una acción tan 
severa. Ante el silencio ministerial, el gobernador persistió. Tres días más tarde 
reiteraba su propósito de castigar al rotativo “de cuya insistencia contra labor de 
Gobierno y Cortes di cuenta V.E”64. 
Pero el tiempo se agotaba y la confirmación del ministro seguía retrasándose. El 
gobernador perseveró y al día siguiente volvía a instar al ministro para suspender la 
publicación. En esta ocasión le rogaba una respuesta “sobre consulta suspensión 
semanario católico El Centro (sic) que vuelve a salir sábado”65.  
Su insistencia surtió efecto. El ministro se mostró receptivo a su solicitud y el día 26 
le daba carta libre para la suspensión.  
Más estricta era la intervención del gobierno en la actividad de las agencias 
periodísticas, sometidas a un régimen de auténtica censura previa. Las comunicaciones 
telegráficas o telefónicas que éstas transmitían a los diversos periódicos con las noticias 
del día eran interceptadas por el gobernador civil, quien prescribía, con el permiso del 
ministro de la Gobernación, lo que era oportuno transmitir y lo que era preciso suprimir 
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de los textos que abordaran sucesos delicados. El 27 de junio de 1931 el gobernador 
civil de Valencia le remitía al ministro el siguiente telegrama cifrado:  
“A efectos sanciones procedan le manifiesto que Compañía de Teléfonos de esta 
ciudad me remite telefonema que desde Madrid dirige a Heraldo de Castellón (sic) 
Agencia Fabra, conteniendo noticias inexactas de alarma y gravedad notoria sobre 
sucesos Sevilla”66.  
El mismo día el ministro dictaba la orden oportuna sin que le temblara el pulso:   
“Signifícole que en casos análogos debe dirigirse al gobernador de la provincia de 
destino del telefonema que contenga noticias inexactas para que deje a aquél sin curso la 
parte que no deba publicarse”67.  
La censura, en este caso, no se limitaba a una denuncia fulminante y al secuestro y 
clausura de la publicación; se activaba antes de que la noticia se publicara gracias a la 
colaboración de Telefónica. Como compañía estatal, ésta daba buena referencia de los 
telefonemas que podían contener signos de traición contra el régimen, del mismo modo 
que el servicio de Correos y Telégrafos desempeñaba idéntica misión con las cartas y 
telegramas que levantaran suspicacias. 
Pero, además, la previa censura a la que estaba sometido el servicio de 
telégrafos facilitaba la intrusión veloz de las autoridades para impedir que el 
periódico receptor de la noticia divulgase la información controvertida. El 17 de 
abril de 1931, recién instaurada la República, el gobernador civil de Santa Cruz 
de Tenerife informaba al ministro de la Gobernación de que en Cádiz “ha sido 
impuesto un telegrama para Gaceta de Tenerife consignando informaciones 
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exageradísimas sobre sucesos Sevilla y he detenido su curso, permitiéndome 
V.E. conveniencia autoridades Cádiz impidan tales hechos”68. 
El delegado provincial coartaba la libertad de expresión al truncar la difusión 
de la noticia que él juzgaba inadecuada y, no contento con censurar el escrito, 
aconsejaba al ministro que utilizase su influencia para evitar que en la ciudad de 
destino del escrito se publicara dicha información.
 69
  
La censura previa no era todavía legal, pero, en el quehacer cotidiano de los medios 
de comunicación, ésta se imponía con mayor frecuencia de lo que habría sido 
imaginable en un estado de derecho. Las autoridades gubernativas se valían muchas 
veces de estratagemas y subterfugios para aplicar sus consignas y censurar los escritos 
que juzgaban desdeñables. Y su actitud plenipotenciaria crecía en aquellos momentos en 
los que imperaba algún estado de excepción. Durante el primer bienio hubo 
circunstancias de orden público que motivaron la suspensión de las garantías 
constitucionales y en estos paréntesis de tiempo el gobierno ostentaba el privilegio de 
actuar con absoluta discreción sobre la prensa más rebelde.  
Así se desprende de la lectura de diversos escritos remitidos al ministro de la 
Gobernación por algunos gobernadores civiles. El de Córdoba le informaba el 6 de 
junio de 1931 de la existencia de un grupo subversivo capitaneado por el periódico 
Política. En el telegrama se quejaba de la enconada actitud del rotativo y alertaba a 
Miguel Maura de su determinación de impedir a toda costa que prosiguieran las 
infamias en la prensa de su circunscripción.  
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El gobernador civil no reparaba en parabienes laudatorios hacia la labor del 
ejecutivo. Recurría a un discurso grandilocuente y adulador, de elogios desmesurados 
hacia el régimen, que rezumaba un tufillo autoritario.  
“(…) Como se avecina periodo electoral –explicaba en su telegrama- mientras dure 
éste y en vista de declaración estado guerra en que se encuentra actualmente la 
provincia, he de proceder, si persiste en su actitud, a tomar medidas de excepción contra 
los que tratan de impedir triunfo de nuestro ideal y no dudo que V.E aprobaría mis 
decisiones si fuera precisas, puesto que serán siempre inspiradas en mi vehemente deseo 
de contribuir a la salvadora obra del Gobierno de la República”70. 
En vísperas del periodo electoral para designar al gobierno definitivo que habría de 
formar las Cortes Constituyentes, el ejecutivo se permitía el lujo de desplegar fórmulas 
coercitivas sobre la libertad de expresión que truncaban, en la práctica, la libre 
circulación de noticias discrepantes. A la luz de éste y otros telegramas y circulares de 
similar tono e intención, el gobierno provisional del primer bienio no respetó la 
celebración de una campaña electoral con plena vigencia de la libertad de expresión. 
Para muchos gobernadores civiles, respaldados de forma tácita por el gobierno central, 
era preferible truncar la inclinación adversa de determinada prensa hostil, aunque ello 
desvirtuase por completo la esencia de un estado democrático.  
Los gobernadores civiles también se encargaban a menudo de adiestrar a periodistas 
y directores sobre la línea informativa que debían seguir. Las consignas previas eran tan 
o más frecuentes que la imposición de multas o querellas, como estrategia de precaución 
para descartar injerencias futuras o como complemento de aquéllas. Hay muchos 
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testimonios al respecto, pero sólo unos pocos que demuestren la voluntad de ciertos 
gobernadores de impedir represalias hacia la prensa. El 17 de junio de 1931 el de 
Tenerife se comunicaba con el ministro de la Gobernación con motivo de la querella 
criminal que el fiscal había formulado contra el periódico En Marcha. En el telegrama 
desaconsejaba la denuncia por el riesgo de alentar revueltas y rechazaba la posibilidad 
de campañas tendenciosas contra el régimen. 
“(...) al tener conocimiento dicho artículo conminé a elementos directivos e 
inspiradores no tolerancia sucesivo ataques dignidad Instituto (de la Guardia Civil), 
siendo acatada mi orden, no tomando otras medidas por considerar hubiera sido grave 
imprudencia exacerbar en aquellos días de convulsión nacional los odios latentes en esta 
provincia contra Guardia Civil desde últimos luctuosos sucesos Noviembre...”71. 
Las prebendas gubernativas para evitar la influencia nociva de la prensa antagonista 
del régimen se tradujo, eventualmente, en la prohibición de la libre circulación de 
aquellas publicaciones que alentaban un clima de desacato. El gobernador civil de 
Ceuta, a instancia de una sugerencia promovida por el general jefe superior de las 
Fuerzas Militares de Marruecos, solicitó permiso al ministro de la Gobernación para 
boicotear la venta de determinados periódicos molestos. El delegado gubernativo 
señalaba los nombres de las cabeceras disolventes, que ya habían  sido prohibidas en 
Marruecos desde el día 17 de agosto, y la remitía al ministro en dos cartas fechadas el 
21 de agosto. El ministro de la Gobernación no meditó en exceso su resolución. El 
mismo día que recibía el escrito devolvía al gobernador civil una respuesta imperativa, 
que implicaba la instauración de un régimen de censura previa:  
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“Impida la entrada, venta o reparto en esa ciudad de los periódicos a que se refiere”. 
La lista de publicaciones abarcaba rotativos españoles y periódicos internacionales: 
Nasza Pomoc, Przeglad Robotniczy, Nasza Obona, de origen polaco y publicados en 
París, Palfkar, de nacionalidad persa y publicado en Berlín, y los nacionales Solidaridad 
Obrera y Heraldo Obrero, de Barcelona, El Pensamiento Rojo, Mundo Obrero, El 
Control de Madrid, El Pueblo de Tánger y El Libertario de Madrid.  
La parca nota ministerial esclarecía la razón que había motivado esta drástica 
medida:  
“Incitan continuamente a la indisciplina en el Ejército”72.  
La censura no se detuvo aquí. El ejemplo se extendió también a la ciudad de Melilla, 
cuyo delegado cursaba idéntico requerimiento al ministro de la Gobernación el 23 de 
agosto y recibía de la autoridad la misma respuesta favorable.
73
  
La censura gubernativa afectaba igualmente a emblemas, títulos o distintivos, 
que el gobierno modificaba o suprimía cuando lo creía oportuno. El 17 de junio 
de 1931 el ministro de la Gobernación notificaba al director general de 
Seguridad la suspensión por quince días del periódico Ejército y Armada, a 
causa del artículo titulado „En el volcán‟, y aprovechaba su contacto telegráfico 
para impartir las nociones pertinentes sobre el futuro de la publicación:  
“Sírvase V.E ordenar la suspensión de dicho periódico por término de 15 días 
dada la tendencia derrotista del mencionado artículo y prevenir que no autorizará 
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su reaparición transcurridos aquellos 15 días sin que se suprima en la cabecera 
„Órgano de opinión militar‟ (sic)”74. 
Ni siquiera los anuncios evadían la supervisión exhaustiva del gobierno. El 13 
de octubre de 1931 algunas publicaciones cometieron la temeridad de publicar la 
esquela de Jaime de Borbón adjudicándole el título de realeza. Todos pagaron 
cara la osadía. El gerente de El Correo Catalán fue sancionado con una multa 
exorbitante, 5000 pesetas, por “haber atribuido títulos reales a personas que no 
los tenían”75 y el mismo desenlace les aguardaba a los periódicos vascos El 
Nervión, Euzkadi, El Noticiero Bilbaíno y La Tarde que el día 16 de octubre 
habían de abonar, sin excepción, las 5000 pesetas de multa
76
. Más fortuna tuvo 
el semanario tradicionalista El Norte, el único que se libró de la sustanciosa 
sanción, aunque el ministro no lo exculpó por completo y delegó en el 
gobernador civil la decisión definitiva: 
“Tratándose de semanario no debe dársele importancia y, por tanto, a V.E 
queda reservado apreciar si procede o no sancionar el hecho comunicado”77.  
Al igual que ocurriera con la suspensión conjunta de periódicos vasco-
navarros, la medida gubernativa desató las críticas en el sector. La Federación de 
Empresas Periodísticas tildó de desproporcionada la solución y razonó su 
opinión discrepante:  
“Lo hecho por las citadas Empresas Periodísticas –admitir una esquela cuyo 
texto está redactado por el cliente que paga bajo su exclusiva responsabilidad- es 
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tan habitual y corriente que existen numerosos precedentes. Por otra parte, la 
tramitación de los originales de anuncios –lo mismo que las esquelas- es ajena 
siempre a la Dirección de la Empresa Periodística...”78. 
Y como ya había sucedido con incidentes análogos, el ejecutivo no atendió 
las súplicas de los periodistas; los rotativos castigados debieron pagar 
íntegramente el importe de la sanción.
 79
  
La intromisión incansable en la actividad de las empresas periodísticas conllevó, 
asimismo, avisos admonitorios a los directores de los rotativos más alejados de la órbita 
gubernamental. Métodos que fueron públicamente denunciados por algunos directores y 
periodistas. 
El 1 de agosto de 1931 La Nación expresaba sus reservas respecto a la situación de 
prensa vigente con el gobierno de la coalición republicano-socialista, en un editorial 
elocuente que tituló, con notable sarcasmo, “La libertad de expresión”. El artículo era 
una respuesta a los periódicos izquierdistas que reclamaban al gobierno la adopción de 
represalias contra la prensa monárquica y derechista. La Nación argumentaba que sus 
críticas eran reposadas y serenas, sin incurrir en delitos que sí resultaban frecuentes en 
las prensa extremista de izquierda.  
“(...) ¿Es efectiva la libertad de expresión –se preguntaba- o es un engaño? Porque la 
Dictadura la restringió señalándole unas normas, unas limitaciones con toda claridad, de 
un modo público y notorio. Pero este Gobierno ha dicho que la libertad no tiene otras 
limitaciones que las señaladas en la ley. Si nosotros no nos salimos de la ley, ¿por qué 
se nos amenaza constantemente? Y si nos saliéramos, con aplicárnosla estaría el 
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incidente liquidado. Otros procedimientos serían de régimen tiránico... Declárese 
paladinamente si hay derecho a opinar y a enjuiciar o no lo hay, y si las insinuaciones 
persecutorias de los periódicos ministeriales reflejan un propósito de Gobierno o son 
una oficiosidad ridícula...”80.  
El gobierno provisional ejerció esta censura oficiosa de forma asidua. En 
consecuencia, la prensa debía lidiar con numerosas trabas gubernativas que entorpecían 
su trabajo y vulneraban su libertad de información. Estas suspensiones frecuentes de 
periódicos y revistas no sólo contradecían los preceptos de la Ley de Policía de 
Imprenta, sino que incluso colisionaban con lo que había dispuesto la Ley de 
Jurisdicciones de 1906 –paradójicamente, derogada por el gobierno provisional el 17 de 
abril de 1931 por los importantes matices que introducía en los postulados liberales de 
la Ley de 1883-. Dentro de sus límites, esta normativa había condicionado la supresión 
de publicaciones a la imposición de tres condenas, y la suspensión temporal a la 
acumulación de tres autos de procesamiento, requisitos que jamás se cumplieron en los 
numerosos correctivos impuestos por los diferentes equipos de gobierno de la Segunda 
República.  
La arbitrariedad y la discrecionalidad en la aplicación de estos castigos a la prensa 
disímil pronto provocaron críticas e increpaciones de la oposición y de los rotativos 
perjudicados, quienes expresaban sus reservas sobre los abusos en los que incurría el 
gobierno. Por ello, el ejecutivo ideó una norma que nació con la aspiración de legitimar 
la persistente actividad fiscalizadora del gobierno: la Ley de Defensa de la República, 
que ensanchaba la potestad del gobierno para intervenir, secuestrar, clausurar e imponer 
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importantes sanciones a aquéllos periódicos que atentaran contra el régimen republicano 
o contra sus representantes.  
 
 
2.4. LA COALICIÓN REPUBLICANO-
SOCIALISTA SIENTA LAS BASES DE LA 
CENSURA INFORMATIVA 
Los partidos de la coalición republicano-socialista que formaron alianza en el gobierno 
provisional de la Segunda República no tardaron en convocar elecciones a Cortes 
Constituyentes para designar y constituir un gobierno de carácter definitivo. Los 
comicios se celebraron el 28 de junio de 1931 y otorgaron una holgada victoria a las 
fuerzas republicanas y socialistas, desterrando, prácticamente, del mapa político a la 
derecha monárquica. 
El resultado electoral fue la consecuencia del estado en el que los diferentes partidos 
llegaron a las urnas, con un dominio claro de las fuerzas de la coalición y con una 
derecha todavía aturdida y desorganizada por los recientes acontecimientos. En 
consecuencia, “la oposición de derechas afrontará el escrutinio en unas condiciones muy 
desfavorables. En primer lugar se veía obstaculizada en sus medios de expresión: dos de 
sus periódicos más importantes, ABC y El Debate, habían sido suspendidos a 
consecuencia de las manifestaciones de mayo, y siguieron sin publicarse casi hasta las 
elecciones. También estaban las derechas divididas en cuanto a la táctica a seguir”81. 
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Los partidos victoriosos se ubicaban en el centro y en la izquierda del espectro 
ideológico. El más conservador de todos era la Derecha Liberal Republicana de Alcalá-
Zamora y Miguel Maura, al que le seguía el Partido Radical de Lerroux, en el centro. A 
la izquierda se situaba el Partido Radical-Socialista de Álvaro de Albornoz y Marcelino 
Domingo, flanqueado por el partido de Manuel Azaña, Acción Republicana. En el ala 
más extrema de la izquierda, aunque sin abandonar las convicciones burguesas, se 
hallaba el PSOE.  
El PSOE consiguió el mayor número de sufragios, aunque el gran triunfador fue 
Manuel Azaña, quien pronto se convirtió en el ideólogo que marcó las pautas del primer 
bienio
82
. Su paso decisivo fue asumir la Presidencia del Gobierno, a partir del mes de 
octubre, tras la primera crisis gubernamental desencadenada por las disensiones con los 
representantes de la derecha republicana, Niceto Alcalá-Zamora, presidente de la 
República, y Miguel Maura, ministro de la Gobernación, respecto a la política 
anticlerical de la coalición.  
El enfrentamiento de los representantes más conservadores del gobierno con el resto 
de fuerzas de la coalición se reveló insalvable cuando comenzó la discusión del texto 
constitucional. El ejecutivo nombró un comité encabezado por el catedrático de derecho 
en la Universidad de Madrid, Luis Jiménez de Asúa, socialista moderado, quien 
presentó el borrador completo de la Carta Magna en el mes de agosto. La discusión se 
inició el 11 de septiembre y originó un debate de tres meses. Las disputas más ácidas 
surgieron en torno a dos artículos que despertaron los recelos de los representantes 
católicos en el gobierno: el artículo 44 (“La propiedad de toda clase de bienes podrá ser 
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objeto de expropiación forzosa”) y, sobre todo, el 26 que proponía la separación de la 
Iglesia y del Estado al declarar que “El Estado, las regiones, las provincias y los 
municipios, no mantendrán, favorecerán, ni auxiliarán económicamente a las Iglesias, 
Asociaciones e Instituciones religiosas”. El artículo contemplaba la disolución de 
aquellas órdenes religiosas que impusieran un voto especial de obediencia a autoridad 
distinta de la legítima del Estado, disolución que se hizo efectiva en el caso de los 
jesuitas. Por su parte, las demás órdenes se sometían a una ley especial que se ajustaría a 
unas bases, entre las que destacaba la prohibición de ejercer la industria, el comercio o 
la enseñanza. El artículo admitía que “Los bienes de las Órdenes religiosas podrán ser 
nacionalizados”83.  
La aprobación del controvertido artículo 26 provocó la salida en masa de la minoría 
derechista, así como las dimisiones de los dos ministros católicos republicanos: Maura y 
Alcalá-Zamora. 
Niceto Alcalá-Zamora fue sucedido como presidente del Gobierno por Manuel 
Azaña, quien combinó la Presidencia del Ejecutivo con la cartera de Guerra, y delegó 
las funciones del Ministerio de la Gobernación, hasta entonces asumidas por Miguel 
Maura, en su hombre de confianza y amigo personal, el gallego Manuel Casares 
Quiroga. Se producía, de este modo, la primera y más ardua crisis del recién constituido 
gabinete de coalición.  
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2.4.1. La Ley de Defensa de 
la República: 
mordaza a los 
periódicos  
La escisión vivida en el seno del gobierno cuatro meses después de las elecciones a 
Cortes favoreció el nacimiento del dirigente político que se perfilaría en los siguientes 
años como el bastión del nuevo régimen republicano: Manuel Azaña. En el plano 
informativo, su voluntad también resultó crucial para engendrar la ley que durante dos 
años serviría para ejercer una vigilancia e intromisión severas sobre la prensa y para 
garantizar que ningún acto adverso al ejecutivo o al régimen quedase impune. Era la 
Ley de Defensa de la República, que entró en vigor el 21 de octubre de 1931, y cuyos 
principios rectores asestaron un golpe definitivo a las libertades públicas que el 
gobierno había promulgado en el ya de por sí ambiguo decreto del 15 de abril. La ley 
facultaba a las autoridades gubernativas para establecer rígidos correctivos que 
colisionarían, incluso, con la Carta Magna y permitía efectuar un control tenaz de la 
labor informativa de la prensa, que desde el primer momento se convirtió en su 
principal punto de mira.  
“La Ley de Defensa de la República era una durísima medida de excepción que 
permitió al Gobierno actuar contra sus enemigos manifiestos al margen del sistema 
judicial, pero sin violar la Constitución. El ministro de la Gobernación, Casares 




periódicos, las clausuras de locales sindicales y políticos y los confinamientos de 
monárquicos, anarquistas y comunistas. En este sentido, fue un instrumento eficaz. Pero 
su sola existencia, combatidísima por la oposición, demostraba que algo no marchaba 
bien en la democracia española para que un Gobierno de mayoría liberal tuviera que 
protegerse de esa manera a los pocos meses del clamoroso triunfo republicano” 84.  
Sin ser una ley de aplicación expresa para las publicaciones periódicas, sus 
resoluciones más enérgicas se dirigían, sin embargo, a la divulgación de toda clase de 
noticias, informaciones u opiniones que violentaran el sistema, incitaran a la rebelión, 
promovieran la sedición o calumniasen a las autoridades. El artículo 1° tipificaba los 
actos de agresión a la República sometidos a dicha ley y tres puntos atañían 
específicamente al quehacer de periódicos, revistas o emisoras radiofónicas: el 3° (“La 
difusión de noticias que puedan quebrantar el crédito o perturbar la paz o el orden 
público”), el 5° (“Toda acción o expresión que redunde en menosprecio de las 
instituciones u organismos del Estado”) y el 6° (“La apología del régimen monárquico o 
de las personas en que se pretenda vincular su representación y el uso de emblemas, 
insignias o distintivos alusivos a uno u otras”). 
El artículo segundo fijaba las penas con que el gobierno condenaría dichos actos:  
“Podrán ser confinados o extrañados, por un periodo no superior al de vigencia de 
esta ley, o multados hasta la cuantía máxima de diez mil pesetas, ocupándose o 
suspendiéndose según los casos, los medios que hayan utilizado para su realización, los 
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autores materiales o los inductores de hechos comprendidos en los números I al X del 
artículo anterior”. 
Solamente se libraban de esta condena los autores de la cláusula undécima, los 
funcionarios, que ante falta de celo o negligencia en sus tareas podían ser suspendidos 
de su cargo o postergados en sus respectivos escalafones.  
Los autores individuales de los presuntos delitos poseían el derecho de interponer un 
recurso ante el ministro de la Gobernación en el plazo máximo de 24 horas y las 
personas jurídicas, en cinco días, ante el Consejo de Ministros.  
La ley, por lo tanto, confería al gobierno poder para sancionar económicamente a 
periodistas que difundieran noticias tendenciosas o agresivas para la institución, y a 
decretar su destierro por un tiempo prácticamente indefinido (mientras tuviera vigencia 
la ley). Pero, además, la normativa capacitaba al ejecutivo para ocupar y suspender los 
medios empleados para la realización del presunto delito, lo que correspondía a la 
clausura automática de aquellos periódicos denunciados por cualquier artículo que el 
fiscal juzgase calumniador u ofensivo para las autoridades o para la institución.  
El artículo tercero legitimaba al ministro de la Gobernación, entre otras cosas, para 
suspender reuniones o manifestaciones cuando “sea presumible que su celebración 
pueda perturbar la paz pública” y para “clausurar los Centros o Asociaciones que se 
considere incitan a la realización de actos comprendidos en el artículo primero de esta 
ley”85. 
La mera suposición de que una reunión legal pudiera devenir en altercados era 
suficiente pretexto para exigir su disolución. De igual modo, los centros, entre ellos los 
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periódicos, podían ser precintados simplemente porque el gobierno advirtiera la más 
leve señal de comisión de alguno de los delitos tipificados en la ley. 
El artículo 4º restringía las competencias para aplicar estas sanciones al Consejo de 
Ministros o, en su defecto, al ministro de la Gobernación y a delegados de dos o más 
provincias. De este modo, ampliaba las facultades discrecionales del gobierno y suplía 
las limitaciones que establecía la todavía vigente Ley de Policía de Imprenta de 1883, 
que tan sólo permitía la intervención gubernativa por medio del acuerdo del Consejo de 
Ministros y en circunstancias más excepcionales. La nueva ley hacía extensible esta 
prebenda legal al ministro de la Gobernación y coadyuvaba, con ello, a ensanchar la 
capacidad de intromisión del gobierno en la libre actividad periodística, mermando de 
un modo ostensible la libertad de expresión.  
Estas circunstancias motivaron una exposición de quejas por parte de la oposición 
parlamentaria en la sesión del 20 de octubre en la que se presentó la ley. El diputado 
monárquico Santiago Alba lamentó que el gobierno tuviera que dotarse de una ley de 
excepción y alertó de los quebrantos democráticos que entrañaría, fundamentalmente 
para el sector periodístico. “Digámoslo en romance castellano: que en lo sucesivo el 
Ministro de la Gobernación puede suspender libremente el periódico que quiera”86. 
Otros diputados expusieron sus protestas por el flagrante quebranto de libertades 
públicas que conllevaría la ley, como Ángel Ossorio y Gallardo, de la candidatura de 
Apoyo a la República, Eduardo Barriobero, del Partido Republicano Democrático 
Federal, o Antonio Royo Villanova, de la Minoría Popular Agraria. Con cierta ironía, 
éste último subrayó el vacío legal en el que quedaba la prensa, al no ser mencionada de 
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manera expresa en ningún artículo de la ley, y pidió a Azaña que aclarase en qué 
situación de presunta libertad democrática se hallarían los periódicos tras la 
promulgación de una ley que permitiría al ministro de la Gobernación decretar 
suspensiones. Por ello, aconsejaba al presidente del Gobierno: “Si queréis intervenir en 
los periódicos, para que no sean un peligro para la República, debéis establecer la previa 
censura”87. 
En su turno de palabra, Manuel Azaña justificó la aprobación de la ley en la 
responsabilidad del gobierno de defender la República recién consagrada, y matizaba: 
“La República no está en peligro, pero para evitar que el peligro nazca, es necesaria esta 
ley”88. 
La prensa sufrió de inmediato los efectos de la nueva legislación. La celeridad con la 
que el ministro de la Gobernación aleccionó a los gobernadores civiles de todas las 
provincias para que las indicaciones de la ley se aplicaran con firmeza es la prueba 
evidente de que la ley se elaboró fundamentalmente para perseguir a la prensa hostil. 
El 24 de octubre, Casares Quiroga dirigía una circular, la número 120, a todos los 
gobernadores civiles y a los delegados del Gobierno de Mahón, Ceuta y Melilla que 
parecía denotar cierto espíritu magnánimo.   
“Telegrafíen con urgencia expresando periódicos que están suspendidos, causas que 
la motivaron y si procede o considera conveniente que reanuden su publicación”89.  
La generosidad, sin embargo, era tan sólo aparente. El objetivo del ejecutivo era 
legitimar las suspensiones anteriores a la promulgación de la ley. Este propósito 
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quedaba de manifiesto en un despacho telegráfico que Casares Quiroga dirigió al 
gobernador civil de Barcelona el 23 de octubre de 1931 en el que denegaba la solicitud 
de éste de suspender Solidaridad Obrera.  
“Como el Gobierno se propone que los periódicos suspendidos con anterioridad a la 
Ley de Defensa de la República reanuden su publicación no oculto a V.E. produciría 
mal efecto suspender Solidaridad Obrera (sic) al mismo tiempo que reaparezcan diarios 
derechistas, pero si dicha publicación ha incurrido en delitos comunes, debe denunciarla 
a los Tribunales, significándole a los Presidentes de la Audiencia las oportunas 
instrucciones que cabe aplicar en tales casos”90.  
El talante liberal del ejecutivo fue efímero. Tras haber recabado toda la información 
sobre los periódicos que habían sido forzados a interrumpir su actividad y haber 
ordenado su reaparición, el 22 de Noviembre de 1931 Casares Quiroga distribuía una 
nueva circular, la 131, con unas directrices mucho más represivas:   
“Cuando alguno de los periódicos de esa provincia incurra en cualquiera de los actos 
de agresión a la república que enumera la Ley de Defensa de la misma, remítame por el 
primer correo un ejemplar de dichos periódicos señalando el concepto que imponga la 
sanción correspondiente”91.  
La Ley de 21 de octubre fue una coraza normativa para dotar de legalidad las 
perseverantes intromisiones gubernativas en el quehacer periodístico. Sin embargo, el 
nuevo cauce legal no suponía una demora en la imposición de correctivos. El ministro 
siguió delegando en los gobernadores civiles la tarea de escrutar y sancionar –con 
multas o con clausuras fulminantes- a la prensa rival, pero lo hacía con la aclaración 
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oportuna de que le notificaran sus resoluciones y que dictaran sus sentencias basándose 
en los preceptos de la ley.  
Algunas autoridades provinciales solicitaban la autorización oportuna al ministro de 
la Gobernación, pero muchas otras se limitaban a informarle de las suspensiones con las 
que habían castigado a determinados rotativos. El 7 de noviembre de 1931 el delegado 
del gobierno de Ceuta se lamentaba de la conducta inadecuada del periódico Adelante y, 
en un telegrama remitido al ministro de la Gobernación, le comunicaba concisamente su 
determinación:   
“Dada la persistencia en la campaña, haciendo uso de las facultades que V.E. me ha 
conferido, he suspendido temporalmente la publicación del referido semanario y me 
permito acompañar un ejemplar del mismo”92.  
Curiosamente, la supuesta licencia que los gobernadores se atribuían 
contravenía de forma manifiesta la ley que, en su artículo 4°, sólo reservaba 
dicha facultad sancionadora al ministro de la Gobernación o a delegados de dos 
o más provincias. Los gobernadores civiles quedaban exentos de esta prebenda 
legal, pese a la profusión con que la aplicaron en su actividad cotidiana.  
Al margen de los fallos que pudieron cometerse en la interpretación de la 
norma, lo cierto es que a partir de noviembre de 1931 se intensificó la dureza 
sancionadora y todos los gobernadores civiles justificaban los correctivos que 
imponían a los periódicos rivales en la infracción de algún punto del artículo 1º 
de la Ley de Defensa de la República.  
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El problema, no obstante, se haría pronto ostensible: la naturaleza de una ley 
limitadora de la libertad de prensa e imprenta como ésta iba a chocar de forma 
lógica con el espíritu que los ministros querían conferir a la Constitución de 
1931, cuyo artículo 34 proclamaba abiertamente la libertad de expresión
93
.  
Para solventar este inconveniente, Manuel Azaña se propuso insertar la ley como una 
disposición adicional transitoria de la Constitución. Planteó esta solución perentoria en 
la sesión del 8 de diciembre de 1931, “cuando prácticamente ya habían finalizado los 
debates del texto constitucional y sólo restaba proceder a su votación”94. 
Entre los problemas de incompatibilidad que Azaña alcanzó a vislumbrar se 
encontraba el hecho de que, al abrigo de la Carta Magna, los derechos individuales sólo 
podrían suspenderse “cuando lo exigiera la seguridad del Estado y en casos de notoria e 
inminente gravedad (...) Así, mientras la Constitución, entre otros derechos, consagra el 
habeas corpus (art.26), prohíbe el destierro o deportación a más de 250 kilómetros del 
domicilio (art. 42), garantiza la inviolabilidad del domicilio a todos los residentes de 
España (art. 31), reconoce el derecho de reunión pacífica sin discriminación del carácter 
de la misma, protege la libertad de asociación y sindicación (art. 39) y garantiza la 
libertad de expresión (art. 34), la Ley de Defensa infringía básicamente esos mismos 
derechos, e imponía sanciones a quienes ejercieran aquellas mismas garantías 
individuales que a partir de la promulgación de la Ley pasarían a ser considerados como 
actos de agresión a la República”95. 
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La votación para preservar la ley de la derogación forzosa desató una acerba 
polémica entre los parlamentarios. Manuel Azaña reconoció que la naturaleza de la ley 
resultaba incompatible con la Constitución, aunque, no sin cierto cinismo, afirmó que 
cuando la Cámara en su conjunto la había votado favorablemente lo había hecho con la 
voluntad de que perviviera todo el tiempo que funcionaran las Cortes. Su deducción, por 
tanto, era que el Parlamento no debería poner cortapisas a preservarla mediante la 
solución que él venía a defender ante la Cámara.  
Su petición generó airadas protestas en el Parlamento. Algunos diputados lanzaron 
arengas contra su carácter coercitivo, dijeron que mutilaba la libertad de expresión y que 
violentaba derechos individuales. Los discursos de los disidentes destacaron la represión 
que la ley, en apenas dos meses de trayectoria, había ocasionado a quienes discrepaban 
con las ideas gubernativas. Eduardo Barriobero pidió su eliminación para dejar “que 
hablen los periódicos adversos”. El diputado socialista José Gómez Ossorio resaltó la 
paradoja de que el gobierno pidiera la votación de un artículo de la Constitución “sin 
dictamen de nadie, sin deliberación, sin conocimiento previo de la Cámara y para ser 
resuelto en pocos minutos” y no ratificó su voto. Aún más crítico se mostró José 
Antonio Balbontín, uno de los diputados y periodistas –del partido comunista- 
intensamente perseguido por sus presuntos delitos de imprenta.   
“La República, hasta la fecha presente, ha fracasado”, comenzó.  
Su discurso se vio interrumpido en varias ocasiones por las protestas furibundas de 
otros parlamentarios. En medio de un debate cada vez más acalorado, Balbontín trató de 
justificar su aseveración. Admitió que la situación económica del país era ahora peor 




gozar de una plena libertad- se había visto arrebatado por la Ley de Defensa de la 
República, la cual suspendía “derechos fundamentales del hombre contenidos en la 
Constitución que se va a votar esta tarde”. Concluyó resaltando las consecuencias que 
tendría la inclusión de la ley dentro de la Carta Magna, que “el pueblo español siga 
sometido a una dictadura más o menos embozada”96.  
Las discrepancias no impidieron la aprobación de la ley. Desde ese momento, los 
delitos de prensa e imprenta por ataques a la forma de gobierno, difamaciones a las 
autoridades y a los cuerpos de seguridad del Estado o incitación a la rebelión se 
sucedieron sin descanso. Durante los casi dos años de vigencia de la Ley de Defensa de 
la República, la prensa española vivió una permanente fiscalización gubernativa, 
sometida a las resoluciones arbitrarias del gobernador civil de turno y, salvo contadas 
excepciones, en una situación de absoluto desamparo legal.  
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2.4.2. El funcionamiento 
de la censura 
oficiosa 
La Ley de Defensa de la República fue concebida como una herramienta para contener 
los ataques violentos y las amenazas extremistas que se cernían sobre la República. La 
aparente normalidad con la que se produjo la instauración del nuevo régimen fue, en 
realidad, un espejismo y desde su génesis el sistema republicano se vio cercado por 
numerosos adversarios que desde posiciones democráticas, unas veces, y abiertamente 
conspirativas, otras, trataron por todos los medios de boicotear la naciente República. 
La paulatina, aunque imparable, radicalización hacia ambos flancos de muchos 
partidos y de sus portavoces mediáticos agravó la tensión política y favoreció medidas 
excepcionales, como ésta, que fueron quebrantando la libertad y la democracia con el 
propósito de salvaguardar la institución republicana. Aunque el espíritu con el que fue 
concebida la ley era velar por la seguridad del régimen ante maniobras conspiradoras de 
sus enemigos, lo cierto es que el gobierno del primer bienio fue mucho más allá de este 
límite en su aplicación cotidiana e hizo de la Ley de Defensa de la República un 
verdadero instrumento opresor que sirvió, en la práctica, para cercenar la libertad de 
rotativos de muy variados espectros ideológicos y de muy diversa actitud periodística. 
De este modo, las injerencias del ejecutivo en el oficio periodístico no se limitaron a 
aplacar las incitaciones belicosas de publicaciones radicales, ni a atemperar los ánimos 




constante, minuciosa y exhaustiva desplegada sin distingos por todos los políticos que 
asumieron el poder.    
Mucho antes de que se normalizara la censura previa, los mecanismos para interferir 
en el libre ejercicio periodístico impedían a la prensa española esconderse de la 
supervisión. La fórmula más eficiente para amputar la libertad de imprenta era el sellado 
previo en la delegación de prensa del Gobierno Civil. De acuerdo con la Ley de Policía 
de Imprenta, todas las publicaciones debían cumplir con este requisito y las de Madrid, 
además, tenían que sellar por duplicado el ejemplar del día o de la semana, en la sede 
del Gobierno Civil y en el Ministerio de la Gobernación. De esta forma, las autoridades 
podían velar por el sometimiento de la prensa y agilizar los dispositivos para secuestrar 
los ejemplares si comprobaban que el número examinado se excedía en sus opiniones. 
De menor libertad gozaban los folletos, las hojas sueltas y los suplementos de 
periódicos, sobre los que caía el peso de un verdadero engranaje censor. Éstos podían 
ser prohibidos por acuerdo de Consejo de Ministros, aunque de facto, y en contra de lo 
que estipulaba la ley de 1883, los gobernadores civiles también se beneficiaran de este 
poder discrecional. En consecuencia, cuando las autoridades provinciales observaban 
alguna desviación de las directrices oficiales, denegaban sin más reparos su libre 
distribución.  
El 16 de septiembre de 1931 el Gobierno Civil de Ávila desautorizaba la reimpresión 
y circulación de las hojas de la Junta Diocesana „¡Españoles, alerta contra el peligro de 
la escuela única!‟ así como del panfleto titulado „Un ejemplo: lo que hace en España 
una congregación religiosa‟. La razón que alegaba era su “excitación a la rebelión que 




descreídos‟ que devolvió a la Junta con el sello del Gobierno (sic)97. El principal 
reproche que puede realizársele a esta actuación, y a otras del estilo, es que la ley por la 
que se regía la prensa (la de 1883) sólo otorgaba dicha competencia al Consejo de 
Ministros.  
La mayoría de las sanciones que durante el primer bienio se impusieron a los 
periódicos disidentes se movían en el terreno difuso de la alegalidad, cuando no 
incurrían en la ilegalidad manifiesta. La censura soterrada e implícita se siguió 
ejerciendo desde las sedes de los Gobiernos Civiles, que contaban a su vez con la 
colaboración puntual de los respectivos ayuntamientos para controlar también a la 
prensa de ámbito local, y en la cúspide de la estructura piramidal se situaba el ministro 
de la Gobernación, responsable último de las resoluciones adoptadas para encorsetar la 
labor de la prensa, quien, a su vez, delegaba en su brazo ejecutor, el director general de 
Seguridad.  
Los gobernadores civiles eran, por tanto, los encargados de revisar los ejemplares de 
cada periódico para orientar la línea informativa de los rotativos perturbadores con 
consejos oportunos que transmitían a sus directores o con amenazas terminantes. 
Actuaban, así, como inspectores porfiados de todas las publicaciones que se editaban en 
su provincia, cercenaban las noticias que estimaban reprobables y, sobre todo, imponían 
multas económicas y decretaban suspensiones de aquellas cabeceras que no acataban 
sus directrices. Casi todos se extralimitaban en su función, pero lo hacían con la 
indulgencia del propio ministro de la Gobernación, quien se conformaba con una mera 
notificación escrita de las medidas adoptadas.  
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Abundan los testimonios escritos que ratifican esta afirmación. El gobernador civil 
de Tarragona, por ejemplo, imponía el 16 de julio de 1932 una multa por el nada 
irrelevante importe de dos mil pesetas al autor del artículo „Comentario del momento: 
La tranquilidad es completa‟, aparecido en el número 113 del periódico carlista de 
Tortosa La Tradición. Lo hacía amparándose en la ley promovida por Azaña y en su 
notificación dirigida al ministro se encargaba de consignar los preceptos infringidos por 
la publicación: los puntos 3º y 5º del artículo 1º de la ley de Defensa de la República. 
No satisfecho con la sanción pecuniaria, remachaba la resolución con un correctivo 
ejemplarizante: “Al mismo tiempo –escribía- he acordado la suspensión del propio 
periódico, contra el cual venía recibiendo constantes quejas elementos republicanos 
dicha comarca”98. 
No era el único gobernador resolutivo y audaz que aplicaba los correctivos más 
drásticos (la suspensión fulminante de una publicación) al amparo de una ley que les 
vetaba ésta y otras atribuciones. Tras la aprobación de la controvertida Ley de Defensa 
de la República la mayoría de los gobernadores civiles continuó ejerciendo sus 
funciones conminatorias y censuradoras con la misma asiduidad con que las habían 
desempeñado antes de su entrada en vigor, cuando el gabinete provisional gobernaba 
por decreto. La única prevención que tomaban ahora consistía en efectuar una solicitud 
protocolaria al ministro de la Gobernación para que éste diera el visto bueno a sus 
medidas represivas contra la prensa adversaria. Algunos, como el de Tarragona, se 
mostraban, no obstante, confiados en la plenitud de sus poderes y tan sólo comentaban 
de soslayo su decisión discrecional a un ministro que parecía obviar éstas y otras 
muchas ilegalidades explícitas.  
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Los ejemplos son nutridos. El 29 de mayo de 1932 el gobernador civil de Ciudad 
Real se comunicaba con el ministro para informarle de la recogida del número 28 del 
periódico Adelante de Valdepeñas por emitir “conceptos ofensivos e injuriosos a mi 
autoridad”. Al día siguiente ampliaba el telegrama de la víspera para notificarle una 
sanción adicional: una multa de quinientas pesetas
99
.  
El asedio judicial también se recrudeció tras la entrada en vigor de la ley. Los 
fiscales eran incansables en la formulación de querellas contra cualquier artículo 
que considerasen difamador o violento y se disparó el número de procedimientos 
instruidos en los juzgados ordinarios por presuntos delitos de imprenta o por 
actos de agresión a la República cometidos por medio de la prensa.  
Esta persecución judicial no era azarosa; obedecía a las propias instrucciones 
impartidas por el ejecutivo. Tres días después de que la ley comenzara a 
funcionar, el 24 de octubre de 1931, el ministro de Justicia, Fernando de los 
Ríos, cursaba al presidente del Tribunal Supremo una circular indulgente con los 
juristas reacios a colaborar con el régimen. Si no seguían el camino trazado, el 
ministro los invitaba amablemente a dimitir.  
“Los magistrados, jueces y fiscales cuya posición de conciencia no les 
permita esta actitud de eficaz y decidido apoyo a la nueva legalidad facilitarían 
la serena renovación del órgano judicial si espontáneamente solicitasen su 
separación”.  
La orden velada iba seguida de una amenaza inequívoca:  
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“En todo caso, este Ministerio, velando, por lo que concierne a los 
funcionarios dependientes de él, de hacer efectivo el cumplimiento de la ley 
votada por las Cortes Constituyentes, desea se advierta a las Salas de Gobierno 
de las Audiencias Territoriales, para que a su vez lo comuniquen a las 
Provinciales y Juzgados, la inmediata sanción de que será objeto toda lenidad o 
flaqueza en la leal ejecución de la voluntad de las Cortes Constituyentes 
expresada en la Ley de 21 de octubre último”100. 
Por si la conminación no era suficientemente clarificadora, el ministro de 




Con el nuevo marco legal, La Fiscalía se convirtió en el aliado íntimo de las 
autoridades gubernativas a la hora de vigilar la actuación de los rotativos, asegurando 
que ningún amago de beligerancia contra el gobierno republicano quedase sin castigo. 
La correspondencia cruzada entre el Ministerio de la Gobernación y los respectivos 
Gobiernos Civiles confirma, en efecto, la connivencia existente entre los órganos 
ejecutivo y judicial para velar por el mantenimiento del nuevo régimen de prensa. El 25 
de octubre de 1931, recién aprobada la ley de Defensa de la República, el ministro de la 
Gobernación contactaba con el gobernador civil de Navarra para orientarle sobre las 
pautas que debía seguir en su relación con las publicaciones periódicas. La nota desvela 
los vínculos tan estrechos que existían entre la Fiscalía y el gobierno, así como los 
cauces y fórmulas de gestión gubernativo-judicial que solían adoptarse para someter a la 
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prensa discrepante. Casares Quiroga ordenaba al gobernador que levantara la 
suspensión del semanario jaimista La Esperanza, pero su tolerancia conllevaba sus 
avisos implacables en forma de coletilla reincidente: 
“(…) en lo sucesivo se aplicarán las leyes con todo rigor”.  
Y matizaba: 
“(...) de suerte que si reincide pase el oportuno tanto de culpa a los Tribunales que 
tienen instrucciones para proceder en tales casos y si la reincidencia se repitiera deme 
cuenta inmediata y acordaré lo procedente”102. 
Lo procedente consistía siempre en imponer sanciones sustanciosas y en dictar 
clausuras automáticas que esquilmaban los fondos de la publicación y abocaban a los 
periódicos desafectos al régimen a una situación de precaria subsistencia.  
El cometido de la Fiscalía no concluía tras la interposición de la querella; el fiscal 
también debía revisar atentamente la evolución de los procesos para cerciorarse de que 
la sentencia era condenatoria. Por este motivo, cuando la Audiencia Provincial no 
apreciaba indicio de delito, el fiscal formulaba un recurso de casación por infracción de 
la Ley de Defensa de la República.  
En los expedientes de los juzgados, y como prueba documental, los autos dictados 
contra los periodistas obstinados en disentir con el gobierno iban acompañados de un 
ejemplar del número del periódico y, marcado con lápiz rojo y azul, figuraban los 
títulos, párrafos, oraciones o palabras que el fiscal consideraba dañinos para la armonía 
del régimen republicano. Ninguno de estos periódicos podía burlar a la judicatura ni 
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sortear el asedio del gobierno, pero la mayoría recurría a una argucia legal: adjudicaba 
la autoría de los escritos denunciados a algún diputado cercano al espectro ideológico de 
la publicación que, amparándose en su inmunidad parlamentaria, sería juzgado por el 
Tribunal Supremo, tal y como establecía la ley de 9 de febrero de 1912. 
Las publicaciones sometidas al escrupuloso régimen fiscalizador del primer 
bienio empleaban, por tanto, esta artimaña y presentaban un recurso en el que 
aportaban, como único alegato, el acta de diputado. En dicho escrito, el abogado 
defensor remarcaba la fecha exacta en la que el redactor ocasional había jurado 
su cargo para acreditar que su condición de diputado era anterior a la comisión 
del delito que se le imputaba. En casi todos los casos denunciados, el magistrado 
advertía indicios de delito, pero, al estar incapacitado legalmente para juzgar a 
un diputado, se veía en la obligación de elevar un suplicatorio a las Cortes 
solicitando autorización para dirigir el procedimiento contra el autor del artículo. 
Las Cortes, habitualmente, votaban en contra de tal petición en su sesión 
parlamentaria del día” 103.  
Determinados nombres de diputados estaban asociados a ciertas cabeceras 
que deambulaban por los dos polos extremos (derecha e izquierda) entre los que 
se ubicaba el gobierno del primer bienio. Algunos eran imputados crónicos en la 
Sala de lo Criminal del Tribunal Supremo, como el comunista José Antonio 
Balbontín, por sus denuncias exaltadas desde La Tierra, el diputado monárquico 
Pedro Sainz Rodríguez, generalmente acusado de atentar contra el gobierno 
desde las páginas del periódico tradicionalista Jerarquía, Antonio García Prieto, 
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muy crítico en el rotativo La Razón, algunos socialistas, como Joaquín García 
Hidalgo, redactor del semanario Política, Juan Company, del Partido 
Republicano Federal, redactor habitual del Diario de Almería o Manuel Robles 
Aranguiz, del PNV, que escribía en el diario bilbaíno Euzkadi. Otros 
simplemente eran denunciados de forma ocasional, como Marcelino Oreja, de 
Acción Católica, próximo a la órbita del tradicionalismo vasco, José María Gil 
Robles, el carlista José María de Lamanie, que formaría parte del gobierno del 
segundo bienio, como ministro de la CEDA, Ángel Samblancat o el socialista 
José Gómez Ossorio.  
Pese a estas agudezas de ingenio, las publicaciones no se libraban del habitual 
secuestro de los ejemplares ni de la más que probable suspensión, 




La cuestionable solidez legal de estos métodos gubernativos de control generó 
protestas enconadas por parte de la profesión periodística. A partir de 1932 son 
habituales los telegramas de rotativos afectados dirigidos al ministro de la Gobernación 
para exponer sus reservas por las recogidas indisciplinadas de periódicos. Los 
trabajadores de La verdad social de Badajoz denunciaban el 23 de enero la intervención 
indebida de la Guardia Civil al recoger un impreso “autorizado con sello Gobernador 
Civil”105.  
En este caso, como en muchos otros, la operación policial obedecía 
probablemente a una orden verbal impartida por el gobernador de la provincia. 
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El de Córdoba, de los más intransigentes, evitaba el 1 de junio de 1933 que el 
periódico La Voz se distribuyera. Sin que mediara querella alguna ni orden 
impresa de suspensión, envió a los agentes policiales a la puerta del periódico 
con la instrucción de que impidiesen la salida del número. El 14 de junio 
suspendía nuevamente su difusión. Aunque esta vez el ejemplar era recogido 
mediante una orden judicial, el secuestro se producía a las cinco de la mañana y 
con un auto dictado la noche anterior, a las 22.30 horas, una rauda intervención 
que fue posible aprovechando la imposición forzosa del depósito del ejemplar en 
la sede del Gobierno Civil para su sellado. Este procedimiento inusual, 
peligrosamente cercano a los métodos propios de un sistema de censura previa, 
incomodó a los redactores, quienes expusieron su queja ante el ministro de la 
Gobernación.
106
 (En Martínez Pineda, C. Op. Cit) 
Pese al filtro que suponía el sellado previo, algunas publicaciones lograban sortear 
esporádicamente el examen gubernativo. El gobernador civil de Granada avisaba, por 
ejemplo, al ministro de la Gobernación de las argucias desarrolladas por el periódico 
Guión, domiciliado en Madrid, pero vendido en Granada. “Los domingos profiere 
injurias contra Diputación y Presidente, amparándose en que no se difunde en Madrid 
sino en Granada y al estar inscrito en lugar distinto del que en realidad ve la luz”.107 
Las atribuciones de las autoridades provinciales para obrar a su libre albedrío, sin 
sujeción a dictados legales, no requería siquiera la prevalencia de ningún estado de 
excepción. Aquellas noticias que pudieran desatar actitudes enconadas por parte de 
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cierta prensa más reacia a la actividad del ejecutivo eran literalmente extirpadas de las 
páginas de los periódicos por deseo expreso del gobernador. 
La política anticlerical del gobierno reformista del primer bienio fue uno de los 
puntos candentes en el panorama informativo. En enero de 1932 se publicó en la Gaceta 
de Madrid el decreto de disolución de la Compañía de Jesús que desencadenó serios 
recortes en la ya debilitada libertad de prensa, mediante suspensiones automáticas de 
algunos periódicos más beligerantes. Unos días antes el gobierno había puesto en 
marcha otras medidas encaminadas a la secularización del Estado, como la retirada 
forzosa de insignias religiosas en los edificios públicos. El rigor en el control de las 
informaciones fue, sin embargo, desigual y algunos rotativos sufrieron presiones 
gubernativas mientras otros disfrutaban de relativa libertad para informar a sus anchas. 
La disparidad de criterios respondía, una vez más, a la inexistencia de un aparato oficial 
de censura que impartiera nociones generales válidas para todos y, aunque la 
arbitrariedad fue siempre el rasgo más sobresaliente de la línea informativa del gobierno 
de coalición republicano-socialista, este trato dispar generó vigorosas protestas entre 
algún que otro afectado.    
El 20 de enero de 1932 el director de El Día de Palencia enviaba al ministro de la 
Gobernación una nota de protesta por la intromisión injustificada del gobernador civil 
en la actividad del rotativo. En el telegrama alertaba de que la autoridad provincial se 
extralimitaba en sus facultades al impartir al diario nociones de actuación que apuntaban 
sin vericuetos hacia la censura previa, situación incompatible con un régimen de 
libertades públicas. El director de la publicación reproducía el comunicado del Gobierno 




“En lo sucesivo sírvase V. abstenerse de publicar en el periódico de su dirección „El 
Día de Palencia‟ todo cuanto refiérese a las manifestaciones de los pueblos con respecto 
a la retirada de las Escuelas públicas de las imágenes y símbolos religiosos”108. 
El comunicado iba fechado ese mismo día, el 20 de enero, pero el director, Roberto 
Blanco Torres, no se mostró conforme con la resolución arbitraria y en su alegación 
urgente al ministro de la Gobernación transmitía su perplejidad por una orden que 
suponía el establecimiento de estrategias supletorias de censura previa.  
“Ignoramos qué precepto legal basa comunicación este Gobierno, estableciendo 
previa censura para este periódico exclusivamente, cuando resto prensa España publica 
idénticas noticias amplia libertad…”109. 
Lo insólito, en cualquier caso, no era la falta de ecuanimidad del gobierno al dictar 
sus consignas a la prensa, ya que éstas dependían, casi siempre, de la libre disposición o 
del talante, más o menos permisivo, del gobernador en cuestión, sino el hecho de que se 
sometiera a un régimen de censura previa a un periódico en un estado constitucional.  
Así lo alertó en su editorial del día el periódico La Nación. El 21 de enero de 1932 
dirigía una comunicación al ministro de la Gobernación para que impidiera abusos de 
tal envergadura. Con el título „Es preferible la previa censura‟, la publicación no sólo 
resaltaba la injusticia que entrañaba una medida partidista y discrecional como ésta, sino 
el peligroso precedente que sentaba en el ámbito periodístico.  
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“Esperamos que el señor ministro de la Gobernación estudie este caso, tanto porque 
el derecho de un solo periódico, aunque sea el más humilde de España, merece iguales 
consideraciones que el más importante, cuanto porque lo hecho por el gobernador de 
Palencia viene a sentar un precedente, en el que pueden inspirar su actitud otras 
autoridades. El hecho es que, además de las sanciones que la Ley de Defensa de la 
República contiene para la Prensa, el gobernador de la provincia castellana ha 
establecido la previa censura para determinadas materias. Y esto merece un 
esclarecimiento...”  
Y añadía con una sorna evidente:   
“(...) Pero nosotros aprovechamos esta oportunidad para decir, una vez más, que dada 
la situación a que se ha llegado y los peligros que corre toda publicación por no saber lo 
que le es lícito publicar y qué cosas están prohibidas, preferiríamos que se estableciese 
la previa censura, que en estos momentos nos parecería una medida liberal, porque al 
menos representaría una igualdad para toda la Prensa, aparte de que ahorraría al 
Gobierno muchos disgustos...” 110. 
La ausencia de nociones preestablecidas y ejecutadas por un aparato censor 
desorientaba, en consecuencia, a las empresas periodísticas que debían litigar, a 
menudo, con gobernadores desconfiados y más suspicaces que el propio ministro de la 
Gobernación. La situación que denunciaba el director de El Día de Palencia no era, en 
absoluto, el gesto aislado de un gobernador arrogante y autoritario; se repetía con 
frecuencia, haciendo de las consignas un método asiduo de control y censura 
informativa.  
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La fiscalización de la prensa requería una implicación atenta y pormenorizada por 
parte de las autoridades provinciales, máximas garantes de la paz informativa, por 
medio de su revisión concienzuda de los periódicos escorados hacia extremos 
peligrosos. Y esta tarea de control les exigía, por supuesto, repartir las consabidas 
directrices a los directores de los rotativos para prevenir con suficiente antelación la 
posible aparición de noticias negativas.  
 “En “Diario Navarra” (sic) se publicó una información tendenciosa y orientada 
sentido crear antagonismos entre cuerpos armados con motivo recientes sucesos 
ocurridos Valladolid –escribía el 14 de mayo de 1932 el gobernador civil de Pamplona-. 
Interrogado director periódico manifiesta que le fué (sic) transmitida íntegramente por 
Agencia Logos que debe ser filial de “El Debate”. No parece que es la primera vez que 
esto ocurre y aunque por mi parte he comunicado a Diario Navarra advertencia 
terminante, pongo hecho conocimiento V.E por si estima debe llamar atención dicha 
agencia o imponerle algún correctivo”111. 
La intervención del gobierno sobre la actividad de las agencias de noticias era 
todavía más enérgica, ya que el control de las informaciones que éstas distribuían 
requería de un aparato menos complejo. Sus resultados, además, resultaban mucho más 
fructíferos; paralizar la distribución de una información incómoda como ésta a la que 
alude el telegrama del gobernador civil equivalía a dejar sin efecto la publicación de 
dicha noticia en decenas o cientos de publicaciones de toda la geografía nacional.  
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Antes de la entrada en vigor de la Ley de Orden Público, que permitiría el 
establecimiento de la censura previa, el gobierno de la coalición republicano-socialista 
se sirvió, con carácter transitorio, de tácticas previas de control informativo, algunas 
sutiles y otras muy directas. Aunque ninguna ley vigente durante el primer bienio 
legitimaba la instauración de la previa censura, ésta existió en ciertos momentos, como 
revelan algunos testimonios elocuentes de la época.  
El 28 de diciembre de 1931, sin ir más lejos, el ministro de la Gobernación 
telegrafiaba con carácter de suma urgencia a los gobernadores civiles de todas las 
provincias, al gobernador militar de Algeciras y al delegado del Gobierno de Mahón una 
circular que admitía expresamente la imposición oficial de la censura previa:  
“Censure V.E. las noticias que lleguen a esa provincia y no autorice la publicación en 
los periódicos de cuanto se relacione con la reunión y acuerdos de los llamados 
constitucionalistas. Le saludo”112. 
Las precauciones del ejecutivo tenían su razón de ser. El grupo de los denominados 
constitucionalistas aglutinaba a algunas de las fuerzas opositoras que pretendían 
consolidar una República de signo conservador. Esta aspiración lícita derivó, sin 
embargo, en las primeras maniobras golpistas que desembocarían, un año más tarde, en 
el fallido pronunciamiento de Sanjurjo.  
La estrategia de los constitucionalistas se gestó desde la apertura de las Cortes. 
Consistía en que Lerroux presionara al gobierno con el fin de abocar a las Cortes a su 
disolución ante la imposibilidad de aprobar la Constitución. Sin embargo, la aparente 
renuencia de Lerroux llevó a los constitucionalistas a dar un paso en firme en diciembre 
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de 1931, “sondeando a posibles militares que se implicaran en un hipotético golpe de 
Estado que aún carecía de visos de realidad”. La intentona era todavía inmadura, a 
juzgar por la reacción de los militares consultados, quienes “preferían agotar la vía legal 
para cambiar al gobierno”113.   
La consigna se acató a rajatabla; ningún rotativo se aventuró a infringir la 
prescripción gubernativa, ni siquiera aquéllos que deambulaban por extremos 
irreconciliables con el centrismo moderado del gobierno de coalición.  
Más habitual que la previa censura era la interposición diaria de querellas y de 
multas; y este uso abusivo de la Ley de Defensa de la República fue desacreditando al 
gobierno. 
En dos años de aplicación abusiva, el talante demócrata del gabinete 
republicano estaba más que cuestionado. La dureza con la que el gobierno 
afrontaba su tarea fiscalizadora fue minando su credibilidad y en 1933 la ley ya 
denotaba signos de agotamiento, desprestigiada por su utilización excesiva e 
inoperante para impedir los riesgos que acechaban a la institución republicana. 
Los desvelos del gobierno para salvar al régimen llevaban a las autoridades 
más recelosas a dictar sentencias contra ciudadanos de a pie que rayaban el 
absurdo. Muchos gobernadores rubricaban sanciones contra aquellos vecinos 
que enaltecían las virtudes del catolicismo a la salida de misa o que criticaban al 
gobierno en una tertulia de café y coñac. Los sermones del púlpito se analizaban 
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con lupa y eran permanentes las denuncias contra párrocos por proferir insultos 
contra el régimen. Incluso los borrachos ocasionales eran castigados por sus 
faltas de ebriedad. Un vecino de Villamartín, en Cádiz, fue denunciado por 
atentar contra la forma de Gobierno, al pronunciar palabras ofensivas para la 
República en estado de embriaguez en la vía pública
114
. (En Martínez Pineda, C. 
Op. Cit.) 
Los periódicos alzaron la voz contra este régimen de prensa. El 3 de febrero de 1932, 
ABC exponía su visión en un editorial titulado „La situación de la Prensa‟. El texto es 
bastante sintomático:  
“La censura (en los tiempos de la Dictadura) era una mutilación del periódico y de la 
libertad; se nos llevaba textos determinados, ésta o la otra crítica, o sólo el matiz y el 
vigor de un artículo. La Ley de Defensa de la República elimina los temas enteros, 
cohíbe toda nuestra libertad, y si no le sacrificamos toda nuestra lícita opinión, o no 
acertamos en la medida del sacrificio, nos trae la suspensión temporal o ilimitada, se 
nos lleva el periódico,... y destruye intereses cuya pérdida es en algún caso pena enorme 
que ningún tribunal impondría por ningún delito de pluma” (P. 15).  
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2.4.3.  El desgaste de la Ley 
de Defensa de la 
República: 
subterfugios para 
fiscalizar a la prensa 
La pervivencia de la Ley de Defensa de la República y la asiduidad con la que las 
autoridades recurrían a ella para fiscalizar a la prensa condicionó la actitud de algunos 
periódicos. Progresivamente, las publicaciones más castigadas moderaron su tono. Juan 
García Oliver ofrece un testimonio elocuente sobre las nuevas estrategias de redacción 
que estableció durante la etapa en la que dirigió el diario CNT para evitar los castigos 
del gobierno.     
“Había que lograr una reducción de las recogidas de las ediciones de CNT por las 
autoridades fundadas en el contenido excesivamente virulento de buena parte de los 
escritos que publicaba... Bastaba tachar los adjetivos de excesivo abuso en los 
periódicos de combate. La acción penal, les explicaba diariamente, se ejerce solamente 
sobre los adjetivos. Utilizad sustantivos y no se nos podrá recoger ninguna edición”115. 
Su diario no fue el único que empezó a esquivar el campo minado de los correctivos. 
De hecho, las denuncias fundamentadas en la Ley de Defensa de la República 
comenzaron a decaer a finales de 1932 y, sobre todo, en 1933, como se desprende de la 
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documentación custodiada en los archivos estatales. Había una razón de peso para ello. 
Las injerencias ilimitadas de los gobernadores civiles en la actividad informativa de la 
prensa llegaron a tal extremo que el ministro de la Gobernación tuvo que abandonar su 
actitud relajada, de conformidad tácita, y alertarles de que la ley no los facultaba para 
atribuirse tal potestad. El 12 de agosto de 1932 Casares Quiroga difundía la circular 
número 70 con la advertencia inequívoca de que la ley de 21 de octubre de 1931 “sólo 
puede aplicarla el Ministro de la Gobernación que le saluda”116.  
Ni la instrucción tajante de Casares Quiroga ni las prudencias de los rotativos fueron 
suficientemente persuasivas para que cesaran las multas y los castigos. Solamente 
cambiaron los términos en la formulación. A partir de 1932 son numerosas las 
sanciones rubricadas por los gobernadores civiles contra los directores de las cabeceras 
más desavenidas con el gobierno al amparo de la Ley Provincial de 29 de agosto de 
1882 que en su artículo 22 facultaba al gobernador civil para “reprimir los actos 
contrarios a la moral y a la decencia pública, las faltas de obediencia o de respeto a su 
autoridad y las que en ejercicio de sus cargos cometan los funcionarios y corporaciones 
dependientes de la misma...”.  
La utilización de esta ley también desató la controversia entre el sector periodístico. 
El artículo 22 no aludía a la prensa y los directores de las cabeceras sancionadas 
comenzaron a cuestionar la legalidad de dicha norma para castigar los presuntos delitos 
cometidos por medio de la imprenta, ya que el ámbito informativo estaba regulado por 
medio de dos disposiciones normativas: la emérita Ley Gullón de 1883 y la Ley de 
Defensa de la República. 
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 Los directores tenían un plazo de diez días para presentar un recurso de 
alzada ante el ministro de la Gobernación y quince días de audiencia pública 
para aportar, más adelante, sus pruebas. Sin embargo, el importe de la sanción 
debía abonarse en papel de pagos al Estado en el plazo inexcusable de diez días 
y sólo después de haber consignado la multa en la Caja General de Depósitos, a 
buen recaudo en las dependencias del Gobierno Civil, el sancionado podía 
recurrir. La finalidad del proceso era, por supuesto, asfixiar económicamente a 
los periódicos menos complacientes con el gobierno.  
Los periodistas aprendían rápido y descubrieron asideros para escapar del 
prolijo entramado judicial. Hay documentos que así lo corroboran. El 17 de 
marzo de 1933 el Diario de Albacete fue multado con 500 pesetas por un 
brevísimo artículo, publicado en primera página, a modo de apología nostálgica 
de la Dictadura de Primo de Rivera. El gobernador señaló en rojo la parte que 
consideraba punible:  
“(...) época añorada cada vez con más intensidad por los españoles al contrastarla con 
los momentos actuales...”117. 
En su recurso, el director del medio subrayaba la contradicción de esta 
decisión, al tiempo que trataba de encontrar los fundamentos legales en los que 
el gobernador civil sustentaba su sanción:  
“Si se amparase en la Ley de Defensa, tampoco tendría validez la medida 
gubernativa ya que el añorar cualquier sistema de Gobierno (como pretende 
argumentar el Gobernador Civil) no se halla comprendido en ninguno de los 
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apartados del artículo 1° de la citada ley que define los actos de agresión a la 
República”118. 
Los directores de periódicos ya conocían a la perfección la ley hasta y sabían –como 
certifica García Oliver- que la forma de ahuyentar querellas era eliminar las injurias al 
régimen. Los editores sabían, además, que las autoridades provinciales carecían de la 
prebenda sancionadora que, tras la entrada en vigor de la ley, ellos mismos se habían 
atribuido. Por este motivo, los gobernadores civiles tuvieron que recurrir a otras 
preceptivas menores para justificar sus sanciones.  
El director del Diario de Almería, uno de los periódicos habituales de los 
juzgados ordinarios, vio colmada su paciencia tras la imposición sucesiva de 
varias multas que no fueron precedidas de ninguna querella criminal. El 22 de 
abril de 1932 recibía una sanción de 250 pesetas por un artículo que contenía, a 
juicio del gobernador, “párrafos insidiosos y faltos en absoluto de veracidad...”. 
El responsable del medio reprochaba esta conducta, corriente en todas las 
provincias, cuando expuso sus alegaciones y lo hizo con el razonamiento de que 
la resolución de la autoridad provincial rayaba en la ilegalidad:  
“La multa que se nos ha impuesto no es otra cosa que una manifestación de la 
persecución sistemática que se hace desde el Gobierno Civil a DIARIO DE 
ALMERÍA (sic). Buena prueba de ello es que a esta primera multa de 250 
pesetas ha seguido otra de 500, basándose igualmente en el desprestigioso 
artículo 22 de la ley provincial. La persona que está al frente de este Gobierno 
Civil conoce perfectamente que no es la ley provincial la sancionadora de las 
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faltas cometidas por medio de la imprenta. No puede ignorar que para cumplir 
esta misión hay un Código Penal...”119. 
La libertad de los gobernadores para multar a su antojo, sin orden judicial ni 
autorización del Ministerio, alcanzaba extremos tan desmesurados que algunos 
rotativos sufrían la sanción más frecuente de 500 pesetas por reproducir 
informes casi telegráficos en los que el periódico no emitía la más ligera 
opinión. El 2 de mayo de 1932 El Pueblo Católico, de Granada, era sancionado 
por relatar el mitin del ministro Fernando de Los Ríos y su única imprudencia 
había sido informar de la algarada callejera que se generó a raíz del evento con 
un estilo lacónico.  
“El Señor De Los Ríos comenzó su discurso rechazando los ataques que se 
dirigía a los socialistas, precisamente porque triunfaban. Esto dio origen a fuerte 
escándalo. Continuó atacando a los comunistas y el escándalo aumentó en 
términos ensordecedores. Se oyeron gritos de enchufistas y otros por el estilo. 
Surgieron diversas colisiones en los tendidos repartiéndose profusión de palos y 
bofetadas... Los anarcosindicalistas organizaron una manifestación, que recorrió 
algunas calles dando mueras y vivas. La policía les arrebató una bandera que 
llevaban. Se cruzaron algunos disparos, haciéndose varias detenciones”.120 
El tono obedecía, según confirmó el director, a que la noticia era una mera 
transcripción de la que había facilitado una agencia a todos los periódicos del 
país, pero el gobernador mantuvo la sanción, basándose en que la noticia era 
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“falsa” y contenía “conceptos que han producido el escándalo suficiente para 
considerarla inclusa en el artículo 22 de la vigente ley provincial”.121   
El recurso de alzada que el director elevó al Ministerio de la Gobernación 
seguía la línea argumental en la que coincidían casi todos los perjudicados: la 
irregularidad que suponía aplicar una ley de ámbito provincial para castigar 
presuntos delitos de imprenta, ya que éstos se hallaban sometidos a una 
normativa específica y debían ser juzgados por la vía penal.  
“(...) no puede darse a esa disposición (la ley provincial de 1882) alcance tal 
que someta al libre arbitrio del Gobernador la interpretación y castigo de todos 
los hechos que no le sean agradables o que sean realizados por personas o 
entidades que dicha autoridad no mire con simpatía. El anterior argumento 
adquiere más fuerza con los hechos realizados por medio de la imprenta que se 
regulan por una especial ley de policía”122.  
Alguien debió de alertar al gobernador civil de que el recurso tenía suficientes 
fundamentos para prosperar porque el 16 de mayo éste corregía sus argumentos. 
En la formulación de motivos que dirigió al ministro admitía que, en efecto, el 
artículo 22 de la ley provincial no era aplicable para penalizar esa infracción, 
aunque no por ello claudicaba:   
“Mas como el hecho que la motivara está comprendido, a juicio del que 
suscribe, en el apartado V del artículo 1° de la ley de 21 de octubre de 1931, 
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debe ser castigado conforme previene el artículo 2° de la indicada ley con una 
multa equivalente a aquélla y así tengo el honor de proponerlo a V.E”.123 
Los gobernadores civiles eran, muchas veces, más voluntariosos que hábiles 
en su trabajo. En este caso, la autoridad provincial alcanzó a comprender que el 
artículo era injurioso, aunque no atinara al decidir contra quién, ni se detuviera 
en una consideración elemental: él no disponía de potestad para aplicar esa ley. 
Otros ni siquiera captaban el sarcasmo. El 22 de abril de 1932 varios 
corresponsales fueron multados con 500 pesetas en Valencia, San Sebastián y 
Barcelona por repartir una hoja socarrona sobre el monarca destronado.  
“Hace casi un año que sufro en silencio cuanto en lo humano es posible 
porque es mucho lo que he perdido. Aquel Palacio de Oriente que disfruté sin 
pagar renta ni inquilinato, porque eso lo dispuse para que lo pagarais vosotros; 
aquella pingüe dotación contra la que tenía muchas cargas, pero algo quedaba; 
aquella adulación que a porfía me dispensabais y que tanto os honraba; aquellas 
esplendorosas cacerías con que me obsequiaban mis cortesanos a cambio de 
mercedes que salían de vuestras contribuciones, así como alguna que otra 
aristocrática pieza cobrada en ojeos menos ostentosos y de gran gusto para mí, a 
espaldas de mi cónyuge...(sic)”124. 
La premura de los gobernadores a la hora de decretar sus sanciones derivaba 
con bastante frecuencia en la irregularidad. El 9 de abril de 1932 el gobernador 
civil de Baleares sancionó con 1000 pesetas al periódico Verdad y Justicia por el 
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artículo „Un cable de protesta al Presidente de la República española‟. El texto 
era la reproducción literal de un telegrama enviado por Ricardo Cox Méndez, ex 
diputado y ex ministro de Chile, a Alcalá-Zamora criticando la disolución de la 
Compañía de Jesús. La nota no escatimaba en reprobaciones. Tachaba la 
resolución del “mayor atentado contra la civilización perpetrado en el mundo 
durante los últimos 25 años” y denostaba a los integrantes del gobierno 
republicano por ser “enemigos de la libertad y de la virtud”125. 
El gobernador civil decidió acompañar la sanción económica con una orden 
de suspensión indefinida, pero la querella criminal dictada por la Fiscalía llegó 
después. Fue notificada al director del rotativo el día 13, cuando se le hizo 
entrega de la cédula de Instrucción del distrito de La Catedral, con posterioridad 
a la multa y a la suspensión. A esta arbitrariedad le siguieron otras que el 
director resaltó en sus alegaciones: el gobernador no citaba los preceptos legales 
que fundamentaban su sanción; la ley del 21 de octubre de 1931, en la que 
parecía ampararse, era de aplicación reservada para el ministro de la 
Gobernación o delegados de dos o más provincias y las presuntas ofensas contra 
el régimen las lanzaba el firmante de la nota
126
. 
La propensión a la multa inmediata era tan acentuada que, en ocasiones, 
ciertos gobernadores provocaban situaciones rocambolescas, como la creada por 
el de Guipuzcoa el 4 de mayo de 1933, al firmar una sanción de 500 pesetas 
contra el periódico El Día por “las faltas de respeto a mi Autoridad... con motivo 
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de la improcedente suscripción para pagar la multa impuesta por mi Autoridad el 
26 de abril último”127.  
Multas contra las campañas de recaudación de fondos para costear las multas 
o contra aquellos periódicos que informaban de las multas que habían sufrido.  
“(...) Se han propuesto hundir el exhausto erario con una nueva contribución 
ciudadana: la de las multas legales... En esta República de trabajadores corren 
unos soplos tan fatales, que por menos de nada, le descacharran a uno con un 
déficit de 500 pesetas”.128  
El relato sardónico lo publicaba el 23 de julio de 1932 otro periódico de cita 
fija en los juzgados y despachos gubernativos, el salmantino Defensa, que, por 




El rescate del polémico artículo 22 de una normativa decimonónica de alcance 
provincial como ésta fue la solución desesperada del gobierno para contrarrestar 
provisionalmente las imperfecciones que presentaba la Ley de Defensa de la República. 
Ésta no permitía a los gobernadores civiles aplicar ningún correctivo a los periódicos 
que lanzasen injurias contra el régimen. Pese a ello, las autoridades provinciales no se 
detuvieron en minucias legales y complementaron el uso improcedente de la ley con 
otras atribuciones de mucho mayor calado, como las detenciones arbitrarias contra los 
directores más contestatarios, dictadas de forma automática, sin mandato judicial ni 
sentencia condenatoria.  
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En enero de 1932 el gobernador de Castellón, haciendo uso del mando que el 
gobierno le había concedido, notificaba al ministro que había ordenado la recogida del 
semanario tradicionalista Lealtad por publicar un texto “acusadamente tendencioso y 
grave que cae dentro del punto 3° del artículo 1° de la ley de 21 de Octubre”. Pero el 
gobernador no se contentó con impedir el libre curso de la circulación del periódico, 
también detuvo y encarceló a quien sospechaba que podía ser el autor material del 
escrito, el “reaccionario Manuel Bellido”. El gobernador expuso sus motivos íntimos en 
un telegrama cifrado:  
“Tengo la convicción de que es el autor del artículo, aunque no figure como director 
responsable”.  
Y se mostraba resolutivo en su deliberación:  
“Paso a la cárcel”130.  
Una simple hipótesis, un arrebato clarividente, era razón de peso para encarcelar, sin 
pruebas, a quien la autoridad provincial creía responsable de un presunto delito y sin 
aguardar a la celebración de un juicio justo ni, por supuesto, a una resolución judicial.  
Y éste no es un testimonio aislado. El 21 de noviembre de 1932 la redacción íntegra 
del periódico Renovación elevaba una protesta al ministro por la “detención su director 
y demás obreros”131. 
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Otra muestra aleatoria, de las muchas que pueden consignarse, es la del rotativo 
Adelante de Valdepeñas, uno de los periódicos represaliados asiduamente por el 
gobierno de coalición del primer bienio. El gobernador civil de Ciudad Real se 
despachaba a finales de mayo de 1932 con la detención irregular de su director, el señor 
Castells. Un telegrama anónimo alertaba a Casares Quiroga de la práctica abusiva que 
solía emplear la máxima autoridad de la provincia para amordazar a la prensa 
disconforme con el ejecutivo. No es posible corroborar cuánto tiempo se prolongó el 
encarcelamiento del director, pero los telegramas de protesta remitidos al ministro por la 
pena ilegal de prisión, dictada de forma unipersonal por el gobernador, se suceden 
durante los meses de aquel verano. El 6 de agosto son varias las cartas que reclamaban 
al ministro la liberación de Castells.  
La alarma debió de crecer entre la población de Valdepeñas y Casares Quiroga se vio 
en la obligación de intervenir para contener el previsible escándalo por las intromisiones 
ilícitas de su gobernador. Aquel mismo día, sin más demoras, decidió pedirle una 
explicación al respecto. El gobernador le aportó su versión un día más tarde, el 7 de 
agosto. Según exponía en su telegrama, el director no había abonado la multa que le 
había sido impuesta y, una vez transcurrido el plazo reglamentario sin haber consignado 
el dinero ni haber interpuesto recurso alguno, acordó “se notificara por conducto 
Alcalde Valdepeñas a D. Alfonso Castells… concesión nuevo plazo 24 horas para 
hacerla efectiva”. Plazo que, conforme a los argumentos del gobernador, el director del 
periódico volvió a incumplir. Ante la insolencia desafiante de Castells, el gobernador 
tuvo que imponerle un “arresto supletorio” con fecha 5 de agosto de 1932.132 
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Sin embargo, el primer telegrama que alerta de la detención del director está fechado 
el 1 de junio, dos meses antes del supuesto encarcelamiento, lo que permite barajar dos 
hipótesis: o no era la primera detención ordenada por el gobernador contra el mismo 
periodista o ésta se dilató mucho más de lo que la autoridad provincial admitió ante el 
ministro de la Gobernación.  
El supuesto impago de las multas era una componenda más de los gobernadores 
civiles para revestir de cierta justificación legal (muy débil e inconsistente) su 
intromisión indebida en la libre actividad de la prensa, y a lo largo de los años 1932 y 
1933 serían frecuentes las detenciones automáticas de aquellos directores de los 
periódicos más críticos y agresivos con la labor gubernativa o con la autoridad 
provincial bajo el pretexto del incumplimiento del abono de la sanción impuesta.  
Las detenciones de periodistas embarazosos llegaron a tal extremo que el gobierno 
tuvo que elaborar un decreto para amparar los derechos ciudadanos –entre ellos el 
derecho constitucional a la presunción de inocencia y a recibir un juicio justo- que 
estaban siendo vulnerados por los gobernadores civiles. 
El decreto fue aprobado el 12 de octubre de 1933, en los coletazos finales de la 
coalición republicano-socialista, y firmado por el presidente del Consejo de Ministros y 
por los ministros de Justicia y de la Gobernación. Entre las consideraciones que 
motivaban su aprobación destacaba la certidumbre de que el fervor de muchos 
gobernadores a la hora de aplicar sus correctivos empezaba a entrañar recortes 
peligrosos de algunos derechos constitucionales. Los ministros firmantes denotaban su 





“Es un principio constitucional clásico, desenvuelto por nuestras leyes procesales, el 
de que nadie pueda ser detenido ni preso sino por causa de delito. Aunque la infracción 
de tal principio fue sancionada en los Códigos penales, es un hecho evidente que al 
amparo de otras leyes, y aún de disposiciones de menor rango se ha venido privando de 
libertad a los ciudadanos sin las garantías de su derecho que las leyes sabiamente 
establecieron. Ejemplo constante de tal aserto es el uso que hicieron los Gobernadores 
civiles de la facultad que la ley provincial les concede para imponer arrestos hasta el 
máximum de quince días, en defecto de pago de las multas con que pueden sancionar 
los actos contrarios a la moral o a la decencia pública y las faltas de obediencia y de 
respeto a su autoridad,  imponiéndolos de un modo sucesivo y continuado de forma que 
se traducía en verdaderas penas”.  
El gobierno parecía ser muy consciente de la irregularidad en la que habían estado 
incurriendo de un modo reincidente casi todos los gobernadores civiles, aunque el 
decreto no aludiera a quienes resultaron los grandes damnificados por esta tendencia 
habitual al arresto: los redactores y directores de periódicos. Aun así, el documento 
establecía mayores garantías para ciudadanos y periodistas y en su artículo 1º reconocía 
abiertamente:  
“Cuando los Gobernadores civiles impongan las sanciones autorizadas por el artículo 
ventidós de la Ley provincial de veintinueve de Agosto de mil ochocientos ochenta y 
dos, dictará, al efecto, resolución, que se notificará al interesado, en la cual se exprese 
clara y concretamente el hecho que la motiva, que habrá de estar comprendido entre los 




Entre líneas podía leerse el mensaje del ejecutivo y su respuesta a las demandas de la 
prensa, hastiada de elevar sus quejas por la aplicación de una ley en un ámbito que 
estaba totalmente alejado de su jurisdicción. Tal vez por ello, los gobernadores civiles 
más perspicaces se cuidaban mucho de no citar la causa que había motivado la sanción, 
artimaña que también era descartada, ahora, por el gobierno.  
El decreto introducía, asimismo, otra fórmula adicional de apelación, mediante el 
recurso de reforma en término de dos días, que se sumaba al recurso de alzada 
tradicional. El artículo 2º determinaba que “el arresto supletorio, por falta de pago de la 
multa en el plazo señalado (pretexto argüido por los gobernadores para justificar las 
detenciones de muchos periodistas) será impuesto, siempre que las circunstancias del 
corregido lo permitan, ateniéndose a lo previsto en el artículo ochenta y ocho del 
Código penal. La resolución que imponga el arresto también será motivada y se 
notificará al arrestado”. 
Imperativo éste que nunca acataban los gobernadores civiles, quienes se limitaban a 
ordenar el arresto supletorio por el supuesto impago de la sanción sin cursar siquiera 
una comunicación oficial al apresado, ni tampoco un telegrama urgente al ministro del 
ramo. Para acabar con esta última irregularidad, el decreto imponía, en el siguiente 
artículo, la obligación de enviar al Ministerio de la Gobernación una copia de todas las 
resoluciones dictadas en relación con estas sanciones y certificación acreditativa de 
haber sido notificadas al interesado con entrega de copia literal”133.  
El decreto podría haber supuesto un avance significativo en la consagración de un 
régimen de verdaderas garantías constitucionales, de no haber sido porque su eficacia 
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era, en realidad, absolutamente baldía. La entrada en vigor de la Ley de Orden Público 
lo convertía en otro marco legal decorativo, prescindible e innecesario, porque la nueva 
ley ya otorgaba a los gobernadores civiles muchas otras atribuciones especiales para 
cercar a la prensa rival.  
 
2.4.4. Los problemas de 
orden público y las 
fórmulas de censura  
La aprobación de la Ley de Defensa de la República fue la respuesta efectista del 
gobierno que presidía Manuel Azaña ante el paulatino clima de agitación social en el 
que iba sucumbiendo el país. Las alteraciones de orden público, provocadas por los 
graves problemas económicos y laborales del campo y de la ciudad y alentadas por los 
dos flancos hostiles al gobierno -extrema derecha y extrema izquierda- tenían su 
escaparate mediático en las páginas de los periódicos más reacios a la política 
gubernamental. 
La Ley de 21 de octubre fue un arma disuasoria, a veces, y represiva, siempre, que 
el gabinete Azaña aplicó con vigor para encorsetar a la prensa más litigante y 
subversiva. El propio Azaña se jactaba de tener en sus manos “un poder como pocos lo 




ejecutivo para “poner el pie encima a los enemigos de la República, y cuando alguien ha 
levantado la cabeza más arriba de la suela de mi zapato, ponerle el zapato encima”134. 
Las revueltas tumultuosas y las insurrecciones populares contribuyeron a reforzar 
los criterios del gobierno en la rigurosa aplicación de este nuevo marco legal. El año 
1931 se despidió con los primeros sucesos luctuosos en Castilblanco (Badajoz), tras una 
serie de altercados callejeros que pusieron en jaque al gobierno del primer bienio. 
El 20 de diciembre, bajo la dirección de la Federación de Trabajadores de la Tierra, 
los campesinos en paro acudieron a una manifestación pacífica. La guardia civil la 
disolvió y la federación convocó una huelga general de dos días. El 31 de diciembre, el 
alcalde envió a la guardia civil a la Casa del Pueblo para pedir a su presidente que 
cancelara la manifestación prevista para aquel día. La situación se desbordó y los 
guardias abrieron fuego, matando a un hombre e hiriendo a otros dos. La muchedumbre 
se lanzó entonces contra los cuatro guardias que fueron linchados en el acto.   
El nuevo año no arrancó con más tranquilidad. El día 5 de enero, en Arnedo, una 
localidad industrial de Logroño, los obreros en huelga de una fábrica se dirigían a una 
entrevista con los patronos cuando surgió un choque con la guardia civil. Los 
trabajadores comenzaron a increparles; “los guardias, muy nerviosos tras lo de 
Castilblanco, dispararon a quemarropa, matando a seis personas, entre ellas cuatro 
mujeres y un niño, e hiriendo a 16”135.  
La atmósfera de insurrección se trasladó en las siguientes semanas a la cuenca del 
Llobregat. Allí estalló un movimiento revolucionario dirigido por la Federación 
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Anarquista Ibérica (FAI) y por la CNT (Confederación Nacional del Trabajo). Se inició 
el 19 de enero en dos localidades industriales de Barcelona y el 21 se propagó por toda 
la cuenca. Los insurrectos cortaron las líneas ferroviarias en algunos municipios y 
proclamaron el comunismo libertario. La revuelta anarco-sindicalista fue sofocada en 
cuestión de días y el gobierno aplicó la Ley de Defensa de la República para deportar a 
los insurrectos a Guinea Ecuatorial. El 10 de febrero zarpó un buque de Barcelona con 
104 presos cenetistas que se detuvo para recoger a otros 15 presos más (algunos 
comunistas) en Valencia y en Cádiz
136
. 
En el ámbito informativo, el gabinete de Azaña respondió a la subversión con un 
recrudecimiento de su política restrictiva. La misma tarde que estallaba la insurrección y 
brotaban ramificaciones por diversos municipios valencianos, el gobernador civil de 
esta provincia se ponía en contacto con el ministro de la Gobernación. Eran las tres y 
diez minutos de la tarde del 19 de enero de 1932 y la máxima autoridad valenciana le 
indicaba a Casares Quiroga las fórmulas que había empleado para minar la divulgación 
de noticias alarmistas sobre la mecha revolucionaria.  
“Correspondencia Valencia esta noche, de la que por Policía remito V.E ejemplar, 
publica esta noche noticias graves falsas y tendenciosas sucesos pueblos Moncada, 
Alfara y Masarrochos, incluso atribuyéndome declaraciones no hechas que por mi orden 
he rectificado esta Unión Radio. Propongo V.E. me autorice imponerle fuerte multa, 
medida que sería bien recibida opinión”137. 
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Las fórmulas ideadas por el gobierno para acallar las voces disidentes se cebaron 
especialmente con los portavoces más peligrosos para propagar un clima de 
desobediencia -las publicaciones periódicas- en forma de sanciones económicas y, en 
los casos más graves, de suspensiones indefinidas. La más prolongada fue la de Mundo 
Obrero que, tras su agresiva campaña contra el gobierno por los sucesos de 
Castilblanco, desapareció de la escena mediática durante más de diez meses.  
Los problemas de orden público se agravaron durante aquellos días con la 
aprobación definitiva de un decreto que levantó fuertes controversias: aquél que licitaba 
la disolución de la Compañía de Jesús. El decreto se publicó el 23 de enero de 1932 y 
prohibía a sus miembros reunirse o asociarse para continuar la extinguida personalidad 
de la compañía. Los bienes de la Compañía pasaban a ser del Estado, “el cual los 
destinará a fines benéficos y docentes”.  
La misma tarde que se desataba en Valencia la rebelión anarco-sindicalista, el 
ejecutivo ordenaba la suspensión indefinida del periódico católico El Debate. Pero la 
ideología conservadora del rotativo descartaba la posibilidad de que la medida fuera un 
azote de enmienda para atemperar los ánimos por la rebelión. En el sector periodístico 
se propagó rápidamente el rumor de que la clausura de El Debate era la respuesta 
previsora del gobierno ante la inminente aprobación del decreto de disolución de la 
Compañía de Jesús.  
ABC informaba de la suspensión en su edición del día 20 de enero, sin 
comprometerse demasiado, aunque infundiendo aliento a los responsables de la 
publicación. La edición del 22 de enero incluía la noticia de la insurrección del 




República otorgaba al gobierno para amordazar a la prensa desafecta. El periódico 
reiteraba su opinión de que la competencia para castigar presuntos delitos de prensa 
debía recaer exclusivamente en los órganos de Justicia, nunca en el ministro de la 
Gobernación ni en ninguna autoridad gubernativa. Como inciso aclaratorio, el periódico 
insertaba un recuadro a pie de página con una alusión implícita a la rígida acción de la 
censura que desplegaba el gobierno con la citada ley:  
“Algunos lectores de ABC que nos favorecen con su adhesión cordial y nos 
comunican sus inquietudes acerca de los asuntos políticos y sociales y sobre las 
campañas de este periódico deben tener en cuenta que sigue en vigor, en todo su vigor, 
la Ley de Defensa de la República”138. 
Más enardecida fue la defensa de la libertad de prensa que expuso en su editorial del 
día 20 de enero otra publicación de derechas como La Nación. Tras solidarizarse con El 
Debate por su prorrogada suspensión –duraría dos meses- subrayaba: 
“Pero lo que queremos hacer una vez más es decirle a la Prensa de todos los matices 
que piense en lo que este sistema significa... Esto de ahora es un sistema legalizado, 
adscrito a la Constitución, por virtud del cual, mediante una ley que faculta al Gobierno 
para ello, puede suspender sistemáticamente cuantas publicaciones estime que le 
estorban, y será muy difícil que los Gobiernos sucesivos desechen esa arma que se les 
da, bien afilada y preparada”139. 
En aquella agitada semana de enero de 1932 el gobierno buscaba fórmulas para 
amortiguar los efectos de la crítica periodística en torno a sus decisiones y actuaciones 
más polémicas. El día 25 la prensa era sometida a una vigilancia severa bajo la amenaza 
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de enmiendas disciplinarias si osaban contradecir las imposiciones de la autoridad. Las 
órdenes partían, como siempre, de Casares Quiroga, quien hacía llegar a los 
gobernadores de todas las provincias y al director general de Seguridad la circular 
número 11, telegrafiada con carácter urgente a las ocho y media de la tarde, en la que, 
sin ambages, planteaba las pautas que los responsables de los rotativos debían acatar. 
Sus mandatos constituían un supletorio de la censura previa.  
“Proceda V.E. avisar a directores de periódicos e indicarles que este Ministerio 
impondrá sanciones contra los mismos si publican informaciones alarmantes o 
exageradas sobre hechos de hoy, recomendando den impresión de serenidad y que nada 
de gravedad ocurre ni puede ocurrir pues tal es la realidad. Si algún periódico 
desatendiese advertencia comuníquelo y envíe un ejemplar con propuesta de la sanción 
que proceda imponer”140.  
No insertaba más precisiones acerca de lo que entendía sobre “hechos de hoy”, 
aunque todo hace deducir que se refería al desmantelamiento e incautación de los bienes 
de la Compañía de Jesús que, tras la publicación del decreto de disolución, ya se estaba 
ejecutando.  
El vigor de la labor escrutadora y fiscalizadora del gobierno era de tal magnitud que 
incluso un periódico conservador, monárquico y católico como ABC realizaba 
comentarios cautos sobre la disolución de la Compañía de Jesús. Tal vez temeroso de 
sufrir el mismo escarmiento que su colega El Debate, optó por contener su 
efervescencia y el día 24 de enero opinaba en términos tan suaves como éstos sobre la 
cuestión que ocupaba la actualidad más candente del panorama periodístico:  
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“(...) El Decreto cumple estrictamente un artículo de la Constitución; pero 
deberíamos esperar que entre el artículo y su cumplimiento se dejara el espacio 
suficiente para deliberar serenamente sobre su alcance y para suavizar sus exigencias 
más duras...”  
Y citaba, a continuación, los preceptos legales que la disposición contradecía. Pero 
lo más significativo era como que deslizaba las razones de su templaza y moderación. 
El editorial del día iniciaba de este modo su disertación:  
“El Gobierno ha llevado, por fin, a la Gaceta el decreto sobre la disolución de la 
Compañía de Jesús y confiscación de sus bienes. No pretendemos comentarlo; no 
podemos, mejor dicho, por la violenta coacción y la amenaza notoria que en éste y otros 
asuntos penden sobre la crítica, por moderada y ecuánime que sea. La famosa ley de 
Defensa de la República no tiene en estos casos interpretación segura más que con el 
silencio. Nos limitamos, pues, a consignar sobriamente nuestra protesta...”141. 
A lo largo de esos días el periódico notificó a sus lectores los avatares que sufrieron 
diferentes rotativos por cuestionar las decisiones gubernativas, en una sección 
intermitente de noticias breves. El 24 de enero insertó una nota parca y sin aristas sobre 
la recogida de los ejemplares del periódico castellonense Lealtad y sobre el posterior 
encarcelamiento de su director por una orden expresa del gobernador civil que no llegó 
precedida de ningún auto judicial. ABC no hablaba de ilegalidad, aunque lo sugería:  
“Fueron requeridos los agentes para que exhibieran el oficio acreditándolo, que no 
llevaban”142, explicaba ladinamente.  
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La mayor audacia del rotativo llegaba el 29 de enero cuando publicaba un editorial 
sobre la discrecionalidad abusiva del gobierno en sus pautas de actuación con la prensa. 
Siguiendo la misma línea de otros correligionarios de derechas, como El Debate o La 
Nación, el periódico comentaba la injusticia del régimen informativo vigente, más 
demoledor que la previa censura, puesto que no existían avisos ni indicaciones 
orientativas, sino castigos ineludibles que, para colmo, agraviaban a toda una empresa. 
Los trabajadores del periódico que era represaliado con la suspensión corrían la misma 
suerte que el firmante del artículo, a pesar de no tener culpa alguna de la 
irresponsabilidad de un periodista.  
“La previa censura limita sólo el derecho de los que escriben. La represión arbitraria 
y la suspensión fulminante, inapelable, del periódico no sólo agrava la posición del 
periodista, a quien se le impide escribir en lo sucesivo en el diario donde trabaja, sino 
que lesiona los derechos y perjudica los intereses de otras muchas personas...” 
La disolución de la Compañía de Jesús y la incautación de sus bienes no fue la única 
noticia transcendente de aquella célebre jornada del 25 de enero de 1932. En 
consecuencia, la nota de aviso telegrafiada de urgencia por el ministro de la 
Gobernación, Santiago Casares Quiroga, bien podría haberse referido a una o a varias 
de las intentonas revolucionarias que, por aquellos turbulentos días, se cernían sobre la 
República. Es imposible saberlo con absoluta certeza, pues la consigna del ministro se 
acató con tal rigor que ni los periódicos afines al ejecutivo se atrevieron a contrariar las 
directrices. Uno de los pocos que sí informó de forma lateral y contenida sobre un 
levantamiento militar frustrado fue Heraldo de Madrid quien, desde su posición 
privilegiada gracias a sus excelentes relaciones con el gobierno, pudo publicar una parca 




institucional. En ella informaba de la presunta sublevación de un regimiento militar. Dio 
la noticia del suceso el 26 de enero, aunque lo hizo para desmentir de forma categórica 
el rumor: 
“Los enemigos de la República han puesto en práctica una dura ofensiva de rumores 
y falsas noticias para mantener viva la inquietud del país y quebrantar el prestigio del 
gobierno”. 
Y entre esos rumores citaba dos que, paradójicamente, no recogía la prensa 
derechista ni de extrema izquierda: el de la sublevación del regimiento número seis y el 




2.4.5. La conspiración de 
Sanjurjo: 
consecuencias para 
el régimen de prensa  
A medida que transcurría el tiempo, las dificultades a las que debía hacer frente el 
gabinete republicano iban en aumento. Los levantamientos y huelgas de obreros y 
campesinos recibían la respuesta represiva de la Guardia Civil que sofocaba las 
revueltas empleando métodos muy cuestionados por la prensa de izquierdas. Mientras 
tanto, los rotativos derechistas veían en el gobierno republicano un enemigo contra el 
orden y la paz social.  
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 En medio de este clima de agitación e inestabilidad, el 10 de agosto de 1932 se 
producía el golpe militar fallido del general Sanjurjo que, pese a ser un acto 
desesperado, sin demasiada planificación ni apoyos suficientes, alertó al gobierno del 
peligro que amenazaba a la República.  
José Sanjurjo había desempeñado el cargo de director general de la Guardia Civil 
durante la fase final de la monarquía y había cumplido un papel decisivo en los 
acontecimientos que propiciaron la sucesión de régimen debido a su negativa a 
boicotear el acceso al poder de los republicanos tras su triunfo electoral. A pesar de su 
adhesión inicial a la República, se sintió humillado con el escarmiento que el ejecutivo 
dio a las fuerzas de seguridad tras los sucesos de Castilblanco y Arnedo cuando él fue 
degradado del puesto de director general de la Guardia Civil al cargo inferior de director 
de Carabineros.  
“La intentona golpista del 10 de agosto fue el resultado de una conspiración civil y 
militar en la que intervinieron personalidades como el jefe del Estado Mayor del 
Ejército, general Goded, partidarios de la dictadura primorriverista, militares y políticos 
como Calvo Sotelo junto a carlistas, albiñanistas, miembros de las JONS y otros 
elementos de la extrema derecha”144.  
Los primeros contactos de los implicados para fraguar el plan golpista se habían 
producido en Francia durante los primeros meses de 1932 y el embajador español en el 
país vecino, Salvador de Madariaga, estaba al tanto de todos los detalles de la maniobra 
truncada. Dos semanas antes de que se celebraran algunas de las reuniones para 
planificar el levantamiento armado, el gobierno ya tenía conocimiento de las fechas 
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exactas en que tendrían lugar dichos encuentros. El 17 de marzo de 1932, el embajador 
de España en París ponía sobre aviso al cónsul de Bayona. 
“Noticias confidenciales nos dicen que los días 26, 27 y 28 de este mes, celebrarán 
en Biarritz importantes reuniones ex Ministros monárquicos, quizá con asistencia Ex 
Rey”145. 
Las reuniones secretas de Biarritz se confirmaron enseguida como el punto de 
encuentro para orquestar el pronunciamiento frustrado. El grupo de Biarritz había 
mantenido en todo momento conexiones con el de Madrid, por medio de reuniones 
celebradas en casa de Cipriano Muñoz, ex conde de la Viñaza, y en la de Juan de la 
Cierva. A estas reuniones habría asistido también el diputado Gil Robles. Desde 




El complot militar era, por tanto, un secreto a voces y el gobierno pudo adelantarse 
sin ningún problema al pronunciamiento, adoptando las medidas oportunas para 
contenerlo. Así, el 9 de marzo de 1932 aprobó una ley que autorizaba el retiro de 
cualquier general que hubiera estado seis meses sin desempeñar ningún cargo activo y 
suprimía la prensa política militar. El 14 de junio la policía efectuó numerosas 
detenciones, como la de José Antonio Primo de Rivera, el general Barrera y el general 
López-Ochoa, entre otros civiles y militares.  
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Tal era el grado de conocimiento de la trama conspirativa que “Azaña y el director 
general de Seguridad, Arturo Menéndez, estaban al corriente hasta de la hora de la 
incursión en Madrid (las 4 de la madrugada) y del compromiso de las guarniciones de 
Valencia, Sevilla y Zaragoza”147.  
 El director de Telefónica había informado a Azaña de varias llamadas sobre el 
movimiento inminente, pero la confidencia decisiva llegó de improviso el mismo día 9 
de agosto; una prostituta aportó al gobierno todos los detalles del plan que se ejecutaría 
-asaltar el Ministerio de la Guerra y la Telefónica a las cuatro de la madrugada- y la lista 
de los cabecillas.  
“En la noche del 9 al 10 de agosto el presidente del Gobierno, cigarrillo en mano, 
esperaba a los conspiradores en el Ministerio de la Guerra para sorprenderlos in 
fraganti”.148 
Con todas las pistas que obraban en poder del ejecutivo las fuerzas de seguridad del 
Estado no tuvieron problemas para reprimir a los golpistas en la capital del país.  
A las 3.30 de la madrugada del día 10 de agosto una pequeña columna se trasladó 
por el Hipódromo y por la Castellana hacia el edificio de Correos. Hubo un intercambio 
de tiros en la plaza de Cibeles que se saldó con 10 muertos y 14 heridos y en menos de 
tres horas quedó sofocado el movimiento.  
Al amanecer, Sanjurjo encabezó un levantamiento de la guardia civil en Sevilla. Una 
columna de guardias civiles se dirigió al ayuntamiento y al gobierno civil para declarar 
el estado de guerra. Los suboficiales y la tropa se negaron a secundar la sublevación. 
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Los sindicatos declararon la huelga y a las siete de la tarde la población había 
reaccionado contra el golpe.  
El movimiento también fue derrotado en Cádiz y Jerez y Sanjurjo huyó con su hijo a 
Portugal, pero fueron identificados y detenidos el día 11 en Huelva. Sanjurjo fue 
condenado a muerte, pero le conmutaron la pena por cadena perpetua. El número de 
represaliados sí fue significativo: 145 jefes y oficiales fueron deportados a Villa 
Cisneros. 
La intentona golpista persuadió al ejecutivo de la fragilidad del régimen republicano 
y en los días sucesivos se adoptaron una serie de medidas para evitar el triunfo de 
nuevos intentos de derribar el gobierno legítimo de la República. Las precauciones se 
extremaron desde el mismo día 10 de agosto, cuando el ministro de la Gobernación 
difundió una circular urgente entre todos los gobernadores civiles revelando pautas de 
actuación en su relación con la prensa que apuntaban directamente hacia la instauración 
de un régimen de censura previa. La orden telegráfica se emitió a las diez y media de la 
mañana y exponía sin circunloquios los mandatos que la prensa de todas las 
demarcaciones territoriales debía acatar a rajatabla:  
“Procederá V.E. desde hoy mismo a suspender hasta nueva orden aquellos periódicos 
cuyas campañas tendenciosas anteriores contra la República, su orientación reaccionaria 
o monarquizante puedan provocar al informar sobre los sucesos de hoy exaltación en las 
masas republicanas, alarma o desorden público”149.   
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El gobierno optó por la prohibición brusca: las cabeceras sospechosas de desafección 
al régimen no obtuvieron siquiera el privilegio de la duda y fueron suspendidas de un 
plumazo por decreto gubernamental. 
El resultado fue la clausura automática de más de un centenar de periódicos (114 
según las fuentes más fiables). Con anterioridad al 10 de agosto, ya estaban suspendidos 
otros cinco diarios madrileños: La Correspondencia, El Imparcial, El Popular, El 
Mundo y Mundo Obrero, así como el semanario de Valdepeñas Adelante, lo que 
elevaba, en total, a 120 las suspensiones gubernativas. En su circular del día, el ministro 
también informaba de los periódicos más representativos que habían sido clausurados 
en Madrid:  
“ABC, El Debate, La Nación, Informaciones, Siglo Futuro (sic)”150. 
La rápida intervención del ejecutivo logró atenuar el impacto mediático del suceso. 
La coalición republicano-socialista no concedió ni un solo voto de confianza a la prensa. 
Su primera reacción había sido decretar la suspensión masiva de más de un centenar de 
periódicos a los que el gobierno consideraba culpables de rivalizar con el régimen, pero, 
por si esta solución no hubiera sido suficientemente rotunda, se encargó también de que 
las publicaciones que seguían activas acataran su voluntad.  
El mismo día del golpe, el gobierno divulgó la versión oficial del pronunciamiento 
militar; no dejaba asideros para la libre redacción y, tras una reunión del Consejo de 
Ministros, facilitaba a los medios de comunicación una nota informativa que éstos 
tuvieron que aceptar como única verdad. El escrito mencionaba los “sucesos acaecidos 
esta madrugada en Madrid, y de los que después se han desarrollado en Sevilla” con una 






vaguedad eufemística y aseveraba que habían sido “sofocados radical y prontamente en 
Madrid, no tienen a estas horas más foco de existencia que el muy aislado de Sevilla, ya 
que un chispazo que saltó a Jerez de la Frontera se ha extinguido con rapidez y sin 
violencia, merced a la lealtad de las fuerzas de la Guardia Civil, que trabajaron 
ardorosamente, en colaboración con el ambiente ciudadano de aquel vecindario, en el 
restablecimiento de la disciplina”.  
La nota gubernativa manifestaba su confianza en reprimir aquella mecha subversiva 
con celeridad, gracias a la colaboración disciplinada de las fuerzas de seguridad del 
Estado y al “fervor de las masas populares”151. 
Las escasas publicaciones que siguieron en activo se limitaron a reproducir con una 
fidelidad absoluta la versión institucional, no sólo por la rígida fiscalización que el 
gobierno ejerció sobre la prensa, sino, sobre todo, porque aquéllas que no sufrieron la 
pena máxima de la suspensión eran, en su mayoría, adictas al ejecutivo o complacientes 
con el nuevo régimen.  
Uno de los diarios de tirada nacional, de espectro republicano, que secundó sin 
reservas la versión institucional fue El Sol que el día 11 de agosto irrumpía, sin 
competencia alguna, en el mercado editorial con el titular suministrado por el gobierno, 
en caracteres enormes:  
“Restablecida la tranquilidad en Madrid, se espera que hoy quede resuelto el episodio 
de Sevilla”.152 
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Un día más tarde el gobierno volvía a emitir un comunicado oficial que los 
periódicos tuvieron que reproducir sin alteraciones.  
“La situación anormal de Sevilla ha terminado, regresando a sus bases la mayoría de 
las tropas que se dirigían a aquella capital...”153.  
Heraldo de Madrid fue otro de los periódicos que disfrutó de la prebenda 
gubernativa de seguir viendo la luz pública tras el pronunciamiento infructuoso. Más 
complaciente y adulador con el gobierno que su colega El Sol, el 10 de agosto de 1932 
llegaba a los quioscos con una defensa férvida del régimen y del ejecutivo y sin 
sonrojarse a la hora de propinar imprecaciones soeces contra los conspiradores.  
 “Una manada de insensatos, en complicidad con algunos militares perjuros y 
desleales, ha pretendido esta madrugada una absurda restauración monárquica”. 
Y el subtítulo proseguía con el mismo tono e idéntico vigor:  
“En Madrid, la Dirección General de Seguridad se ha bastado para sofocar tamaña 
imbecilidad”154.  
El pulso informativo lo aportaba el cuerpo del artículo: 
“En Sevilla, el general Sanjurjo, a la cabeza de varios sublevados, causa durante las 
primeras horas de la mañana una ineficaz perturbación en el orden público”. 
Un día más tarde, continuaba con la divulgación de la versión institucional y cerraba 
filas en torno al gobierno de la nación, a quien defendió con alegatos apasionados y al 
que presentó como garante raudo y eficiente de la seguridad nacional.  
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“Las fuerzas que se habían sublevado en Sevilla con el general Sanjurjo se rinden y 
la población recobra su aspecto normal”155.  
Tras el duro escarmiento que el gobierno había dado a la prensa alejada de su órbita 
mediante las suspensiones preventivas, parecía razonable que los periódicos en activo se 
mostraran prudentes. Casi ninguno se atrevió a disentir. Aquellos que discreparon 
ligeramente con la rígida versión oficial, corrieron la suerte de una multa voluminosa. 
Al director de El Castellano lo penalizaron con 2000 pesetas “por publicar noticiosas 
tendenciosas... relacionadas con los recientes sucesos” 156 (acontecimientos que el cauto 
gobernador civil ni siquiera mencionaba en su resolución), y eso a pesar de que la 
postura del rotativo al escribir sobre el pronunciamiento había sido bastante contenida.  
“Estalla en Madrid, de madrugada, un movimiento sedicioso que ha sido 
prontamente dominado”, decía el titular. 
Y el subtítulo añadía: “Generales complicados. Varios muertos y heridos”157.  
Pese al rigor y a la objetividad de la noticia, ésta incumplía abiertamente las 
directrices del gobierno, cuya nota oficial eludía cualquier dato alusivo al fuego cruzado 
entre los sublevados y las fuerzas de seguridad y no citaba las víctimas ocasionadas por 
el golpe fallido. 
Las sucesivas notificaciones del ejecutivo fueron tan vagas en la comunicación de los 
hechos que se negaban a admitir, siquiera, la denominación de alzamiento o intentona 
golpista para la sublevación emprendida por Sanjurjo y sus seguidores. El propósito de 
la coalición republicano-socialista era transmitir la impresión de absoluto dominio y de 
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serenidad, aun a costa de adulterar la realidad y atribuir calificativos imprecisos a la 
rebelión golpista.  
Este rígido control informativo surtió efecto. Los escasos periódicos que no 
desaparecieron transitoriamente de la escena informativa difundieron, como vemos, los 
datos que aportó el ejecutivo; ni siquiera se aventuraron a pronunciarse sobre la 
fustigación contra la prensa acometida con aquella orden de suspensión en masa de 
periódicos.  
La férrea medida de censura no mereció, para Heraldo de Madrid, la más liviana 
reprobación. Con esta cautela mencionaba el diario la suspensión de más de un centenar 
de rotativos:  
“Las autoridades de la República proceden a la detención de los complicados, a la 
suspensión de algunos periódicos y a la adopción de medidas encaminadas a garantizar 
el orden público”158.  
El número alarmante de periódicos represaliados (entre 114 y 127, según distintas 
fuentes) quedó reflejado en Heraldo de Madrid  mediante un amortiguador y atenuante 
adjetivo indefinido (algunos) que alude, implícitamente, a un número muy inferior del 
real, unos cuantos diarios que un lector poco informado podría haber asociado con 
cabeceras ligadas a posiciones radicales.  
Los diarios que continuaron su andadura presentaban el clima idealizado que les 
autorizaba el gobierno y algunos, como El Sol, no se molestaron, tal vez por imposición 
forzosa, en comentar ni de soslayo la anómala y esperpéntica situación en que debían 
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desempeñar su oficio, privados de la sana competencia propia de un sistema de libre 
mercado, con más de un centenar de compañeros de profesión clausurados por 
prescripción gubernativa.  
Las suspensiones perentorias de publicaciones se complementaron con otras 
estrategias tajantes, como la prohibición de editar aquellas cabeceras de nuevo cuño que 
el gobierno estimara previsiblemente peligrosas para la paz republicana. El 27 de agosto 
de 1932 la redacción del periódico Acción de Teruel elevaba una queja formal al 
ministro de la Gobernación por las fórmulas represivas, rayanas en la censura previa, 
aplicadas por el gobernador civil.  
“En nombre y representación personal imprenta, Administración y Redacción 
„Acción‟ suspendido día trece víspera aparición su primer número ruego V.E dígnese 
levantar prohibición causa gran perjuicios económicos a trabajadores”159. 
El telegrama reprochaba la actuación del gobernador, por vulnerar la libertad de 
expresión, y advertía que con esta medida se había condenado “a priori ideología no 
manifestada que afirmo no es extremista”160.  
El Debate fue uno de los pocos periódicos de derechas que logró informar del 
fracasado levantamiento militar. Lo hizo, sin embargo, con una prudencia propia de 
diarios republicanos, sin adulterar las declaraciones oficiales ni descarriarse de la senda 
informativa que el gobierno había delimitado con una precisión meridiana.  
“El jefe superior de Policía dice que se preparaba una sublevación militar”. 
Y agregaba en un subtítulo:  
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“El director de Seguridad anuncia que el movimiento está sofocado”161. 
Sus precauciones no impidieron que fuera igualmente escarmentado con una 
suspensión instantánea y el día 11 ya no pudo ver la luz. Recibió el visado de regreso el 
8 de octubre de 1932, casi dos meses después, y pudo dar gracias: fue el primero en 
reaparecer de los principales diarios conservadores de la capital, con un editorial que, 
bajo el esclarecedor título „Reafirmación de un credo y una conducta‟, reiteraba su 
respeto al poder establecido, aunque desde una actitud crítica.  
“Casi huelga decir que EL DEBATE reaparece en el mismo lugar, exactamente en el 
mismo lugar en que se colocó el 14 de abril de 1931... Pero dentro de la legalidad, 
perseveremos en la oposición irreductible a todos los actos de gobierno y a todas las 
leyes en pugna con los principios fundamentales de nuestra doctrina, que, a la vez, 
tenemos por constitutivos de la personalidad nacional española: Religión, Familia 
cristiana y Propiedad, cristiana también”162. 
Peor suerte corrió La Nación que hasta el 21 de octubre de aquel mismo año no logró 
retomar su trayecto. Ni siquiera tuvo, como El Debate, el consuelo de haber podido 
aportar algún dato esporádico sobre el golpe militar porque el 10 de agosto de 1932 se 
le privó del derecho a comunicarse con sus lectores. Su última aparición fue la víspera 
del levantamiento armado. A su regreso dedicó la portada al relato apasionado de sus 
vicisitudes.  
“LA NACION, a la que no se le había aplicado ni el más leve correctivo desde que 
se proclamó la República, porque para hacerlo era menester declarar ilegales ideas que 
en ningún país civilizado lo son, no escapó a la medida. Hoy, a los setenta y dos días de 
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incomunicación con el público, el Gobierno se digna permitir que volvamos al disfrute 
de nuestra propiedad y nuevamente al ejercicio de los más rudimentarios derechos de 
ciudadanía. Esperamos que también nos permitirá preguntar por qué nos privó de 
ellos...”163. 
En esa misma página, el periódico insertaba la fotografía enmarcada de Manuel 
Azaña y, debajo, un comentario cáustico:  
“No queremos que reaparezca nuestro periódico sin que en la primera página del 
primer número quede grabada la fotografía del primer jefe de Gobierno del mundo que 
ha suspendido 114 periódicos por el delito de interpretar el sentir de millones de 
ciudadanos disconformes con su política. Nosotros no olvidaremos nunca esta lección 
de libertad”164. 
En el sector informativo, eran muchos los que no lograron olvidarla, algunos más que 
otros. El 25 de noviembre de 1932 el diario ABC todavía cumplía su castigo, lo que 
motivó un telegrama de denuncia de la Asociación de la Prensa de Pontevedra al 
presidente del Consejo de Ministros y al ministro de la Gobernación. No era éste el 
único medio informativo que se encontraba en aquella situación calamitosa. Y la 
firmeza del gobierno desencadenó una tormenta de protestas por las excepciones 
inconstitucionales con las que estaba bombardeando a la prensa. La carta de la 
Asociación de la Prensa resaltaba, precisamente, las incoherencias del gobierno en su 
política mediática, y su transformación repentina desde que hubiera conquistado el 
poder.   
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“El Gobierno, integrado por quienes cimentaron su actuar en el respeto al derecho, en 
la denuncia pública de infracciones constitucionales y que en las etapas de lucha 
propugnaba la libertad de Prensa, reunión y asociación, sintiendo como ofensas propias 
las restricciones dictatoriales, seguramente habrá de lamentar desde el Poder que 
circunstancias imperativas de su autoridad en defensa del orden le coloque en la dura 
obligación de emplear medidas excepcionales con la Prensa en tal sentido y sin 
discriminar las poderosas razones que aconsejen la prolongada suspensión de diarios, 
entre los que destaca ABC por el volumen de sus cuantiosos intereses y por su prestigio, 
nos permitimos rogar a V.E., en gesto amparador de solidaridad colectiva, la inmediata 
reaparición de la Prensa suspendida...”165. 
El gobierno cedió a las presiones con su demora habitual y el 30 de noviembre 
permitía el regreso de ABC, que penetraba en el mercado con una recapitulación de lo 
ocurrido y más firme que nunca en sus postulados. De todas las opiniones que emitió 
aquel día, la de Wenceslao Fernández Flores fue, sin duda, la más rotunda, irónica y, 
desde luego, sensata:  
“Si yo tuviese la suerte de que mi país fuese razonablemente organizado, no podría 
permanecer sin trabajar ciento once días por orden del gobierno. Pero, si 
paradójicamente ocurriese así, toda mi acción se limitaría a requerir a un abogado para 
ordenarle: Presente usted ante los Tribunales una demanda de indemnización. Por 
causas absolutamente ajenas a mis actividades y a mi conducta como escritor y como 
ciudadano, el Gobierno me ha impedido ganar mi estipendio durante ciento once días. 
Es natural que el Estado me reembolse los miles de pesetas que he perdido. Pero en 
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España no habría un Tribunal que reconociese tan diáfana razón de una solicitud tan 
sensata. Esta es la terrible sensación que nos sobrecoge a los españoles de hoy: la de 
falta de amparo...”166. 
Las fórmulas de control previo resultaron eficaces entre la prensa nacional, que pudo 
ser sometida a un régimen escrupuloso de inspección, pero las dificultades crecieron 
para el gobierno cuando trató de imponer una versión uniforme fuera de sus fronteras. 
Aunque las medidas adoptadas para vigilar a la prensa extranjera no eran infalibles, el 
ejecutivo intentó por todos los medios moderar la proyección internacional del 
levantamiento de Sanjurjo, orquestando una red de propaganda institucional por medio 
de sus representantes diplomáticos.  
El mismo día 10 de agosto, el gobierno hacía llegar a sus principales Embajadas una 
nota que tildaba de meros “desórdenes” la tentativa golpista. El comunicado dirigido a 
la prensa internacional enfatizaba la idea de que las tropas del ejército español habían 
demostrado una unidad sin fisuras y que la sofocación del golpe había sido 
prácticamente un paseíllo triunfal. La sensación última que se extraía de la lectura de 
aquellas notas idealizadas era que el régimen republicano había salido fortalecido tras la 
insurrección.   
“Los desórdenes provocados por elementos sin fuerza alguna en el país han dado 
lugar a manifestaciones entusiastas de viva adhesión a la República en toda España... El 
Gobierno ha contado por lo demás con la absoluta lealtad del Ejército... La Cámara por 
unanimidad... ha aprobado enteramente las medidas por él adoptadas votando orden día 
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de confianza en medio gran entusiasmo. El orden es completo en todo el territorio de la 
República”167.  
Los escritos del gobierno se divulgaban a nivel internacional en forma de circulares 
que el Ministerio de Estado hacía llegar a todos sus cargos diplomáticos. El 11 de 
agosto de 1932, enviaba la número 21, en la que explicaba que el “movimiento Madrid 
fue inmediatamente extinguido y el de Sevilla está dominado y aislado. Gobierno cuenta 
absoluta lealtad fuerzas armadas... Gran manifestación popular en Madrid de adhesión a 
la república”.  
La circular era seguida, horas después, por otra adicional, la 22, en la que aclaraba 
que la “situación militar en Sevilla ha quedado liquidada y terminada sublevación... 
Sanjurjo detenido. Completa tranquilidad toda España”168. 
Aquel día el embajador en Francia, Salvador de Madariaga, transmitía un informe 
prolijo a sus cónsules para que enviaran notas oficiosas a los periódicos de sus 
respectivas demarcaciones con la versión institucional del modo hábil y veloz con el 
que el ejecutivo había contenido la revuelta. Unas horas después, a las siete de la tarde, 
informaba al ministro de sus gestiones con la prensa. La comunicación del embajador 
confirma que los insomnios del gobierno por la proyección internacional del 
levantamiento militar eran desmedidos y sus precauciones, injustificadas. La rapidez del 
gobierno para reprimir la rebelión y su indulgencia posterior al conmutar la pena de 
muerte a los generales implicados mereció el aplauso, casi unánime, de la prensa 
exterior, de modo que las consignas del Ministerio de Estado para boicotear las noticias 
de denuncia fueron, en la práctica, innecesarias.  
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Los elogios de los medios informativos europeos no contribuyeron, sin embargo, a 
relajar la vigilancia. Todo lo contrario: el envío incansable de notas oficiosas se 
complementó con circulares aleccionadoras a los delegados diplomáticos españoles para 
que siguieran muy de cerca las noticias y opiniones vertidas por la prensa de su 
demarcación. El 10 de agosto de 1932 el ministro de Estado ordenaba a sus 
diplomáticos que vigilasen los comentarios insertos en la prensa de sus jurisdicciones 
territoriales para aplacar las críticas demasiado exaltadas. Las estrategias arbitradas por 
los cargos diplomáticos consistían en presionar a las autoridades del país para que éstas, 
a su vez, reprimieran a la prensa más combativa con el ejecutivo español. En aquellos 
países que gozaban de un sistema democrático con plena vigencia de los derechos 
civiles, solían recurrir a la interposición de la oportuna querella criminal, pero cuando el 
país donde se editaba la publicación era una dictadura, las fórmulas de presión podían 
ser más directas y, por supuesto, gozaban de una capacidad mayor. 
El cónsul de España en Beirut, por ejemplo, mantuvo una conversación contundente 
con el alto comisario para detener la campaña adversa del rotativo La Syrie, y dio buena 
cuenta al ministro para que éste conociese con minuciosidad sus diligentes gestiones. El 
diplomático le ponía en antecedentes sobre la orientación de la publicación, cuyo 
director era un “francés, sujeto de mala reputación y capaz de todo” a quien el cónsul 
achacaba la voluntad torcida del rotativo. La conversación que sostuvo con el alto 
comisario de Beirut había sido, según él, en estos términos: 
“Estoy dispuesto a no tolerar que estos escándalos de prensa se repitan y para ello 
agotaré todos los recursos que estén en mi mano... Yo espero que he de detenerme aquí 
y que V. tendrá autoridad suficiente para imponerla al Sr. Vayssié …Cuando terminé, el 




llamaría al orden a Mr. Vayssié y que me fuera tranquilo. Me aseguró que esto no 
volverá a repetirse y que no regateara el ir a verle si alguna vez tenía algún otro motivo 
de queja... no consideré oportuno forzar el asunto más allá de su grado de elasticidad y 
esperar así, vigilando siempre, si mi gestión va teniendo acomodos de realidad”169.  
El intento de golpe de Estado de Sanjurjo introdujo una nueva mecánica de control 
de los medios de comunicación internacionales e inauguró la elaboración de resúmenes 
quincenales de prensa desde las embajadas y consulados. La idea de recurrir a esta 
herramienta de trabajo se adoptó el 18 de agosto de 1932 cuando el ministro de Estado 
impartió la instrucción de que se le remitieran, con periodicidad quincenal, informes 
sobre los artículos políticos o militares y sobre cuestiones de conflictividad social y 
laboral editados por las publicaciones periódicas. El embajador trasmitía, a su vez, la 
orientación a todos los consulados para que la cadena inspectora se ejecutase con 
precisión. La circular en cuestión adiestraba a los cónsules de la conveniencia de 
reseñar, no sólo las cuestiones que pudieran rezumar una crítica hacia España para 
evitar de este modo el envío masivo e indiscriminado de periódicos, sino también los 
datos relativos al autor que fueran significativos para el gobierno español, especialmente 
si éstos eran redactores o colaboradores residentes en España, ya que el gobierno sí 
tenía mayor margen de maniobra sobre los corresponsales afincados en el país
170
.  
Las garantías de que prosperasen las presiones gubernativas sobre las publicaciones 
extranjeras aumentaban de forma ostensible con aquellos rotativos que disponían de un 
corresponsal fijo en España. Los periodistas que ejercían su corresponsalía en el país 
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recibían, como los españoles, instrucciones sobre aquello que podían y no decir y 
quienes desarrollaban un periodismo incendiario, a los ojos del gobierno, sufrían, en 
ocasiones, las represalias gubernativas; la más dura e inflexible fue la deportación del 
país, una medida drástica que, como veremos, todos los gobiernos republicanos 
adoptaron en algún momento puntual.  
 
2.4.6. La Ley de Orden 
Público, vía libre 
para la censura 
previa   
La intentona golpista de Sanjurjo fue el detonante del recrudecimiento de la política de 
prensa que desde entonces desarrollaría el ejecutivo. En el ecuador del primer bienio 
republicano las alteraciones del orden público ya se habían consolidado como el gran 
problema nacional que los gobiernos de todos los signos políticos se afanarían en 
resolver con soluciones decididamente más enérgicas. El año 1933 comenzó con el 
motín popular de Casas Viejas, que pasó una muy dura factura al gobierno por la 
desproporción con la que los cuerpos de seguridad reprimieron a los insurrectos.  
Todo comenzó con la huelga que la CNT había declarado el 9 de enero. En la 
víspera de la jornada de huelga los anarquistas colocaron bombas en Valencia y se 
desataron disturbios en Sevilla, Zaragoza, Málaga, Gijón y otras ciudades. Al día 




oficinas de los sindicatos de la CNT en toda España
171
. Los conflictos continuaron en 
zonas de Barcelona, en donde se registraron serios incidentes entre las fuerzas de 
seguridad y los obreros que se saldaron con más de una treintena de muertos y 
centenares de heridos
172
. Pero el 11 se había restablecido el orden y el gobierno impuso 
multas a los principales rotativos anarquistas.  
No ocurrió lo mismo en el pueblo gaditano de Casas Viejas. Allí los campesinos 
sublevados destituyeron el día 11 al alcalde pedáneo, cortaron las líneas telefónicas y 
telegráficas e intentaron sitiar el cuartel de la Guardia Civil, hiriendo de muerte a dos 
guardias. Ese mismo día llegaron al pueblo más de una docena de guardias civiles y 
otros tantos guardias de asalto para restablecer el orden. Algunos hombres huyeron al 
campo, salvo un anciano anarquista que se atrincheró en su casa con sus hijos y otros 
miembros de la familia.  
De madrugada llegaron refuerzos, unos 40 guardias de asalto bajo el mando del 
capitán Manuel Rojas. La compañía de asalto trató de reducirlos y al amanecer 
decidieron incendiar la casa. Cuando los hombres salieron a la calle para escapar de las 
llamas, fueron acribillados a quemarropa. El capitán Rojas ordenó una batida por el 
pueblo para confiscar armas. Arrestaron a doce hombres, que, amarrados con cuerdas, 
fueron ejecutados en el acto.  
El suceso desencadenó una campaña muy combativa por parte de la prensa de 
izquierdas y las críticas de los periódicos derechistas tampoco fueron escasas. El 
gabinete reformista empezó a advertir entonces la necesidad de promulgar un nuevo 
documento normativo que contuviera los desórdenes públicos y que, en el sector 
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periodístico, reprimiera la propensión a la crítica enardecida de determinados rotativos. 
El proyecto de ley fue elaborado por Oriol Anjera de Sojo y se presentó el 7 de abril de 
1933. Entre sus novedades más interesantes para el régimen de prensa, incluía la 
posibilidad de declarar hasta tres estados de excepción (de prevención, de alarma y de 
guerra) que progresivamente iban endureciendo las condiciones para que las 
publicaciones periódicas ejercieran su actividad con plena libertad.  
La ley decretaba que los hechos difundidos por medio de la imprenta se regirían por 
las prescripciones de la Ley de Policía de Imprenta, excepto en aquellas circunstancias 
específicas en las que fuera aplicable la Ley de Orden Público. “La vaguedad a la hora 
de definir y tipificar los actos que atentaban contra el orden público dejaba abierta la 
puerta a su aplicación inmoderada, como realmente sucedió desde su entrada en vigor y 
durante los casi tres años que transcurrieron hasta el estallido de la guerra civil” 173.  
Como asevera María Rosa Abad Amorós, “no hay ley excepcional que se haya 
aplicado más intensa y frecuentemente que la Ley de Orden Público de 1933. Es más, se 
podría llegar a afirmar, que con la promulgación de esta Ley, España vivió bajo un casi 
constante estado de anormalidad constitucional”174. 
El artículo 2º especificaba los actos que afectaban al orden público y señalaba de 
manera expresa aquéllos que fuesen realizados con ocasión del ejercicio de los derechos 
garantizados en el artículo 34 de la Constitución. La libertad de expresión reconocida en 
el mencionado artículo quedaba, por lo tanto, condicionada al mantenimiento del orden 
público y podía ser anulada en virtud del respeto estricto a este otro bien supremo.  
                                                 
173
 Martínez Pineda, C. Op. Cit.  
174




El artículo 6º atribuía competencias en materia de orden público a “todas las 
autoridades de la República”. Para evitar posibles ambigüedades interpretativas que 
pudieran auspiciar recursos prósperos de los afectados, el artículo contenía una segunda 
parte ilustrativa: “tanto las pertenecientes al Poder central cuanto a las Regiones, 
Provincias y Municipios, cuyo mantenimiento y defensa competerá especial y 
directamente, en todo el territorio nacional, al Ministro de la Gobernación y, 
subordinadamente, dentro de cada provincia, al respectivo gobernador civil y de cada 
Municipio, al correspondiente Alcalde...”175.  
La redacción prolija del artículo, citando a todos los cargos autorizados para aplicar 
la ley, parecía obedecer al empeño del gobierno de corregir los errores en los que había 
incurrido durante la etapa precedente por culpa de un diseño deficiente de la Ley de 
Defensa de la República, cuya aplicación siempre estuvo circunscrita al Consejo de 
Ministros, al ministro de la Gobernación o a delegados de dos o más provincias. El 
ejecutivo se blindaba, ahora, con un instrumento mucho más operativo de control y 
subsanaba los defectos del anterior paraguas normativo, los cuales habían propiciado, 
como hemos visto, una ingente batería de irregularidades gubernativas y cuantiosos 
recursos con nutridas probabilidades de prosperar.  
Además, con esta redacción la ley reconocía la estructura piramidal de control 
informativo que, oficiosamente, se había perpetuado desde la instauración del régimen 
republicano y que permitía realizar un seguimiento concienzudo de todas las empresas 
periodísticas, desde las cabeceras eméritas y prestigiosas de tirada nacional hasta los 
folletos de vida efímera editados en una simple pedanía.  
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La vertebración de un aparato fiscalizador de prensa que se sustentase sobre los 
gobernadores civiles quedaba todavía más explícito en el siguiente artículo, el 7º, al 
declarar que “los gobernadores civiles, a los efectos de esta ley, asumirán el ejercicio de 
la autoridad gubernativa en todo el territorio de sus respectivas provincias...”176. 
Por si había alguna desviación en la lectura unívoca de la ley, el artículo 7º reiteraba 
la absoluta competencia que el nuevo texto legal confería a las autoridades provinciales 
para velar por el mantenimiento del orden público. Ambos artículos supusieron el cese 
de las prácticas irregulares cometidas por los gobernadores en su labor de control de la 
prensa rival. A partir de ese momento, no tuvieron que ampararse en artificios 
habilidosos para justificar sus injerencias en el quehacer periodístico. La Ley de Orden 
Público les otorgaba la discreción necesaria para amordazar a la prensa no adicta sin que 
ésta pudiera argüir la existencia de prácticas ilegales.  
Según el artículo 20, el estado de prevención estaba previsto para aquellos casos en 
los que se produjese una alteración del orden público que no justificase la suspensión de 
garantías constitucionales. La declaración debía de hacerse por decreto acordado en 
Consejo de Ministros y refrendado por el presidente, dando cuenta a las Cortes o a su 
Diputación en diez días, y su vigencia no podía sobrepasar los dos meses, salvo que se 
declarase una prórroga del anterior. 
La simple declaración del estado de prevención permitía al gobierno articular 
estrategias de control informativo que reemplazaban a la censura previa. El artículo 28 
daba carta blanca al gobierno para revisar con antelación las publicaciones a través del 
sellado “de todos los impresos, con excepción de los libros que sirvan para defender 
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ideas u opiniones políticas o sociales... dos horas antes de su publicación”, un tiempo 
que se reducía “a una hora para los periódicos diarios”. Y ello sin necesidad de 
suspender las garantías constitucionales, un procedimiento que algunos juristas han 
considerado inconstitucional
177
. En palabras de Cendán Pazos, “este último precepto no 
sólo modificó radicalmente el artículo 11 de la Ley de 1883, sino que encierra en sí 
mismo una medida anticonstitucional, debido a que en el artículo 34 de la Constitución 
se rechaza, categórica y rotundamente, la previa censura”178. 
Como agravante pecuniario, las multas, en esta situación, podían elevarse hasta las 
diez mil pesetas.  
Las garantías sí quedaban suspendidas durante el estado de alarma que podía 
declararse “cuando las medidas autorizadas por el estado anterior sean insuficientes para 
mantener el orden público”. La ley admitía la posibilidad de suspender por decreto en 
casos de “notoria e inminente gravedad” las garantías reconocidas por algunos artículos 
de la Constitución, entre ellos el 34, que promulgaba la libertad de expresión. De esta 
forma, la ley eliminaba libertades básicas, como la inviolabilidad del domicilio, la 
libertad de residencia y los derechos de asociación y sindicación. Las autoridades tenían 
atribuciones para firmar destierros de hasta 250 kilómetros del domicilio, para practicar 
detenciones gubernativas o, según el artículo 39, para: 
“Someter a previa censura todos los impresos y proponer al Gobierno y en caso 
urgente acordar, desde luego, la suspensión de las publicaciones que preparen, exciten o 
auxilien la comisión de delitos contra el orden público... dando cuenta al Gobierno de 
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las determinaciones que sobre este punto adopte”179. Según Cendán Pazos, con este 
artículo “se vuelve a incurrir en otro acto anticonstitucional, de mucha más 
importancia”180. 
Más graves, si cabe, eran las atribuciones que otorgaba el artículo 40 a la autoridad 
civil quien podía, desde este momento, “detener a cualquier persona si lo considera 
necesario para la conservación del orden”. 
Con esta disposición, el gobierno regulaba la práctica habitual de las detenciones 
firmadas por los gobernadores civiles bajo el pretexto del impago de las multas 
impuestas contra directores de rotativos incómodos. La orden elaborada por el gobierno 
en octubre de 1933 privándoles de autoridad para rubricar encarcelamientos arbitrarios 
se confirmaba, por lo tanto, como una fórmula de escaparate, pues la Ley de Orden 
Público ya confería a los gobernadores sobradas competencias para obrar a su antojo 
casi en cualquier circunstancia en la que imperase la más leve excepción a la 
normalidad constitucional. De hecho, antes incluso de que se declarase el estado de 
guerra, la autoridad podía entrar en el domicilio de cualquier español o extranjero 
residente sin su consentimiento y examinar papeles y efectos, al amparo del artículo 43.  
Las sanciones, en estas circunstancias anormales, se elevaban hasta las veinte mil 
pesetas.  
El estado de excepción más grave era, por supuesto, el de guerra que transfería los 
poderes civiles a la autoridad militar en aquellos supuestos de urgencia extrema en los 
que la autoridad civil no fuera capaz, con ayuda de los órganos judicial y militar, de 
restablecer la paz pública. La autoridad militar era la que adoptaba las medidas que 
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antes les correspondían a los dirigentes civiles y disponía de potestad absoluta para 
restablecer el orden. Como afirma Abad Amorós, proclamado este estado “no sólo 
desaparece la libertad de expresión, sino todas las libertades públicas del individuo”181. 
Dada su rigidez, la aprobación de la ley no fue una tarea sencilla. El debate 
parlamentario reprodujo los planteamientos esgrimidos durante la sesión en la 
que, dos años antes, se aprobara la Ley de Defensa de la República. Y también 
fueron los mismos espectros ideológicos quienes se opusieron a su aprobación. 
Como entonces, uno de los más iracundos en sus críticas fue el diputado 
comunista José Antonio Balbontín, para quien la Ley de Orden Público “no iba a 
significar más que un cambio de nombres. Los derechos habían estado proscritos 
por la Ley de Defensa de la República, pero a partir de aquel momento el estado 
de prevención o alarma previstos en la Ley de Orden Público, sería poco menos 
que perpetuo”182. 
No se equivocó en sus pronósticos. La ley se promulgó el 28 de julio de 1933 
y sus efectos sobre la prensa fueron presurosos
183
. 
Ya antes de su aprobación, los Gobiernos Civiles y el Ministerio de la Gobernación 
chequeaban los contenidos de los periódicos del día mediante el sellado en las 
dependencias de prensa, pero con la nueva ley las condiciones para ejercer este control 
anticipado resultaron más propicias y el sellado no admitió evasiones.  
En las provincias especialmente conflictivas las precauciones se extremaron, 
estableciendo fórmulas de censura previa sin que se declarasen los estados de 
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excepción que contemplaba la ley. De este modo lo denunciaron en varios 
comunicados dirigidos al ministro de la Gobernación los redactores de algunos 
de los periódicos censurados por las autoridades provinciales. El 5 de agosto de 
1933 Casares Quiroga recibía un telefonema de Juan de Zabala explicándole que 
habían sido detenidos varios jóvenes por vocear el semanario vasco Jagi-Jagi, 
de Bilbao, “no obstante haberse cumplido con el requisito del sellado 
previamente en el gobierno civil”184.  
Apenas dos semanas después de este incidente, los redactores del periódico 
Euzkadi, uno de los rotativos que con mayor inclemencia sufrió la persecución 
gubernativa, protestaba ante el ministro porque el gobernador civil exigía al 
diario “inopinadamente que presente ejemplares según la Ley de Imprenta a una 
hora que aquel convenga para que pueda tener montados servicios de 
incautación rápida de toda la tirada”.  
En su telefonema, los redactores de la publicación subrayaban la conculcación de la 
libertad de expresión que entrañaba esta práctica en un momento en el que, sin haberse 
declarado ningún estado de excepción, no parecía estar justificada.  
“Como tal vejación implica la previa censura (...) solicitamos y esperamos 
V.E. sírvase comunicar y dejar sin efecto su extraña medida de excepción con 
urgencia”185.  
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En ambos casos, como en todos los escritos de protesta que particulares, 
colectivos o entidades elevaban al ministro, éste se limitó a trasladar la queja al 
gobernador civil para que le informara sobre lo acaecido
186
.  
No son exponentes fortuitos. Aunque la Ley de Orden Público no se aplicó en los 
meses inmediatos a su aprobación, el vigor fiscalizador sobre la prensa sí pareció 
aumentar entre los gobernadores civiles por aquellos días, según se desprende de las 
pruebas documentales que se conservan. 
Algunos gobernadores civiles se permitían el lujo de complementar las 
tradicionales consignas con el envío de notas oficiosas a los rotativos más 
belicosos. El 8 de septiembre de 1933, en los coletazos finales de la coalición del 
primer bienio, el gobernador de Burgos notificaba al ministro de la Gobernación, 
Casares Quiroga, el estado de sus andanzas con la prensa local: 
“Mañana enviaré nota oficiosa y datos complementarios sobre incidente 
ocurrido en despacho oficial entre Alcalde accidental señor Santa María y 
Secretario Comité Acción Republicana Señor Errazquin, anticipándole que dicho 
suceso aparece desvirtuado por la prensa de Madrid servida aquí por diario de 
Burgos enemigo acérrimo Gobierno...”187. 
La Ley de Orden Público acabó con los eufemismos y transformó un 
gobierno presuntamente democrático en otro de plenos poderes. Los estados de 
excepción se convirtieron desde entonces en una situación persistente. Aunque 
serían los gobiernos del segundo bienio quienes utilizarían profusamente la ley, 
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también la coalición republicano-socialista cerró su etapa con un balance 
revelador: entre los meses de agosto y noviembre (cuando las opciones 
conservadoras y de derechas ganaron las elecciones y se produjo el relevo en el 
gobierno) las ciudades de mayor inestabilidad social apenas disfrutaron de 
exiguos paréntesis en los que reinase la normalidad constitucional. 
Como muestra anecdótica, baste citar algunos de los estados de excepción 
declarados por el gobierno del primer bienio en aquellas regiones especialmente 
convulsas. El 19 de agosto de 1933 el presidente del Consejo de Ministros 
firmaba un decreto declarando el estado de prevención en la provincia de 
Sevilla, que se mantuvo hasta el 20 de octubre de ese mismo año
188
, e idéntica 
medida se aplicó el 6 de octubre de 1933 en Cataluña, aunque la anormalidad 
constitucional duró en este caso menos; se levantaba el día 20 del mismo mes. El 
decreto estaba sobradamente razonado, al margen de lo convincentes que 
resultaran sus argumentos:  
“Ante la posibilidad de que con motivo del conflicto obrero de las Fábricas de 
luz, gas y electricidad de Cataluña, se produzcan alteraciones de orden público 
en aquella región el Gobierno estima que es deber suyo inexcusable garantizar el 
servicio público, defender los derechos de los ciudadanos y adoptar las medidas 
preventivas que le señale las leyes. La Ley de Orden Público consigna una serie 
de medidas cuya aplicación escalonada representa una actuación de Gobierno en 
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su función defensora del interés general de la Nación...”189. (En Martínez 
Pineda, C. Op. Cit.) 
Había cambiado la ley, pero el discurso seguía intacto. El bien de la República 
avalaba la adopción de alternativas que pudieran extirpar derechos ciudadanos. Con una 
verbosidad que orillaba el cinismo, el gobierno se atrevía a justificar la aplicación de 
fórmulas atentatorias contra los derechos ciudadanos precisamente en su deseo de 
salvaguardar los mismos derechos que conculcaba.  
 El gobierno de la coalición republicano-socialista disfrutó por poco tiempo de las 
múltiples medidas de contención que había previsto en su ley para reprimir las mechas 
subversivas y boicotear la actividad litigiosa de la prensa más inconformista. Serían los 
gobiernos radical y radical-cedista los que harían funcionar a pleno rendimiento una ley 
que ensanchaba su margen de maniobra para perseguir deslices periodísticos. Y tras las 
elecciones de noviembre de 1933, cuando la balanza democrática se declinó a favor de 
las opciones más conservadoras, el nuevo gabinete de coalición no demoró ni un mes la 
aplicación de la nueva ley. Durante el segundo bienio la excepción se erigió en norma y 
tan sólo hubo dos meses en los que se respetaron íntegramente los derechos 
constitucionales que reconocía la Carta Magna. Para el régimen de prensa, el uso 
desmedido de la ley conllevaría una merma ostensible de su espacio de libertad y la 
censura previa se convertiría enseguida en el método habitual de control y seguimiento.  
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3. EL CONTROL INFORMATIVO DURANTE EL SEGUNDO 
BIENIO. INSTAURACIÓN OFICIAL DE LA CENSURA 
PREVIA  
En el verano de 1933 el gobierno de coalición republicano-socialista ya mostraba signos 
evidentes de agotamiento. Las disensiones internas, el malestar creciente de amplios 
sectores de la sociedad, la conflictividad laboral y, sobre todo, la paulatina agrupación 
de las opciones más conservadoras precipitaron un golpe de timón en los comicios 
generales que desterró del poder a las fuerzas progresistas y republicanas. El primer 
síntoma del cambio que se avecinaba se advirtió en la elección de los miembros del 
Tribunal de Garantías Constitucionales. Veinte de los treinta y cinco integrantes fueron 
designados por las Cortes, pero los quince restantes eran elegidos en una consulta 
municipal. Las elecciones se celebraron el 3 de septiembre y las fuerzas que ocupaban 
el gobierno sólo obtuvieron cinco representantes.  
Tras la comprobación palmaria del escaso apoyo popular de los partidos del 
gobierno, el presidente de la República, Niceto Alcalá-Zamora, decidió retirarle la 
confianza a la coalición establecida y abrir consultas para constituir un nuevo gabinete, 
más amplio y moderado, encabezado por Alejandro Lerroux, líder del Partido 
Republicano Radical. Esta alternativa no obtuvo, sin embargo, el respaldo del Congreso 
y el primer gobierno de Lerroux tuvo una trayectoria efímera (del 12 de septiembre al 9 
de octubre de 1933). El 9 de octubre se anunció una amplia coalición de los grupos 




fueron disueltas las Cortes, fijando el 19 de noviembre para las nuevas elecciones y el 3 
de diciembre, para la segunda vuelta.  
Los comicios supusieron la consagración de una fuerza política emergente: la 
CEDA. La Confederación Española de Derechas Autónomas se había constituido en 
abril de 1932 con el objetivo de hacer frente a los partidos de centro-izquierda y con la 
aspiración de superar la división que había precipitado la hecatombe de las opciones 
conservadoras en los comicios de 1931. El partido matriz era la primigenia Acción 
Nacional -reconvertida pronto en Acción Popular- del líder conservador José María Gil 
Robles, diputado, periodista y uno de los directivos del órgano católico de prensa más 
influyente del país: El Debate. Las elecciones de noviembre otorgaron el mayor número 
de sufragios a la CEDA (115 diputados), pero Niceto Alcalá-Zamora descartó la 
posibilidad de que se constituyera un gobierno encabezado por una coalición que se 
negaba a comulgar con el régimen establecido y optó por entregar el cetro de mando al 
segundo grupo más votado, el Partido Republicano Radical de Lerroux, con 104 actas 
de diputado. El PSOE mantuvo un resultado ajustado, con sólo 60 diputados, y la gran 
perdedora fue la izquierda republicana que sufrió un desplome fulminante
190
.  
La sesión de apertura de las Cortes tuvo lugar el 7 de diciembre y Lerroux presentó 
su opción de gobierno el día 19. El partido de Lerroux era el sostén del ejecutivo, con 8 
integrantes, pero los partidos que componían la nueva coalición –todos ellos 
conservadores- representaban apenas un tercio de los votos de la Cámara y no podían 
sobrevivir sin el apoyo de la CEDA que se convirtió, de facto, en el interlocutor 
indispensable de todos los gabinetes durante el bienio rectificador. 
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La vulnerabilidad con la que nació el ejecutivo, por su posición minoritaria dentro 
de la Cámara, determinaría a posteriori las numerosas crisis gubernamentales que vivió 
el país durante el segundo bienio. En sus dos años de funcionamiento, “estas Cortes 
soportaron dos crisis de Gobierno a fondo y 23 cambios ministeriales... No había habido 
en la historia parlamentaria de ningún país tantas crisis ministeriales en tan poco tiempo 
y con el mismo Parlamento”191. 
A los dos meses y medio de su constitución, Lerroux se vio forzado a reorganizar el 
gobierno; estaba dividido y, ante su debilidad, tenía que soportar presiones de derecha e 
izquierda. “El 1 de marzo, siguiendo las consignas de Alcalá-Zamora, presenta la 
dimisión total del gobierno y no una simple sustitución de ministros, como Lerroux 
pretendía”192. La crisis se resolvió el 3 de marzo y, como resultado de esta 
reestructuración, Rafael Salazar Alonso, un político del sector más conservador del 
partido radical, fue nombrado ministro de la Gobernación, sustituyendo al 
independiente Rico Avello, lo que se tradujo en un recrudecimiento de la ya de por sí 
rígida política de fiscalización sobre la prensa.  
La siguiente crisis afloró en apenas mes y medio, el 25 de abril, cuando el gobierno 
dimitió ante los reparos que puso el presidente de la República a “la ley de amnistía que 
afectaría a todos los sentenciados y procesados, no rebeldes, por hechos anteriores al 19 
de noviembre de 1933. Se incluían delitos de ofensas al Jefe del Estado, al parlamento o 
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al gobierno; sedición y rebelión, atentado e injurias a la autoridad. Alcalá-Zamora firmó 
la ley pero dejó constancia de su preocupación y de sus reparos”193.  
 El presidente de la República abrió entonces una ronda de consultas y entregó la 
jefatura del gobierno a Ricardo Samper, del Partido Republicano Radical, quien formó 
gabinete el día 28. En esta ocasión, no hubo cambio en la cartera de Gobernación. 
En el mes de mayo se produjo una clamorosa escisión en el seno del principal 
partido de gobierno. Diego Martínez Barrio abandonó el grupo radical, junto a unos 20 
diputados, después de que en el comité ejecutivo Lerroux se negara a firmar una 
proposición comprometiéndose a no colaborar con la CEDA. Los radicales disidentes 
fundaron el Partido Radical Demócrata y, más adelante, junto al Partido Radical 
Socialista, de Gordón Ordás, La Unión Republicana.  
El gabinete de Samper dimitió el 2 de octubre de 1934. Esta vez fue la CEDA quien 
provocó la ruptura, tras retirar su apoyo al ejecutivo por sus discrepancias respecto a la 
política con Cataluña. Lerroux recibió la confianza del presidente de la República para 
formar gobierno y, por primera vez, permitió el ingreso de tres miembros de la CEDA. 
Al frente de Gobernación siguió un ministro radical, Eloy Vaquero.  
La entrada de la CEDA en el gobierno provocó el rechazo unánime de los grupos de 
la oposición y culminó en el estallido de la insurrección de Asturias. El levantamiento 
fue rápidamente sofocado por el ejecutivo, pero “la severidad en cuanto a la dureza de 
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las condenas dio lugar, a fines de enero de 1935, a una nueva crisis, constituyéndose 
otro gobierno de Lerroux” que mantuvo a Eloy Vaquero al frente de Gobernación194.  
Una nueva crisis desestabilizó al gobierno radical-cedista el 3 de abril de 1935. La 
causa fue la discusión sobre las penas de muerte a los cabecillas de la sublevación de 
octubre. La CEDA se oponía al indulto de González Peña y de otros 19 condenados, de 
modo que el gabinete entrante se constituyó el día 4 sin su participación. En 
Gobernación se situó Manuel Portela Valladares.  
La constitución de un ejecutivo en minoría contribuyó a agravar la inestabilidad 
parlamentaria. Sin el apoyo de la CEDA, el gobierno tenía los días contados, así que 
realizó la tarea de llevar a la Gaceta los indultos y el 4 de mayo planteó la crisis formal. 
Dos días más tarde se formaba un gobierno con una amplia representación de la CEDA, 
nada menos que cinco ministros. Al frente de Gobernación continuó Valladares.  
La siguiente crisis surgió por la dimisión del ministro Antonio Royo Villanova, de 
la minoría agraria, ante el traspaso a Cataluña de unos servicios de Obras Públicas. 
Tardó cinco días en resolverse. El independiente Joaquín Chapaprieta fue investido 
presidente y Joaquín de Pablo, radical, ocupó la cartera de Gobernación.  
El escándalo de corrupción que salpicó al Partido Radical de Lerroux sobre el 
asunto strapperlo motivó otra crisis gubernamental. Strauss y Perl trataron de introducir 
una máquina de juego en España recurriendo a personalidades relevantes de la vida 
pública y algunos políticos radicales fueron acusados de cohecho, entre ellos el ex 
ministro de Gobernación, Salazar Alonso, o el director general de Seguridad, José 
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Valdivia, así como el sobrino de Lerroux, Aurelio Lerroux. A este escándalo se sumó 
poco después el asunto Nombela, una acusación presentada en las Cortes por Antonio 
Nombela, ex inspector general de Colonias, contra el radical Moreno Calvo, 
subsecretario de Lerroux, por haber autorizado una orden de pago de indemnización a la 
naviera Tayá sin ser aprobado por el Consejo de Ministros
195
. El gobierno dimitió el 29 
de octubre de 1935 y Chapaprieta formó un nuevo equipo.  
En los coletazos finales del segundo bienio todavía se desató una crisis por la 
renuencia de la CEDA a la reforma del impuesto de derechos reales que suponía una 
merma en los ingresos de las clases más pudientes. El 14 de diciembre de 1935 Manuel 
Portela Valladares asumió la Presidencia y el Ministerio de la Gobernación.  
El año 1935 se despidió con la última crisis de gobierno del segundo bienio. El 31 
de diciembre Portela recibió encargo de formar gobierno. En el gabinete saliente, 
continuó al frente de la Presidencia y de Gobernación.
196
  
Esta inagotable cadena de altibajos políticos salpicó al Ministerio de la 
Gobernación, encargado de aplicar la política de control sobre la prensa, donde se 
sucedieron hasta seis hombres en dos años: el independiente Manuel Rico Avello, 
Diego Martínez Barrio, todavía desde las filas del Partido Republicano Radical, antes de 
su escisión, los también radicales Rafael Salazar Alonso y Eloy Vaquero, el 
independiente Manuel Portela Valladares, que asumió el cargo en dos ocasiones, 
durante el quinto gobierno de Alejandro Lerroux y en los dos gobiernos que él mismo 
presidió, del 14 al 30 de diciembre de 1935 y del 30 de diciembre de 1935 al 19 de 
febrero de 1936. Joaquín de Pablo-Blanco Torres, del Partido Republicano Radical de 
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Lerroux, ocupó la cartera de Gobernación en los dos brevísimos gobiernos encabezados 
por el independiente Joaquín Chapaprieta
.
.  
La presión de la CEDA para formar parte del gobierno fue, en definitiva, la principal 
causa de la fragilidad que soportaron los sucesivos gabinetes durante el segundo bienio. 
El Partido Republicano Radical tuvo que acabar plegándose a los intereses de la 
coalición que encabezaba José María Gil Robles y, en el plano periodístico, se advirtió 
un progresivo e imparable endurecimiento de la política de restricción de libertades 
públicas que impondría la derecha, haciendo de la censura previa una moneda de uso 
corriente.   
 
3.1. LA EXCEPCIO N CONVERTIDA EN NORMA  
Durante el segundo bienio no hubo respiro para las publicaciones periódicas, que 
debieron someterse a las exigencias gubernativas para sobrevivir. Ni el gobierno radical 
ni la coalición radical-cedista aprobó una ley específica para controlar a la prensa, pero 
todos los gobiernos que se fueron constituyendo a lo largo de estos dos años se 
encargaron de aplicar dilatadamente la Ley de Orden Público diseñada por la 
conjunción republicano-socialista. De hecho, el nuevo gobierno de Lerroux no postergó 
ni dos semanas la ejecución de las medidas de excepción que contemplaba la ley y 
aprovechó las facultades que ésta le confería para revisar puntillosamente la labor 
periodística. 
En el mes de diciembre se imponía la censura previa. La solución parecía un intento 




pronunciamientos apasionados en los diarios sobre la crisis de gobierno que el 
presidente Lerroux tuvo que sortear desde la misma gestación de su equipo por la 
renuencia de Alcalá-Zamora a que la CEDA ingresara en el ejecutivo. La paradoja es 
que la medida se aplicara mediante la promulgación del estado de prevención, tras un 
primer ensayo en Cataluña que fue inmediatamente extendido al resto del territorio 
nacional, a pesar de que este estado de excepción no licitaba, en principio, la 
instauración oficial de la censura previa. 
El 2 de diciembre, antes incluso de que se constituyera el nuevo equipo de gobierno, 
la Presidencia decretaba que una vez “terminada la votación para la elección de 
Diputados a Cortes en todas las circunscripciones”197 se hacía preciso adoptar esta 
solución transitoria. No había más alegatos para justificar tal medida de excepción, pues 
el nuevo gabinete conservador suprimió los discursos grandilocuentes de la coalición 
republicano-socialista y los reemplazó por una parquedad expositiva en sus decretos. 
La censura de prensa no fue una medida suficientemente persuasiva para extirpar 
algunos editoriales combativos de periódicos desafectos. El diario anarquista que se 
atribuía al editor Juan March, La Tierra, publicaba el 16 de diciembre de 1933 un suelto 
reprobatorio sobre los métodos de control informativo arbitrados por el nuevo gobierno. 
En el artículo informaba de la reunión a la que Martínez Barrio había convocado a los 
distintos medios para tratar de la previa censura y explicaba su postura disidente, acorde 
con la de otros compañeros de oficio como El Liberal.  
“(...) “El Liberal” de hoy publica un suelto de protesta, considerando impertinente 
esa reunión, a la que nadie hasta ahora ha sido invitado, y llamando la atención sobre el 
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hecho de que va a producirse una crisis de gobierno con régimen de censura... Pero se 
da el caso inaudito de que el futuro presidente del Consejo de ministros es el Sr. 
Lerroux, presidente a su vez de la Asociación de la Prensa, y esto sí que ya es el 
colmo”198. 
La censura de prensa se mantuvo hasta el 20 de diciembre de 1933 cuando el nuevo 
ministro de la Gobernación, el independiente Rico Avello, transmitía un comunicado a 
sus gobernadores civiles, la circular número 236, con carácter de extrema de urgencia, 
en la que dictaba:  
“Para su conocimiento y efectos procedentes comunico a V.E. que en el Consejo de 
Ministros celebrado ayer se acordó levantar la censura de prensa, restableciendo, por 
tanto, el régimen ordinario”199.  
Poco iba a durar, sin embargo, tal lenidad. Prácticamente durante los dos años del 
bienio rectificador, los diferentes gabinetes de derechas mantuvieron a la prensa bajo un 
régimen de severa disciplina, sometida casi siempre a la censura previa. Esta realidad 
queda de manifiesto al observar la exhaustiva relación de decretos aprobados por 
Consejo de Ministros entre 1934 y 1935 declarando algún estado de excepción. La 
anormalidad afectó, de un modo casi permanente, a todo el territorio nacional, aunque 
determinadas comunidades, con mayor conflictividad social y laboral, sufrieron 
represalias de mayor consideración, como la imposición del estado de guerra. Así 
sucedió en Asturias, Cataluña, Madrid, Guipuzcoa, Vizcaya, León o en las regiones 
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levantinas donde la prensa disfrutaba aún de menos oportunidades para escapar del sitio 
gubernativo.  
El año 1934 se estrenó con cierta permisividad por parte de las autoridades, aunque 
la indulgencia desaparecía en apenas un mes, cuando el 2 de febrero el gobierno 
decretaba la prórroga por un mes del estado de prevención en todo el país, repetida, 
asimismo, en marzo. Puesto que esta situación de excepcionalidad era la más liviana de 
cuantas preveía la Ley de Orden Público, el ejecutivo pronto optó por un 
recrudecimiento que, en el régimen informativo, le otorgara mayor libertad de 
injerencia. El 7 de marzo comenzaba una tendencia de control ascendente marcada por 
la promulgación alternada de los estados de excepción más graves, el de alarma y el de 
guerra. El primero era declarado para todo el territorio nacional el día 7, con fugaces 
periodos de normalidad constitucional, y fue impuesto de un modo intermitente en 
determinadas provincias, como Zaragoza y Valencia, hasta el 25 de abril, cuando volvió 
a imponerse en la totalidad del país. El 25 de mayo el gobierno prolongaba esta 
situación, “teniendo en cuenta que no han desaparecido totalmente los motivos que 
obligaron al Gobierno a declarar... el estado de alarma... y teniendo en cuenta, además, 
el anuncio de próximos movimientos huelguísticos de campesinos...”200.  
Durante el verano de 1934 las tensiones que inquietaban al gobierno debieron de 
rebajarse porque el estado de alarma, y con él la instauración oficial de la censura 
previa, fue sustituido por el de prevención. La normalidad constitucional y la plena 
vigencia de los derechos ciudadanos habían sido hasta la fecha un espejismo y las 
esperanzas del sector periodístico de vivir una etapa de libertad comedida serían 
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ilusorias, pues el 6 de octubre se imponía el estado de excepcionalidad más duro, el de 
guerra, con motivo de la insurrección de Asturias. Hasta el 23 de enero de 1935 no se 
levantó parcialmente. En su decreto del día, el gobierno admitía que la vida pública se 
había normalizado en gran parte del país y expresaba su deseo de no “prolongar las 
medidas de excepción que se vio obligado a adoptar ante el pasado movimiento 
revolucionario, sino en aquella extensión que las circunstancias aconsejen, y siempre 
con el ánimo de llegar pronto al restablecimiento de todas las garantías 
constitucionales...”201.  
La aspiración honorable del ejecutivo quedó sólo en eso, en una mera declaración de 
buenas intenciones. El levantamiento del estado de guerra afectaba a las provincias de 
menor peso político y social del país, pero muchos territorios siguieron bajo el yugo del 
poder militar. Asturias, Cataluña, Madrid, Zaragoza, Teruel, Huesca, Navarra, 
Guipúzcoa, Vizcaya, Palencia, Santander, León y las plazas de Soberanía de Marruecos, 
Ceuta y Melilla continuaron en estado de guerra. Los escasos lugares que recibieron la 
indulgencia gubernativa tampoco escaparon del escrupuloso control informativo pues la 
censura previa siguió vigente, sólo que ejecutada por el órgano civil en lugar del militar.  
Hasta el 1 de marzo de 1935 no se suprimió en algunas partes del país la censura 
previa y éstas fueron las más escasas. En casi toda España subsistían los estados 
excepcionales más firmes, de alarma y de guerra, que en el plano periodístico 
conllevaban la aplicación minuciosa de fórmulas de control informativo. Y la situación 
pervivió, en estos términos, hasta el 13 de abril cuando el gobierno se decidió por fin a 
suprimir por completo el estado de guerra en aquellas provincias en las que aún 






permanecía vigente, después de medio año consecutivo de haber delegado el control del 
orden público en la autoridad militar.  
Pero el ejecutivo tampoco otorgaba la libertad plena a sus habitantes. El estado de 
guerra era sucedido por el de alarma en aquellas provincias que suscitaban los recelos 
de la autoridad, de modo que la censura previa siguió operando con la misma 
contundencia. El único cambio que se detectaba en el mecanismo de fiscalización de la 
prensa era el origen del vehículo censor; la autoridad militar le cedía el testigo a la civil 
para que ésta ejerciera su labor supervisora con idéntica firmeza.  
Las prórrogas de los diferentes estados de excepción fueron persistentes en los meses 
sucesivos y el 28 de junio de 1935 el gobierno intensificaba su rigor en Barcelona, 
declarando el estado de guerra para toda la provincia. Barcelona fue una de las 
provincias más duramente cercadas por el gobierno y siguió viviendo en un estado de 
máxima anormalidad constitucional, sin ninguna garantía civil más allá de las 
disposiciones de un gobierno militar de plenos poderes, hasta el 27 de septiembre, 
cuando el ejecutivo reemplazaba el estado de guerra por el de alarma.  
Este último fue el estado que imperó en casi todo el territorio nacional a lo largo del 
año y sus consecuencias fueron nefastas para la libertad de expresión; en el ámbito 
periodístico, ninguna publicación pudo escapar de la tarea escrutadora del gobierno 
mediante la censura previa. La prensa tan sólo recibió una bocanada de aire fresco el 11 
de octubre de 1935 cuando el ejecutivo se armó de valor y se atrevió, por fin, a 
reconocer la normalidad constitucional en casi la mitad de las provincias españolas. 
Castilla La Mancha, Extremadura o Galicia fueron algunas de las comunidades 




ésta era, en definitiva, una situación inédita desde el triunfo de las fuerzas 
conservadoras en noviembre de 1933.  
 La política de excepcionalidad convertida en norma seguida por los gobiernos 
radical y radical-cedista ya había despertado los recelos de la oposición. En la sesión de 
las Cortes en la que se acordó declarar la normalidad constitucional en la mitad del país, 
Cayetano Bolívar, diputado por el Partido Comunista, elevó una protesta que sintetiza la 
preocupación por el continuo quebranto de los derechos fundamentales y de las 
libertades cívicas en el que venían incurriendo por sistema los gobiernos del segundo 
bienio. Según él, la primera medida de talante demócrata del ejecutivo era una forma 
solapada de impedir la libertad, al prolongar la vigencia de los estados excepcionales 
precisamente en aquellas provincias de mayor relevancia y vitalidad. Bolívar se 
quejaba, así, de que “al cabo de un año se pida otra vez al Congreso la prórroga del 
estado excepcional que mantiene bajo la censura y en la privación de las libertades más 
elementales a España, a la mayoría del pueblo español”. Su petición era, por tanto, que 
se anulasen “los estados de alarma y de excepción en toda España, que desaparezca la 
censura de Prensa...; en una palabra, que se restablezcan todas las garantías 
constitucionales, a fin de que pueda el pueblo desenvolverse con entera libertad”.  
Para el diputado comunista no existía en aquel momento ninguna circunstancia de 
inminente riesgo para la paz social ni sombra alguna de perturbación política o militar 
que justificase la pervivencia de algún estado de anormalidad constitucional. El yugo 
que el gobierno establecía para las provincias más importantes del país demostraba, por 
tanto, “que al Gobierno le falta la opinión del país, pues si tuviera confianza en que 
representa genuinamente a la mayoría del pueblo no tendría necesidad de los estados 




los representantes de la Nación, podrían dar una prueba de ello levantando los estados 
excepcionales y restableciendo todas las garantías”202.  
El discurso no contagió a nadie. La mayoría dominante en la Cámara escuchó la 
sugerencia sin inmutarse y pasó a otro asunto. La protesta no fue más allá del trámite 
burocrático de hacerla constar en acta.  
Las garantías constitucionales se restablecieron en todo el país el 7 de enero de 1936, 
pero se trató, por supuesto, de un imperativo esporádico de cara a los inminentes 
comicios que tuvieron lugar en febrero y que concedieron la victoria al Frente Popular. 
Tampoco la izquierda que se alió en un frente único para destronar a la derecha pudo 
resistir la tentación de gobernar sin contar con el pueblo, a golpe de decretos de 
excepción. El 17 de febrero, el gobierno provisional declaraba el estado de alarma, y 
con él la censura previa, en todo el territorio nacional. La medida se complementaba con 
otra aún más potente en Albacete y Alicante, donde se establecía el estado de guerra, 
que fue extendido, un día después, a las provincias de Valencia y Zaragoza. 
En un clima de agitación palpable y con la sombra velada del golpe de estado 
palpitando sin descanso en el ambiente, el Frente Popular no tendría el arrojo suficiente 
para decretar la normalidad constitucional. Se atrevió a restablecer las garantías 
ciudadanas en su integridad el 27 de abril de 1936 por un tiempo limitado: hasta el 4 de 
mayo. Tras esta semana de tregua, volvió a la carga con la imposición del estado de 
alarma, que se mantuvo en casi todo el país hasta el 26 de junio, cuando el gobierno 
volvió a reconocer las garantías constitucionales durante tres días. Los primeros 
movimientos sediciosos que desencadenaron la guerra civil truncaron cualquier 






posibilidad de afianzar una democracia sólida por parte del gobierno de izquierdas, 
aunque en su corta vida política el Frente Popular no abusó con tanto ahínco como la 




3.2.  EL ENGRANAJE CENSOR DURANTE EL 
SEGUNDO BIENIO  
Desde la entrada en vigor de la Ley de Orden Público la política informativa de los 
respectivos partidos que llegaron al poder fue marcadamente restrictiva. Ninguno de los 
sucesivos gabinetes de coalición toleró alardes libertarios y todos aprovecharon las 
ventajas que les deparaba el nuevo marco legislativo para imponer su voluntad y 
supervisar con lupa cada página y cada artículo de cada publicación hostil. 
La aplicación sin corsés de la Ley de Orden Público generó una coyuntura de 
permanente anormalidad constitucional que avaló, en su praxis cotidiana, la plenitud de 
poderes del gobierno. Con la supresión continuada de las garantías civiles, las diversas 
administraciones pudieron disponer a su antojo y, en lo concerniente al régimen de 
prensa, todas disfrutaron de una libertad amplia para impedir que se divulgase cualquier 
información que pudiera resultarles perjudicial.  
La declaración permanente de estados de excepción tuvo como consecuencia 
inmediata la instauración oficial de la censura previa en las provincias más dinámicas y 
habitadas del país, es decir, en aquéllas donde se editaban las publicaciones de mayor 
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tirada, envergadura e influencia social. Ninguna de ellas pudo eludir los múltiples 
vericuetos de la censura.  
El engranaje censor seguía un mecanismo piramidal idéntico al de etapas 
precedentes en cuya cúspide se situaba el ministro de la Gobernación. Éste se encargaba 
de impartir las directrices generales y las consignas específicas en casos de notoria 
gravedad a los delegados gubernativos para que éstos actuaran en consecuencia, 
transmitiendo los dictados a los directores de los periódicos o aleccionando a sus 
subordinados sobre los criterios informativos que debían seguir a la hora de revisar los 
contenidos de las publicaciones. El ministro era el encargado de ratificar las sanciones 
administrativas que sus subordinados jerárquicos imponían a los rotativos y, por encima 
de éste, tan sólo se situaba el Consejo de Ministros, que siempre avalaba las multas de 
la autoridad. Ante esta indefensión, a los afectados sólo les quedaba expedita la vía del 
recurso de amparo ante el Tribunal de Garantías Constitucionales, pero su uso estaba 
muy restringido, ya que la legislación excepcional de la que se dotó el gobierno había 
licitado la vulneración del precepto constitucional que reconocía la libertad de 
expresión.  
Por debajo del ministro existían sucesivos escalones de responsabilidad que iban 
graduando la intensidad y eficacia del control informativo. Desde la Dirección General 
de Seguridad, dependiente del Ministerio de la Gobernación, se centralizaba la censura 
de cine y de espectáculos teatrales que, por su ámbito de difusión nacional, no estaba 
supeditada al control previo desplegado desde los Gobiernos Civiles. Solamente 
Cataluña poseía esta atribución de control y sanción, reconocida en virtud de una Orden 




monopolio de Madrid y concedían al Gobierno Civil de Barcelona las funciones 
desempeñadas hasta entonces por la Dirección General de Seguridad
204
.  
La censura de prensa se ejercía desde provincias, por medio de un departamento 
habilitado expresamente para tal fin y supeditado a la máxima autoridad de la zona. La 
potestad de los respectivos Gobiernos Civiles para intervenir sobre las empresas 
editoras había aumentado de manera notable desde julio de 1933, ya que la ley de Orden 
Público dejaba sin efecto, como hemos visto, la prohibición que pesaba sobre ellos de 
suspender, multar o confiscar periódicos sin sentencia judicial.  El nuevo colchón legal 
les confería poder para imponer correctivos a la prensa más beligerante, así como para 
revisar las publicaciones una hora o dos horas antes de su impresión y eliminar 
cualquier crítica contra el gobierno o cualquier opinión sobre el régimen que el censor 
estimara improcedente.  
Los periódicos y revistas debían remitir una copia por duplicado de la galerada del 
número del día a las dependencias del Gobierno Civil. El gobernador delegaba, a su vez, 
en los respectivos ayuntamientos de su circunscripción territorial las tareas de 
supervisión de las publicaciones. Cada consistorio poseía, por lo tanto, su propio 
gabinete censor, que debía velar por el estricto cumplimiento de las órdenes 
transmitidas desde el organismo central adscrito al Ministerio de la Gobernación. Los 
ayuntamientos asumían la función de revisar las galeradas de la prensa local, así como 
de autorizar o prohibir la difusión de publicaciones en su demarcación. Pero la asunción 
de esta responsabilidad no implicaba una libertad absoluta para tomar decisiones. El 
alcalde debía permanecer en contacto con el gobernador civil, al igual que éste debía 
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realizar sus consultas protocolarias al ministro de la Gobernación, para garantizar la 
estricta aplicación de la censura, y cuando alguno de ellos eludía esta obligación, el 
ministro imponía los correctivos oportunos. 
El alcalde de Villagarcía de Arosa recibió una multa de cinco mil pesetas por 
autorizar la publicación de unas hojas impresas del Partido Comunista sin realizar la 
consulta pertinente al gobernador civil de su provincia. El primer edil elevó un recurso 
de amparo al Tribunal de Garantías Constitucionales que el 13 de diciembre de 1934 
falló en su contra, al entender que la autoridad gubernativa sancionó al alcalde por 
“desatender las instrucciones del Gobierno y no poner en conocimiento de su superior 
jerárquico la existencia de unos hechos que notoriamente podían tener influencia para el 
orden público”205.  
La instauración de la censura previa iba siempre acompañada de la consiguiente 
notificación escrita a los directores de los medios informativos de cada demarcación 
territorial. Este cometido era asumido por el Gobierno Civil, desde donde se recordaba a 
los periódicos de la provincia cuáles eran las obligaciones que debían cumplir para 
responder ante el órgano censor. El Gobierno Civil de Alicante avisaba, por ejemplo, el 
5 de octubre de 1934 a los medios de su distrito:  
“Establecida por el Gobierno de la República la previa censura para todas las 
publicaciones que se editen, lo participo a V. para que desde hoy presente a tal efecto en 
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este Gobierno con la antelación debida y por duplicado las galeradas de esa de su 
Dirección”206. 
Siguiendo un escrupuloso funcionamiento jerárquico, el gobernador transmitía a sus 
subordinados municipales las instrucciones puntuales que a él le impartía el ministro de 
la Gobernación, quien no dudaba en aleccionar a sus delegados para unificar criterios o 
modificar conductas desacertadas. Cuando el ministro consideraba que la vigilancia en 
determinadas provincias o ante determinados temas era demasiado laxa, intervenía con 
premura para evitar que las malas prácticas se perpetuasen.   
Los gobiernos radical-cedistas no permitieron la vaguedad en el control informativo 
imperante con la coalición republicano-socialista. Todo lo contrario: el ejecutivo se 
propuso acabar con la pluralidad de fórmulas de vigilancia y censura heredadas de la 
etapa anterior para vertebrar, en su lugar, una red de control informativo perfectamente 
coordinada. Los funcionarios encargados de inspeccionar las publicaciones periódicas 
en cada circunscripción debían conocer de antemano las pautas a seguir para no errar en 
sus decisiones y todas las noticias conflictivas que pudieran suscitar alguna duda de los 
censores tenían que pasar forzosamente el filtro depurativo de Madrid.  
El ministro de la Gobernación establecía las nuevas normas el 21 de diciembre de 
1934, en una circular que remitía en primer lugar al gobernador civil de Barcelona, y 
seguidamente al resto de autoridades provinciales.   
“Como ampliación telegramas anteriores y a fin de evitar la disparidad de criterios 
que se advierte en la aplicación de la censura, deberá tener presente V.E. que toda duda 
que se le ofrezca ante publicación de noticias, artículos, informaciones, etc., fuera de lo 
                                                 
206
 Archivo General de la Guerra Civil Española. PS-Madrid. Legajo 570/15. Véase Anexo IV. Doc. 164. 




corriente, deberá consultarla toda hora Gobernador Madrid quien por hallarse contacto 
permanente este Ministerio podrá resolverla con arreglo criterio seguido aquí”207.  
La disparidad a la que aludía el telegrama guardaba relación con uno de los 
contratiempos más áridos con los que tuvieron que litigar durante todo el régimen 
republicano los diarios nacionales: la mayor flexibilidad e indulgencia que parecían 
demostrar los censores de provincias. Así, mientras la censura en Madrid era poco 
menos que una fortaleza inexpugnable y mutilaba toda noticia sobre alborotos de orden 
público y sobre contratiempos políticos, los diarios provinciales podían informar de 
altercados callejeros, motines y algaradas con relativa libertad. Una situación que 
producía un claro agravio comparativo y de la que solían quejarse con frecuencia los 
diarios de tirada nacional. Con esta previsión, el gobierno intentaba igualar las 
condiciones de todos los rotativos, equiparándolos en la limitación.   
Los contenidos de las publicaciones se vigilaban antes y después de la impresión. 
De forma previa los funcionarios responsables de este cometido comprobaban si las 
noticias y opiniones de las cabeceras que se editaban en su zona se ajustaban a los 
criterios que el gobierno había establecido y a posteriori verificaban que los preceptos 
gubernativos se hubieran acatado con exactitud.  
En este último caso, el operativo de revisión de las publicaciones era el mismo que 
se aplicaba para la supervisión previa de las galeradas. Un cuerpo de funcionarios 
chequeaba las cabeceras de su demarcación para cerciorarse de que ninguna hubiera 
cometido la audacia de contradecir las imposiciones de la censura. Aquellos diarios que 
incumplían las instrucciones, recibían el pertinente correctivo, a modo de multa o de 
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suspensión. Así sucedió con el diario YA, de la mercantil Editorial Católica, que fue 
multado con 500 pesetas, según consta en la notificación remitida al Ministerio de la 
Gobernación desde la Dirección General de Seguridad, “por desobedecer las órdenes del 
gabinete de Censura, al publicar en su primera y quinta planas, del número 
correspondiente al día 23 del corriente un proyecto referente al Estatuto de Prensa”208.  
El importe debía satisfacerse en el plazo improrrogable de diez días a partir de la 
notificación de la providencia. El afectado podía recurrir, por conducto de la Dirección 
General de Seguridad, ante el ministro de la Gobernación, pero siempre tras ingresar esa 
cantidad de forma previa en la Caja General de Depósitos, a disposición del director 
general de Seguridad.  
La infracción del rotativo Ya no era tanto un desafío como un despiste casual o el 
resultado de un cúmulo de olvidos, negligencias u omisiones en la cadena inspectora. 
Así lo resaltó el director del rotativo en la alegación que dirigió al ministro de la 
Gobernación, cuando insistió en que las galeradas del número censurado, el 
correspondiente al 23 de enero de 1935, “fueron llevadas a la Oficina de Censura del 
Gobierno Civil”. 
 “Del Gobierno Civil nos avisaron telefónicamente a las ocho menos siete minutos 
de la tarde para notificarnos que la publicación de esas galeradas estaba reservada al 
criterio que V.E. tuviese sobre el particular. Nos apresuramos a comunicar a la 
Dirección General de Seguridad que por haber salido los números de “YA” a la calle 
nos era imposible retirar de la Imprenta las galeradas cuyo texto había sido ya 
publicado, en la confianza –casi la seguridad- de que no habría de haber inconveniente 
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alguno en su publicación después de gestiones previas que para conocer el criterio 
gubernamental, sobre éste asunto, habíamos hecho”209. 
La Dirección General de Seguridad velaba por que las instrucciones del Ministerio 
de la Gobernación se acataran en todos los puntos de la red jerarquizada de censura, 
imponía las sanciones a los periódicos infractores y recaudaba las multas con las que el 
gobierno castigaba las desviaciones en el cumplimiento de lo preceptuado por Censura. 
Pero, como demuestra este escrito, el director general de Seguridad era, además, el 
interlocutor tácito con los medios de comunicación de la capital y el representante de 
Gobernación ante los rotativos.  
El recurso del periódico Ya confirma también el modo atropellado con el que 
muchas veces procedían las Oficinas de Censura ante la ausencia de criterios uniformes; 
sin líneas diáfanas de actuación ni planteamientos unívocos era casi imposible alcanzar 
la uniformidad a la que aspiraba el propio gobierno. El diario Ya sugería que 
autoridades acreditadas habían dado el beneplácito a la divulgación de una noticia que 
suscitó, sin embargo, los recelos del propio ministro de la Gobernación, pero el fallo 
involuntario no era responsabilidad del director del rotativo, quien simplemente se había 
visto envuelto en un torbellino de criterios dispares, sino de los diversos responsables de 
la censura, incapaces de alcanzar un consenso definitivo sobre el tema. Es lógico que en 
este caso, y tras la explicación fundamentada y probatoria del director del periódico, el 
ministro atendiera la petición del diario y condonara la multa. 
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Las injerencias del aparato censor eran tales que incluso se censuraban los avisos de 
censura. Los rotativos solían mostrar, mediante huecos en blanco, textos machacados y 
emborronados, puntos suspensivos o por medio del cartel informativo de Visado por la 
Censura, los efectos más demoledores del lápiz rojo sobre sus textos. Pero el bloque de 
derechas se propuso reducir los guiños de los periódicos a sus lectores para impedir que 
se conociesen en exceso sus métodos coercitivos y procuró camuflar los lastres 
provocados por el corte de tijera en la apariencia del periódico.   
El 2 de noviembre de 1934, el Ministerio de la Gobernación dictó una disposición 
que establecía:  
“En cada número no debe figurar más que un solo entrefilete de Visado por la 
censura, de preferencia en el mismo lugar y cada vez en iguales dimensiones, fuera de 
cualquier texto y sin que aparezca nunca en el sitio que señale la intervención de la 
censura. Quedan terminantemente prohibidos los blancos y machacados, y tampoco 
podrán ser sustituidas las tachas con puntos suspensivos ni entrefiletes de Visado por la 
censura. Las pruebas de estos entrefiletes deberán ser visadas por la censura”210.  
Los gobiernos civiles recibieron, a partir de ese momento, directrices precisas de 
que impidiesen la impresión de filetes y recuadros de alerta en aquellas publicaciones 
que habían sido cercenadas. Los periódicos debían suprimir cualquier señuelo de la 
intervención de la censura más allá del alerta fijo que la burocracia toleraba: una nota 
con el consabido Visado por la censura en cada ejemplar. Este aviso no podía, sin 
embargo, servir de pista explícita sobre el texto que había sido extirpado del periódico 
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ni sobre los párrafos, oraciones o palabras aleatorias que se habían suprimido por orden 
del censor.  
La nota aleccionadora que el gobernador civil de Alicante envió a los diferentes 
medios de comunicación el 17 de diciembre de 1934 desvela los entresijos del denso 
entramado censor que se irradiaba desde Madrid al resto de las provincias. En dicho 
telegrama el gobernador anunciaba a los directores de los periódicos que se mostraría 
inflexible con aquéllos que se atrevieran a desafiar las órdenes de censura. Y era 
elocuente en sus dictados:  
“Participo a V. para que lo tenga en cuenta al hacerse la tirada del periódico que 
dirige, que no basta con que se deje de publicar el texto suprimido por la censura, sino 
que queda prohibido dejar en blanco el lugar que debían ocupar las palabras o líneas 
censuradas ni consignar en los huecos producidos por las supresiones las palabras 
“Visado por la censura”. La advertencia “Visado por la censura” podrá consignarse una 
vez en cada una de las páginas del periódico, pero sin que por ello se produzca solución 
de continuidad en el texto de los artículos o noticias publicados”.  
Previniendo cualquier amago de desobediencia, el gobernador advertía:  
“La infracción de estas órdenes será corregida con arreglo a las facultades que me 
atribuyen los artículos 47 y 18 de la vigente Ley de Orden Público”211. 
Los artículos que citaba regulaban las sanciones económicas que la autoridad podía 
imponer. El 18 estipulaba las multas mínimas contempladas por la ley (sólo para los 
supuestos en los que estuviese declarado el estado de excepción más liviano, el de 
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prevención) y facultaba a la autoridad gubernativa para “sancionar los actos contra el 
orden público... con multas individuales de 10 a 5000 pesetas”212. El gobernador civil 
tenía su atribución sancionadora limitada en dos mil pesetas. 
El artículo 47 (previsto para los momentos en los que estuviera vigente el estado de 
alarma) incrementaba la cuantía de las multas hasta la cifra exorbitante de 20.000 
pesetas, cuya aplicación estaba exclusivamente reservada al ministro de la Gobernación, 
mientras que el gobernador civil disponía de un margen bastante sustancioso de 
maniobra; podía sancionar a la prensa desafecta con multas nada desdeñables, de 10.000 
pesetas.  
La disposición gubernativa que reguló los avisos de la acción de la censura se acató 
con bastante fidelidad, aunque con desigual entusiasmo. Las advertencias del Ministerio 
parecían necesarias para contener la publicidad ostentosa de los efectos de la censura 
que los diarios republicanos y de izquierdas solían efectuar, pero sobraban en el caso de 
la prensa derechista, que evitaba la inserción de señuelos demasiado explícitos sobre el 
cercenado censor antes incluso de que el gobierno adiestrase a las empresas 
periodísticas con las nuevas directrices de actuación.  
La consecuencia inmediata de la orden de 2 de noviembre fue un cambio súbito en 
la fisionomía externa de las publicaciones. Antes era frecuente que periódicos 
republicanos e izquierdistas multiplicaran los avisos de la censura o que se atrevieran a 
mostrar huecos en blanco y textos machacados, pero a raíz del decreto casi ninguna 
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cabecera tuvo arrestos para desafiar al gobierno y tan sólo se insertaba un anuncio del 
Visado por la Censura
213
.   
Los diarios acólitos del ejecutivo como El Debate o La Nación parecían vivir al 
margen de la censura, en una sumisión que tal vez en muchos momentos tuvo más de 
imposición forzosa que de aceptación congraciada. Algunos números ni siquiera 
insertaban el consabido aviso del Visado y aquéllos que lo incluían no abusaban en el 
tamaño del recuadro ni en ostentaciones tipográficas. 
De los diarios conservadores, quizá fuera ABC el más reacio a doblegarse a la 
voluntad del gobierno. Mientras los otros rotativos derechistas se achantaron sin 
aparente contrariedad a los postulados del instrumento censor, ABC se aventuró a 
disentir con las fórmulas represivas aplicadas por el gobierno. A lo largo del mes de 
noviembre de 1934 cuando el gabinete conservador se encargó de divulgar, publicitar y 
reiterar la famosa orden que prescribía las normas de censura aplicables a la prensa, el 
diario monárquico publicó varios sueltos, editoriales y artículos cuestionando la validez 
ética y moral de la censura. Pese a sus vínculos ideológicos afines con el gabinete 
dominante, el rotativo demostraba una sólida coherencia y en su editorial del día 27 de 
noviembre de 1934 dejaba sentada su posición inalterable en lo concerniente al régimen 
informativo.  
“Recientemente anunció el Sr. Lerroux que sería suavizada la censura de Prensa. No 
ya suavizarla, sino suprimirla es lo que procedía”.   
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Y aludía, sin citarlo, al controvertido decreto de 2 de noviembre que obligaba a 
suprimir las indicaciones sobre la intervención de la censura en los textos que desataban 
las suspicacias del gobierno:  
“(...) La censura no ha consentido nunca que el público se entere de sus normas, de 
la extensión y del alcance de sus operaciones.  Ha pretendido siempre dar la idea de que 
no hace nada; borra implacablemente las huellas de su acción y prohíbe los avisos e 
indicaciones, aun las más módicas y discretas, con que los periódicos deben excusar 
alguna vez las forzadas omisiones y los desperfectos de su confección”214. 
Durante todo el periodo que permaneció vigente la previa censura, ABC no dejó de 
insertar ni una sola vez el anuncio del visado que autorizaba el ejecutivo. Las órdenes 
gubernativas se cumplían -en su caso, como en muchos otros- sólo a medias; si bien 
ningún rotativo cometía la temeridad de reiterar los emblemas del visado dentro de un 
mismo número, casi todos lo insertaban en páginas y en emplazamientos variados, tal 
vez con el propósito de deslizar pistas muy sutiles a sus lectores sobre los asuntos que 
canalizaban los asedios de la censura. La estratagema de los medios respondía, como 
tantas otras veces, a la propia ambigüedad con la que estaba redactada la orden, pues 
ésta introducía la salvedad de permitir que los avisos se insertasen “con preferencia” 
siempre en el mismo emplazamiento. Los diarios más inconformistas con el severo 
régimen de prensa aprovecharon esta imprecisión lingüística para desplazar por todo el 
ejemplar el único aviso permitido de la acción de la censura, sin incumplir con esta 
táctica ningún precepto institucional.    
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Otros periódicos de derechas fueron menos gallardos que ABC y bastante más 
contradictorios y volubles. La censura explícita y directa de la derecha les incomodaba 
mucho menos que las fórmulas de persecución gubernativa desarrolladas anteriormente 
por la coalición republicano-socialista y periódicos como La Nación o El Debate apenas 
alertaban a su público de la intervención de la censura, omitiendo, incluso, el aviso que 
el gobierno toleraba.  
Su conformidad, sin embargo, no era siempre fruto de la buena voluntad. En el 
propio editorial del día 27 de noviembre, ABC informaba de la cuantiosa multa que el 
gobierno le había impuesto a La Nación por haber incumplido los mandatos de la 
censura, de modo que su renuencia a introducir pistas sobre la actuación del censor 
podría haber obedecido al temor fundado de recibir nuevos escarmientos que 
esquilmaran sus arcas.  
Los periódicos pronto idearon fórmulas alternativas con las que transmitir guiños 
comedidos a sus lectores sobre las intromisiones del ejecutivo. Ante la imposibilidad de 
reiterar los avisos de la intervención de la censura o de introducirlos en los textos 
mutilados, los rotativos optaron por insertar anuncios de su propia cabecera que sí 
podían desvelar muy soterradamente el rastro que iba dejando el censor en sus 
tijeretazos por los textos. Según Pedro Gómez Aparicio, ésta era una argucia empleada 
por todos los periódicos de forma asidua para alertar a su público de los efectos de la 
censura en artículos modificados y en noticias amputadas.
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La sospecha se vuelve una certidumbre al revisar con cierto esmero las diferentes 
publicaciones de todas las ideologías que desempeñaban su actividad bajo la atenta 
mirada del gobierno. La instrucción de insertar un solo emblema del visado por la 
censura era cumplida por todos, sin excepción alguna, pero unos y otros multiplicaban 
en un número sustancioso los recuadros de autopropaganda del medio o de otros 
periódicos del mismo grupo editorial. Resulta sintomático que casi todos introdujeran 
los anuncios de autopropaganda en la misma página en la que insertaban el filete del 
Visado y aún parece más sospechoso el hecho de que esta publicidad gratuita, y por lo 
mismo superflua, ocupara, justamente, los huecos de los artículos y editoriales de mayor 
peso político y relevancia informativa. Los periódicos, en consecuencia, prescindían de 
un valiosísimo espacio en las páginas más destacadas para insertar hasta cinco o seis 
anuncios de su cabecera, a pesar de que el sentido pragmático y racional de la empresa y 
el criterio periodístico habrían aconsejado su ubicación en otras páginas de menor 
transcendencia para ocupar los huecos que quedaran libres de publicidad.  
Esta artimaña era utilizada de un modo constante por publicaciones de diferente 
línea editorial. Aunque las más alejadas de la esfera gubernativa emplearan esta 
estrategia con más intensidad, también era habitual encontrar múltiples textos de 
autopropaganda en periódicos adictos al gobierno. La Nación era uno de éstos. Los 
anuncios de la propia cabecera reemplazando al visado prohibido por el gobierno eran 
continuos y solían aparecer en páginas relevantes, principalmente en portada. El número 
que La Nación publicaba el 3 de noviembre de 1934 insertaba un texto de 
autopropaganda en primera plana que, curiosamente, era repetido en la siguiente página, 
y como colofón de un artículo reprobatorio de una polémica decisión gubernativa: la de 




En su interés creciente por evitar que se propagaran ideas contrarias a la labor del 
ejecutivo, éste optó por fiscalizar también aquello que se decía en las Cortes. La primera 
solución del gobierno fue censurar los extractos que publicaba la prensa, pero cuando 
esta medida se reveló insuficiente para contener la difusión de opiniones disidentes, 
impuso la censura en el Diario de Sesiones, recortando la transcripción de las 
intervenciones más enfebrecidas de los diputados de la oposición. El artículo que La 
Nación publicaba el 3 de noviembre de 1934 protestaba contra la extralimitación del 
gobierno al alterar la libre difusión de lo que se decía en el Parlamento. Y todo hace 
suponer que ese editorial de protesta sufrió una consecuencia inevitable: la misma purga 
de ideas de la que el rotativo se quejaba con elocuencia.  
“El Gobierno ha anunciado que la censura se ejercerá en las referencias que los 
periódicos publiquen de las sesiones de las Cortes. Suponemos que nos será permitido 
advertir que se trata de una incongruencia peligrosa. El régimen parlamentario y el 
régimen de censura son incompatibles, porque si lo que van a decir los diputados no ha 
de conocerlo el país, ¿qué eficacia tiene?” 
La suposición fue demasiado aventurada. En el siguiente párrafo, el periódico se 
propuso desarrollar su línea de argumentación, pero su exposición dialéctica quedó 
truncada:  
“Se alega que la previsión tiende a evitar que pueda tomarse la tribuna parlamentaria 
como medio de divulgar aprovechando el altavoz de la Prensa, ideas disolventes. En 




parecería bien que todo lo que fuera predicar la revolución, ensalzarla, aconsejarla, 
defenderla, se le pusiese sordina:”216.  
La cita no está inconclusa; acaba así, con un abrupto fin que da pistas sobradas de la 
injerencia gubernativa. La evidencia del cercenado que ha sufrido el texto se aprecia en 
dos aspectos: en que el párrafo argumentativo está explícitamente cortado, hasta el 
punto de que el razonamiento no se completa, y en la plasmación tipográfica del texto, 
con los dos puntos que no hacen presagiar, en absoluto, el cierre del artículo. El anuncio 
de LEA USTED LA NACIÓN ocupa el espacio aproximado de un párrafo, unas diez 
líneas, que, sin duda, coincidirían con la extensión que habría ocupado el desenlace del 
texto.  
La decisión del gobierno de imponer la censura al Diario de Sesiones generó 
réplicas contundentes de otros periódicos conservadores. ABC fue uno de ellos. El 29 de 
noviembre de 1934 complementaba su visión contraria a toda conculcación de la 
libertad de expresión con un suelto sobre la censura de los debates parlamentarios.  
“Aunque el gobierno lo prometió... no resulta verdad que se haya levantado la 
censura para los textos parlamentarios... Conste, pues, que la censura subsiste para lo 
que se lee en las Cortes y que el primer diario censurado es... el de las sesiones”.217 
El seguimiento pormenorizado y exhaustivo de la prensa que el bloque de derechas 
realizó durante sus dos años de gestión generó, por tanto, una absoluta unificación de 
criterios y de fórmulas en la aplicación de la censura. En su afán de mantener incólume 
el engranaje censor, el gobierno se propuso acabar con la indulgencia de la que había 
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disfrutado la prensa de algunas provincias, en donde la supervisión previa de las 
galeradas había sido más relajada. A diferencia de lo que ocurriría durante las etapas de 
gobierno de la izquierda y de las fuerzas republicanas de centro, los gobiernos 
conservadores evitaron por todos los medios que los periódicos provinciales eludieran 
los obstáculos que la censura ponía a las publicaciones de Madrid. De este modo, 
también los rotativos locales y autonómicos tuvieron que acatar las directrices del 
Ministerio de la Gobernación, entre ellas la de insertar un único emblema del Visado 
por la Censura.  
 
3.2.1. La censura en 
Cataluña 
La inquietud del gobierno por la divergencia de fórmulas y mecanismos en la estricta 
imposición de la censura de prensa eran, sobre todo, extensibles a la única región 
española que disfrutaba del beneplácito legal de un fuero propio en el control del orden 
público: Cataluña. Por ello, el gobierno radical-cedista se encargó de arbitrar los 
mecanismos necesarios para erradicar esta cesión de competencias, centralizando las 
labores de fiscalización de la prensa y arrebatándole a Cataluña las atribuciones que, en 
materia de orden público, le habían sido legadas.  
En 1932 la coalición republicano-socialista había dado luz verde a la aprobación 
definitiva del Estatuto de Cataluña que transfería a dicha región amplias cotas de 




informativo, otorgaba a sus autoridades prebendas de las que carecían otros territorios 
de la nación.  
El artículo 5. 8 del Estatuto de Cataluña concedía a la Generalitat, sin restricción 
alguna, la ejecución de las leyes en materia de régimen de prensa, asociación, reunión y 
espectáculos públicos. No obstante, el gobierno de la República se reservaba la 
previsión discrecional de designar en cualquier momento los delegados que estimase 
pertinentes para velar por la ejecución de las leyes y a exigirle la subsanación de las 
deficiencias observadas en la aplicación de las mismas. Si se produjera discrepancia en 
la interpretación de los gobiernos central o autonómico, ambos deberían someterse al 
arbitrio del Tribunal de Garantías Constitucionales, que resolvería lo que estimara 
procedente, en virtud del artículo 121 de la Constitución.  
Según el artículo 9 del Estatuto, el gobierno de la República únicamente podía 
asumir, en casos determinados, la dirección de los servicios de policía y orden interior 
de Cataluña. Asimismo, para la declaración del estado de guerra, y para el 
mantenimiento, suspensión o restablecimiento de los derechos y garantías 
constitucionales se aplicaría la ley de Orden Público, que regiría en Cataluña como en 
todo el territorio nacional.
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Las competencias de la Generalitat catalana en materia de prensa se regularon en 
función del acuerdo del 8 de abril de 1934 de la comisión mixta del Estatuto de 
Cataluña, implantada por decreto de la Presidencia del Consejo de Ministros del 3 de 
mayo de 1934 y por decreto de la Presidencia de la Generalitat del 5 de mayo de 1934. 
En su artículo 1º, dicho acuerdo establecía que se traspasaba a la Generalitat la 
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ejecución, dentro de los límites de su territorio, de la legislación del Estado español 
sobre régimen de prensa, asociaciones, reuniones y espectáculos públicos.  
En los artículos 2 y 3 se determinaba quiénes eran las autoridades autonómicas que 
desempeñaban la función competencial equivalente a la jerarquía del Estado en lo 
concerniente al régimen de prensa. Así, el artículo 2 del mencionado acuerdo disponía 
que las funciones gubernativas que en materia de emisión del pensamiento (prensa), 
reunión y asociación, la Ley de Orden Público concedía a los gobernadores civiles, al 
ministro de la Gobernación y al Consejo de Ministros serían ejercidas en Cataluña, 
respectivamente, por el comisario general de orden público o, en su caso, por el 
comisario de la Generalitat o las autoridades que le sucedan dentro del límite de sus 
respectivas demarcaciones, el conseller de Gobernación y el Consejo Ejecutivo de la 
Generalitat.  
El artículo 3 disponía que, contra las multas que los comisarios impusieran en uso 
de las facultades que les otorgaba el artículo 18 de la vigente Ley de Orden Público a 
los gobernadores civiles, cabía recurso ante el conseller de Gobernación. De aquéllas 
impuestas en uso de las facultades que dicho artículo concedía al ministro de la 
Gobernación, cabía recurso ante el Consejo Ejecutivo.  
El artículo 42 de la Constitución prescribía que los derechos y garantías 
consignados, entre otros, en el artículo 34 (libertad de expresión), podrían ser 
suspendidos total o parcialmente en todo el territorio nacional o en parte de él por 








El procedimiento seguido por las autoridades catalanas para aplicar las fórmulas de 
fiscalización y control de la prensa no diferían, en esencia, de aquéllas que se ejecutaban 
en Madrid. Anteriormente a la constitución del gabinete oficial de censura, existía en 
Barcelona el Comissariat de Premsa de la Generalitat, organismo que asumía el control 
y dirección de todos los servicios relacionados con la censura de prensa diaria, de 
revistas, semanarios y otras publicaciones. En un primer momento, el servicio estuvo 
circunscrito al término provincial de Barcelona, pero enseguida se extendió al resto de 
provincias catalanas.  
Dos equipos de censores eran los encargados de realizar la revisión de galeradas de 
los periódicos de la mañana y de la tarde. Doce funcionarios formaban el equipo que 
trabajaba por la tarde-noche para censurar los periódicos de la mañana, mientras que 
otros seis funcionarios trabajaban en el turno de mañana para supervisar los diarios 
vespertinos.  
Cada diario debía remitir, por triplicado, las galeradas del número del día. Una de 
las copias se devolvía debidamente sellada por el gabinete al periódico, con las 
indicaciones de los artículos, noticias, párrafos u oraciones que no tenían que aparecer. 
Una de estas copias quedaba en el archivo del gabinete y la tercera servía para hacer una 
compilación de las noticias censuradas que se enviaba, a su vez, al delegado general de 
orden público de Cataluña. Un procedimiento similar se seguía con las publicaciones no 
diarias de menos de cien páginas. 
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Los funcionarios dejaban registro de todos los artículos censurados en una breve 
reseña sobre la noticia, artículo, reportaje o párrafo concreto que se intervenía, así como 
el título del periódico, clasificados según se tratase de diarios de la mañana o de la tarde. 
Los informes diferenciaban también entre prensa catalana y castellana.
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El libre ejercicio censor del que disfrutaba la Generalitat catalana en virtud de sus 
competencias autonómicas fue otro de los aspectos que preocupó a la coalición radical-
cedista. Tanto fue así que el gobierno central acabó prescribiendo, en agosto de 1935, 
una ley que devolvía al Estado todos los servicios en materia de orden público.  
El 26 de octubre de 1935 el presidente de la República, Niceto Alcalá-Zamora, 
firmaba un decreto que venía a dar cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 1º de la 
ley de 1 de agosto de 1935 y al decreto de la Presidencia del Consejo de Ministros del 
28 de septiembre del mismo año reincorporando al Estado los servicios de orden 
público transferidos a la Generalitat. De este modo, las competencias en materia de 
prensa, que dependían de orden público, pasaban a centralizarse en el Ministerio de la 
Gobernación.  
En los siguientes términos lo notificaba el 29 de octubre de 1935, en su orden del 
día, el gobernador general interior de Cataluña, donde dictaba las instrucciones relativas 
al protocolo del personal adscrito al Servei de Previa Censura, que pasaba nuevamente a 
la jurisdicción del secretario general del Departamento de Gobernación. La orden 
concluía con el agradecimiento por la meritoria labor que el gobernador había 
desarrollado en la Oficina de Censura.
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Cataluña perdía, así, sus concesiones en materia de orden público y el gobierno se 
aseguraba de establecer un aparato de censura metódicamente centralizado, fijando un 
único epicentro en la Dirección General de Seguridad radicada en Madrid.  
 
3.3. LA INSURRECCIO N DE ASTURIAS Y LOS 
RECORTES EN LA LIBERTAD DE 
EXPRESIO N  
La Ley de Orden Público puso al alcance de los gobernantes republicanos un valioso 
instrumento para someter a la profesión periodística, legitimando medidas de 
excepcionalidad constitucional que dejaban en suspenso derechos fundamentales de los 
ciudadanos. El margen de maniobra de los diferentes ejecutivos para intervenir en la 
prensa dependió del clima social imperante en cada momento. En aquellas situaciones 
de máxima alteración del orden público la autoridad respondió siempre con un 
robustecimiento de los procedimientos de censura. Durante el segundo bienio, la etapa 
más convulsa y traumática, y aquella que generó mayores recortes en las libertades 
públicas, entre ellas, en la libertad de expresión, fue, sin lugar a dudas, la insurrección 
de Asturias. Una vez desencadenado el movimiento revolucionario, el ejecutivo se 
sintió autorizado para constreñir más aún la precaria libertad de expresión e 
información. Los periódicos de todas las tendencias ideológicas sufrirían el varapalo de 
una merma ostensible en su libertad, pero mucho más drástico fue el recorte de derechos 
para las publicaciones republicanas y los rotativos de izquierda, suspendidos sin 




El levantamiento de octubre de 1934 fue el resultado de dos factores: la precariedad 
laboral, que fue radicalizando a los mineros asturianos, y la inestabilidad política.  
En el plano político, la tarea rectificadora emprendida por el gobierno conservador 
de Lerroux generó un amplio descontento entre los sectores de izquierdas, que se 
acentuó a medida que el ejecutivo se iba plegando a las exigencias de la CEDA. Éste 
fue, precisamente, el motivo que originó la principal escisión en el seno del Partido 
Radical, de Lerroux, en la primavera de 1934 cuando, en una reunión del comité 
ejecutivo, Martínez Barrio exigió el compromiso formal de no colaborar con la CEDA, 
propuesta a la que Lerroux se opuso. La ruptura se materializó a mediados de mayo con 
la salida de Martínez Barrio, quien acabó arrastrando a una veintena de diputados 
radicales para formar el Partido Radical Demócrata. 
Como resultado de esta crisis de gobierno, Alcalá-Zamora encomendó la formación 
de un nuevo gabinete a Ricardo Samper, cuyo mandato reveló una actuación más 
derechista. Esta inclinación no satisfizo en absoluto a las fuerzas de la izquierda. El 
nuevo gabinete aprobó el 4 de mayo de 1934 un decreto que anulaba las disposiciones 
de la reforma agraria y que garantizaba la compensación económica por cualquier 
expropiación. La federación de obreros del campo de UGT convocó entonces una 
huelga nacional agraria para el 5 de junio que fracasó.  
La situación de los mineros asturianos también era alarmante, con once mil parados 
y salarios irrisorios. Las huelgas fueron creciendo de forma exponencial y los dos 
sindicatos mayoritarios, la UGT y la CNT, firmaron un acuerdo el 31 de marzo que dio 




Ante este panorama, el PSOE inició su ofensiva y a principios de febrero de 1934 
creó un comité revolucionario bajo el mando de Francisco Largo Caballero. Al 
movimiento se sumó la Alianza Obrera Antifascista, constituida a principios de 1933 
como respuesta al avance del nazismo en Alemania.  
Paralelamente, los grupos republicanos más progresistas se habían reorganizado, 
tras su fracaso electoral, en un partido unitario, el Partido de Izquierda Republicana, que 
no tardó en aproximarse a la órbita socialista, sobre todo a medida que se iban 
alarmando con la posibilidad de un golpe derechista o de la entrada de la CEDA en el 
gobierno. Por último, las juventudes socialistas y comunistas crearon una Alianza 
Obrera, a la que, finalmente, se unió el PCE en el mes de septiembre.   
El detonante del estallido revolucionario fue la entrada de la CEDA en el gobierno. 
Gil Robles anunció que no apoyaría por más tiempo a un gobierno minoritario e 
ineficaz y retiró su apoyo al ejecutivo, al tiempo que exigió la participación de la CEDA 
en el gobierno. Samper tuvo que dimitir y el gabinete que se constituyó el 4 de octubre, 
encabezado nuevamente por Alejandro Lerroux, integró a tres ministros cedistas: Rafael 
Aizpún (Justicia), José Oriol Anguera de Sojo (Trabajo) y Manuel Giménez Fernández 
(Agricultura). La entrada de la CEDA provocó la ruptura en masa con todos los partidos 
de la oposición. 
Los preparativos para una insurrección eran débiles. Sólo Asturias respondió con 
firmeza. “Madrid, Cataluña y Bilbao fueron sometidas apenas a las 24 horas de haberse 
iniciado el movimiento. En el resto de España, los sucesos se redujeron a una huelga 




los dirigentes socialistas del Comité Provincial comenzaron a considerar la necesidad de 
ponerle punto final”222. 
El ministro de Guerra, Diego Hidalgo, puso al general Francisco Franco al frente de 
la represión y trasladó a Asturias varios buques de la Armada con tropas de África y de 
El Ferrol.  
En Cataluña fueron suspendidas las atribuciones de la Generalitat y del 
Ayuntamiento de Barcelona y la insurrección se erradicó con un balance de unos 2500 
detenidos, entre los que se encontraba Manuel Azaña, apresado el 10 de octubre en 
Barcelona cuando asistía al entierro de Jaume Carner, ex ministro de Hacienda. 
En Asturias la represión fue cruel y sus efectos sobre la libertad de prensa, 
demoledores. Las medidas represivas sobre las publicaciones periódicas no se hicieron 
esperar. El 6 de octubre el presidente del Consejo de Ministros firmaba una alocución 
pública que aparecía al día siguiente en La Gaceta de Madrid, divulgando la decisión 
gubernativa de declarar el estado de guerra en todo el país.  
Dos días más tarde, el 9 de octubre, el gobierno aprobaba un decreto nombrando un 
gobernador general para Asturias cuya jurisdicción se extendía a varias provincias de 
Castilla y León (León y Palencia) y a Santander. En el mismo decreto se dictaban las 
normas para la rehabilitación y normalización de las regiones damnificadas por la 
revolución
223
. La situación de excepcionalidad en Asturias no se levantó hasta el 22 de 
enero de 1936, por medio de un decreto firmado por Portela Valladares que suprimía el 
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Gobierno General de Asturias y restituía a sus provincias originarias los territorios 
anexionados a su jurisdicción.
224
 
 El mismo 9 de octubre el presidente del Consejo de Ministros firmaba otro decreto 
que adelantaba la declaración del estado de guerra, con efecto retroactivo, al día 1 de 




En total fueron suspendidos 1134 ayuntamientos en los que alcaldes y concejales 
fueron acusados de participar en el movimiento. Se constituyeron en su lugar 
comisiones gestoras. Fue el caso del Ayuntamiento de Madrid, donde la comisión 
gestora sería presidida por el ex ministro de la Gobernación, Salazar Alonso.
226
  
Sindicatos y partidos participantes en el movimiento fueron sancionados con la 
prohibición de toda actividad hasta mediados de abril de 1935 cuando el estado de 
guerra dejaba paso al estado de alarma y reasumía sus funciones el poder civil, aunque 
seguían suspendidos 5 artículos de la Constitución. “Sin embargo, el fin de la sanción 
aludida no afectaría a los periódicos de las organizaciones implicadas en la subversión –
El Socialista no reaparecería hasta diciembre de 1935- ni a las Casas del Pueblo, que 
permanecerían clausuradas hasta febrero del año siguiente”227.   
La imposición de la ley marcial, prorrogada en toda España casi cuatro meses, y 
mantenida en las provincias más pobladas durante más de medio año, permitió el 
desarrollo de una política informativa asfixiante que anuló de golpe el más leve atisbo 
de libertad. La censura previa se instauró oficialmente en todo el país prácticamente 
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durante un año y no se levantó en las zonas más relevantes hasta la víspera del periodo 
electoral, a principios de 1936.  
Durante este tiempo la prensa apenas pudo respirar y las represalias contra 
periódicos rivales y redactores poco afines fueron, en algunos casos, desmedidas. Luis 
Higón, un periodista que trabajaba con el pseudónimo de Luis Sirval, fue detenido 
arbitrariamente y ajusticiado de un tiro en la cárcel de Oviedo. Era un republicano 
liberal que había viajado a Asturias el 25 de octubre para investigar los fusilamientos 
perpetrados en la localidad de San Pedro de los Arcos, donde ocho personas fueron 
ajusticiadas en el paredón tras una dura resistencia. Entre ellas se encontraba la joven de 
16 años Aída de la Fuente. Sirval atribuyó su muerte y la de siete camaradas comunistas 
al teniente búlgaro de la legión Dimitri Ivan Ivanoff. Su investigación le costó la vida. 
“El propio Ivanoff, resentido contra él, lo asesinó a finales de aquel mismo mes de 
octubre, cuando se hallaba encarcelado en Oviedo”228. 
 La muerte de Sirval generó la primera protesta de un numeroso grupo de 
intelectuales encabezados por Antonio Machado, Miguel de Unamuno, Juan Ramón 
Jiménez y José Bergamín que dirigieron al Tribunal Supremo.
229
 
El escándalo obligó a las fuerzas de la oposición a intervenir. “La continuación de la 
censura bajo la ley marcial imposibilitaba casi del todo el reportaje independiente, por 
lo que una comisión especial de diputados socialistas y republicanos de izquierda 
efectuó por su cuenta una misión investigadora”.230 
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Aunque la investigación arrojó pruebas concluyentes de la extralimitación del 
teniente, el asesinato quedó prácticamente impune. En los primeros días de agosto de 
1935 se le sometió a juicio por el tribunal militar y sólo fue condenado a seis meses y 
un día de prisión, condena que prácticamente cumplió en libertad provisional en un 




Los medios de comunicación tenían, sin embargo, pocas posibilidades de divulgar 
ésta y otras noticias sobre las fórmulas tan cuestionables empleadas por las autoridades 
militares para sofocar el levantamiento. La censura militar hacía inviable la crítica 
periodística, pero además los rotativos que se consideraban simpatizantes del 
movimiento revolucionario no obtuvieron concesión alguna. La revisión meticulosa de 
los ejemplares se complementó con otras medidas todavía más drásticas, como las 
suspensiones gubernativas de cabeceras de filiación republicana e izquierdista, que 
fueron clausuradas sin que cupiese réplica posible.  
La dureza del gobierno con la prensa adversaria obedecía a su empeño de 
exterminar la difusión de cualquier información u opinión que alentase el clima de 
insurrección instalado en Cataluña, Asturias y sus inmediaciones. Durante los primeros 
días de la revuelta, el gobierno no toleró la edición de otras publicaciones que no fueran 
aquéllas que comulgaban fielmente con sus ideas. La contención de la prensa fue mayor 
incluso que la de agosto de 1932 cuando la coalición republicano-socialista suspendió 
unos ciento veinte rotativos para evitar la publicidad en torno al levantamiento fallido 
de Sanjurjo. 
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Tras la insurrección de Asturias, sólo los periódicos derechistas recibieron la 
oportuna autorización para circular. En Madrid, el número de cabeceras que obtuvo el 
salvoconducto gubernativo fue tan reducido que la relación causa estupor; El Debate, 
ABC, La Nación, La Época, Informaciones y El Siglo Futuro fueron los únicos rotativos 
que lograron ver la luz y obtuvieron, además, el apoyo logístico del gobierno para 
garantizar su distribución. De este modo lo hacía saber el 6 de octubre de 1934 el diario 
ABC, quien se congratulaba de los cuantiosos beneficios que la intransigencia 
gubernativa para con amplios sectores de la prensa les estaba suponiendo a los pocos 
privilegiados que habían obtenido la prebenda gubernamental.  
“De los periódicos de la mañana sólo se publicaron El Debate y ABC. Nuestro 
periódico fue conducido en camionetas a los ministerios, tenencias de Alcaldía, 
Dirección de Seguridad y otros edificios oficiales, donde la gente acudió a comprarlos. 
En camiones se hizo la venta por las calles... Continuamente llegaban a nuestra 
Administración órdenes de envío de ejemplares por haberse agotado la extraordinaria 
cantidad que había sido enviada a distintos puntos de la capital. En la misma forma y 
con igual profusión se vendió El Debate”.232 
El objetivo del gobierno al proporcionar medios de distribución a estos periódicos 
era que la versión institucional propagada desde sus páginas llegase al mayor número 
posible de lectores. Y la maniobra resultó exitosa. Tras el férreo boicot aplicado a toda 
la prensa, los ciudadanos que desearon información sobre los sucesos revolucionarios 
debieron recurrir a los únicos portavoces acreditados, los periódicos conservadores que, 
respaldados por el gobierno, continuaron ejerciendo su labor.  
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“Los cuatro periódicos diarios, de derechas, que aparecen por la noche, se 
publicaron ayer, como era de esperar... El público, ávido de noticias –y nunca mejor 
empleada la frase- arrebataba el papel de manos de los vendedores. Y era nota curiosa, 
observada por mucha gente, que entre los compradores no escaseaban personas que 
seguramente no forman parte del público habitual de la Prensa de derechas”.233  
Tuvo que mediar más de una semana para que comenzaran a reaparecer los 
periódicos suspendidos y durante ese tiempo los diarios derechistas fueron los 
portavoces oficiosos del gobierno. Tanto ABC como El Debate o La Nación se limitaron 
a publicar los comunicados difundidos por el gobierno sin errar un ápice en las 
coordenadas facilitadas.  
La complicidad con el gobierno parecía más sincera y amplia en unos casos que en 
otros. El Debate reproducía los telegramas gubernativos sin opinar sobre cuestiones 
vetadas ni alertar a sus lectores de la intervención de la censura; tampoco le suscitaban 
quejas las medidas adoptadas por el ejecutivo para acallar a la prensa más díscola, a 
pesar de la elocuente defensa de la libertad que el rotativo había enarbolado durante el 
gobierno de coalición republicano-socialista. Una línea semejante siguió el diario ABC, 
aunque éste se atreviera a reproducir el comunicado público sobre la entrada en vigor de 
la censura previa y deslizara, de forma esporádica y con las reservas justas, algún que 
otro aviso del visado. El más gallardo de todos los medios autorizados fue, sin duda, La 
Nación, que pareció alejarse de las consignas gubernativas y exhibió, sin parches, los 
efectos ostensibles de la censura.  
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El 5 de octubre informaba parcamente de la insurrección de Asturias y el día 6 se 
hacía eco de las notas facilitadas por el gobierno sobre la tranquilidad que reinaba en 
Madrid y en Barcelona y sobre el dominio del ejército en Asturias. Sin embargo, en ese 
número ya se advertían síntomas inequívocos de la censura, como algunos titulares 
mutilados y varios huecos en blanco que denotaban la amputación del órgano censor.   
El 8 de octubre también exhibía textos cercenados. Una fotonoticia de primera 
página sobre los cacheos indiscriminados de la policía a los ciudadanos figuraba sin el 
texto explicativo y esa misma edición mostraba numerosas noticias machacadas, 
completamente ilegibles. Algún que otro titular perdía, incluso, todo sentido a causa de 
los cortes de tijera.  
Más impactante era la precaria imagen que el periódico ofrecía a sus lectores el día 
11 de octubre. En esa edición aparecía una noticia mutilada, sin un titular visible, 
aunque con restos ilegibles del título suprimido que dejaba entrever manchas 
emborronadas de las letras. El mismo procedimiento empleó el rotativo en el cuerpo de 
la noticia, con tres párrafos machacados que no permitían leer los detalles menos 
complacientes de la información. Ésta se ocupaba de la toma de Campomanes por las 
tropas del Gobierno, en León, y las partes censuradas parecían aludir, según se deduce 
del contexto, a la reyerta con los insurrectos. A esas alturas en que era más que evidente 
y notoria la implantación de la censura, todavía no aparecía, sin embargo, el anuncio del 
visado.  
Las secuelas de la actuación del censor eran, si cabe, más explícitas en los 
periódicos republicanos y de izquierdas que fueron apareciendo escalonadamente a lo 




El diario republicano El Sol permaneció nueve días cerrado al público por 
imposición gubernativa. El 5 de octubre no pudo ofrecer ninguna noticia sobre la 
insurrección de Asturias, pero volvió pronto a escena, el día 14, aportando, por 
supuesto, los únicos datos que toleraba el gobierno. En su editorial deslizaba, sin 
embargo, alusiones laterales sobre la coacción gubernativa.  
“Pocas palabras hoy, al reanudar, después de nueve días de forzado silencio, la 
comunicación con nuestros lectores. Pocas palabras, que mejores circunstancias vendrán 
para decir las muchas...”234. 
El Sol no se precipitó al publicitar los métodos fiscalizadores del gobierno. Retomó 
el pulso periodístico con las reservas lógicas, hasta el 19 de octubre, cinco días después 
de su regreso, cuando se atrevió por fin a introducir el emblema del visado por la 
censura. Lo hizo con una gallardía que lo llevó a multiplicar los avisos a sus lectores, 
hasta el punto de reproducir varios recuadros con el visado en una misma página. Su 
osadía, sin embargo, tendría las horas contadas. Aunque el ejecutivo no había hecho 
pública todavía la orden con la prescripción de insertar un solo aviso de la intervención 
de la censura en cada ejemplar, la publicitación excesiva de los tijeretazos de Censura 
ya incomodaba al gobierno. Algún alto cargo debió de llamar al orden al periódico 
porque en el siguiente número y en todos los sucesivos se limitó a insertar un solo 
anuncio del visado en portada.  
El diario anarquista La Tierra permaneció suspendido por un plazo análogo: diez 
días. Tampoco pudo editarse el 5 de octubre y volvió a circular el 15 del mismo mes. A 
diferencia de El Sol, no demoró ni un solo día la advertencia a sus lectores para que 
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comprendieran la causa de tantas cautelas y de su insólita adhesión a la política 
institucional. Ese primer número incluía un editorial ambiguo y laxo sobre lo sucedido y 
un elocuente emblema a toda página que rezaba:  
“Recordamos a nuestros lectores que este número ha sido visado por la censura 
militar”235. 
En los siguientes números se quejaría con frecuencia de la arbitrariedad de la 
censura civil y militar al prohibirle insertar noticias que sí publicaban otros periódicos 
de diferente espectro ideológico. A pesar de sus lamentos, acató en todo momento las 
consignas gubernativas y siempre publicó un aviso aislado, en portada, como, a partir de 
la orden de 2 de noviembre, impuso el gobierno. No introdujo nunca machacados ni 
huecos ostentosos y el tamaño y la verbosidad del emblema de la censura pronto se fue 
reduciendo hasta quedar en un aviso minúsculo a una sola columna, fiel a las nuevas 
instrucciones gubernativas.  
Las suspensiones se cebaron con periódicos de cualquier ámbito geográfico y de una 
relevancia informativa de lo más dispar. En plena convulsión revolucionaria fueron 
suspendidos rotativos influyentes y periódicos locales, como El Vigía, un semanario 
socialista editado en un municipio tan modesto como Abarán (Murcia) que se vio 
salpicado por la onda expansiva de los correctivos gubernativos. El 14 de diciembre de 
1935 el rotativo todavía permanecía suspendido, como se desprende de la carta que la 
agrupación socialista de Abarán dirigió al gobernador civil de Murcia solicitándole la 
reaparición del periódico tras haberse “normalizado la situación por la que dejó de 
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publicarse en el mes de octubre de 1934, el semanario socialista “El VIGÍA”, propiedad 
de esta Agrupación socialista, y estando restablecidas las garantías constitucionales”236. 
El protocolo de actuación era siempre el mismo. El gobernador civil notificaba el 
caso al alcalde del municipio donde se editaba el periódico, encargado a su vez de 
aplicar las medidas de censura previa en su ciudad, para que le informase al respecto. El 
alcalde de Abarán tardó una semana en responder, y cuando lo hizo aportó sobrados 
razonamientos sobre la pertinencia de iniciar los trámites de autorización del periódico 
desde cero para que las circunstancias que envolvían a la publicación estuvieran 
oportunamente consignadas. En su carta explicaba que la autoridad militar se incautó 
“del material de la imprenta dicha y el Director del periódico en cuestión... fue 
encausado, aunque después absuelto”. 
El pretexto para una intervención tan enérgica de la fuerza militar había sido el 
hallazgo de unas hojas clandestinas subversivas cuya autoría se atribuyó al rotativo. El 
alcalde daba muestras de tener un ojo inspector algo ladino y decidió aconsejar al 
gobernador que reactivase nuevamente todo el proceso para mantener bien controlado al 
rotativo y vigilar sus posibles oscilaciones ideológicas.  
“Los que firman la solicitud son otros” distintos de quienes lo editaban y en la 
instancia no aparecía el nombre más polémico, el del antiguo director. “Por todo ello –
concluía- sería conveniente que antes de la publicación de dicho periódico, se 
presentase nueva instancia en forma conforme a la Ley de Imprenta, expresando 
periodicidad de salida del periódico, quien ha de ser el Director y cuerpo de redacción, 
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en qué imprenta ha de tirarse y si ésta se halla al corriente en el pago del subsidio 
industrial”237. 
Esta rigidez del gobierno con las publicaciones de todos los puntos de la geografía 
nacional duró, con más o menos oscilaciones e intermitencias, hasta enero de 1936 
cuando se convocaron nuevas elecciones generales y la censura previa tuvo que 
levantarse para garantizar la transparencia democrática de cara a los inminentes 
comicios.  
“El mantenimiento de la censura fue contraproducente y pasado un tiempo incluso 
los diputados monárquicos iniciaron un debate en las Cortes sobre lo innecesario de su 
prolongación. Por fin se levantó la ley marcial en la mayor parte de España el 23 de 
enero de 1935, aunque se mantuvo en las provincias de Madrid, Barcelona y otras seis 
del Norte… Calvo Sotelo hizo la observación de que, en los casi cuatro años 
transcurridos desde el comienzo de la República, España había disfrutado sólo de 
veintitrés días de plenitud constitucional en todo el país”238. 
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3.3.1. La censura militar 
durante el estado de 
guerra  
El principal efecto de la insurrección de Asturias fue la implantación de la ley marcial 
en todo el país y, en el plano periodístico, esta medida ocasionó que la organización y 
aplicación de la censura de prensa recayera sobre el aparato militar. 
El Bando publicado el mismo 6 de octubre por el General de la Primera División 
Orgánica, que incluía a las provincias de Madrid, Toledo, Ciudad Real, Cuenca y 
Badajoz, ya esclarecía en su artículo quinto los actos contrarios al orden público que 
serían sometidos a la jurisdicción de Guerra. Entre ellos insertaba los delitos de 
“desacato, injuria o calumnia a las Autoridades Militares o Instituciones o Cuerpos del 
Ejército, cualesquiera que sea el medio empleado, con inclusión de la imprenta, 
grabado, radio y todo otro de difusión y publicidad”239. 
El mismo bando tipificaba como delitos sometidos a la jurisdicción militar “los que 
también por cualquiera de los medios antes mencionados exciten directa o 
indirectamente a cometer alguno de los delitos comprendidos en este Bando. Los 
repartidores o vendedores de impresos o publicaciones encaminados a los fines 
expresados en este número y en el anterior, los que los arrojen a la vía pública y los que 
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fijen pasquines con igual propósito serán considerados autores de los mismos 
delitos”240. 
El procedimiento de trabajo que debían seguir los directores de periódicos durante la 
vigencia de la ley marcial quedaba explicitado en el artículo 14 del Bando. Todas las 
cabeceras debían presentar dos ejemplares de la edición del día ante la autoridad militar 
hasta una hora antes de su publicación y los impresos no diarios tenían un margen de 
tiempo menor, de dos horas. El Bando también advertía de las consecuencias que 
tendría el incumplimiento de los preceptos que establecía la censura militar.  
“(...) acordaré, desde luego, la suspensión de aquellos en que se excite, propague, 
prepare o auxilie la comisión de cualquiera de los delitos contra el orden público... Se 
recogerán los ejemplares de dichas publicaciones y serán remitidos con los presuntos 
autores responsables al Juzgado o Tribunal competente... Cualquier publicación que 
circule sin haberse presentado a previa censura, será recogida y castigado su autor o 
director, editor o empresa editora, con multa de hasta diez mil pesetas. Si reincidiere en 
la falta acordaré la suspensión”241. 
Las prerrogativas del gobierno para ejercer un control plenipotenciario sobre los 
periódicos, adictos o desafectos, se ensancharon ampliamente durante el tiempo de 
vigencia de la ley marcial. Una vez declarado el estado de guerra, el gobierno civil cedía 
su poder al militar y éste asumía la responsabilidad de mantener el orden público en 
todos los ámbitos. En el sector periodístico, el mantenimiento del orden implicaba la 
aplicación de severas medidas de censura previa que no permitían a la prensa emitir 
opiniones discrepantes ni publicar artículos contrarios a las disposiciones del gobierno. 
                                                 
240
 Ibid.  
241




Los mecanismos de control y fiscalización seguían siendo los mismos que utilizaban 
los gobernadores civiles, pero éstos eran aplicados por personal militar. El ministro de 
la Guerra reemplazaba al de Gobernación para establecer las pautas de la censura y para 
garantizar el buen funcionamiento del aparato censor. Éste era el encargado de impartir 
las consignas e indicaciones que habitualmente transmitía a sus delegados provinciales 
el ministro de la Gobernación y de él dependían las decisiones relativas a la dinámica 
censuradora. Durante las primeras semanas de agitación revolucionaria, hasta que el 
gobierno consiguió atemperar el clima subversivo del norte del país, el ministro de la 
Guerra fue el responsable de contener las campañas periodísticas contrarias al gobierno 
y el que promovió la creación de una versión institucional que eclipsara opiniones 
negativas fuera de las fronteras nacionales.  
Si el Ministerio de la Guerra sustituía al de la Gobernación en sus labores y 
cometidos cotidianos, también los órganos militares relevaban a los Gobiernos Civiles 
en el desempeño diario de sus tareas fiscalizadoras. El ministro de la Guerra, como 
interventor supremo de la prensa, contaba con una meticulosa red de inspección que no 
alteraba el esquema piramidal del aparato civil. 
La censura militar se ejercía desde las respectivas Divisiones Orgánicas en las que 
se organizaba el ejército español, a cuyo frente se encontraba un general. Eran ocho: 
Madrid (1ª) Andalucía (2ª), Valencia (3ª), Barcelona (4ª), Zaragoza (5ª), Burgos (6ª), 
Valladolid (7ª) y La Coruña (8ª).
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Cada general nombraba, a su vez, a un comisario general de orden público para su 
jurisdicción sobre el que recaía la misión de impedir y castigar cualquier altercado de 
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orden público, entre los que se incluían, según los bandos militares promulgados por 
cada División Orgánica, aquéllos que se perpetrasen por medio de la imprenta. De 
forma que cuando algún periódico tenía los arrestos de vulnerar las instrucciones del 
gobierno, podía ser sometido al arbitrio de la jurisdicción militar a través de los 
Tribunales de Urgencia.  
Las atribuciones sobre censura eran delegadas a la Comandancia General de cada 
provincia que sustituía en sus cometidos al Gobierno Civil. Las tareas de supervisión 
previa de la prensa y los correctivos impuestos por infracciones de las órdenes de 
censura se aplicaban, por lo tanto, desde estas comandancias que actuaban siempre en 
colaboración estrecha con el general de su División Orgánica. Éste ocupaba el eslabón 
intermedio entre el ministro de la Guerra y las comandancias. Como delegado 
ministerial, el general de la División transmitía las orientaciones e imperativos a las 
comandancias de cada zona para que éstas se apresurasen a imponerlas a la prensa de su 
demarcación y entablaba comunicación con el ministro de la Guerra para resolver 
cualquier duda que surgiera en el ejercicio de su misión.  
El relevo de funciones en el aparato censor no exterminaba de raíz la intervención y 
la influencia de los gobernadores civiles. En la práctica, éstos mantenían una 
colaboración estrecha y puntual con las respectivas comandancias provinciales hasta el 
punto de que, en muchas ocasiones, éstos eran los que revisaban las galeradas con la 
conformidad del operativo militar. Las decisiones últimas, sin embargo, dependían de la 
comandancia, de modo que el gobernador civil tenía que consultar previamente al 
responsable militar sobre cualquier sanción, correctivo o enmienda que impusiera a 




El gobierno militar articuló una madeja exhaustiva de control. La sublevación de 
Asturias desató los insomnios gubernativos hasta extremos impensables y la censura 
habilitada por las respectivas comandancias no sólo afectó a la prensa, sino que extendió 
sus tentáculos sobre todo canal de comunicación que pudiera propagar dentro o fuera 
del país la más mínima información, dato, opinión, crítica, reprobación o vocablo 
aislado que resultase perjudicial, negativo o injurioso para el gobierno español.  
La obsesión del gobierno militar que tomó las riendas del país a partir del 6 de 
octubre derivó en un chequeo meticuloso de todas las comunicaciones posibles –cartas, 
postales, telegramas e incluso conversaciones telefónicas- que fueron automáticamente 
interceptadas por los operativos castrenses con el fin de suprimir cualquier amago de 
crítica que pudiera deslizarse en los diálogos triviales o en las misivas personales de 
ciudadanos de a pie. Tanto el servicio de Telégrafos y Correos como el de la Telefónica 
sufrieron una intensiva censura militar, sobre todo en las conversaciones telegráficas y 
telefónicas mantenidas con el exterior para evitar que se divulgaran fuera de España 
opiniones contrarias al ejecutivo.  
El Ministerio de la Guerra no permitió siquiera la descentralización y unificó las 
labores de censura telefónica y telegráfica en los dos centros neurálgicos del país –
Madrid y Barcelona- con el objetivo evidente de impedir vaguedades e imprecisiones 
que redundaran en cierta flexibilidad. El 16 de octubre de 1934 el ministro de la Guerra 





“Las conferencias telefónicas con extranjero depositadas en centros que no sean 
Barcelona o Madrid no deben ser censuradas en cada uno de ellos sino que lo serán 
precisamente en Barcelona y Madrid”243. 
El servicio de censura postal y telefónica dependía igualmente de cada División 
Orgánica y se ejercía por medio de las correspondientes Jefaturas de Teléfonos y 
Telégrafos de cada plaza. El general de la División mantenía, como ocurría con la 
censura de prensa, un contacto estrecho y permanente con el ministro de la Guerra para 
pedir orientaciones sobre las pautas de actuación y se encargaba de transmitirlas con 
puntualidad al delegado jefe de cada zona.  
La crudeza de la censura llegó a tales extremos que pronto se alzaron protestas entre 
la clase política y mercantil europea. Las trabas que el gobierno español ponía a la libre 
comunicación suponían una merma notoria de beneficios que los empresarios europeos 
no estaban dispuestos a admitir y éstos hicieron llegar sus quejas al ejecutivo por medio 
de los representantes diplomáticos en sus países. En el mes de octubre, el ministro de la 
Guerra recibía el primer aviso del descontento generalizado que comenzaba a cundir en 
los sectores productivos de Europa, por medio de una comunicación emitida desde la 
Dirección General de Teléfonos y Telégrafos.  
“La censura de los telegramas internacionales establecida por ese Ministerio y 
especialmente la referente a los telegramas redactados en lenguaje secreto ha producido 
y sigue produciendo quejas de la clase mercantil y productora, que se encuentra 
dificultadas sus relaciones telegráficas, por lo que, tengo el honor de rogar a V.E. se 
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dicten las órdenes conducentes a suavizar la intervención y censura de esta clase de 
telegramas...”244. 
El telegrama argumentaba que la perduración de fórmulas tan drásticas de censura 
podría desatar en Europa un clima de opinión contrario al gobierno español, al que 
podrían identificar con países de escaso talante democrático.  
“(...) los Reglamentos internacionales nos obligan a comunicar a todos los países, 
por medio de la Oficina internacional de Berna, esta clase de restricciones –añadía el 
escrito- con lo que se produciría en el extranjero una alarma que puede evitarse y que 
podría acarrear graves perjuicios para la economía nacional”245. 
Una situación análoga vivían los delegados diplomáticos en España, quienes veían 
conculcada su libertad para comunicarse con sus naciones de origen por el afán 
intervencionista del gobierno. Ante las reiteradas quejas de los cargos diplomáticos y de 
ciertos gobiernos europeos, algunos comandantes solicitaron al ministro de la Guerra 
que fuera suavizando las imposiciones de la censura telegráfica y telefónica, sobre todo 
cuando esta política de intromisiones desproporcionadas comenzó a ser 
contraproducente. A las molestias ocasionadas a potencias o a empresas exteriores, se 
sumó el efecto negativo que estas injerencias abusivas ocasionaban sobre la propia 
actividad de diplomáticos y órganos militares españoles. A las pocas semanas de que el 
gobierno organizara su opresiva red de censura telefónica y postal, algunas 
comandancias militares expusieron sus quejas por los perjuicios que tantas dilaciones 
ocasionaban en su cometido de orden público, como retrasos en sus comunicaciones que 
dificultaban la rauda detención y arresto de individuos sospechosos.  
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“Ruego ordene compañía telefónica no oponga reparo a comunicaciones oficiales 
del cónsul de España en Gibraltar o autoridades inglesas con esta comandancia militar o 
viceversa sobre asuntos servicios relacionados con contrabando, espionaje y relaciones 
dicha plaza cuyo conocimiento en muchos casos es de toda urgencia para detención 
personas y eficacia otros servicios”.246 
Las presiones surtieron cierto efecto. El 29 de octubre de 1934 el gobierno 
empezaba a atenuar su control sobre las comunicaciones con el exterior. Según se 
desprende de varios telegramas, por estas fechas algunos jefes de Teléfonos de diversas 
plazas recibían “orden de autorizar conferencias internacionales”247. 
Hacia mediados del mes de noviembre, cuando el clima subversivo de la zona norte 
del país estaba bajo control, las respectivas Divisiones Orgánicas fueron autorizando a 
los gobiernos civiles a compartir las tareas de revisión de galeradas con la autoridad 
militar. Los gobernadores asumían el control de las informaciones sobre cuestiones 
civiles y los responsables militares hacían lo propio en lo concerniente a cuestiones 
militares.  
No obstante, el control escrupuloso y asfixiante que, a partir de octubre de 1934, se 
desplegó sobre la prensa exigía a los máximos dirigentes militares, los generales de cada 
División Orgánica, efectuar la requerida consulta protocolaria al ministro competente 
para que le diera la preceptiva autorización. Así lo hizo el 15 de noviembre de 1934 el 
general de la séptima División, quien recibió la respuesta positiva un día más tarde. En 
este caso, como en todos aquellos que se plantearían a lo largo de las siguientes 
semanas, el ministro era lo suficientemente precavido como para encomendar la 
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revisión última de las galeradas a algún delegado militar: un jefe o un capitán del Estado 
Mayor que controlase las noticias sobre asuntos militares.
248
  
Con el transcurso del tiempo y con la normalización de la vida pública, se fue 
flexibilizando la severidad en el control de la prensa. A finales de noviembre, el 
ministro de la Guerra denotaba los primeros síntomas de indulgencia hacia la prensa y 
concedía licencia a las Divisiones Orgánicas para traspasar casi todas las competencias 
de orden público a la autoridad civil. El comandante accidental de Baleares promulgaba 
un Bando el 26 de noviembre de 1934 que, bajo “instrucción telegráfica del Exmo. 
Señor Ministro de la Guerra” resolvía “delegar en el Exmo. Señor Gobernador de la 
Provincia cuanto se relacione con el funcionamiento de las Corporaciones Provinciales 
y Municipales, solución de huelgas, cuestiones sociales, espectáculos, y censura de 
prensa y todo impreso, en general, destinado a la publicidad”249.  
La ley marcial siguió vigente todavía durante varios meses, pero hacia el mes de 
diciembre las autoridades militares ya habían cedido el testigo a los gobernadores 
civiles para que fueran éstos los encargados de hacer cumplir las normas de la censura 
de prensa.  
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3.3.2. La creación de una 




Tras la insurrección de octubre se radicalizó la censura de prensa y se dispararon las 
suspensiones y correctivos gubernativos contra los periódicos de filiación izquierdista, 
republicanos y nacionalistas catalanes, aquéllos que el gobierno tenía en el punto de 
mira por su tendencia a desviarse de la senda oficial. Las fórmulas de control del 
gobierno respondían a su empeño de extirpar los denuestos de la prensa adversaria y 
reprimir cualquier tentación discrepante. 
Pese a su precaria planificación y a la débil resistencia de los insurrectos, el 
levantamiento obrero se había percibido como un desafío para la estabilidad del 
gobierno. El ejecutivo se creyó en la obligación de actuar con mano dura para infundir 
respeto. Consumada la revolución de izquierdas, el gabinete Lerroux no podía tolerar 
que los periódicos cuestionaran los métodos que ahora empleaba para sofocar las 
revueltas.  
La rigidez gubernamental se advirtió en la prolongada pervivencia de la censura 
previa y en la creación de una única verdad institucional que se divulgó dentro y fuera 




por el reparto de noticias edulcoradas a la prensa de todos los países donde España tenía 
representación diplomática. Para efectuar la distribución veloz de las notas oficiales, el 
ejecutivo contaba con la colaboración de sus embajadas y de sus respectivas oficinas 
consulares que transmitían los telegramas remitidos por el ministro de Estado entre la 
prensa de la ciudad. 
La primera noticia institucional sobre la insurrección de Asturias fue transmitida por 
el Ministerio de Estado, dirigido por Ricardo Samper, a sus embajadas en los 
principales países europeos en las horas que siguieron a la insurrección y restaba 
dramatismo a los sucesos. En su circular, el ministro describía un ambiente controlado 
por la intervención presurosa de las fuerzas de seguridad, con los principales focos 
violentos prácticamente extinguidos y con un gobierno diligente y esmerado que tenía a 
su alcance “los elementos y resortes necesarios para llegar en breve normalidad (sic)”. 
Samper explicaba que el presidente y los consejeros de la Generalitat de Cataluña 
habían sido deportados y que habían sido ocupados el Palacio de la Generalitat, la sede 
del Ayuntamiento y la Consejería de Gobernación. Sólo reconocía cierta resistencia 
contra las tropas del ejército en Gerona donde se habían restablecido las líneas 
telegráficas y telefónicas. En las restantes provincias catalanas los disturbios se habían 
sofocado y en Madrid se había restablecido la normalidad durante la noche, tanto que 
los comercios habían abierto sus puertas con absoluta tranquilidad. Lo mismo había 
ocurrido en Barcelona donde sólo se habían producido algunos disparos desde azoteas 
dispersas, controlados por la fuerza militar.  
“La moral del ejército, tropas de asalto y guardia civil es excelente –concluía el 




ovaciones constantes a su paso por las calles en el día de ayer el Sr. Lerroux y todo 
gobierno fue objeto muestras entusiasmo por espontáneas manifestaciones que 
situáronse frente ministerio gobernación aclamándolo (sic)”250. 
 La verdad institucional se siguió propagando en los días sucesivos con notas del 
mismo calibre. El 10 de octubre de 1934, el Ministerio de Estado perfilaba la imagen de 
un gobierno resolutivo y eficaz que había sabido reaccionar con premura y con 
moderación al desafío revolucionario. El clima de apaciguamiento que reproducía el 
telegrama rozaba ya el idílico.  
“Situación Asturias mejora notablemente. Han sido detenidos Comités 
revolucionarios Madrid en Vascongadas. Se va restableciendo calma lugares en que 
había mayor perturbación orden como Gallarta y Portugalete. Gobierno se presentará 
hoy Cortes. Ferrocarriles funcionan normalmente. Todas noticias llegadas provincias a 
Madrid acusan excelentes impresiones, comuníquelo consulados su jurisdicción, 
agencias centros prensa”251. 
La sensación de calma y serenidad se reforzaba un día después, el 11 de octubre, 
con el telegrama que Samper enviaba en forma circular a las diferentes embajadas. La 
nota constituía una apología de la actividad parlamentaria con el objetivo de dignificar a 
los dirigentes políticos en aquellas horas críticas. 
“Celebrose sesión Cortes. Todos los Diputados en pie aplaudieron Gobierno. Jefes 
de todas minorías presentes ofreciéronse de manera entusiasta en ambiente de 
exaltación sentimientos patria y unidad nacional. Levantose sesión otorgando Cámara 
plena confianza Gobierno para actuar suspendiéndose sesiones por un periodo legal”.  
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El ministro de Estado admitía con evasivas que la tranquilidad nacional no era 
completa, pero lo hacía mediante una descripción eufemística del conflicto que aún se 
mantenía abierto en el foco más complicado: Asturias.  
“Continúa mejorando situación Asturias donde quedan pequeños núcleos revoltosos. 
Resto Península normalidad. En Madrid se intensifica servicio transportes y vuelta 
normalidad”.  
Y, antes de despedirse, reiteraba las consabidas instrucciones a sus delegados 
diplomáticos:  
“Ruégole se sirva difundir dicho texto en forma que ya conoce V.S. por anteriores 
circulares de índole parecida”252.  
El procedimiento de difusión entrañaba el envío de los telegramas a todas las 
oficinas consulares para que éstas, a su vez, los divulgaran entre la prensa local. El 12 
de octubre de 1934 el ministro de Estado trataba de consolidar la impresión de relativa 
normalidad que imperaba en el país mediante una nueva circular, la número 25, que 
insistía tenazmente en los mismos argumentos: 
“Circulan en capital tranvías, taxis, metro y puede decirse Madrid recobró aspecto 
normal. Resto España tranquilidad no puede ser más absoluta”. 
El ministro admitía, pese a todo, que “sólo queda un pequeño núcleo en Asturias”.  
Y ordenaba a sus embajadores: “comuníquelo como circular anterior”253. 
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Algunos representantes diplomáticos, como el embajador de España en París, se 
mostraban, incluso, más drásticos que el propio ministro. Mientras Samper reconocía en 
su telegrama que la tranquilidad, aunque absoluta, no era extensible a todo el país, el 
embajador suprimía en su envío a los consulados la alusión explícita al foco subversivo 
todavía existente en Asturias para producir la sensación generalizada de que el gobierno 
español había restablecido el orden con celeridad.   
La respuesta de los cónsules era siempre rauda y diligente. Todos comunicaban al 
embajador la forma con la que habían transmitido sus informes entre la prensa local y 
reseñaban los medios de comunicación (radio y prensa) que se habían hecho eco de las 
notas institucionales. Los consulados remitían la misma información a los 
viceconsulados de su demarcación y a las respectivas Casas de España y hacían llegar la 
noticia fabricada a las publicaciones de su distrito para que la divulgasen a la mayor 
brevedad. 
Las maniobras del ejecutivo español no se interrumpían aquí. Por medio de la red 
diplomática, el gabinete derechista procuraba ejercer la mayor influencia posible sobre 
la prensa internacional para evitar campañas periodísticas contra su gestión. Su 
incapacidad de frenar las críticas más feroces de los rotativos escorados a la extrema 
izquierda desembocaba en acalorados telegramas del ministro de Estado para impartir a 
sus delegados diplomáticos instrucciones terminantes.  
“Fin contrarrestar persistentes artículos que presentan fuerzas que tratan restablecer 
orden Asturias como realizando fuertes actos represión convendría que en prensa que 




represión propiamente dicha sino de la ocupación de lugares detentados por los rebeldes 
y del restablecimiento del orden toda comarca insurreccionada...”254. 
La preocupación crecía tras certificar que ni las incansables notas institucionales ni 
las gestiones diplomáticas surtían demasiado efecto sobre la prensa menos simpatizante 
con el gobierno español. La circular número 29 del Ministerio de Estado abundaba en 
estos argumentos, aunque conciliaba las consignas a sus embajadores con la fabricación 
de otro comunicado encaminado a anular la campaña de la prensa de izquierdas. En la 
versión del gobierno, la represión cruel que sus enemigos le imputaban no era tal, sino 
una simple voluntad de restaurar el orden público desde el respeto a la libertad.  
“Asegurada en España paz pública, dominados últimos focos rebelión, gobierno se 
ocupa intensamente afirmación sobre bases inconmovibles libertad y orden”. 
Los métodos utilizados por el ejecutivo para contener la insurrección estaban siendo 
por aquellos días duramente respondidos por la prensa de izquierdas extranjera que no 
podía ser sometida, como la nacional, al yugo de la censura previa. Samper rebatía las 
críticas más mordaces con una declaración honorable: el gobierno sólo había actuado 
movido por su sentido patriótico, en aras de defender la democracia de los ataques 
exaltados de aquéllos que intentaban derribarla. La imagen denigratoria que ciertas 
publicaciones radicales proyectaban del ejecutivo español chocaba con la que el 
gobierno pretendía transmitir, la de un gabinete moderado, tolerante y justo.  
Este empeño denodado de contrarrestar las informaciones falaces con la versión 
institucional no impidieron, sin embargo, que siguieran “propalándose con notoria 
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malicia versiones insidiosas respecto supuesta represión cuando acción fuerza pública 
tendió únicamente a ocupar localidades detentadas por rebeldes e impedir continuación 
desmanes y atrocidades conducta gentes extraviadas...”. 
Samper insistía en que el gobierno había impuesto su autoridad con un respeto 
escrupuloso a la ley, por medio de los tribunales de justicia, “sin crueldad ni 
impunismo”. Por todo ello, instaba a sus embajadores a supervisar la prensa más 
belicosa y tratar de imponer a toda costa la versión gubernativa.   
“Sírvase Vuecencia divulgar información precedente procurando desmentir noticias 
sensacionales absurdas basadas fantasía imaginación y mala fe probada quienes las 
transmiten”255. 
En este afán intervencionista del gobierno, la escalada de control sobre la prensa 
extranjera se acentuó hasta límites insospechados. Las dificultades del ejecutivo para 
silenciar a las publicaciones internacionales le llevó a adoptar la solución desmedida de 
suspender el servicio telefónico con el exterior para truncar, así, el suministro de 
noticias desde las agencias españolas a periódicos extranjeros y, sobre todo, el envío 
telefónico de las noticias realizadas por los corresponsales y enviados especiales en 
España. Así lo atestigua la circular emitida desde el Ministerio de Estado a la Embajada 
de París el 13 de octubre de 1934, en la que Samper no escatimaba en vetos a la prensa 
exterior:  
“En vista de la persistencia con que ha venido utilizándose la comunicación 
telefónica con el extranjero para la transmisión de noticias falsas cursadas con el avieso 
propósito de causar daño España, el Gobierno de la República ha adoptado la resolución 
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de suspender temporalmente ese medio de comunicación quedando expeditas las otras 
vías”. 
Suspendida la comunicación telefónica con el exterior, los periódicos se veían 
privados de la única fuente inmediata de transmisión de noticias. La alusión del 
gobierno a las otras vías activas de comunicación parecía una concesión irónica; el 
servicio de Correos habría demorado tanto los envíos de las informaciones que éstas 
habrían caducado mucho antes de su publicación. La única alternativa para los rotativos 
que quisieran informar sobre España era el cauce institucional. Y el gobierno se ofrecía 
con agrado a entregar todos los datos actualizados:  
“El Gobierno español proporcionará al exterior informaciones verídicas sobre la 
situación en España bien directamente valiéndose incluso de la radio bien por medio de 
sus representantes en el extranjero”256. 
Ésta fue la solución desesperada de un gobierno impotente ante la proliferación de 
críticas y de denuestos entre la prensa exterior. Pero no sería, ni mucho menos, la única. 
A los pocos días de que se produjera el levantamiento de Asturias, el gobierno debutaba 
con la medida de imponer también la censura sobre las noticias que los corresponsales y 
enviados especiales remitían a sus respectivos periódicos. La censura, en este caso, 
superaba las fórmulas subrepticias de amenazas, más o menos solapadas, de detención y 
extradición de corresponsales (supuestos que se cumplieron en algunas ocasiones); el 
gobierno desplegaba mecanismos de auténtica censura previa con la complicidad 
indispensable de la compañía de Teléfonos y Telégrafos. Las informaciones de los 
corresponsales eran enviadas mediante despachos telegráficos o por telefonemas y en 
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ambos casos, los escritos y conversaciones eran sometidos a un chequeo 
pormenorizado. 
El gobierno boicoteó, de este modo, la comunicación directa entre los 
corresponsales extranjeros afincados en España y sus respectivas agencias de noticias o 
periódicos. Éstos debían depositar una copia de cada despacho en la oficina de censura 
y sólo después de que el funcionario hubiera realizado las indicaciones y supresiones 
oportunas, podía transmitir la noticia a su centro de destino.  
Las injerencias del ejecutivo en la actividad periodística de los corresponsales 
desataron las quejas de los periódicos afectados. Por medio de los conductos 
diplomáticos, muchos transmitieron al gobierno su disconformidad por los incordios y 
perjuicios que les ocasionaban tantas intromisiones. Una de las primeras embajadas en 
elevar su protesta ante el Ministerio de Estado, o al menos una de las primeras en ser 
atendida por el gobierno, fue la alemana y Samper tomó en consideración sus 
razonamientos, que hizo llegar, a su vez, a su colega de Guerra para que adoptara las 
medidas oportunas. La embajada alemana resaltaba el retraso en la comunicación que 
entrañaba la censura gubernativa. Para evitar la demora, proponía la alternativa de 
delegar los envíos de informaciones en la Agencia Oficial de noticias alemana, cuyo 
representante en Madrid, el señor von Goss, tendría comunicación directa, sin 
intermediarios gubernativos, con los periódicos germanos. Aunque la decisión última 
dependía del ministro de la Guerra, responsable de la censura de prensa mientras 
permaneciera vigente la ley marcial, su homólogo de Estado le comunicaba su 




en los periódicos alemanes dadas por la D.N.B. Agencia Oficial de Noticias alemana, 
han sido de carácter objetivo y neutral”257. 
La censura previa sobre las noticias de los corresponsales era un juego trivial en 
comparación con otros métodos mucho más cuestionables. Uno de ellos fue la detención 
de periodistas incómodos. Por el mes de octubre de 1934 ya había corrido como la 
pólvora la noticia de la ejecución del periodista Sirval y otros muchos profesionales 
eran encarcelados por presuntos delitos de imprenta cometidos por medio de artículos 
que incitaban o aprobaban la insurrección. La mayoría eran expulsados del país al 
abrigo de la legislación vigente sobre orden público que preveía medidas drásticas de 
extradición para todos los corresponsales que ejercieran eventualmente su actividad en 
el país; otros eran retenidos por mucho más tiempo del que parecía prudente y sin que 
existieran pruebas concluyentes sobre sus informes difamatorios o subversivos. Esta 
situación pareció sufrir un corresponsal portugués que el 19 de octubre de 1934 obtenía 
el apoyo de su embajada para logar su excarcelación. 
“Ante noticias publicadas esta prensa de haber sido detenido ahí periodista Tilerro 
Alves corresponsal del “Diario de Lisboa” continuamente Dirección este periódico me 
ruega manifieste V.E. que la labor periodística dicho corresponsal viene siendo 
favorable Gobierno español como he tenido ocasión comprobar tratándose de un 
periódico que nos es completamente afecto”.  
El ministro de Estado ratificaba la aseveración del embajador de Lisboa y sugería al 
ministro de la Guerra, al que daba traslado de la demanda, la liberación del detenido.  
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“Lo que tengo el honor de trasladar a V.E. debiendo advertir que leídos los artículos 
y las informaciones que el referido Sr. Alves hombre de ideas de izquierda ha enviado a 
su periódico, archivados en la Oficina de prensa de este Ministerio, contiene todos ellos 
informaciones bastante exactas de los sucesos de España y en todas ellas se nota un 
franco afecto y simpatía hacia nuestro país”258. 
Su adhesión al régimen español y sus artículos complacientes no lo salvaron del 
castigo del encarcelamiento. En este caso, la posición probada del periódico, proclive al 
gobierno español, le mereció la exculpación, pero otros periodistas extranjeros no 
tuvieron la oportunidad de argüir motivos para su legítima defensa; recibían la orden 
fulminante de expulsión.  
Ésta fue la suerte que corrió una periodista alemana, Ilse Wolff Hirsch de Rivera, 
corresponsal alemana con nacionalidad española por matrimonio, quien fue detenida el 
7 de octubre de 1934, un día después de que estallase la revolución de Asturias, en la 
Dirección General de Seguridad. Un mes después, el 19 de noviembre, fue expulsada 
del territorio nacional por una resolución del Ministerio de la Gobernación, a propuesta 
de la Dirección General de Seguridad, que la reputaba de “indeseable por los borradores 
de los artículos que se le confiscaron, de carácter político-informativo marcadamente 
extremistas, que podían servir de información, no sólo a la Prensa extremista, sino 
también para una organización comunista internacional, siendo su permanencia en 
España perjudicial para el orden público”.  
La periodista presentó un recurso de amparo al Tribunal de Garantías 
Constitucionales, que admitió sus razones por la ineficaz aplicación del procedimiento 
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administrativo, ya que el gobierno olvidó cumplir con su obligación legal de notificar a 
la interesada la orden de expulsión y otorgarle con ello ocasión de formular el recurso 
de alzada pertinente. Además, en su celo descomedido, el gobierno obvió que la 




Aquellos periódicos internacionales que escapaban del denso aparato fiscalizador 
del gobierno español y difundían artículos o noticias contrarios al ejecutivo eran 
boicoteados en las fronteras para impedir su venta en el mercado nacional. El 2 de 
noviembre de 1934 un delegado del General de la Cuarta División se comunicaba con el 
ministro de la Guerra mediante un telegrama cifrado para notificarle que:  
“Vistas informaciones y campañas tendenciosas periódico francés L‟Humanité, 
ordena se impida entrada por frontera Cataluña dicho periódico, del que remito correo 
recortes para justificar medida, de la que ruego su aprobación”260. 
El gobierno revisaba a conciencia lo que se publicaba dentro y fuera del país. La 
supervisión de las noticias sobre la insurrección de Asturias publicadas en el extranjero 
se efectuaba gracias al trabajo de inspección asumido por los cargos diplomáticos. El 25 
de octubre de 1934, el ministro de Estado exigía a sus representantes en el exterior 
informes periódicos sobre las noticias publicadas por la prensa de cada país. En ellos los 
embajadores también debían notificar las actividades escrutadoras de la prensa 
desarrolladas desde las oficinas consulares con el fin de evitar que algún cónsul 
despistado no acatase el imperativo con el esmero conveniente y alguna noticia 
reprobable le pasara inadvertida.  
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Dentro de las limitaciones lógicas del gobierno para censurar a la prensa extranjera, 
las embajadas y consulados se atrevían a impartir orientaciones, a enmendar deslices o a 
vetar informaciones que estimaban tendenciosas. La capacidad de injerencia de los 
cargos diplomáticos acreditados en otros países llegaba al punto de aplicar, en 
ocasiones, métodos represivos sobre los medios de información.  
Esto es lo que ocurría con la difusión radiofónica. El margen de maniobra del 
gobierno era mucho más amplio cuando las noticias que le concernían se divulgaban por 
radio. Por lo general, las informaciones sobre asuntos internacionales eran 
suministradas a las emisoras por conducto de los órganos diplomáticos y éstos se 
encargaban de establecer criterios de corrección que apuntaban directamente a la 
censura previa. 
El 24 de octubre de 1934 el cónsul de Tolouse mantenía una comunicación epistolar 
con el embajador de París, Juan F. Cárdenas, sobre una noticia espinosa difundida por 
Radio-Tolouse. La misiva pone de manifiesto las estrategias utilizadas por el ejecutivo 
español para boicotear las noticias que cuestionaran sus procedimientos. En su carta, el 
cónsul le desvelaba los entresijos de la censura consular “sobre los telegramas que 
afectan a España, antes de ser radiados” y atribuía la responsabilidad de la noticia 
difundida al periódico La Dépêche, que utilizaba las dependencias de la radio a partir de 
las seis de la tarde.  
“De todas maneras, he recabado de nuevo de Radio-Tolouse la seguridad de que no 




previamente sobre la conveniencia de su publicación”, confirmaba el cónsul, quien 
agregaba a modo de epílogo tranquilizador:  
“y en este mismo momento me he visto precisado, a cortar la redacción de este 
escrito para censurar múltiples despachos de Radio-Tolouse que irán incorporados a los 
Bulletins d‟information de esta noche”. 
Insatisfecho con este veto, el cónsul finalizaba con una declaración de intenciones 
sobre sus siguientes pasos de censor voluntarioso:   
“He pedido día y hora a Monsieur Sarraut, director de La Dépêche, para expresarle 
la confianza que V.E. pone en su concurso personal con objeto de evitar la repetición en 
lo futuro de posibles indiscreciones”261. 
Las competencias censuradoras del gobierno español sobre la prensa extranjera que 
carecía de corresponsales en el país eran más comedidas. Su poder de coacción 
dependía, con frecuencia, de la buena disposición de los periódicos a acatar las 
consignas diplomáticas, aunque los embajadores y los cónsules hicieran todo cuanto 
estaba a su alcance para imponer la opinión oficial de su gobierno. Para ello, los 
representantes diplomáticos solían mantener conversaciones privadas con los directivos 
de los medios de comunicación menos afines al gobierno español en las que trataban de 
convencerlos de que rectificasen informaciones críticas o de que cejasen en sus 
campañas infamatorias contra el ejecutivo. A menudo se entrevistaban con dirigentes 
políticos y les proponían acuerdos bilaterales para impedir, en ambas direcciones, la 
publicación de noticias difamatorias, pero todas las herramientas al alcance del gobierno 
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eran de escaso valor porque el aparato censor no podía traspasar las fronteras 
nacionales.  
Un ejemplo ilustrador lo encontramos en la carta que el embajador en París envió al 
subsecretario de Estado, José María Aguinaga, el 25 de octubre de 1934. En ella le 
informaba de sus gestiones con algunos de los rotativos que más perturbaban al 
ejecutivo español, Le Petit Parisien, Paris-Soir, Le Presse y Le Journal, aunque le 
confesaba que apenas confiaba en la eficiencia de su mediación.  
El diplomático se había entrevistado con sus directores para solicitarles que fueran 
benévolos con el gobierno español, por tratarse de un Estado “constitucional y 
parlamentario”.  “(...) al referirse a posibles ejecuciones –escribía, en alusión a los 
implicados en la sublevación de Asturias que serían condenados a pena capital- no 
puede ni debe presentarse al Gobierno español como un Gobierno cruel, sediento de 
venganza, sino al contrario, como dijo el Presidente en su histórica alocución, „que se 
hará justicia sin rencores, ni crueldades‟...” 
Cárdenas remachaba sus gestiones diplomáticas con un encuentro amistoso con 
representantes políticos franceses, como Sarraut y Herriot, “para pedirles que influyan 
cerca de sus amigos de la prensa en el sentido antes indicado. Ambos, en términos muy 
amistosos, me han prometido hacerlo”262.  
Este embajador desempeñó su cometido con rigor e informaba al ministro de Estado 
sin retrasos de cada artículo tendencioso o contrario a la labor del gobierno. Algunas 
publicaciones extranjeras eran revisadas al milímetro y los representantes diplomáticos 
se apresuraban a exigir la rectificación del rotativo cuando advertían algún matiz lesivo 
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para el ejecutivo español. Las fórmulas de presión no eran siempre tan débiles como 
habría cabido esperar y muchos periódicos publicaban a los pocos días una 
rectificación. Le Jour, por ejemplo, corregía una noticia sobre la destrucción de la 
Universidad de Oviedo, que el articulista había imputado a los bombardeos del 
gobierno; al día siguiente hablaba de una “sensible inexactitud” y atribuía los destrozos 
a los vándalos de la ciudad.
263
 
La labor supervisora de los diplomáticos llevaba pareja una faceta de investigadores 
para averiguar las fuentes de las que se habían nutrido los periódicos. De este modo, era 
factible mejorar el operativo censurador, ya que el gobierno español podía tomar 
medidas contra las personas que facilitaban los informes a los rotativos extranjeros. El 
embajador en París ponía al corriente al ministro de Estado de una noticia publicada en 
Le Midi-Socialiste el 26 de diciembre de 1934 y se atrevía a conjeturar quién estaba 
detrás de la información.  
 “(...) parece que copia literalmente una denuncia presentada ante el Fiscal de la 
República en Madrid por el diputado a Cortes Señor Marco Miranda.... El hecho de 
darse a periódicos extranjeros para que sirvan de pasto a la voracidad de ciertos sectores 
de lectores documentos tan graves implica una seria responsabilidad que no sería difícil 
hacer efectiva”264.  
El embajador apuntaba, entre líneas, la opción de amordazar a los informantes 
españoles para impedir que se propagasen noticias contrarias al régimen en el exterior. 
No era una idea nueva en Cárdenas. Un mes antes, el 6 de noviembre, había notificado 
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al ministro sus gestiones de vigilancia de la prensa parisina para alertarle de las noticias 
divulgadas por este mismo rotativo sobre “temas relacionados con el movimiento 
revolucionario”. El embajador adjuntaba en su carta tres recortes del periódico que 
habían levantado sus recelos y advertía al ministro sobre el tercero: “una carta firmada 
desde la cárcel modelo de Madrid, con fecha 30 de octubre por O. Rabaté, secretario de 
la Unión de Sindicatos Unitarios de Gironda y por U.Oppmann, delegado de la 
Asociación Jurídica Internacional”.  
El embajador se preguntaba “cómo ha podido burlar el control de la Dirección de la 
cárcel para hacerla llegar hasta la redacción del Midi Socialiste”.  
Y a renglón seguido, él mismo aportaba la respuesta:  
“El hecho arguye la existencia de complicidades”.  
Cárdenas consideraba que el tono ofensivo para el gobierno y para la organización 
procesal española “constituirá sin duda una figura de delito que justificaría la retención 
de estos individuos en calidad de detenidos aun en el caso improbable de que no hayan 
dado otros motivos para su detención”265. 
En este caso, no empleó muchos tapujos: en su misiva sugería sin vericuetos al 
gobierno que remediara la fuga de informes al exterior antes de que la imagen del país 
cayera en desprestigio. Y si la única alternativa pasaba por la detención discrecional de 
los informantes, el fin justificaba los medios.  
Era la misma táctica que planteaba, muy subrepticiamente, en otro informe remitido 
al ministro de Estado el  21 de noviembre de 1934 donde le daba cuenta de un artículo 
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muy agresivo publicado en L’Eclair. El embajador reproducía en el telegrama algunos 
párrafos literales del texto, parafraseaba otros, y subrayaba la oración decisiva: 
“Hasta el mismo articulista fue amenazado con la misma suerte (la muerte de otro 
periodista, Sr. Sirval) por un capitán de la guardia civil”. 
Cárdenas comentaba la razón del subrayado; según noticias fidedignas que había 
recibido recientemente, el firmante del artículo “se encuentra actualmente en Burgos, lo 
que parece confirmar la frase de su artículo que me he permitido subrayar”266. 
El periodista firmante ejercía su labor desde dentro del país, como corresponsal fijo 
en España o como enviado especial. Con esta precisión sutilísima, el embajador invitaba 
al gobierno a poner en práctica una de sus habituales fórmulas de coacción: el 
ultimátum de expulsión.  
El procedimiento más legalista del gobierno contra los rotativos adversos en el 
exterior era la interposición de una querella criminal. El 12 de noviembre, el embajador 
de España en París proponía esta opción ante el escrito firmado por un tal Louis 
Lartiguo, en el que “injuria fuertemente al Gobierno de la Nación y a su representante 
en París (él mismo), con motivo de la represión por las autoridades españolas de los 
sucesos revolucionarios ocurridos últimamente en España. El código penal francés, en 
su artículo 84,…define el delito y establece la pena. Antes de tomar ninguna 
determinación, me permito someter el caso a V.E. por si estima debo enviar una nota a 
este Ministerio de Negocios Extranjeros”267. 
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Las presiones internacionales eran paralelas a la perseverante actividad 
propagandística emprendida por el ejecutivo de España. Junto a las imparables notas 
informativas, el gobierno pronto ideó el desarrollo de una campaña de propaganda 
institucional para transmitir a la opinión pública internacional la imagen gratificadora de 
una República de ley, orden y moderación. 
El presidente del Consejo de Ministros encargó la redacción del escrito a Víctor de 
la Serna y el 11 de diciembre de 1934 le comunicaba por escrito la resolución.   
“Dadas las circunstancias que en usted concurren ha acordado el Gobierno 
encargarle la redacción de un folleto de propaganda, en varios idiomas, para hacer 
conocer en el extranjero la verdad real de los acontecimientos revolucionarios acaecidos 
en España y actuación del Gobierno frente a la rebelión...”268. 
El gabinete radical-cedista aseguraba en sus primeras notas haber controlado con 
celeridad los disturbios revolucionarios de octubre, pero dos meses después de que 
sofocara las revueltas, el tema aún seguía candente en el exterior, donde el tejido censor 
no era tan tupido como en España. El gobierno miraba sin cesar a Europa y trataba a 
toda costa de eclipsar la imagen negativa que algunos medios hostiles lograban expandir 
por sus países.  
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3.4. DIRECTRICES, CONSIGNAS Y PAUTAS DE 
LA CENSURA CON LOS GOBIERNOS DEL 
SEGUNDO BIENIO  
La revolución de Asturias fue el acontecimiento que determinó el endurecimiento de las 
fórmulas empleadas para fiscalizar a la prensa. A partir de entonces, las publicaciones 
estuvieron sometidas a un chequeo perseverante, vieron sus noticias y artículos 
cercenados por el rigor del censor y sufrieron voluminosas sanciones cuando 
cometieron la imprudencia de incumplir los preceptos que les había impuesto la 
administración. Pero la rigidez del aparato censor no conllevó una extinción –ni siquiera 
una mitigación- de las tradicionales consignas que los gobernadores civiles –siguiendo 
instrucciones de Madrid- hacían llegar de forma rutinaria a los directores de los 
rotativos de su provincia. Las intromisiones de la autoridad empezaban, en 
consecuencia, antes de que se arbitrasen las medidas de censura. El gobierno se 
anticipaba casi siempre a la previsible audacia de las publicaciones más beligerantes y 
prefería adoptar estrategias de prevención antes que curas de enmienda. A estos 
periódicos se los escarmentaba con conminaciones frecuentes y se les fijaban los 
horizontes vetados por prescripción gubernativa; la política nacional e internacional, los 
disturbios y problemas de orden público o los conflictos laborales fueron temas tabúes 
hasta el fin de la Segunda República.  
Las consignas previas eran, en consecuencia, tan relevantes como el escrutinio 




coalición que ocuparon el gobierno durante el segundo bienio republicano, los 
altercados de orden público ocuparon un lugar eminente. La inestabilidad política y las 
revueltas sociales que se saldaban a menudo con muertes y con multitud de heridos 
provocaban un clima de agitación social que atormentó a todos los gobiernos de la 
Segunda República, sin distinción de posiciones ideológicas. Primero la izquierda y 
luego la derecha tuvieron que lidiar con continuas manifestaciones de obreros y 
campesinos descontentos que derivaban casi siempre en disturbios violentos; debieron 
hacer frente a insurrecciones y levantamientos revolucionarios y a peligrosas 
conspiraciones contra el sistema democrático que contribuyeron a reforzar las medidas 
de control para evitar los desmanes públicos y que, en el régimen informativo 
establecido, ocasionó un mayor recorte de la libertad de prensa.  
Las informaciones sobre alteraciones del orden público estaban sometidas a una 
inspección meticulosa y era habitual que el ministro de la Gobernación instruyera a los 
gobernadores civiles sobre los temas que los periódicos podían y no podían abordar. 
Aquellos asuntos que el gobierno juzgaba demasiado delicados como para permitir que 
la prensa informara sobre ellos eran extirpados en su integridad; en otras ocasiones, la 
censura simplemente depuraba la información controvertida, suprimiendo ciertas partes 
del texto o modificando algún matiz de la noticia.  
Los asuntos de calado político también eran supervisados con un celo especial y 
algunas cuestiones, como las disensiones internas en el seno del gobierno, se hallaban 
en un terreno permeable sólo bajo el horizonte que marcaba Gobernación. Las diversas 
crisis de gobierno por las que atravesó la coalición de derechas, y que ocasionaron la 
reorganización de las fuerzas integrantes del ejecutivo, motivaron una radicalización 




todos los gobernadores civiles para que abortaran la publicación de cualquier 
información sobre el tema que no estuviera previamente consensuada y admitida por el 
gabinete de censura, órgano que, a su vez, debía pactar los contenidos susceptibles de 
ver la luz y la línea informativa permisible con el Ministerio de la Gobernación, o con el 
Gobierno Civil de Madrid, colaborador estrecho del anterior.   
Las pugnas internas en las coaliciones encabezas por los republicanos radicales de 
Lerroux fueron habituales durante los dos años del bienio rectificador. Detrás de las 
reiteradas crisis gubernativas se encontraban las presiones del partido que había 
obtenido el mayor respaldo popular en las urnas, la CEDA, para incrementar su 
capacidad decisoria, una aspiración a la que siempre se opuso el presidente de la 
República, Niceto Alcalá-Zamora, ante la negativa de Gil Robles de reconocer el 
régimen republicano. Con un ejecutivo en minoría, la situación de los distintos 
gabinetes radicales era débil e inestable, pero Alcalá-Zamora era consciente del peligro 
que supondría la entrada de la CEDA en el gobierno. La oposición en bloque era 
contraria al ingreso de la confederación que presidía Gil Robles, hasta el punto de que 
fue su entrada, con tres ministros, en el gobierno la que, según numerosos historiadores,  
precipitó la insurrección de Asturias.  
La representación que la CEDA alcanzó en el nuevo gabinete del 4 de octubre de 
1934 no fue suficiente para saciar las ansias de poder de José María Gil Robles. Éste 
siguió presionando al partido de Alejandro Lerroux para ostentar un peso numérico en 
el ejecutivo que resultara acorde con la relevancia política de su partido. Y estas 
presiones continuadas fueron minando a la coalición radical-cedista y desencadenando 




El aparato de censura recurrió en esos casos a las consabidas consignas para frenar  
la divulgación de informaciones que aireasen las disputas en el seno de la coalición. Las 
instrucciones gubernativas escondían, en numerosas ocasiones, intereses claramente 
partidistas. Por su posición mayoritaria dentro del gobierno de coalición, el Partido 
Radical de Lerroux disfrutaba de ciertos privilegios, y se arrogaba la potestad de 
censurar aquellos datos que estimaba impertinentes en las noticias que la prensa 
divulgaba sobre sus reuniones o acuerdos. El 12 de enero de 1935, el ministro del ramo 
precisaba a sus gobernadores:   
 “Cuídese V.E. que censura impida publicación prensa, radio o cualquier 
procedimiento, otra versión que no sea la dada por Presidente Consejo o por mí, sobre 
reunión Ministros Partido Radical”269.  
El ministro, no conforme con este imperativo, abundaba en sus suspicacias y dos 
días después, el 14 de enero, se mostraba así de rotundo en sus mandatos:  
 “Reitero V.E. cumplimiento mi circular telegráfica nº 4 fecha 12 actual, 
encareciéndole especial cuidado con la información de la “Agencia Sagitario” en la que 
deberá censurar todo cuanto no se ajuste a lo ordenado en dicha circular relativa a la 
reunión Ministros Partido Radical”270.  
También en este caso la orden expresa se siguió sin desviaciones. ABC se limitó a 
transcribir, en clave casi telegráfica, las intervenciones que se produjeron en el 
transcurso de la reunión y difundió únicamente las declaraciones que efectuaron el 
presidente del gobierno, Alejandro Lerroux, y el presidente de las Cortes, Santiago 
Alba. El cumplimiento de la previsión gubernativa fue tan estrecho que resultaba difícil 
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comprender el motivo de la reunión; ésta obedecía al intento de mantener la 
composición del gobierno, con el apoyo de la CEDA, después de que José María Gil 
Robles reclamara una participación mayor.
271
 
El Debate publicó una noticia escueta y respetuosa con los dictados de Gobernación 
en la que resaltaba el “amplio voto de confianza” que los ministros radicales otorgaron a 
Lerroux para sellar acuerdos con la CEDA y mostraba un clima de entendimiento y de 
paz entre las fuerzas que integraban el gobierno
272
.   
También La Nación y El Sol informaban con parquedad de la reunión de ministros, 
siguiendo las indicaciones que introducía la nota de Gobernación.  
La presunta armonía que, según la versión dulcificada de la censura gubernativa, 
existía en el seno de la coalición radical-cedista no evitó la ruptura de los partidos 
coaligados. En marzo de 1935 la reconstrucción de la coalición no fue viable porque la 
CEDA y el partido agrario exigieron nuevamente una representación mayor. Alcalá-
Zamora invocó al artículo 81 de la Constitución, que lo facultaba para suspender las 
funciones de la Cámara durante treinta días y nombrar un gabinete interino, y 
encomendó su presidencia a Lerroux, quien formó gobierno el 3 de abril de 1935. Al 
frente de Gobernación se situó el independiente Portela Valladares, que sustituyó en el 
cargo al radical Eloy Vaquero.   
El asunto político que desencadenó la crisis de finales de marzo de 1935 fue el 
debate interno sobre el indulto del diputado socialista Ramón González Peña y de unos 
veinte condenados más. El juicio se celebró en febrero de 1935 y se culpó a González 
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Peña de ser el máximo dirigente del movimiento en Asturias. La sentencia, dictada el 15 
de febrero, le impuso la pena capital. Sin embargo, la oleada a favor de la conmutación 
en el extranjero persuadió a las autoridades de la conveniencia de no crear mártires 
políticos. El general  López Ochoa firmó la petición de indulto a demanda del consejo 
de Ministros, concedida el 29 de marzo de 1935. Indulto al que se opusieron la CEDA, 
los agrarios y el melquiadista Joaquín Dualde.
273
Todos ellos abandonaron el gobierno 
por defender una posición irreconciliable.   
En el mes de abril de 1935 los cuatro líderes de los partidos de la coalición anterior 
(Lerroux, Gil Robles, Melquíades Álvarez y Martínez de Velasco) rubricaron un nuevo 
acuerdo. Gil Robles exigió una mayor presencia dentro del gobierno y Lerroux fue 
sensible a su demanda. El 6 de mayo formó gabinete una nueva coalición bajo el mando 
de Lerroux, en la que Gil Robles obtuvo el Ministerio de la Guerra. La CEDA pasó a 
ostentar la mayor representación en el ejecutivo, con cinco ministros.  
Los vaivenes en el seno del gobierno y las negociaciones entre los dirigentes 
políticos para sellar la crisis vieron la luz pública con significativos recortes y 
depuraciones. La censura se encargó de redoblar sus esfuerzos para eliminar cualquier 
opinión negativa al respecto, por medio de las oportunas circulares provenientes de 
Gobernación, de modo que las escasas noticias y las opiniones mínimas que aparecieron 
durante aquellos días de marzo y de abril en los medios estaban sujetas a un tratamiento 
específico, expresamente indicado por el gobierno en sus instrucciones puntuales.  
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El 29 de marzo de 1935, el ministro difundía, de modo muy urgente, la circular 
número 12, prescribiendo lo siguiente:  
 “Sírvase V.E. dar orden terminante extremar vigor censura e intervenir en prensa y 
radio para evitar toda noticia, información o comentario perturbe tramitación crisis y 
signifique coacción para el Poder que ha de restaurarla. Tampoco debe acogerse otras 
opiniones sobre personas o soluciones probables que aquellas hagan los jefes grupos 
consultados por S.E”274.  
Ni informaciones aventuradas sobre la negociación de la crisis ni opiniones de 
políticos consultados por la prensa. El tema debía ajustarse escrupulosamente a los 
parámetros que prescribía el gobierno.  
Las pautas se acataron con bastante fidelidad y, en general, los periódicos de uno y 
otro signo eludieron los pronunciamientos enconados y las opiniones exaltadas.  
ABC no se desvió un milímetro de la versión institucional. El mismo día que 
Gobernación transmitía a los gabinetes de censura las últimas nociones de actuación en 
relación con la crisis, el periódico monárquico publicaba una extensa información 
gráfica con un nutrido número de imágenes sobre la tramitación de la crisis e insertaba 
declaraciones de diversos protagonistas. El prolijo tratamiento informativo de la víspera 
contrasta con la parquedad expositiva con la que la publicación abordaba la tramitación 
de la crisis un día más tarde. Aquel despliegue informativo inicial se producía el mismo 
día 29 de marzo, por lo que es altamente improbable que el rotativo pudiera haber 
recibido ya las consignas más recientes de censura. Sí las tenía en su mano el 30 de 
marzo, cuando, planteada la crisis total de gobierno y confirmada la noticia del 
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polémico indulto de Ramón González Peña y al resto de responsables de la revolución 
de Asturias, ABC despachaba el tema en una escueta página, sin una fotografía de 
misericordia y sin aportar declaraciones distintas de las autorizadas. Por toda versión, el 
periódico reproducía las palabras del presidente del Gobierno, Alejandro Lerroux, 
admitiendo la crisis y augurando su previsible solución. En esa misma página, un faldón 
recuadrado advertía a sus lectores de que el número había sido visado por la censura
275
. 
Paradójicamente, El Debate invirtió los términos en su tratamiento informativo. El 
29 de marzo de 1935, antes de recibir las instrucciones impartidas por censura, el 
periódico se hacía eco de la tramitación de la crisis, todavía sin resolver, con tal 
diplomacia que evitaba reproducir la palabra vetada „crisis‟ y planteaba el espinoso 
tema de las disensiones internas del gobierno con tal liviandad informativa que es 
imposible discriminar si existía realmente alguna dificultad en el seno de la coalición o 
simplemente discutían sobre las vacaciones de verano. La austeridad informativa sobre 
la situación política nacional sorprendía al compararla con la profusión de datos 
relativos a la crisis del gobierno belga
276
. 
El 30 de marzo, sin embargo, tenía el coraje de desafiar parcialmente las órdenes de 
censura y tras conocer la determinación gubernativa de conmutar la pena de muerte a 
todos los implicados en la revolución de Asturias saltó a la palestra periodística con un 
artículo aventurado:  
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“Se ha producido la crisis. Quedan además indultados de la pena de muerte el jefe 
de la revolución de octubre y varios compañeros de crímenes. Dos hechos que nosotros 
no hemos querido; pero dos hechos consumados a la hora presente...”277. 
El editorial, por supuesto, exhibía el emblema, a doble columna, del Visado por la 
Censura. 
Las consignas previas eran, por lo tanto, frecuentes. El ministro de la Gobernación 
no se relajaba en el envío de notas a sus gobernadores civiles para que la prensa de la 
zona acatara a rajatabla las reiteradas instrucciones. Una de las más elementales en el 
plano internacional, procedente de un gobierno cada vez más escorado hacia la 
ultraderecha, era que la prensa respetara a los líderes emergentes de los movimientos 
totalitarios que se expandían por Europa. La imagen de Hitler y de Mussolini y el trato 
denigratorio que cierta prensa española les ofrecía perturbaba al gobierno, que insistía 
sin descanso en sus instrucciones. 
El 11 de diciembre de 1934 el ministro de la Gobernación difundía la circular 152, 
en la que indicaba sin el menor reparo:  
 “Ruego V.S. ordene al Jefe encargado Censura impida se publiquen caricaturas ni 
nada en que se difame a los Jefes de Estado, fijando especialmente su atención en lo que 
se refiere al Jefe del Estado alemán, por recibirse quejas de la Embajada de dicha nación 
en este sentido”278. 
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Las directrices, por supuesto, iban acompañadas de la atenta vigilancia del gabinete 
censor quien debía ratificar que las orientaciones eran cumplidas sin excepción, como 
de hecho sucedió. Ni siquiera las publicaciones de cariz más izquierdista osaron 
infringir los imperativos gubernamentales y extirparon las sornas caricaturescas de sus 
páginas.  
La inquietud del ministro de la Gobernación por la coyuntura internacional, en un 
momento en el que Europa sufría la convulsión de los movimientos totalitarios 
(fascismo y comunismo) no languidecía y con su preocupación se intensificaban 
también los mandatos perentorios a la prensa. Desde finales de 1934 y a lo largo de todo 
el año 1935 se multiplicaron las circulares del ministro de la Gobernación a los 
gobernadores civiles (que éstos a su vez transmitían a los alcaldes de su provincia) para 
eliminar cualquier comentario que pudiera resultar ofensivo, injurioso o difamador para 
los líderes de las dos grandes potencias totalitarias.  
El clima de belicismo que a mediados de los años treinta ya empezaba a salpicar a 
Europa también desazonaba al ejecutivo español que procuró suprimir de un plumazo 
comentarios mordaces de aquellos periódicos más combativos con los regímenes nazi y 
fascista. En 1935 el punto tórrido de las relaciones internacionales se situaba en el 
litigio abierto entre Italia y Etiopía, y en la más que previsible contienda bélica ante los 
afanes imperialistas de Mussolini, quien, en octubre de aquel año, acabó, en efecto, 
invadiendo el país. El gobierno del segundo bienio procuró, en este punto, mantenerse 
al margen, adoctrinando a la prensa para que adoptara también una neutralidad 
benevolente hacia el régimen dominador de Mussolini, e impartió las órdenes oportunas 
para que los rotativos de izquierdas no cuestionaran ni reprobasen los anhelos 




El 22 de agosto de 1935, el entonces ministro de la Gobernación, Portela Valladares, 
hacía llegar a todos los gobernadores civiles, excepto al de Orense, al Alto Comisario de 
España en Marruecos y al Delegado del Gobierno de Mahón la circular número 57, 
apremiando a sus delegados a llamar a los directores de los periódicos para 
comunicarles “que por deberes ante España y por consideración a órdenes Gobierno, 
deben abstenerse de publicar noticias sobre movilizaciones que no existen y que sólo 
existen para extender, con daño del país, alarmas que no tienen la más remota 
justificación”279. 
En aquel verano de 1935 algunos rotativos se habían hecho eco de un rumor 
insistente que apuntaba hacia la participación de España en el inminente conflicto bélico 
entre Italia y Etiopía. La noticia se había propagado a causa del movimiento de tropas 
que se había detectado en el sur del país y que un sector considerable de la prensa 
interpretó como un gesto indicativo de la inmediata intervención de España a favor de 
los intereses italianos. Con este telegrama, el gobierno se apresuraba a desmentir dichas 
informaciones y de paso vetaba a la prensa cualquier posibilidad de informar sobre un 
tema de rabiosa actualidad.   
Por esas fechas coexistían en España los tres estados de excepción previstos por la 
ley, lo que implicaba la ausencia oficial de la censura previa en aquellas provincias que 
vivían en estado de prevención. De ahí que la autoridad buscara parapetos legales para 
hacer entrar por el aro a los periódicos reticentes que ejercían su actividad en ciudades 
donde no estaba instaurada la censura previa.  
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 “Si, no obstante, estos requerimientos, publicasen informaciones que desde ahora 
puede asegurarse son falsas, tenga V.E. en cuenta disposiciones Ley Imprenta para 
hacerles cumplir rigurosamente y también que en el número cuarto del artículo tercero 
de la Ley de 28 de julio de 1933 considera como actos contra el orden público los que 
se dirijan a perturbar el normal funcionamiento de las Instituciones del Estado, para 
aplicarles las sanciones que el artículo 18 del mismo texto legal autoriza a imponer a los 
Gobernadores”.  
Aunque en ese instante específico prevaleciera en buena parte del país la libertad de 
expresión, Portela Valladares dejaba constancia de que sólo conculcaba derechos 
fundamentales por un sentido extremo de responsabilidad. Por eso concluía su discurso 
con un inciso que, seguramente a su juicio, lo eximía de toda tentación autoritaria:  
“No puede tolerar la Autoridad pasivamente que se cree un ambiente de 
preocupación nacional, siempre peligroso, sin el más remoto fundamento”280.  
La amenaza de guerra en la esfera internacional inquietó en aquellos meses al 
gobierno español, muy preocupado por el tratamiento que podía dar del conflicto la 
prensa menos adepta. Para evitar denuestos contra el régimen de Mussolini, los 
diferentes ministros lanzaban mandatos asiduos, unas veces con laconismo y otras con 
un estilo rimbombante y farragoso con el que pretendían conferir mayor crédito a sus 
consignas y justificar una arenga que intentaban envolver en ropajes de neutralidad, 
aunque su preocupación por las críticas más cáusticas de algunas publicaciones 
denotase a veces cierta complicidad, e incluso una simpatía solapada.  
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 En la circular número 64, fechada el 16 de septiembre de 1935, el ministro de la 
Gobernación hacía un llamamiento ferviente a la responsabilidad cívica de la prensa 
para respetar el concierto de naciones y la diplomacia internacional. Portela Valladares 
esgrimía un argumento que colmaba el límite del cinismo:    
“En todos los Estados las cuestiones y asuntos de orden internacional, cualquiera 
que sea el régimen de Prensa y por libertades y amplitudes que se conceda al 
periodismo, son tratados atendiendo a los altos intereses del País y con una unidad de 
criterio que hace presentar como una sola opinión a la que se refleja en la Prensa”. 
Y esta petición tan razonable era la que él trasladaba a la prensa de su país, que 
renunciasen a emitir libremente sus opiniones en aras del interés de su Nación.  
“Este concurso de la Prensa no puede faltar al Gobierno español en esos temas que 
están por encima de las divisiones de partidos y de las diferencias políticas por hondas 
que sean”.  
El ministro se iba creciendo a medida que redactaba su nota aleccionadora. De la 
sutileza inicial pasaba a un ruego patriota:  
“Encarezco a V.E. que llame a los directores de periódicos, semanarios y revistas de 
esa provincia, con objeto de rogarles que en este punto y al igual que en el Extranjero 
pasa, atiendan las indicaciones que el Gobierno les haga, en la seguridad de que no será 
llevado de un interés particular y que pudiera considerarse egoísta, sino del interés 
supremo de España”. 
El interés de España era mantenerse neutral en la inminente guerra entre Italia y 
Etiopía para evitar cualquier perjuicio diplomático con el país fascista. Para conseguir 




como la consagración de un régimen liberal de prensa y el intervencionismo 
gubernativo sobre su ejercicio cotidiano, mediante llamadas telefónicas o envíos de 
telegramas a todos los rotativos con las indicaciones del día.  
“En los momentos actuales la dificultad de entrar en estos temas salta a la vista por 
las repercusiones que en el horizonte atormentado de la política internacional pudiera 
tener. La firme orientación del Gobierno no es apartarse ahora y mañana de cualquier 
lucha que se pudiera presentar en Europa y fuera de Ella... y cuenta con que, 
interpretándolo la Prensa, ha de responder a este mismo sentido con neutralidad, pero 
por lo mismo... es preciso no dar motivo ni pretexto a que pudiera entenderse cosa 
distinta en ningún momento, y de ahí aquel encarecimiento a la Prensa que ruego a V.E. 
le transmita, para que se abstenga en sus comentarios y noticias acerca de los debates 
ítalo-etíopes y de la posible guerra, de todo juicio que pudiera ser molesto para los 
Gobiernos de los dos países”. 
La exhortación del gobierno a la moderación voluntaria de la prensa no iba exenta 
de la amenaza consiguiente para aquellas publicaciones que se atrevieran a desobedecer 
las órdenes de censura. Aunque el ministro de la Gobernación disfrazara su discurso de 
una aparente llamada a la sensatez y revistiera sus consignas de consejos paternalistas, 
la circular no dejaba de ser un imperativo insoslayable.  
“Si, contra lo que es de esperar, encontrara V.E. resistencia a seguir este criterio, 
comuníquelo al Ministerio de la Gobernación con el fin en todo caso desde luego 
pasaría a los Tribunales los diarios que al ocuparse de este tema dieran para ello 
motivo”281.  
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Casi todos se cuidaron de no dar motivos al gobierno para que cumpliera su 
amenaza. Aunque por esos meses abundaron las informaciones sobre los preparativos de 
la contienda, las opiniones se contuvieron y las noticias siguieron, por lo general, el 
horizonte de expectativas que había marcado el gobierno.  
El Sol informaba el 22 de agosto de 1935 de las movilizaciones que mencionaba el 
ministro en su telegrama, pero lo hacía para desmentir los supuestos preparativos de las 
tropas españolas, divulgando la nota facilitada por el gobierno y asumiendo sin 
disidencias la versión oficial. El antetítulo con el que encabezaba la noticia ya era 
indicativo de la posición sumisa que adoptaba el rotativo: “Contra unos rumores” y el 
título matizaba en grandes caracteres: “El Gobierno niega en una nota que haya motivo 
para la menor inquietud nacional”. 
El texto era la reproducción literal del comunicado que el gobierno había facilitado a 
la prensa. Con cierta ambigüedad, sin mencionar abiertamente el conflicto bélico que se 
avecinaba, ni a los países en disputa, la nota desmentía la supuesta implicación del 
ejecutivo español en un futuro litigio. La alusión a la previsible contienda se hacía con 
tal prudencia y con tantos eufemismos que el gobierno no hablaba de guerra, ni de 
conflicto, sino de “circunstancias de la política internacional”282.  
Como la mayoría de periódicos de tirada nacional, El Sol complementó la nota 
pública del gobierno con declaraciones del entonces ministro de la Guerra, José María 
Gil Robles.  
La misma fórmula empleó El Debate. Aquel 22 de agosto, el periódico conservador 
publicó íntegramente el comunicado difundido por el gobierno y agregó, además, un 
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extracto de la entrevista sostenida con Gil Robles en la que el ministro insistía en la idea 
del telegrama del día: no había el menor motivo para alertarse, ya que los movimientos 
de tropas se debían únicamente a un ensayo del nuevo plan de reorganización militar.  
El más apasionado de todos en sus planteamientos y el único que se arrogó cierta 
libertad para contravenir las pautas de la censura fue La Nación. Aunque el rotativo 
acató, en términos genéricos, los preceptos gubernativos y hacía público el comunicado 
oficial, se permitió el lujo de encabezar la nota institucional del gobierno con un título 
comprometedor en el que hipotecaba hasta las vísceras:  
“Conviene prevenirse contra el derrotismo bolchevique”, rezaba el antetítulo.  
Y el titular aclaraba:  
“De la operación que Italia prepare en Abisinia, no surgirá la guerra europea”.  
Por si quedaba alguna incógnita sin despejar sobre sus simpatías indefectibles por 
Mussolini, el subtítulo terminaba de desvelar su talante:  
“El derrotismo es el más poderoso auxiliar de la revolución soviética y ésta traerá al 
mundo mayores males que la propia guerra”283. 
Su posición, en la vereda fascista del régimen italiano, le valió el salvoconducto de 
la multa gubernativa. Al calor de estas noticias aduladoras y elogiosas hacia el régimen 
fascista, que no recibían castigo gubernativo, podemos interpretar que la neutralidad 
propugnada por la administración era una forma sutil de someter a la prensa para que no 
defendiera los intereses etíopes.  
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Los métodos asiduos de fiscalización informativa incluían éstas y otras muchas 
prebendas gubernativas. El ejecutivo poseía el poder discrecional de decidir qué podía 
aparecer en la prensa y qué debía suprimirse. Asimismo, orientaba a los órganos 
censores diseminados por las respectivas poblaciones y capitales de provincia acerca de 
cómo debían revisar las publicaciones para desterrar opiniones disconformes con la 
política oficial. Los dictados del ministro de la Gobernación con respecto a los temas 
que podían publicarse en prensa eran, a veces, tan minuciosos que sus circulares 
especificaban incluso las opiniones autorizadas, el matiz admisible o los testimonios de 
personajes relevantes, generalmente políticos, que debían prohibirse.  
La circular remitida por vía telegráfica el 7 de enero de 1935 a todos los gabinetes 
de censura es buena muestra de ello. En ese telegrama el ejecutivo trataba de boicotear 
cualquier noticia complaciente con la antigua institución monárquica y acotaba el 
campo de acción de los periódicos que intentasen informar sobre la boda de la hija de 
Alfonso XIII.    
“Sírvase ordenar gabinete censura impida toda publicación y fotografías boda hija 
ex rey en Roma, salvo noticia escueta antes y después ceremonia, a fín (sic) evitar 
propaganda netamente monárquica”284.  
La apología del régimen monárquico constituyó otro de los grandes frentes que 
todos los gabinetes republicanos quisieron combatir. El gobierno conservador del 
segundo bienio no fue distinto. Con motivo de un evento social, como el enlace de la 
hija del monarca destronado, el ejecutivo pretendía eclipsar posibles informaciones 
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nostálgicas del antiguo régimen. El telegrama evidencia la inmensa capacidad de 
intromisión del gobierno en la labor periodística, quien decidía lo que se publicaba y el 
tratamiento que se le dispensaba. En este caso, sólo autorizaba una noticia escueta y 
fijaba los plazos de divulgación: antes y después de la ceremonia. Los periódicos 
monárquicos no tenían el consuelo pasajero de deleitar a sus lectores con una crónica 
social del evento. Sin las anécdotas y detalles de la celebración y sin posibilidad de 
publicar una fotografía de los cónyuges, la noticia estaba abocada al fracaso de 
antemano.  
ABC debía de ser muy consciente de ello y vulneró las órdenes de la censura. Un día 
después del enlace, el 15 de enero de 1935, salía al mercado con una fotografía en 
portada de los prometidos: doña Beatriz de Borbón y Alejandro de Torlonia, príncipe de 
Civitella Cesi. Eso sí: su atrevimiento no rayaba la temeridad; la imagen era de archivo, 
como aclaraba hábilmente el pie de foto:  
“He aquí una “foto” de los prometidos”285.  
El periódico sabía que una noticia aséptica sobre la boda real defraudaría, sin duda, 
a un público como el suyo, seguramente ávido de leer una crónica social extensa y 
pormenorizada, con todos los detalles y entresijos del enlace. De modo que buscó una 
solución intermedia que, por su afinidad ideológica con el gobierno y sus buenas 
relaciones en Gobernación, tal vez recibiría el beneplácito del órgano censor: publicó 
una fotografía de los novios, pero no insertó ni una sola imagen del día del enlace. 
Censura debió de autorizarle una crónica social sobre la boda. Aún así, la intervención 
del censor quedó patente en dos detalles esclarecedores: la crónica social aparecía en 
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una página más que discreta, la 21, sin ninguna fotografía y a dos modestas columnas; 
la información, fría, comedida y bastante aséptica, iba coronada por el típico emblema 
de aviso a su público: “Este número está visado por la censura”286. 
El visado daba sentido a algunas afirmaciones del cronista deslizadas como por azar 
caprichoso entre los renglones de la crónica y que adquirían un matiz distinto después 
de leer el aviso a los lectores: “Estos renglones aspiran a ser imparciales”.  
La imparcialidad era forzosa; la vigilancia exhaustiva del aparato censor dejaba al 
periódico pocas alternativas de escamotear la objetividad impuesta.  
Más austera y neutral fue la atención que otro periódico conservador como El 
Debate le dedicó al evento. Su cobertura informativa de la boda se limitó a una reseña 
previa, en un escueto breve inserto en la página 4, dando cuenta de los príncipes que 
asistirían al enlace y de la recepción que se celebraría. Lo sorprendente es que el 
periódico dedicara su información de sociedad a bodas de nobles menores y no 
incluyera ninguna crónica rosa sobre el enlace más insigne de la aristocracia. El Debate 
siguió sin despistarse las directrices de la censura.  
La Nación tampoco intentó artimañas para burlar las redes de la censura. A 
diferencia de ABC, se ciñó escrupulosamente a los márgenes de maniobra que la censura 
les concedió y, aunque la portada abría con el evento nupcial de la familia real en el 
exilio, sus alardes informativos eran mucho más que moderados. El titular, no obstante, 
advertía a sus lectores:  
“La información que podemos dar de la ceremonia la encontrarán los lectores en la 
quinta página”287. 
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Podían dar poca, como se desprende del texto somero que abordaba el evento que 
carecía, incluso, de titular.   
Al amparo de la Ley de Orden Público, el gobierno se arrogó facultades para 
intervenir sobre la prensa antes de que se editara el número del día, pero sólo podía 
hacerlo en aquellos territorios del país en los que se había declarado algún estado de 
excepción, momentos coyunturales en los que la censura previa estaba legitimada. Para 
compensar la desventaja que entrañaba esta situación, buscaron asideros legales con los 
que intimidar a los periódicos rivales. Aun sin el vigor de la censura previa, los rotativos 
seguían recibiendo las consignas gubernativas con la misma regularidad. La vigilancia 
denodada de las autoridades iba entonces encaminada a impedir que la prensa más 
incómoda cayera en la tentación de contravenir las disposiciones del ejecutivo apelando 
a herramientas jurídicas. El ministro aconsejaba a sus censores que se amparasen en la 
legislación vigente para evitar la publicación de la noticia que pretendían boicotear. 
El 29 de abril de 1935 todos los Gobiernos Civiles recibían desde Madrid la 
siguiente circular:  
 “Por orden Excmo. Sr. Ministro sírvase ordenar Censura no se dé absolutamente 
ninguna publicidad ni alusión a huelga e incidente Zaragoza. Donde no haya censura 
intime prensa comuníquele con arreglo Ley Orden Público noticias Zaragoza e impida 
publicación. Por otra parte, prensa no debe recoger ninguna información relativa 
proyectos celebrar fiesta Primero Mayo, esperando instrucciones comunicará Ministro 
en tiempo oportuno”288. 
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Poco importaba que estuvieran reconocidas o anuladas las garantías 
constitucionales. El gobierno detentaba, sin distingos, un poder casi absoluto para 
imponer con idéntica resolución sus dictados y disuadir a la prensa más osada de los 
riesgos que se le avecinaban si no asumía a rajatabla sus preceptos.  
Como ocurría con la prensa de derechas cada vez que el gobierno decidía prohibir la 
difusión de algunos temas de interés para su público, también los rotativos republicanos 
y de izquierdas siguieron sin rechistar la orientación del gobierno. El Sol, por ejemplo, 
no realizaba la más somera referencia a las manifestaciones obreras del 1 de mayo, 
como si el país hubiera vivido ajeno a las turbulencias vindicativas de aquella jornada 
clásica de lucha y manifestación proletaria. Y tampoco otros rotativos republicanos, 
como Heraldo de Madrid, divulgaron la noticia sobre la huelga de Zaragoza.  
La dedicación del gobierno se intensificó con el transcurso del tiempo. En 1935 
ningún gobernador civil podía obviar su cometido inspector de la prensa provincial y, 
urgidos por las incesantes notas telegráficas del Ministerio, éstos tenían que vigilar los 
periódicos, revisar el modo como se aplicaba la censura, notificar al Ministerio los 
desmanes de la prensa antagonista y, por supuesto, controlar los vaivenes ideológicos de 
los periódicos más indomables. Sobre éstos caía la permanente sombra del engranaje 
censor y, anticipándose a previsibles campañas informativas contrarias al gobierno, el 
ministro se encargaba de adiestrar a sus gobernadores para que reseñaran con detalle el 





Desde el gabinete de Prensa emplazado en el Ministerio de la Gobernación se 
centralizó un auténtico registro de prensa en el que todas las publicaciones de todos los 
puntos del país aparecían catalogadas con un criterio prioritario: su adhesión ideológica.  
A lo largo de 1935 son reiterados los telegramas que, en forma de circular, instaban 
a las autoridades provinciales a remitir al gabinete de Prensa de Gobernación una 
relación exhaustiva de los periódicos que se editaban en su zona. Los informes que el 
ministro reclamaba a los respectivos gobernadores eran lo suficientemente nimios como 
para que no pasara inadvertido el más leve detalle que el gobierno pudiera creer digno 
de ser consignado: desde la tirada o el lugar de impresión, hasta la composición de la 
junta directiva o del consejo de administración, sin olvidar los nombres de los 
periodistas contratados y el ámbito de difusión del rotativo. Todos los aspectos habían 
de ser meticulosamente consignados por el diligente delegado provincial. Sin embargo, 
la cuestión que suscitaba mayor interés gubernativo era, por supuesto, la posición 
ideológica del medio que debía ser reseñada, según orden expresa del ministro, con la 
debida discreción.  
“Intereso de V.E. remita con urgencia a la Sección de Prensa de este Ministerio, una 
relación completa de cuantos periódicos, diarios, semanarios, quincenales, mensuales, 
revistas y en general de todas las publicaciones que se hagan en esa provincia, con 
mención de título, carácter periódico, empresa, dirección, cuerpo de redactores, tirada, 
circulación y especialmente y a título confidencial de su significación política o social, 
procurando, sobre todo en esta última parte los máximos detalles”289. 
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La orden denota la inquietud creciente del gobierno y su necesidad imperiosa de 
someter a una vigilancia concienzuda a la prensa de todo el país. Sin embargo, el 
imperativo no se acató por igual en todas las provincias y el 10 de enero de 1936 el 
ministro tuvo que reiterar su orden a algunos gobernadores despistados, como el de 
Murcia. La circular 205 le apremiaba nuevamente al “urgente cumplimiento” de su 
anterior circular y el gobernador no tuvo más remedio que acatar el mandato. El 13 de 
enero enviaba la relación solicitada al jefe de prensa del Ministerio  y en otro telegrama 
le comunicaba al ministro que ya había realizado los deberes
290
.  
La demora de éste y de otros gobernadores tal vez se debiera más a una cuestión de 
desidia que a un propósito deliberado de establecer trabas a la voluntad censuradora del 
gobierno central, ya que el cumplimiento estricto de la solicitud ministerial exigía una 
labor intensiva de recopilación de datos en un momento en el que, como es lógico, no 
existía un catálogo de publicaciones centralizado por regiones. La fórmula para recabar 
todos los datos pasaba por el envío multitudinario de telegramas a cada alcalde de cada 
municipio de su término provincial para que le remitiera la relación de periódicos y 
revistas editados en las respectivas localidades, una tarea agotadora que a veces 
demoraba las respuestas mucho más de lo que deseaba el impaciente ministro.  
La injerencia continuada sobre la actividad periodística y sobre la propaganda 
política se perpetuó hasta el fin de la República. Pero la censura previa no fue el único 
mecanismo de fiscalización. La libertad de expresión e información se vería conculcada 
por otros métodos complementarios de presión para imponer a los periódicos aquello 
que podían y no podían emitir.  
                                                 
290




3.5.  MECANISMOS COMPLEMENTARIOS DE 
CONTROL  
Desde la entrada en vigor de la Ley de Orden Público y hasta el estallido de la guerra 
civil, la censura previa fue una situación cotidiana en la mayoría de provincias 
españolas. La insurrección de Asturias contribuyó a exacerbar la aplicación de la 
censura y, al amparo de un discurso oficial que justificaba la vulneración de derechos en 
aras del bienestar nacional, los sucesivos gobiernos hicieron de su capa un sayo. Existía, 
pese a ello, el notable inconveniente de que la Ley de Orden Público limitaba la censura 
previa a la declaración de estados de excepción y, mientras los gabinetes de derechas 
procuraban pulir la piedra angular de la censura con leyes más favorables para sus 
intereses, las autoridades encargadas de fiscalizar a la prensa se vieron obligadas a 
recurrir a actuaciones menores para supeditar a las publicaciones más contestatarias con 
su gestión. De este modo, la aplicación de la censura previa se complementó en todo 
momento con otros métodos adicionales de control informativo, principalmente en 
aquellas provincias donde, esporádicamente, reinaba la normalidad constitucional y 
estaban vigentes los derechos ciudadanos. Los procedimientos más empleados seguían 
siendo las tradicionales sanciones pecuniarias, que iban esquilmando los fondos de los 
periódicos hostiles al régimen o al gobierno, y las suspensiones de periódicos, que 
suponían una traba insalvable para numerosas cabeceras, sobre todo para las más 
modestas, ya que el cierre transitorio de sus imprentas marcaba en ocasiones la 
defunción por asfixia del rotativo.  
Con la Ley de Orden Público se habían superado los antiguos obstáculos que los 




Diversos artículos del nuevo texto normativo licitaban la imposición de multas 
económicas por parte de los delegados provinciales y éstos no se anduvieron con 
cautelas. La dureza de algunos se traducía en sanciones de relevancia, unas quinientas 
pesetas, contra periódicos que cometían la única traición de discrepar con el gobierno. 
El 5 de abril de 1934 la máxima autoridad civil de Santander comunicaba al ministro de 
la Gobernación la multa que había interpuesto al diario vespertino La Región por un 
artículo publicado el día 3 de ese mes. En su opinión, en el citado texto “se vierten 
frases tendenciosas contra el Poder Civil”291. El gobernador decidió enmendar la falta 
con la denuncia automática en Fiscalía, pero además dio un escarmiento al rotativo: le 
impuso una multa de 500 pesetas, cuantiosa sin duda para un discreto periódico local, 
por su osadía verbal en el siguiente párrafo: “Campesinos: Reclamáis justicia y os 
encarcelan. Ejercitáis legalmente vuestros derechos y la fuerza pública os atropella. 
Votad a las derechas”292.  
Las multas habían sido un instrumento represivo empleado asiduamente por los 
gobernadores civiles desde la proclamación de la Segunda República, pero sólo ahora 
éstas eran rubricadas siguiendo un irreprochable procedimiento legal. A diferencia de lo 
que había ocurrido durante el primer bienio, cuando los dirigentes provinciales 
aguzaban el ingenio para establecer correctivos que les estaban vetados, los periódicos 
sancionados no tenían resquicios para protestar. 
Pese a esta magnitud sancionadora, algunos gobernadores vivían todavía en la 
inopia del pasado. El de Cádiz, por ejemplo, solicitaba el 16 de marzo de 1934 licencia 
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al ministro de la Gobernación para reprimir con las oportunas sanciones la campaña de 
desprestigio contra el gobierno local emprendida por dos rotativos locales, El Guadalete 
y Diario de Jerez. Se trataba de una petición de cortesía, puesto que la ley de 1933 
erradicaba los impedimentos que la anterior legislación interponía en la actividad 
sancionadora de los gobernadores civiles. Aun así, el delegado provincial adjuntaba los 
artículos más polémicos y hacía una artificiosa exposición de motivos. En su carta 
explicaba la precaria y débil situación en la que se encontraban los partidos 
republicanos dentro del consistorio gaditano. Por eso era indispensable bloquear 
cualquier campaña periodística que pudiera mermar todavía más el delicado equilibrio 
de fuerzas en el municipio. El gobernador civil concluía su misiva con una súplica: que 
el ministro tratase con mano dura a ambos rotativos para evitar en el futuro nuevas 
campañas difamatorias contra el gobierno local. 
El subsecretario del Ministerio de la Gobernación se encargó, una semana después, 
de recordarle con sutileza que no era necesario que mostrara tantos miramientos a la 
hora de formular sus demandas; al fin y al cabo, la ley le permitía ésa y muchas otras 
injerencias para contener a la prensa más indómita. 
El gobernador civil tardó algún tiempo en captar la indirecta, pero lo hizo. Cinco 
días más tarde, y con la misma prudencia de antes, notificaba al ministro su propósito de 
aplicar la ley en los términos que ésta estipulaba, y haciendo gala de su estilo 
alambicado, siguió con sus rodeos lingüísticos para solicitar nuevamente del ministro la 
prerrogativa sancionadora que no le era preciso obtener. El gobernador, precavido como 
pocos, insistía en reclamar el permiso y el ministro, por supuesto, se lo concedía.
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Las suspensiones también proseguían su curso con la misma entereza, a pesar de 
que en casi todo el territorio nacional permaneció vigente algún estado de anormalidad 
constitucional que licitaba la existencia de la censura previa. El control previo de las 
galeradas no era una fórmula infalible. Algunos artículos pasaban inadvertidos por el 
censor, si éste no era demasiado sagaz, y determinados rotativos afrontaban el riesgo de 
vulnerar sus disposiciones. Bien porque los artículos controvertidos no hubiesen sido 
oportunamente cercenados por un despiste casual del censor, bien porque el periódico 
no hubiese atendido convenientemente las indicaciones de censura, lo cierto es que 
muchos rotativos siguieron sometidos al suplicio de la suspensión intermitente. 
El gobernador civil de Madrid decidió castigar con la suspensión automática al 
Diario de Avisos el 30 de noviembre de 1934, en un momento en el que reinaba el más 
grave estado de excepcionalidad constitucional, el de guerra, cuando el gobierno militar 
reemplazaba al civil con plena disposición de poderes para evitar la crítica divulgada 
por la prensa. A pesar de estas circunstancias de férreo control gubernativo en las que 
coyunturalmente se hallaba la provincia y a que éstas hacían totalmente viable el uso de 
fórmulas de censura previa, el gobernador civil, respaldado por la autoridad militar, 
abogaba por la alternativa de la suspensión, determinación que notificó al director del 
rotativo en un telegrama lacónico en el que no aportaba la más remota justificación de 
tan drástica medida. Simplemente se limitó a subrayar las atribuciones que le concedía 
la ley para obrar conforme a su criterio, en ese momento y casi en cualquier otro.  





“En uso de las facultades que me han sido delegadas por la autoridad militar y 
utilizando las conferidas en la Ley de Orden Público de 28 de Julio de 1933, he 
acordado suspender indefinidamente la publicación de ese periódico de su dirección”294.  
No más elocuente se mostró en la nota que remitió el 7 de diciembre de 1934 al 
ministro de la Gobernación para notificarle, con idéntica austeridad, la resolución 
adoptada.  
“Tengo el honor de elevar a V.E. copia de la Orden de este Gobierno, fecha 30 de 
noviembre último, acordando la suspensión indefinida de la publicación del DIARIO 
DE AVISOS de esta capital”295. 
Ante la eventualidad desfavorable que entrañaba la clausura forzosa, muchos 
directores de los periódicos afectados desarrollaban su ingenio para subsistir. Una de las 
argucias más socorridas consistía en publicar otro rotativo que sustituyera al anterior y 
que compensara las pérdidas que provocaba la ausencia de ingresos económicos por el 
cierre impuesto. La dificultad añadida para ellos era burlar el denso entramado de 
controles que el gobierno les imponía, ya que todos los rotativos que veían la luz 
pública debían pasar antes por el embudo selectivo del respectivo gobierno civil. 
Conforme a los requisitos que establecía la Ley Gullón de 1883 –imperante sólo en 
los momentos en los que reinase la normalidad constitucional- y de acuerdo también 
con la Ley de Orden Público, los editores de nuevas publicaciones tenían que presentar 
ante el registro de prensa un informe detallado sobre la publicación. En este expediente 
se hacía constar el nombre del propietario, el tipo de rotativo que pensaba editar, el 
domicilio social y la dirección de la imprenta donde se compondría. De este modo, las 
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posibilidades de eludir el ojo revisor del gobierno eran exiguas y muchas intentonas de 
resurgimiento se veían abocadas al fracaso. Así le sucedió al administrador de El 
Socialista, Félix Galán Eguizábal, el 3 de diciembre de 1934, cuando se propuso colar al 
gobernador de Madrid un nuevo proyecto periodístico, sustituto camuflado del anterior, 
que presentó en el registro bajo el título Adelante. La autoridad provincial estuvo 
expedita y el mismo día ponía en conocimiento del ministro de la Gobernación la 
artimaña del periódico que, finalmente, no pudo ver la luz.
296
  
A medida que las condiciones para la pervivencia del régimen republicano se fueron 
complicando, los temores de los dirigentes políticos, de uno y otro signo, también se 
incrementaron y con ellos las fórmulas de control. Los informes y telegramas emitidos 
por el Ministerio de la Gobernación atestiguan cómo las autoridades intentaban repeler 
las agresiones violentas estrechando el cerco sobre los grupos poco afines al régimen, 
entre ellos, los periódicos más litigantes. 
Con el fin de impedir la aparición de nuevas publicaciones que pudieran suponer 
una amenaza, el gobierno empezó a endurecer las condiciones que se exigían para su 
puesta en circulación. Desde 1934 ya no bastaba con comunicar al gobierno civil el 
nombre de la publicación y su filosofía fundacional; además, el solicitante del permiso 
debía precisar quién lo editaba, quién lo dirigiría, dónde se imprimiría y en qué lugar se 
fijaría la redacción. La finalidad última era conocer al dedillo las orientaciones 
ideológicas del rotativo a través de una radiografía íntima del carné político de su editor. 
La autorización previa de edición estaba supeditada a la decisión discrecional del 
gobernador civil de la provincia quien mantenía una colaboración estrecha y 
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permanente con el Ministerio de la Gobernación y recibía el asesoramiento de la 
Dirección General de Seguridad. Desde este organismo se recababa la información más 
comprometedora sobre los editores y directores de periódicos que levantaban las 
suspicacias de la autoridad provincial y a menudo estos informes confidenciales eran 
determinantes para resolver la concesión o denegación de la licencia de edición.  
La cautela de las autoridades crecía cuando la solicitud provenía de grupos cuya 
tendencia ideológica parecía opuesta a la del ejecutivo. Estos oficios eran analizados 
con minucia para averiguar si la línea informativa del rotativo podía suponer un peligro 
para la estabilidad del gobierno.  
El 18 de marzo de 1935 el negociado de Prensa (sección 1ª) del Gobierno Civil de 
Madrid pedía informes al director general de Seguridad sobre Pedro Justo Dorado 
Dellmans, director del periódico Juventud Obrera. Las razones esgrimidas por el 
secretario del Gobierno Civil demuestran la desazón de las autoridades y sus recelos 
continuos ante los riesgos que entrañaba la libertad de expresión.  
“Dada la orientación de la publicación de referencia, ruego a V.E. se sirva ordenar 
las investigaciones oportunas en averiguación de la tendencia del periódico y filiación 
política de sus dirigentes, comunicándome al efecto su resultado, por si fuera 
conveniente suspender su publicación”297. 
Las comunicaciones internas del negociado de prensa del Gobierno Civil dirigidas al 
ministro de la Gobernación suponían una información permanente del estado de la 
prensa en la provincia y una fórmula veloz de control que permitía, al mismo tiempo, 
establecer cortapisas y frenos sobre la prensa detractora. En estos informes periódicos, 
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el gobernador o el responsable de prensa alertaban de los peligros que podían plantear 
ciertas cabeceras y remarcaban los datos que juzgaban más transcendentes, como su 
posición ideológica o el nombre del director, si éste era una persona bajo sospecha. 
El 9 de marzo de 1935 el gobernador civil de Madrid informaba al ministro de la 
inminente publicación de un semanario titulado Política y la nota precisaba: 
“republicano de izquierdas… Expresando asimismo, que será Gerente de dicho 
semanario el propio Sr. Esplá, y Director, Don Luis Bello Trompeta”298. 
No sólo los rotativos de izquierdas estaban en el punto de mira del gabinete 
conservador, también la extrema derecha era puesta en cuarentena. El semanario Arriba, 
sucesor del periódico F.E., suspendido por orden gubernativa, fue uno de los rotativos 
fascistas que el gobierno tenía fichado antes incluso de su aparición. Se editó el 21 de 
marzo de 1935, con la misma filosofía fundacional de su antecesor: contrario al 
parlamento y al sistema democrático y adherido a un modelo de estado dictatorial. En 
ese número inaugural ya exhibía el visado de la censura y múltiples slogans de auto 
publicidad que indicaban claramente la intervención gubernativa.   
Las cautelas del gobierno habían empezado semanas antes de que se editara la 
publicación. El 7 de marzo de 1935 el negociado de prensa del Gobierno Civil de 
Madrid contactaba con el director general de Seguridad con motivo de la inminente 
aparición del periódico y le comunicaba la causa de su intranquilidad: 
“Como por las noticias que tiene este Gobierno, dicho periódico viene a sustituir al 
titulado “F.E.” (Falange Española) que en la actualidad se encuentra suspendido, ruego 
a V.E. se sirva manifestarme si, la venta del citado periódico “ARRIBA” podría dar 
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lugar a perturbaciones de orden público en la calle, para en tal caso suspender su 
publicación”299. 
El semanario salió al mercado, pero con un estricto seguimiento gubernativo. El 6 
de junio de 1935, el periódico anunciaba su intención de convertirse en diario a partir de 
otoño, aunque la modificación no se materializó nunca. Todo lo contrario: a partir de 
julio el semanario interrumpía su trayectoria por una imposición de clausura y a su 
vuelta, el 31 de octubre, continuó con el mismo formato y con idéntica periodicidad 
semanal y sin dar una somera explicación de aquel cierre prolongado. 
Los tropiezos con el gobierno parecieron atemperarse en los meses sucesivos en los 
que no volvió a recibir ninguna orden de clausura, pero su periplo acabaría el 5 de 
marzo de 1936 cuando el nuevo gobierno del Frente Popular decretó su suspensión 
definitiva y el arresto de los principales dirigentes de Falange, que pasaron a disposición 
judicial. Sin permiso para circular ni posibilidades de eludir el aparato escrutador del 
gobierno, los propietarios de Arriba editarían un folleto clandestino el 20 de mayo de 
1936, tres números aislados de tan sólo cuatro páginas con el título No importa y un 
subtítulo de revancha: Boletín de los días de persecución.
 300
 
La publicación de un periódico que reemplazara a la cabecera suspendida era un 
recurso frecuente para compensar las notables pérdidas económicas provocadas por el 
cierre y mitigar el lastre que suponía la incomunicación tan prolongada con sus lectores. 
Los gobernadores civiles debían permanecer atentos para evitar que artimañas de este 
tipo prosperasen. Antes de dar el visto bueno a una instancia de solicitud, la autoridad 
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civil recopilaba todos los informes vinculantes gracias a los expedientes que obraban en 
poder de la Dirección General de Seguridad.  
En el caso de Falange Española, no era nuevo su propósito de burlar las redes 
escrutadoras del Gobierno Civil. Tres meses antes sus responsables habían cursado la 
solicitud para editar un periódico de nuevo cuño, Unidad, que fue desestimado porque 
el gobernador advirtió sus conexiones estrechas con el rotativo F.E. El 10 de diciembre 
de 1934 el gobernador civil trasladaba al ministro de la Gobernación la petición de 
licencia que había presentado el rotativo:  
“Con esta fecha se anuncia a mi autoridad, la próxima aparición de un periódico 
titulado “UNIDAD... Por las noticias que tiene este Gobierno, dicho periódico viene a 
substituir al titulado F.E. (Falange Española), que en la actualidad se encuentra 
suspendido”.  
El 24 de diciembre ampliaba la notificación para corregir un dato de apariencia poco 
reveladora -el previsible cambio de imprenta- que, sin embargo, aportaba un indicio 
significativo para que el gobernador ratificara los vínculos del periódico con la extrema 
derecha.  
“(...) el periódico titulado “UNIDAD” que había de imprimirse en la calle de Ibiza 
nº11, se imprimirá en la calle del Marqués de Monasterio nº3, imprenta de “La Nación”. 
Tras recopilar los informes pertinentes sobre el director y sobre los promotores del 
proyecto empresarial, el 27 de diciembre de 1934, el Gobierno Civil daba carpetazo al 





“A los efectos que V.E. estime procedentes y para su debido conocimiento tengo el 
honor de elevar a V.E. el oficio que he transmitido al Sr. Director del periódico 
“UNIDAD” así como también he dado traslado del mismo, por la urgencia del caso, al 
Excmo. Sr. Director general de Seguridad a fin de que adoptara las previsiones que 
estimase convenientes, y que dice así:  
Subsistente las circunstancias excepcionales que motivaron la suspensión del diario 
“F.E.” acordado por el Exmo. Sr. General Jefe de la Primera División Orgánica, y 
siendo público que el periódico “UNIDAD” viene a sustituir a aquel... vengo en 
disponer  la suspensión del semanario “UNIDAD” en tanto perdure el actual estado de 
excepción y mientras otra cosa no disponga la situada primera Autoridad militar o el 
Consejo de los Sres. Ministros”301.  
El requisito de la autorización previa implicaba, como vemos, negativas drásticas, lo 
que entrañaba otra forma tácita de coartar la libertad de información. El gobierno se 
refugiaba en el manido discurso del régimen amenazado para violentar el derecho de 
toda empresa editora a publicar un periódico y se investía de atributos visionarios para 
predecir posibles percances antes de que se produjeran. La mera sospecha de la filiación 
ideológica de un nuevo rotativo era razón de peso para que la autoridad civil denegara 
su petición de licencia. La censura previa se ejercía, en estos casos, sin conceder al 
periódico el más liviano margen de maniobra. La publicación sospechosa de 
extremismo político no podía siquiera irrumpir en el mercado editorial.  
La exigencia del permiso previo de edición se hacía extensible a todo periódico, 
fuera cual fuera su tirada, contenido, ideología, filosofía fundacional o espectro de 
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lectores. Incluso los impresos publicados al calor de las universidades e institutos de 
bachillerato debían acatar este imperativo ineludible. El 6 de abril de 1934 José Aguirre 
solicitaba al gobierno civil de Murcia, mediante un rudimentario manuscrito, la licencia 
oportuna para publicar un periódico que, bajo el elocuente título Bachillerato, se 




El seguimiento de la prensa era tan exhaustivo que el gabinete de Prensa del 
Ministerio de la Gobernación y la Dirección General de Seguridad, los organismos 
desde los que se vertebraban las tácticas de censura, debían estar al tanto de todas las 
cuestiones relativas a los periódicos que se editaban en cualquier rincón del país, por 
muy insignificantes que parecieran. La edición de una nueva publicación no era la única 
decisión que debía ser notificada para obtener la requerida conformidad del Gobierno 
Civil; incluso la destitución de un director y el nombramiento de otro se había de 
comunicar a la autoridad responsable, quien estaba así puntualmente informada de los 
cambios sufridos en la cúpula directiva de todos los rotativos. 
El 31 de enero de 1934 el gobernador civil de Madrid ponía al corriente al ministro 
de la Gobernación del cambio de director que se había producido en el diario de la 
noche La Lucha, dirigido hasta esa fecha por el escritor y periodista Ramón J. Sénder y 
que a partir de aquel momento era reemplazado en el cargo por Cayetano Bolivar 
Escribano. El mismo procedimiento adoptaba el 22 de marzo de ese mismo año el 
propietario de Ediciones Juventud Roja, quien informó al gobierno de que había 
encomendado la dirección del rotativo a este mismo periodista
303
.  
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Los informes metódicos se extendían a todos los puntos del país donde se editara el 
más irrelevante periódico. Por muy reducida que fuera su tirada o por escasa que fuese 
su relevancia pública, absolutamente todas las publicaciones tenían la obligación de 
comunicar cualquier transformación acaecida en la junta directiva a la sede del 
Gobierno Civil. Y el protocolo burocrático no se detenía aquí. El gobernador remitía, a 
su vez, ese mismo informe al Ministerio de la Gobernación para que quedara registro 
notarial de todos los cambios sufridos en todos los rotativos de espectro local. La 
Asociación Socialista de Murcia, por ejemplo, tuvo que notificar el 21 de abril de 1934 
el cambio de director del semanario Pueblo
304
.  
También la edición de números extraordinarios había de pasar por el filtro 
escrupuloso de la supervisión y autorización previa. El 15 de mayo de 1934 el director 
de La Voz Obrera de Murcia enviaba una misiva al gobernador civil expresándole su 
intención de publicar un número extraordinario del periódico, “con motivo de la fiesta 
del trabajo cristiano”. Como razonamientos de buena fe, el director alegaba que “nuestra 
publicación es apolítica y sólo tiene carácter profesional”305. 
Mucho más reducida era la autonomía de las publicaciones especializadas en temas 
militares, que fueron prácticamente suprimidas por determinación gubernativa en 1932. 
Solamente los periódicos técnicos que hubieran sido oportunamente autorizados por el 
Ministerio de la Guerra o de Marina se salvaban de esta estricta medida de censura.  
El documento que legislaba la situación de la prensa militar se aprobó el 9 de marzo 
de 1932 y en su artículo 3° decía literalmente:  
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“Quedan suprimidas las publicaciones periódicas que por su título, subtítulos, lemas, 
emblemas u otro medio cualquiera, manifiesten o induzcan a creer que representan la 
opinión de todo o parte de los Institutos armados de la República. Se exceptúan de lo 
dispuesto en el párrafo anterior, las publicaciones técnicas autorizadas por el Ministerio 
de la Guerra o el de Marina”306.   
Como consecuencia de esta disposición legal, los periódicos que pretendían informar 
sobre asuntos militares eran inspeccionados con mayor ahínco y casi ninguno superaba 
el examen gubernativo. El gobierno de derechas utilizó en su provecho esta normativa 
heredada del gabinete reformista del primer bienio y fueron muy abundantes las 
instancias de edición denegadas al amparo de la mencionada ley. Así ocurrió con la 
revista Armas Españolas que, tras la disquisición del ministro de la Guerra, vio 
vulnerado su derecho a la libre circulación, o con el periódico Alerta que Benjamín 
Bentura presentó ante el Gobierno Civil solicitando la preceptiva autorización para su 
puesta en circulación y que recibió como respuesta una negativa categórica. La instancia 
se cursó el 28 de agosto de 1935 y la resolución en contra fue emitida por el propio 
ministro de la Gobernación el 13 de septiembre. Su dictamen llegaba avalado por un 
informe previo del inspector jefe de la Guardia Civil en el que éste manifestaba su 
disconformidad con la concesión de la licencia reclamada por varios motivos:  
“1º. Porque los servicios del Benemérito Instituto, en la generalidad de los casos, 
deben mantenerse reservados, lo cual pugna con el propósito del periódico, que tiende a 
su divulgación; y 2º. Que llevados esos servicios a las columnas del proyectado 
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periódico, serían recogidos por la Prensa de matiz político y convertidos en materia de 
discusión, perjudicial siempre para los Institutos armados”307.  
Esta posibilidad era la que más seriamente parecía preocupar al ministro de la 
Gobernación, quien, tras estudiar el caso, decidió seguir los consejos del inspector. 
El complejo aparato fiscalizador de la prensa no se interrumpía con las fórmulas de 
censura previa. Los respectivos gobiernos de la Segunda República dispusieron de 
abundantes y variados mecanismos para vigilar a los rotativos desafectos al régimen y 
desplegar sobre ellos una presión incansable y estrecha que los mantuviera sumisos. 
Con el variopinto espectro de técnicas de control previo, el gobierno pudo granjearse la 
docilidad forzosa de la prensa, quien tuvo que permanecer plegada a los intereses de la 
autoridad hasta el fin de la Segunda República.  
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3.6. UN INTENTO FRUSTRADO DE 
ENDURECER LAS CONDICIONES 
PARA LA PRENSA. EL PROYECTO DE 
LEY DE IMPRENTA DEL GOBIERNO 
RADICAL-CEDISTA  
La preocupación por el régimen informativo sería la espina dorsal de todos los gabinetes 
que se sucedieron durante el segundo bienio. El primer gobierno de Lerroux que se 
constituyó tras las elecciones de noviembre de 1933 advirtió enseguida que la libertad –
muy moderada y muy relativa- que ostentaban las publicaciones españolas constituía un 
peligro para la estabilidad del régimen. La Ley de Orden Público era un instrumento 
insuficiente para aplacar la tentación discrepante de ciertos sectores de la prensa o, al 
menos, así lo debieron interpretar los diferentes gobiernos del bienio rectificador que, 
desde su llegada al poder, se esforzaron en enmendar los desaciertos y flaquezas de la 
jurisprudencia española en materia de prensa.  
Los intentos de restringir la libertad de información se remontan a enero de 1934 
cuando el gabinete presidido por Lerroux ya estudiaba la modificación de la ley de 
prensa para imprimirle un enfoque mucho más restrictivo. Los bosquejos iniciales se 
inspiraron en diversas normativas de países europeos. El 18 de enero de aquel año el 
encargado de negocios del Ministerio de Estado le entregaba al ministro del ramo una 
copia del proyecto de ley modificativo de la ley de prensa francesa y éste, a su vez, le 




Los trabajos de elaboración del texto definitivo prosiguieron a lo largo de todo el 
año. En sus planteamientos primigenios, el ejecutivo trató de suplir los menoscabos 
democráticos que entrañaba el régimen informativo vigente otorgando un mayor peso a 
la judicatura. Las bases “a las que podrían adaptarse las disposiciones de la ley de 
prensa” restaban fuerza a la autoridad gubernativa para acometer sus incesantes 
intromisiones en el ámbito periodístico y se la otorgaban a jueces y fiscales, aunque la 
magnificencia del gobierno no era desbordante y, en los primeros estudios, contemplaba 
excepciones: “salvo en los casos de suspensión de Garantías Constitucionales”.  
El ejecutivo se proponía legitimar el control de la prensa, pero con visos de realidad. 
Si los órganos de justicia iban a recibir mayor potestad sancionadora, los juicios no 
podían dilatarse en el tiempo. Por eso, el proyecto de ley habría de contemplar el 
“procedimiento rapidísimo para la sanción de los delitos cometidos por medio de la 
Prensa”, “sanciones severas contra los delitos contra la Patria, las instituciones, los 
institutos armados, el orden social, la calumnia y la difamación, así como la 
glorificación de delitos y delincuentes”.  
La base quinta del boceto legal estipulaba la “intervención rapidísima y con plenas 
garantías de la autoridad judicial o fiscal para impedir la circulación de publicaciones 
que incurran en las responsabilidades de la base anterior”. Cambiarían los nombres, 
pero la situación de cerco pertinaz a la que estaba sometida la prensa seguiría siendo la 
misma.  
El gobierno debía asegurarse también de que las multas fueran efectivas y de que los 
periódicos sancionados abonaran el importe, aunque ello le exigiese incautar “las 




sí se atribuía “libertad absoluta... contra impresos extranjeros”. Y anulaba la potestad de 
los diputados para responder de otros escritos distintos de los que aparecían con su 
firma en un periódico, con el fin de erradicar la práctica generalizada en la profesión de 
atribuir los artículos denunciados a un diputado próximo a la línea ideológica del 




Tras la insurrección de Asturias el gobierno percibió la indefensión del régimen ante 
los ataques de sus enemigos y aceleró la publicación del proyecto de ley de prensa. Se 
firmó el 14 de febrero de 1935 y apareció dos días más tarde en el número 159 del 
Diario de las Sesiones de Cortes del Congreso de los Diputados con el título Proyecto 
de ley de Publicidad.  
En su preámbulo, el entonces ministro de la Gobernación, Eloy Vaquero, justificaba 
la necesidad de un nuevo marco normativo que regulase la situación de la prensa y los 
delitos perpetrados por medio de la imprenta por considerar “anticuada la vigente Ley 
de Policía de Imprenta, de 26 de julio de 1883, e insuficiente para regular con eficacia 
los diversos modos de difusión del pensamiento que en nuestro tiempo se emplean”. 
Según el ministro, la Ley de Publicidad nacía con la aspiración de conciliar dos 
principios, a su juicio, compatibles en un estado de derecho: la libertad de expresión y la 
sumisión de la prensa a los dictados de la autoridad en aras de defender el orden 
público. Ambos postulados “son aspiración de cuantos con amor a la democracia, sin 
desviaciones demagógicas, se desvelan por coordinarlos”, pero solamente -aclaraba el 
ministro- “en épocas normales”.  
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“El de libertad para emitir ideas u opiniones valiéndose de cualquier medio de 
difusión, que reconoce el art. 34 de nuestro Código constitucional, es vigorosamente 
respetado en el proyecto; pero, al propio tiempo y por ello mismo, se crea un sistema de 
eficaz responsabilidad que frene los abusos y coarte las ilegítimas demasías...”.  
Para el gobierno las ilegítimas demasías eran tan nutridas que, de haberse aprobado 
la ley, se habría anulado de súbito cualquier concesión posible a la libertad de 
expresión. De hecho, el proyecto de ley, que no llegó a entrar en vigor por la enconada 
oposición de la mayoría de las fuerzas políticas, ponía fin a la ambigüedad con la que el 
ejecutivo aplicaba las fórmulas de excepción para mermar la libertad informativa y 
hacía extensible la censura previa a las épocas en las que también reinase la normalidad 
constitucional.  
El artículo 6 determinaba que el “El Gobierno podrá establecer la previa censura 
total o parcialmente en toda la Nación o en una región, provincia o ciudad determinada, 
mediante decreto razonado, acordado en Consejo de Ministros, que habrá de 
comunicarse a las Cortes”.  
El gobierno precisaba, acto seguido, las materias que estaban sujetas al recorte 
preventivo de la censura y la relación de asuntos no dejaba títere con cabeza. 
Prácticamente todos los temas abordados por los medios informativos, en todas las 
épocas y situaciones posibles, eran susceptibles de ser expurgados por el órgano censor.  
En tiempo de guerra, las restricciones informativas afectaban a todo asunto 
imaginable, desde el movimiento de tropas hasta el número de muertos, heridos y 




relaciones con otros Estados y en la moral de las tropas o de la población”, es decir, 
cualquier noticia que el gobierno, desde su subjetividad, advirtiese negativa.  
No sólo los periodos de confrontación bélica eran aptos para reforzar la vigilancia. 
De haber salido adelante el proyecto, los periódicos no habrían podido aportar el menor 
dato relevante sobre epidemias generales, ni noticias o comentarios en momentos de 
“calamidades públicas o movimientos colectivos atentatorios al principio de autoridad” 
porque el gobierno calificaba como asuntos susceptibles de ser censurados aquéllos que, 
en estas circunstancias tan imprecisas, pudieran “deprimir el espíritu público o alentar a 
los elementos perturbadores”.  
La información internacional habría estado acotada a temas que no abordaran 
ningún dato sobre tratados políticos o comerciales “cuya tramitación pudiera 
entorpecerse con la publicación de noticias o comentarios”.  
Siguiendo el mismo criterio de generalidad que habría licitado la adopción de 
mecanismos de censura previa en cualquier coyuntura, la ley agregaba un inciso que 
ensanchaba todavía más las atribuciones del gobierno:  
“Con motivo de grave alteración de orden público” serían censuradas las noticias 
sobre “motines, atentados contra las personas y la propiedad, arrestos, detenciones y 
procesamientos, registro, concentración de fuerzas y consejos de guerra”. A la prolija 
lista de supuestos, se unía la vaguedad del gobierno para definir qué entendía por “grave 
alteración de orden público” y los casos concretos en que pudiera aplicarse dicha 
calificación.  
La previa censura podría haberse ejercido en periodos de absoluta tranquilidad 




estos casos la libertad de la prensa se veía mucho más constreñida, ya que la censura se 
extendía a las publicaciones que pretendieran informar sobre cualquier actuación 
judicial en cualquier fase del procedimiento sumarial.  
El gobierno se proponía reducir de forma ostensible la libertad de la prensa, pero 
pretendía hacerlo desde la más estricta legalidad. Por ello, el artículo 6 concluía: 
“Aunque esta censura se ejercerá gubernativamente, sólo podrá ser decretada por la 
autoridad judicial”.  
La nueva ley preveía la constitución de tribunales especiales que se habrían 
encargado exclusivamente de juzgar delitos de prensa. El artículo 20 establecía:  
“En cada capital de provincia se constituirá por el presidente de la Audiencia 
provincial y dos magistrados un Tribunal de Prensa, que conocerá en única instancia de 
todos los delitos de publicidad sancionados por esta ley y por la legislación común y de 
los recursos de alzada contra resoluciones gubernativas en asuntos de Prensa, siendo 
parte el Ministerio fiscal...”.  
Con la integración del Ministerio fiscal en los nuevos Tribunales de Prensa el 
gobierno se habría asegurado su potestad discrecional para seguir imponiendo 
correctivos sobre las publicaciones más reacias a cumplir sus directrices. Las 
intromisiones habrían sido tan o más frecuentes que antes, pero habrían estado 
respaldadas, desde ese momento, por un sólido escudo legal.   
La autoridad gubernativa no habría perdido su capacidad de injerencia en la 
actividad periodística. Para garantizar la vigilancia y el control de la prensa, el proyecto 




dependencias del Gobierno Civil. Así se hacía constar en el artículo 12, que concretaba, 
al respecto:  
“El director de todo periódico presentará ante la autoridad gubernativa, en el acto de 
la publicación, tres ejemplares de cada número y edición autorizados con su firma”.  
La exigencia se elevaba a seis ejemplares para los rotativos madrileños, ya que 
debían añadir otros tres destinados al Ministerio de la Gobernación. La ley 
incrementaba la rigidez del aparato escrutador de la prensa al demandar un ejemplar 
adicional para el fiscal de la Audiencia provincial correspondiente. Con esta prevención, 
el ejecutivo agilizaba los trámites del proceso judicial ante previsibles querellas 
criminales por la publicación de artículos o informaciones que pudieran considerarse 
delictivos.  
El margen de intervención gubernativa se regulaba también en el título VI del 
proyecto de ley, sobre responsabilidades, que en su artículo 15 admitía:  
“Todo periódico estará obligado, a petición del Gobierno o de los gobernadores 
civiles en sus respectivas provincias, a publicar gratuitamente y sin alteración, en el 
número siguiente a la fecha en que las reciban, las comunicaciones y rectificaciones 
oficiales relativas a noticias publicadas por el periódico mismo”. Los periódicos habían 
de cumplir también este imperativo cuando las rectificaciones le fueran dirigidas “por 
cualquier autoridad, Corporación o particular que se creyese ofendido”.  
Nuevamente, la ley eludía el pronunciamiento explícito para tipificar los asuntos que 
podían ser objeto de rectificación. A la luz de esta imprecisa redacción, cualquier 
responsable gubernativo, fuera cual fuera su cargo público, podía exigir la rectificación 




motivo de su supuesta ofensa, más allá de su percepción íntima y personal. Mayores 
atribuciones concedía el artículo 16 a la autoridad gubernativa para frenar las licencias 
de la prensa, al regular que ésta “podrá ordenar la recogida de un periódico cuando éste 
falte reiteradamente a las normas de la previa censura o cuando excite directa o 
indirectamente a la ejecución de hechos delictivos y elogie a los autores de los mismos”.  
La segunda parte del artículo endurecía los correctivos gubernativos, elevando los 
castigos a la pena de la suspensión “ante la reiteración de aquellos motivos”. La 
suspensión temporal, decretada por la autoridad civil, debía ser “confirmada o levantada 
de oficio por el Tribunal de Prensa, en los ocho días subsiguientes”, mientras que la 
suspensión definitiva del periódico sólo podía ser decretada por los Tribunales.  
El artículo 18 se ocupaba de los autores de los delitos y otorgaba la responsabilidad 
de los escritos al redactor. La responsabilidad subsidiaria recaía, por este orden, en el 
director del periódico, el redactor-jefe y el propietario. Lo más destacable del artículo es 
que regulaba la situación de los diputados y eliminaba el subterfugio legal al que se 
aferraban comúnmente los rotativos hostiles al gobierno cuando eran denunciados por 
algún artículo injurioso: atribuir el texto denunciado a un diputado cercano al periódico.  
“Cuando el autor de alguno de los hechos ejecutados por los medios de difusión 
antes expresados sea Diputado y las Cortes no concedieren la autorización para dirigir el 
procedimiento contra él, se dará lugar a la responsabilidad subsidiaria mencionada”.  
El gobierno no podía suprimir la inmunidad parlamentaria, indispensable en un 
sistema democrático, pero sí podía trasvasar la responsabilidad del escrito a los 





El siguiente párrafo ahondaba en este mismo problema y trataba de solventar las 
argucias periodísticas con otras precauciones legales:  
“La firma o la simple confesión de una persona no será bastante para tenerla como 
autora de un trabajo publicado, si existieren indicios suficientes para desvirtuar la 
veracidad de aquella manifestación”.  
El proyecto de Ley de Publicidad también endurecía las condenas para los autores 
de los delitos de prensa y decretaba las penas de prisión menor y de arresto mayor en 
diversos supuestos que, dada la deliberada falta de concreción de la ley, se habrían 
hecho extensibles a casi todos los delitos cometidos por medio de la imprenta. 
La publicación de un periódico clandestino habría sido castigada con prisión menor, 
que podría elevarse a arresto mayor si éste se divulgaba a sabiendas de su carácter 
delictivo. Con pena de prisión menor y multa de hasta diez mil pesetas habrían sido 
condenadas las cabeceras que hubieran realizado apología de los delitos que tipificaba la 
ley, aquéllas que incitasen a la desobediencia, ofendieran la moral o la decencia pública, 
publicaran hechos falsos o peligrosos para el orden público o dañasen los intereses o el 
crédito del Estado o de sus organismos.  
La amplitud del gobierno para prescribir delitos condenables mediante la pena 
máxima de prisión habría permitido, en la práctica, que la autoridad promoviese la 
detención del autor de cualquier artículo sobre orden público o política nacional. Los 
temas vetados por el gobierno eran tan abundantes que con la nueva ley los periódicos 
se habrían visto obligados a someterse a los dictados gubernativos bajo amenaza de 




Respecto a la constitución de un nuevo rotativo, el proyecto de ley introducía la 
previsión de que el gobernador civil exigiera una fianza, de entre mil y diez mil pesetas, 
cuando entendiera que el capital fundacional del periódico no ofrecía solvencia 
suficiente. La regulación parecía una fórmula previsora para asegurarse los cobros ante 
las hipotéticas multas que se impusieran al rotativo. Con esta misma finalidad, el 
gobierno ordenaba la justificación debida del capital fundacional y extremaba las 
precauciones ante los periódicos que se imprimían en establecimientos de propiedad 
extranjera. En estos casos, imponía la obligación de que al frente del servicio hubiera 
“un regente que tenga la condición de español y goce de la plenitud de derechos civiles 
y políticos”, contra el cual sí podrían haberse adoptado medidas legales o haberse 
impuesto correctivos gubernativos.  
El cargo de director quedaba minuciosamente descrito y regulado. Debía ser español 
y era incompatible con todo puesto en el gobierno. Las personas que hubieran sido 
condenadas por sentencia firme estaban incapacitadas para desempeñar el cargo, “sin 
que la incapacidad desaparezca por la concesión de indulto”, así como aquellas personas 
“que disfruten de inmunidad o fuero especial”, entre ellas, por supuesto, los temidos 
diputados.  
Las previsiones del gobierno se extendían incluso a los propietarios de la imprenta, 
quienes debían suministrar a la Dirección de Seguridad y a las Comisarías de Policía en 
cada provincia un modelo de todos los tipos de letra con los que practicaban sus 
impresiones para que la incautación del molde fuese más rápida y eficaz. 
Con el proyecto de ley se habrían derogado todas las disposiciones legales que se 




declarada subsistente en toda su integridad, “en cuanto a los requisitos que puedan 
exigirse a las publicaciones en cada uno de los estados que la mencionada ley 
regula”309.  
La ley de publicidad intensificaba el rigor censor del gobierno en épocas de vigencia 
de los derechos constitucionales y mantenía intacta la ley de 28 de julio de 1933 que 
seguiría otorgando al ejecutivo absoluta discrecionalidad para intervenir sobre la prensa, 
en momentos de excepcionalidad, sin rendir cuenta alguna a los tribunales ni a las 
Cortes. 
El proyecto de ley fue presentado en las Cortes por el ministro de la Gobernación en 
la sesión parlamentaria del 14 de febrero de 1935, con el título provisional de Ley de 
Publicidad. Tras la lectura pública, el presidente del ejecutivo propuso la creación de 
una comisión especial para la elaboración de la ley que culminó su empresa el 29 de 
marzo. El 8 de mayo de 1935 se presentó el dictamen de la comisión en el Congreso con 
la nueva denominación de ley de imprenta, y se inició la discusión y votación de la ley, 
que no logró salir adelante por la amplia oposición que cosechó.  
Fueron bastantes las enmiendas que recibió y también fueron numerosas las críticas. 
La primera de ellas provino de un diputado monárquico tradicionalista, Domingo 
Tejera, quien arremetió contra el dictamen por considerar que colisionaba con la 
Constitución y resultaba lesivo para la libertad de expresión reconocida en el artículo 
34. “La República, o es la Constitución, o no es nada. La Constitución de la República 
garantiza en el art. 34 la libre emisión del pensamiento. Este dictamen es un instrumento 
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de tiranía contra la libertad. Cuatro años de República y apenas ha habido dos meses de 
libertad”310.   
Unión Republicana expresó su disconformidad con el proyecto de ley porque 
anularía de forma tácita la actuación judicial que la ley procesal contemplaba para 
castigar delitos perpetrados por medio de la imprenta. “(...) aparece una presión 
agobiadora de la autoridad gubernativa sobre la autoridad judicial en este proyecto”311.  
El gobierno no pudo sacar adelante la ley, aunque no por ello renunció a su 
propósito de limitar el régimen informativo vigente. El 7 de junio de 1935 presentaba un 
proyecto de Ley de Orden Público que rectificaba algunos artículos de la anterior con el 
fin de endurecer las penas. 
En sus alegatos iniciales a las Cortes, el ministro de la Gobernación explicaba que la 
reforma de la ley se hacía imprescindible para que el ciudadano no interpretase como 
“debilidad” la actuación del Estado. Para el ejecutivo, ésta era la lectura que se había 
impuesto en el sentir general de la población tras la “benévola actuación del Poder 
público en la represión de luctuosos recientes sucesos... Y como de tal conducta nace 
nuevamente la de perturbación... estima necesaria la aplicación de nuevas y enérgicas 
medidas”. 
La ley imponía la pena máxima de muerte en caso de asesinato u homicidio y, en lo 
concerniente al régimen de prensa, el artículo tercero concretaba:  
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“La pública provocación a la comisión de estos delitos (de prensa), su apología oral 
o escrita y la de sus autores, será castigada con la pena de prisión menor en toda su 
extensión”312. 
La reforma legal compensaba, así, el tropiezo sufrido en las Cortes Generales con la 
nueva ley de imprenta y buscaba una solución de auxilio para imponer la pena de 
prisión menor en las mismas circunstancias que había estipulado el proyecto de ley 
frustrado.  
3.7. EL BOICOT A LA LABOR DE AMPARO 
DEL TRIBUNAL DE GARANTI AS 
CONSTITUCIONALES  
Dentro de este intento obstinado de truncar más aún la libertad de información, el 
gobierno radical-cedista se propuso insertar ciertas modificaciones en la Constitución 
que habrían supuesto una merma mayor de la libre emisión del pensamiento. El 5 de 
julio de 1935, el presidente del Consejo de Ministros presentó en el Congreso de los 
Diputados el proyecto de reforma, de acuerdo con los requisitos del artículo 125 de la 
Constitución. El texto iba acompañado de un informe previo de tres páginas donde se 
detallaban los artículos que debían añadirse, suprimirse y corregirse. Entre los aditivos, 
se insertaba la cuestión del orden público, y pareja a ésta, la del régimen de prensa. 
El propósito del gobierno era centralizar las resoluciones en materia de justicia, 
educación, orden público, prensa, asociaciones y reuniones, ya que “la experiencia ha 
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demostrado los riesgos que amenazan al Estado entregando a la autonomía regional 
estas materias... Los organismos encargados de mantener el Orden Público son el brazo 
del Estado, el instrumento por excelencia de la coacción jurídica, sin la cual el derecho 
y el Estado se convierten en entes atáxicos… A la Prensa, Asociaciones, reuniones y 
espectáculos públicos son aplicables las consideraciones relativas al Orden 
Público…”313. 
La concreción de dicha disposición fue la supresión de las competencias transferidas 
a Cataluña en materia de orden público y la centralización del aparato de censura en la 
Dirección General de Seguridad. Pero más transcendencia que la distribución 
competencial bosquejada por el gobierno era su propósito de evitar la labor de defensa 
de las libertades públicas que venía desarrollando el único organismo encargado de 
velar por la protección del sector periodístico: el Tribunal de Garantías 
Constitucionales. El proyecto de reforma de la Constitución ponía de relieve la 
ineficacia de este tribunal para resolver recursos de amparo por el presunto quebranto de 
las garantías ciudadanas.  
“La experiencia ha demostrado que el recurso de Amparo (letra b del artículo 121) 
no responde a las necesidades que en tiempos históricos aseguraron su eficacia. Ha 
servido para intentos interesados en complicaciones litigiosas y conflictos de 
jurisdicción, y hasta es antinómico con el artículo 105 (Tribunales de Urgencia)”314.  
La cuestión era de suma relevancia para el régimen de prensa vigente, pues privar al 
Tribunal de Garantías Constitucionales de la tramitación de un recurso de amparo habría 
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equivalido a dejar en la absoluta indefensión jurídica a todos los rotativos afectados por 
sanciones arbitrarias de la autoridad civil o militar. 
El recurso de amparo de las garantías individuales constituía el único mecanismo de 
tutela constitucional para las libertades públicas previsto en la Constitución de 1931. 
Aunque, ciertamente, su tramitación se atribuía a los Tribunales de Urgencia a los que 
aludía el ejecutivo en su proyecto de reforma constitucional, la Carta Magna aclaraba 
que, en última instancia, sería el Tribunal de Garantías Constitucionales el encargado de 
asumir esta función “cuando hubiera sido ineficaz la reclamación ante otras autoridades 
(art.121.b)”.  
Este precepto constitucional venía a suplir el déficit democrático del que había 
adolecido el Estado durante las etapas precedentes y obedecía al anhelo de instaurar una 
fórmula garante de los derechos y libertades ciudadanos. En sintonía con este espíritu, 
“la Ley Orgánica del Tribunal de Garantías Constitucionales adoptó un criterio 
generoso al delimitar como órganos susceptibles de lesionar las garantías a las 
autoridades gubernativa, judicial o de cualquier otro orden (art. 45)”315. 
Sin embargo, el talante abiertamente democrático de la Constitución quedó en la 
práctica nuevamente erradicado por una legislación posterior que desvirtuó la 
inspiración liberal de la Carta Magna. Según Bassols Coma, un precepto tan ambicioso 
y loable como éste fue deficientemente articulado, ya que la Constitución sólo 
prescribió, de un modo difuso e inconcreto en su artículo 101, que la ley se encargaría 
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de establecer recursos contra la ilegalidad de los actos y disposiciones de la 
administración o contra aquellos actos discrecionales que pudieran constituir un abuso o 
un exceso de poder.  
Para desarrollar este precepto constitucional, era precisa “una reforma a fondo de la 
Ley de lo Contencioso-administrativo, reforma que no se llevó a efecto...”. Por ello, el 6 
de abril de 1935 el gobierno incluyó en el Reglamento del Tribunal de Garantías 
Constitucionales, una serie de artículos, del 84 al 94, atribuyendo a este tribunal un 
recurso para evitar la ilegalidad y el exceso o desviación de poder en aquellos supuestos 
en los que las leyes vigentes no autorizaran el recurso contencioso-administrativo u otra 
acción judicial.  
La mayor quita democrática contra la prescripción establecida en dicho reglamento 
se produjo el 7 de junio de 1935 cuando el gobierno declaró por decreto la nulidad de 
los artículos 84 a 94, retrocediendo “a la situación primitiva con evidente detrimento de 
las garantías de los administrados”316.  
Garantías que, en sí mismas, ya estaban ampliamente conculcadas, cuando no 
explícitamente anuladas. La argucia legal de la que los gobiernos de todos los colores 
políticos se dotaron para atenazar las libertades públicas residía una vez más en la Ley 
de Orden Público que permitía al ejecutivo actuar según su libre albedrío casi en 
cualquier circunstancia siempre que imperase un estado de excepción.  
La propia Carta Magna dejaba abierta la puerta a la arbitrariedad al no contener 
“discriminación alguna sobre el tipo de garantías individuales”. Esta indefinición llevó 
con el tiempo al abuso de poder, ya que se introdujo “una excepción peligrosa que, a la 
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postre, desnaturalizaría la propia institución: los recursos de amparo que se entablasen 
cuando estuviera aplicándose la Ley de Orden Público en un territorio determinado, no 
podrían referirse más que a infracciones de aquellas garantías o derechos que la 
Autoridad hubiera de respetar allí a pesar del estado de prevención, alarma o guerra 
imperante”317. Es decir, ningún ciudadano –tampoco un periodista- podría elevar un 
recurso de amparo por una vulneración flagrante de sus derechos civiles cuando ésta se 
produjera durante un periodo de excepcionalidad, ya que, en estos casos, dichas 
conculcaciones estaban legitimadas.   
A juicio de Martín Bassols, la ley definitiva del Tribunal de Garantías 
Constitucionales fue aún más cicatera, pues concedió un cheque en blanco a la Ley de 
Orden Público. “Se perfilaba así una distinción entre los recursos de Amparo ordinarios 
y los especiales por la aplicación de la legislación de Orden Público. El deslinde entre 
ambas especies de recursos cristalizó de forma radical con la promulgación de la Ley de 
Orden Público de 28 de julio de 1933 que, de forma totalmente descoordinada y 
fortuita, configuraba unas recursos de Amparo contra las sanciones pecuniarias 
impuestas, no sólo en los estados de prevención (art. 33) y alarma (art. 47), sino, 
incluso, -de forma abiertamente inconstitucional- para el ejercicio de las facultades 
gubernativas ordinarias (art.18)” 318.  
El proyecto de reforma constitucional era el instrumento definitivo al que se 
aferraba el gabinete radical-cedista para dinamitar el papel del Tribunal de Garantías 
Constitucionales como institución custodia y garante de las encorsetadas libertades 
públicas. Este intento se producía tras una serie de sentencias que dejaban sin efecto 
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algunas de las innumerables sanciones gubernativas dictadas con absoluta arbitrariedad 
por las autoridades de uno y otro signo. No fueron muchos los fallos emitidos por el 
tribunal amparando los recursos de periodistas porque también fueron muy escasas las 
solicitudes de amparo. La aplicación constante que los gobiernos republicanos hicieron 
de la Ley de Orden Público impidió de facto la interposición de estos recursos ya que la 
autoridad tenía el poder discrecional de sancionar a los rotativos que considerase 
oportuno. Aun así, algunos de los que lo hicieron obtuvieron una respuesta favorable. El 
gobierno radical-cedista decidió tomar cartas en el asunto ante la jurisprudencia que en 
el año 1935 ya existía al respecto, la cual ponía en tela de juicio el modus operandi de 
los diferentes gabinetes que se habían sucedido desde la proclamación de la República a 
la hora de ejercer su insaciable labor de fiscalización de la prensa desafecta. Y eso a 
pesar de la promulgación de leyes excepcionales, primero la de Defensa de la República 
y luego la de Orden Público, que ponían coto a la vía judicial para repeler posibles 
reclamaciones.  
La doctrina del Tribunal de Garantías Constitucionales, según se desprende de los 
razonamientos jurídicos preponderantes en casi todas sus sentencias, fue 
escrupulosamente legalista. Su jurisprudencia acataba, en consecuencia, lo establecido 
por una legislación que el propio poder ejecutivo se había encargado de diseñar para 
gobernar con mayor discrecionalidad. Pese a que fueron varias las sentencias 
estimatorias de los recursos de amparo, éstas no podían disentir con la orientación que 
albergaban las leyes dimanadas del Parlamento; se limitaban a constatar la incorrecta 
interpretación de la misma o el error cometido en la aplicación formal de la sanción, lo 




afán de contener a la prensa más crítica, cometiendo incesantes fallos a la hora de 
utilizar el procedimiento sancionador.  
Éstos fueron los argumentos jurídicos que empleó el tribunal en la sentencia que 
dictó el 13 de noviembre de 1934 a favor del recurso de amparo interpuesto por el 
periódico de Bilbao La Gaceta del Norte contra la multa de diez mil pesetas que le 
había impuesto el ministro de la Gobernación el 15 de febrero de 1933 con arreglo a la 
Ley de Defensa de la República. 
La sanción había sido el castigo por un montaje fotográfico publicado el día 11 de 
aquel mes en el que el rotativo acoplaba dos imágenes de distintos momentos: un grupo 
pacífico de personas y una pareja de guardias de seguridad en actitud de cargar. El 
recurrente pidió amparo alegando el ejercicio de la libertad de expresión prescrito en la 
Constitución y el tribunal falló a favor del recurrente. La sentencia reconocía que “las 
garantías a que se refiere el artículo 34 de la Constitución quedaron restringidas con las 
disposiciones de la ley de Defensa de la República” y que la fotografía “implicaba la 
difusión de una noticia inexacta que podía suscitar la animosidad contra las 
instituciones públicas, a las que se hacía objeto de menosprecio, lo que constituía un 
acto de agresión a la república”. Pese a ello, admitía el recurso, no porque la multa 
vulnerase la libertad de información, cuyo alcance –admitía la sentencia- estaba, en 
realidad, limitado por la ley de 21 de octubre, sino por un fallo técnico en la aplicación 
de la ley. El ministro de la Gobernación, primero, y el Consejo de Ministros, después, 
erraron en el castigo elegido: en este caso, era de aplicación el artículo 2º de la Ley de 
Defensa de la República “y con sujeción a éste no pudo imponerse la multa de 10.000 
pesetas al periódico La Gaceta del Norte, que únicamente pudo haberse ocupado o 




Dos juristas emitieron un voto particular, esgrimiendo que una ley excepcional 
como ésta no admitía más recurso que el gubernativo. Justificaron su carácter 
excepcional en el “poder enorme que pone en manos del ejecutivo, en la naturaleza y 
gravedad de las sanciones que establece, la vaga discrecionalidad con que se designan 
algunos de los actos incluidos en sus preceptos y la posibilidad de que coexistan 
aquellas sanciones con las establecidas en las leyes penales”. Por todo ello, estimaban 
que “hay que considerarla abstraída al juego de garantías y recursos propios de una 
legislación normal”319. 
En definitiva, la existencia de una legislación excepcional prevalecía sobre la propia 
Constitución pues venía a legitimar las injerencias gubernativas en el libre ejercicio de 
la profesión periodística. Ante esta realidad jurídica, el tribunal tenía un margen muy 
estrecho de maniobra, de modo que las únicas sentencias estimatorias de recursos de 
amparo debían aferrarse, forzosamente, a los errores cometidos por la autoridad en la 
interpretación de la propia ley. Por fortuna para muchos recurrentes estos deslices eran 
frecuentes. El 1 de abril de 1935 el director del periódico Euzkadi era exonerado de la 
multa de diez mil pesetas que le había impuesto el ministro de la Gobernación por un 
artículo publicado el 28 de octubre de 1932 “incurso en los apartados 1º y 5º de la ley de 
21 de octubre de 1931”. El tribunal lo admitió, no por un error en el fondo, sino en la 
forma: la sanción no podía imponerse al periódico, sino al autor del artículo
320
. 
Esta línea predominante dentro de la jurisprudencia del tribunal no fue óbice para 
que algunos magistrados manifestaran sus reservas sobre el acatamiento riguroso de la 
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excepcionalidad persistente en la que se mantuvieron los derechos y libertades públicas 
durante los cinco años del régimen republicano. Algunos votos particulares confirman 
que no todos los miembros del tribunal se mostraron complacientes y sumisos con lo 
establecido en una legislación (primero la Ley de Defensa de la República y más tarde 
la Ley de Orden Público) que, en todo momento, sirvió para atemperar la pretendida 
libertad de expresión consagrada en el artículo 34 de la Carta Magna.  
Así ocurrió el 23 de febrero de 1935 en la sentencia a favor del recurso interpuesto 
por El Socialista. Un fallo muy poco habitual, no porque admitiera el recurso de amparo 
elevado por el director de un periódico, sino porque, entre los razonamientos jurídicos 
esgrimidos, blandió uno –el de la prevalencia de la libertad de expresión reconocida por 
la Carta Magna- que chocaba con la propia doctrina del tribunal.    
El fallo anulaba la sanción de cinco mil pesetas impuesta a El Socialista por el 
ministro de la Gobernación, cuyo recurso argüía errores de forma y de fondo que hacían 
improcedente el correctivo. Desde el punto de vista formal, el periódico cuestionaba la 
competencia de la autoridad que había impuesto la multa, el jefe superior de Policía, 
para imponerle la sanción. En el fondo, el rotativo desmentía que el artículo alterase la 
paz pública.  
El ministro de la Gobernación legitimó la actuación del funcionario público 
amparándose en un Real Decreto de 27 de noviembre de 1912 y, haciendo una pirueta 
casi imposible, consideró que “si bien la vigente ley de Orden público no lo expresa de 
un modo literal, resulta con toda evidencia –para el señor ministro- que las facultades 
otorgadas a los Gobernadores civiles en esta materia se entienden conferidas a la 




del orden público que el jefe de policía imputaba al rotativo, el ministro entendía que, a 
la luz del artículo 3º de la Ley de Orden Público, la alteración “no implica 
necesariamente la existencia de un tumulto, revuelta o conmoción, sino que basta el 
hecho estricto de la publicación de los escritos que dieron origen a la providencia 
recurrida, por su repercusión en el ánimo de las gentes”.  
La sentencia desestimó los argumentos del recurrente en cuanto a la incompetencia 
de la Dirección General de Seguridad para asumir el papel del gobernador civil en la 
capital, aunque discrepaba con la interpretación sobre el papel subversivo de los 
artículos multados, resaltando, precisamente, el hecho relevante de que habían pasado 
“por la censura”.  
“En ellos se hace una crítica aguda, violenta si se quiere, de la actuación 
gubernamental”, pero no “se indican, recomiendan o anuncian siquiera actos directos de 
violencia”. La sentencia concluía razonando que se trataba de “una crítica dura de la 
actuación del Gobierno, propia de la Prensa política” que “no cabe desconocer ni 
dificultar dentro de un régimen ampliamente popular y democrático, asentado sobre la 
libre expresión del pensamiento”321.  
Un reconocimiento expreso y manifiesto de la libertad de expresión que no 
mostraron otras muchas sentencias anteriores y posteriores, cuyos fundamentos legales 
destacaban la prevalencia de esas leyes de carácter excepcional frente al alcance y 
vigencia del artículo 34 de la Constitución. En este caso, como en otras muchas 
resoluciones gubernativas, el error procedimental consistió en decretar una sanción 
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contra un rotativo que había pasado previamente por las dependencias oficiales de la 
censura. 
El 5 de marzo de 1936 el tribunal admitía el recurso de amparo interpuesto por un 
periodista contra la multa de cinco mil pesetas que le había impuesto la Dirección 
General de Seguridad con motivo de sus campañas periodísticas, por estimar que 
tendían a la “desunión de los cuerpos de la policía”. El recurrente alegaba que había 
acatado los “preceptos de la citada ley de Orden Público –en la que la Dirección de 
Seguridad sustentaba su sanción- relativos a la censura previa”, alegato que el tribunal 
tuvo que aceptar. Los razonamientos jurídicos del tribunal rayan la esquizofrenia, al 
determinar que “el derecho a la libertad de prensa, con arreglo a la propia ley, sólo 
podría ser ejecutado ilegalmente si no se sometiera a la previa censura durante el estado 
de excepción”, admitiendo en un mismo texto dos realidades tan antitéticas e 
irreconciliables como la libertad de expresión y la previa censura. La sentencia concluía 
reconociendo una evidencia palmaria, que bastaba “la existencia de censura previa para 
impedir la sanción gubernativa”322.  
Menos suerte corrió la alegación del periódico La Voz contra una multa de diez mil 
pesetas de la Dirección General de Seguridad. El tribunal desestimó el recurso con unos 
alegatos un tanto peregrinos, desempolvando una ley del 30 de diciembre de 1912, que, 
rizando el rizo, contemplaba una serie de supuestos en los que el director general de 
Seguridad podía asumir, en representación del ministro de la Gobernación, cuantas 
facultades se atribuyesen a las autoridades civiles en las leyes vigentes.  
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La prescripción era, cuanto menos, inconsistente, ya que la citada ley tan sólo 
estatuía difusamente en su artículo 3º que “las facultades propias o delegadas que 
hubiere de tener la Dirección General de Seguridad serían determinadas por el Ministro 
de la Gobernación”. El tribunal consideró, además, que la multa era completamente 
lícita, ya que, en el momento en el que se publicó el artículo, estaba declarado el estado 
de alarma y se hallaba suspendida la garantía constitucional establecida en el artículo 34 
(libertad de expresión).  
También en este caso hubo un voto particular que discrepó con la interpretación 
mayoritaria de la sección y estimó a la Dirección General de Seguridad incompetente 
para aplicar la sanción basándose en el propio articulado de la Ley de Orden Público. La 
razón que esgrimió era que no había mediado la delegación expresa del ministro de la 
Gobernación para asumir sus funciones, tal y como estipulaba la emérita ley de 1912.
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Las sentencias estimatorias que dieron amparo a rotativos sancionados por la 
autoridad gubernativa fueron muy puntuales. Las garantías ciudadanas –especialmente 
la libertad de expresión- se hallaban en suspenso por la incesante aplicación de estados 
de excepción a la normalidad constitucional. Con la pervivencia de esta situación poco 
pudo hacer la judicatura para frenar las intromisiones del ejecutivo sobre la actividad 
periodística. El recurso de amparo se convirtió en una figura ornamental de escasa o 
nula eficiencia para reporteros y articulistas represaliados por el gobierno. El aparato 
legislativo del que el ejecutivo se había dotado impedía, de forma implícita, que dichos 
recursos pudieran prosperar, abocando a las publicaciones periódicas a una situación de 
indefensión jurídica frente a los abusos y demasías del gobierno civil o militar.  
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4. LA CENSURA CON EL FRENTE POPULAR  
Los meses finales del gobierno radical-cedista fueron especialmente controvertidos. En 
el mes de septiembre de 1935 una nueva crisis salpicó al ejecutivo; el ministro Royo 
Villanova dimitió por el traspaso a Cataluña de unos servicios de Obras Públicas y a 
esto se sumó el descrédito del Partido Republicano Radical, principal sostén del 
gobierno, ante los escándalos de corrupción que se cernían sobre sus filas: el caso 
Straperlo –presunto cohecho- y el caso Nombela, una supuesta autorización de pago 
irregular a la naviera Tayá que no pasó por el Consejo de Ministros.  
Ante la magnitud del escándalo que salpicaba al partido de Alejandro Lerroux, el 
presidente de la República, Niceto Alcalá-Zamora, no podía encomendarle la formación 
de un nuevo gobierno y la opción de escoger al partido mayoritario, la CEDA, también 
quedaba descartada. Tanteó al presidente de las Cortes, Santiago Alba, pero el día 25 
éste declinó la oferta y Alcalá-Zamora recurrió al independiente Joaquín Chapaprieta 
quien formó gobierno con el anterior bloque y con la Lliga Catalana.   
Poco duró la travesía del nuevo ejecutivo. Chapaprieta, presidente del gobierno y 
ministro de Hacienda, no logró sacar adelante los presupuestos ante la oposición del 
grupo que ostentaba la mayoría parlamentaria, la CEDA. El día 9 de diciembre quedó 
planteada la crisis gubernamental. Alcalá-Zamora recurrió a Martínez de Velasco, pero 
no encontró apoyo parlamentario, así que optó por disolver las Cortes y encomendó la 
tarea de formar un gobierno de transición a Portela Valladares. El ejecutivo, en absoluta 
minoría, se constituyó el 14 de diciembre, sin la CEDA y sin radicales, con el cometido 
de convocar las elecciones generales. El nuevo gobierno carecía de apoyos y las Cortes 




Con este gobierno de transición se celebraron las elecciones generales del 16 de 
febrero que dieron la victoria a las fuerzas republicanas y de izquierdas y castigaron la 
gestión rectificadora de la derecha.  
El éxito de las opciones progresistas nació de la certidumbre compartida de que el 
motivo del desastre electoral de 1933 había sido la ruptura de su alianza. Tratando de 
impedir que el error se repitiera, en enero de 1935 Indalecio Prieto alcanzó un acuerdo 
con Azaña para que socialistas y republicanos retomaran su antigua alianza.  
En el verano de 1935 los republicanos de izquierda empezaron a definir un 
programa electoral común. El 14 de noviembre Manuel Azaña envió una carta a la 
directiva del Partido Socialista proponiendo una nueva alianza electoral y recibió una 
contestación favorable. Las comisiones ejecutivas de todas las agrupaciones socialistas 
aceptaron la propuesta siempre que se incluyese al PCE. El Frente Popular se formó el 
15 de enero de 1936.
324
. Estaba formado por Unión Republicana, de Martínez Barrio, 
Izquierda Republicana, de Azaña, Esquerra Republicana de Cataluña, PSOE, UGT, 
Federación Nacional de Juventudes Socialistas, Partido Comunista de España y el 
Partido Obrero de Unificación Marxista (POUM).  
La derecha acudió a los comicios unida en la Candidatura Antirrevolucionaria y los 
resultados, en términos numéricos, fueron similares. El Frente Popular obtuvo el 34% 
de los sufragios emitidos, con algo más de cuatro millones y medio de votos, frente a 
los cuatro millones y medio que recibió la Candidatura Antirrevolucionaria (un 33%). A 
las opciones de centro fueron a parar algo más de quinientos mil sufragios, el 5% del 
cuerpo electoral. A pesar de lo ajustado del recuento, la ley electoral favoreció una 
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mayoría absoluta del Frente Popular, situación por la que las derechas protestaron 
airadamente en sus medios de comunicación afines, sin recordar que esa misma ley 
electoral les había favorecido a ellos en los comicios de 1933.  
El traspaso de poderes no fue un camino fácil. Las maniobras conspirativas contra la 
fuerza electoral triunfante comenzaron a fraguarse en las horas inmediatas al escrutinio 
de votos. El primero en tratar de boicotear la voluntad popular fue el general Francisco 
Franco, quien, en la misma noche del día 16, intentó convencer al general Sebastián 
Pozas, director general de la Guardia Civil, para que se declarase el estado de guerra. 
Ante la renuencia de Pozas, Franco dio la orden telefónica de declarar la ley marcial en 




Gil Robles fue el siguiente en actuar. El 17 de febrero fue a ver a Portela Valladares 
y lo apremió a que se estableciera en el poder como una especie de dictador temporal. 
Él se negó. Ese mismo día declaró el estado de alarma y la reinstauración de la previa 
censura durante siete días. El gobierno provisional dimitió el 19 de febrero, antes de que 
se constituyeran las nuevas Cortes, sin aguardar a que se hicieran públicos los 
resultados oficiales de las elecciones. Su precipitación estaba motivada, al parecer, por 
los rumores de golpe militar que ya circulaban por la prensa
326
. El nuevo parlamento 
empezó a funcionar el 15 de marzo “en un clima de acusada polarización y violencia 
creciente en distintos puntos del país”327.  
                                                 
325
 En Aróstegui, Julio. Por qué el 18 de julio... Y después. Ediciones Flor del Viento. Barcelona. 2006.  
326
 Ibid.  
327
 En Álvarez Tardío, Manuel y Villa García, Roberto. El precio de la exclusión. La política durante la 




La etapa del Frente Popular estuvo marcada por la inestabilidad social y política. La 
constitución democrática de un gobierno de izquierdas no fue aceptada por los partidos 
de inspiración fascista. El principal era Falange Española, de José Antonio Primo de 
Rivera, hijo del dictador, que se había fortalecido tras la fusión con el otro gran bastión 
del fascismo español, las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista (JONS) de Ramiro 
Ledesma Ramos. Falange Española y de las JONS comenzó a batallar abiertamente 
contra el gobierno del Frente Popular y algunos partidos de la derecha más radical, que 
no habían asimilado el resultado de los comicios, fueron deslizándose hacia la órbita 
fascista.  
El irrespirable aire prebélico embargó al país desde el mismo mes de marzo y su 
principal cauce de expresión fue la violencia que, unida a la conflictividad social y 
laboral, generó una inquietud permanente en el ejecutivo. Los actos violentos se 
iniciaron muy pronto con asesinatos cruzados entre militantes de extrema derecha y de 
extrema izquierda.  
 El 12 de marzo varios falangistas disparaban contra el jurista y diputado del PSOE 
Luis Jiménez de Asúa y su escolta, el policía Jesús Gisbert, quien murió en el quirófano. 
El atentado fue la venganza por el asesinato en Madrid y en Toledo de militantes 
falangistas. El 14 de marzo, el gobierno detuvo a la directiva de Falange Española y el 
partido pasó a la clandestinidad. “A partir de entonces, se multiplicaron y generalizaron 
los registros y clausuras de las sedes, la suspensión de la prensa, las detenciones y 
multas a los militantes y dirigentes, los procesos judiciales, así como la requisa de 
armas utilizadas en las acciones falangistas”328. 
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La frágil y precaria situación socio-política se veía agravada por los planes 
subversivos que, desde antes incluso de la victoria del Frente Popular, se estaban 
fraguando entre la cúpula militar hostil al gobierno. “El punto de partida fue la reunión 
celebrada en Madrid, en el domicilio del general Barrera, en el mes de enero de 
1936”329. El propósito de los conspiradores habría sido desencadenar el golpe militar 
tras las elecciones, pero el cabecilla de la trama, el general Goded, la abortó en el 
instante decisivo porque consideró que el plan no era todavía consistente.  
Alertado por las maniobras golpistas, el gobierno ejecutó el traslado forzoso de 
algunos generales implicados. El 21 de febrero Franco era destituido como Jefe del 
Estado Mayor del Ejército y enviado a Canarias como comandante militar. Joaquín 
Fanjul, hasta entonces general jefe de la Comandancia de Canarias, fue cesado y recibió 
destino forzoso en Madrid. Manuel Goded, inspector general del Ejército, era trasladado 
a Baleares con el cargo de comandante y Emilio Mola, hasta entonces jefe de las fuerzas 
militares de Marruecos, recibía nuevo destino en Navarra, como gobernador militar de 
Pamplona al mando de la 12ª Brigada de Infantería.   
El complot subversivo se gestó definitivamente el 8 de marzo de 1936, en la reunión 
que convocó el general Mola en el domicilio de José Delgado y a la que asistieron, entre 
otros, Mola, Franco, Fanjul, Varela, Galarza y Sanjurjo, quien fue designado jefe de la 
operación militar. Tras esa cita inicial, los conspiradores mantuvieron diversos 
encuentros, pero el gobierno estaba al tanto de las intenciones de los militares 
sediciosos y éstos tuvieron que suspender la segunda fecha prevista para el 
levantamiento armado, el 18 de abril, porque el ejecutivo conocía todos los detalles de 
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la trama. “El fracaso de Madrid significó el triunfo de Pamplona”. Mola tomaba las 
riendas de la conspiración que, finalmente, dio sus frutos y culminó en el levantamiento 
armado que desencadenó la guerra civil
330
. 
Mola se erigía, así, en el Director del plan y de este modo firmaba los escritos en los 
que iba perfilando el complot contra el gobierno. La trama conspirativa tuvo, según 
Aróstegui, dos líneas que acabaron fundiéndose: la encabezada por Mola y la de 
Francisco Franco, cuyas perseverantes indecisiones habrían obedecido, según Paul 
Preston, a su ambición de liderar el movimiento. 
A esta trama se sumó un estado social de agitación persistente; en el mes de abril los 
disturbios aumentaron. Los paros y huelgas crecieron de forma exponencial. Según 
Rafael Cruz, “entre abril y julio se produjeron tantas huelgas como en todo 1933”331. Y 
la violencia se hizo insostenible, hasta el extremo de que en menos de cinco meses -




Tampoco en el plano político la tranquilidad era mayor. El presidente de la 
República, Alcalá-Zamora, fue obligado a dimitir y ocupó su cargo Manuel Azaña, 
quien, en el mes de mayo, pidió a Indalecio Prieto que formase nuevo gobierno. La 
propuesta del socialista pasaba por una coalición del Frente Popular sin los comunistas 
que afrontase unas reformas económicas, aplastara la latente conspiración militar con 
una purga del ejército, y restableciera el orden mediante una política policíaca más 
enérgica. Fracasó en sus gestiones. Sería Casares Quiroga quien, definitivamente, 
formara gabinete ejecutivo, con siete ministros de Izquierda Republicana, tres de Unión 
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Republicana, uno de  la Esquerra, y un independiente. En el Ministerio de Gobernación 
situó a Juan Moles
333
.  
Con este panorama público, parece lógico que las aspiraciones del Frente Popular de 
restaurar las máximas garantías de libertad para los ciudadanos –plasmadas en su 
manifiesto fundacional- no se trasvasaran a la práctica. El nuevo gobierno de izquierdas 
mantuvo intacto el estado de alarma y un régimen informativo de censura previa hasta el 
estallido de la guerra civil. Sólo se atrevió a restablecer la normalidad constitucional 
durante tres efímeros días, pero el ensayo democrático no fue fructífero y volvió a la 
carga con la persistencia de la excepcionalidad. Se decantó, eso sí, por la situación 
intermedia –el estado de alarma- y no abusó, como la derecha, del estado de guerra. 
Incluso cuando la agitación social se vaticinaba claramente como el preludio de un 
levantamiento armado contra el gobierno, éste eludió el recurso fácil de promulgar la 
ley marcial.  
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4.1. UNA CENSURA EXPLI CITA EN LA 
FISIONOMI A DE LOS PERIO DICOS  
La primera fórmula represiva contra la prensa con la que debutó el gobierno del Frente 
Popular fue la suspensión del órgano periodístico de Falange, el semanario Arriba, tras 
la detención y el procesamiento de la junta política del partido. La suspensión decretada 
por el gobierno se hizo efectiva de forma automática, mucho antes de que comenzara el 
juicio contra Falange y de que los tribunales dictaran una sentencia que, para colmo de 
despropósitos, resultó ser exculpatoria, y el último número de Arriba que salió al 
mercado editorial fue el 34, el 5 de marzo de 1936. 
El semanario no pudo regresar, pero sus responsables sí editaron en su lugar un 
folleto clandestino que se encargó de airear las causas y consecuencias de aquella 
persecución gubernativa. Lo titularon No importa y el subtítulo ya daba pistas sobradas 
del tono de la publicación: „Boletín de los días de persecución‟. Sólo se editaron tres 
números consecutivos de cuatro páginas; el primero apareció el 20 de mayo y acusaba al 
gobierno de estar fuera de la ley. En la portada explicaba el periplo de Falange tras el 
arresto de sus dirigentes en el mes de marzo. Éstos habían sido acusados por el fiscal de 
atentar contra la forma de gobierno en su manifiesto programático y el juicio se había 
celebrado el 30 de abril. Curiosamente, la sentencia había sido absolutoria y la 
disolución de Falange Española y de las J.O.N.S impuesta por el gobierno resultó ilegal.  
En ese primer número de No importa aparecía una sección que aspiraba a hablar sin 
cortapisas: „Tachado por la censura‟ (Algunas cosas que ocurren en España y no 
permite la censura gubernativa). Pero la travesía fue fugaz; el tercer y último número se 




La censura que tachaba y extirpaba artículos se impuso con virulencia desde el 
mismo mes de febrero, aunque alcanzaría su mayor apogeo y énfasis a partir de finales 
de marzo. Los relatos de los protagonistas son los más ilustrativos. “La censura 
gubernamental procuraba suprimir las noticias referentes a huelgas y asesinatos porque 
los ministros temían el contagio de la violencia. Había que enviar apresuradamente a la 
oficina de prensa ejemplares de los diarios para su previo examen; las secciones 
suprimidas aparecían como espacios en blanco o con tipografía borrosa. Le Temps de 
París, que llegaba a Madrid con unos días de retraso, ofrecía a menudo más información 
que los diarios de la capital de España. Sólo cuando uno conseguía un rimero de diarios 
de provincias y leía las páginas tituladas Conflictos sociales podía darse cuenta cabal de 
las proporciones de un descontento laboral que escapaba a las estadísticas oficiales”334.  
El testimonio de Manuel Frank y de sus avatares con la censura de prensa revela, en 
el fondo, una realidad bastante alejada de la rígida centralización informativa que logró 
imponer la derecha. En la etapa del Frente Popular, ni los métodos de aplicación de la 
censura fueron tan severos como lo habían sido con el gobierno saliente, ni el gabinete 
de izquierdas se mostró tan puntilloso para suprimir de la publicación intervenida por la 
oficina de censura las pistas de su injerencia.  
El funcionamiento del aparato censor no modificó nociones sustanciales con 
respecto a la etapa anterior. Las instrucciones y consignas provenían igualmente del 
ministro de la Gobernación y eran derivadas a los respectivos gobiernos civiles para que 
éstos, por su parte, trasladaran los dictados a los alcaldes de los ayuntamientos de su 
demarcación. El Frente Popular también mantuvo un registro de prensa actualizado para 
                                                 
334




atajar veleidades y provocaciones periodísticas con inmediatez y manifestó idéntica 
preocupación por los asuntos más espinosos de entre aquéllos que abordaba la prensa: 
los alborotos de orden público, los conflictos laborales y las desavenencias políticas en 
el seno del gobierno. 
La mayor diferencia entre la práctica censuradora de los gabinetes radicales y 
radical-cedista y del Frente Popular fue, por tanto, el vigor con el que se ejerció el 
control y, sobre todo, las fórmulas que cada uno empleó para evitar que sus métodos 
gozasen de publicidad. Durante el segundo bienio las señales de la censura estuvieron 
prohibidas de forma tajante. El gobierno emitió una circular para impedir que 
proliferasen las notas de alerta a los lectores sobre la actuación de la censura y vigilaba 
puntillosamente el cumplimiento estricto de sus dictados. No sucedió lo mismo con el 
Frente Popular. El relato de Manuel Frank sobre el aspecto desolado de las 
publicaciones se cerciora al ojear los periódicos de la época. Muchas informaciones 
eran literalmente reemplazadas por huecos delatores y las noticias censuradas 
mostraban, sin impedimentos, las letras machacadas para advertir a sus lectores de que 
el texto ilegible había sido suprimido por acción gubernativa. La censura provocaba a 
veces tal desastre en el aspecto del periódico que éste contenía más espacios en blanco 
que texto corrido y la leyenda de Visado por la Censura aparecía, sin número 
preestablecido, según los deseos del director del periódico. Algunas publicaciones 
introducían el aviso en cada una de las columnas del texto eliminado, insertando hasta 
tres, cuatro e incluso cinco sumarios con el emblema del visado dentro de una misma 
página. 
Esta lenidad gubernativa a la hora de ocultar las secuelas ostensibles de la censura 




tirada nacional exhibían sin la menor reserva los textos amputados, los titulares 
emborronados o interminables avisos de la intromisión gubernativa. En algunos, como 
ABC, El Debate o La Nación, la provocación parecía razonable por su filiación 
derechista, pero incluso cabeceras republicanas como El Sol, que en las primeras 
semanas de gobierno del Frente Popular denotaron cierta inclinación a preservar el 
secreto sobre los métodos coercitivos aplicados a la prensa, fueron disipando sus 
reservas para decantarse por fórmulas más visibles de la intromisión censuradora. 
El número que El Sol publicaba el 3 de marzo de 1936 ya aparecía mutilado, con un 
hueco en portada del que parecía haber sido extirpado un artículo íntegro, emplazado 
bajo una información sobre la segunda vuelta electoral. Era la primera vez que el 
rotativo se atrevía a realizar una provocación tan explícita.  
En los siguientes meses, el periódico no desobedeció las instrucciones de censura 
sobre los avisos que la prensa podía y debía introducir en cada edición. No dejaba 
marcas ostensibles de la intervención de la censura y sólo insertaba un aviso del visado. 
Incumplió los preceptos gubernativos el 19 de mayo cuando los carteles del visado se 
repitieron sin límite preestablecido en una misma página y se fueron alternando con los 
textos que supuestamente habrían sido retocados por el censor.  
La permisividad del gobierno con los rotativos que publicitaban sus métodos 
censuradores fue alentando también a los diarios republicanos a multiplicar sin pudores 
los avisos del visado. El 9 de julio éstos se extendían por la portada de El Sol sin ningún 
tipo de corsé moderador, intercalándose entre los textos que habían sido cercenados 
para dejar pistas manifiestas a sus lectores de aquellos asuntos que desazonaban al 




en una guerra de tres años, el número de El Sol reiteraba sin límites los alertas del 
visado e introducía uno de ellos al pie de la caricatura diaria firmada por Bagaría.  
También periódicos derechistas y conservadores como El Debate y La Nación o 
izquierdistas como Mundo Obrero emplearon asiduamente esta estrategia. El primero 
no adoptó la solución hasta finales de marzo cuando enterró sus antiguas precauciones y 
sustituyó el filete único de aviso del visado por una sucesión incansable de sumarios 
que, a partir de ese momento, comenzarían a desfilar por la portada para reemplazar los 
párrafos suprimidos por el censor. El 31 de marzo un recuadro a dos columnas y con 
grandes caracteres que ocupaba aproximadamente la extensión de un párrafo entero 
indicaba a sus lectores:  
“Este número ha sido visado por la censura”.  
Lo significativo era el lugar en el que aparecía el emblema, en el primer párrafo de 
un editorial titulado: “¿Va a ser esto el Parlamento? Y, para colmo de señuelos, el 
recuadro con el visado sustituía con absoluta claridad las primeras líneas del texto 
mutilado, hasta el punto de que el editorial sólo conservaba la primera oración de un 
párrafo evidentemente suprimido por orden del censor.  
“Varios diputados de la mayoría produjeron ayer en las Cortes un tumulto”335. 
El tijeretazo censor restaba todo sentido a la exposición de motivos y rompía la línea 
de argumentación del rotativo, cuya opinión ulterior perdía toda razón de ser.  
“El incidente nos invita a coger el hilo del artículo que dedicamos a esta Cámara el 
día en que se reunió”336. 
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La ejemplificación era fallida de antemano porque el lector nunca pudo conocer el 
controvertido incidente que el diario escogió para ilustrar su reflexión sobre la labor 
parlamentaria.  
Arrojado ya a los fondos de una pugna abierta en la que ningún diario dudaba en 
mostrar sus armas de batalla, El Debate profundizó en los meses siguientes en esta 
fórmula y sus avisos sobre la acción fiscalizadora del gobierno comenzaron a ocupar los 
huecos que a menudo dejaban los titulares.  
Más atrevimiento demostró el diario La Nación, que osó desafiar al ejecutivo a los 
pocos días de ocupar el poder, cuando empezó a mostrar sin traba alguna los signos más 
evidentes de la censura. El número que el periódico sacó al mercado el 28 de febrero de 
1936 ya incluía textos machacados. Aunque postergó la inserción del visado por la 
censura hasta el día siguiente, la imagen precaria de la publicación, con cortes y 
supresiones que deterioraban de un modo abrumador el aspecto del diario, era prueba 
más que suficiente de la intromisión gubernativa. 
También el diario ABC lucía sin camuflajes los efectos de la censura en sus 
maquetas. Desde mediados de marzo, el rotativo siguió los mismos cauces de todos sus 
colegas y empezó a dejar los huecos en blanco, que cortaban de forma abrupta la línea 
argumental de los artículos intervenidos. Casi todos ellos versaban sobre las cuestiones 
que preocuparon por igual a todos los gobiernos republicanos: disturbios sociales y 
litigios políticos.  
Aunque las informaciones y artículos que abordaran altercados callejeros o revueltas 
alentadas por organizaciones sindicales y políticas sí solían colarse en los diarios 




materia de orden público y apenas tuvieron espacio para insertar textos sobre alborotos 
sociales que incomodaran al gobierno. 
Más estrecho, si cabe, fue el seguimiento del ejecutivo sobre los artículos políticos 
que, en periódicos como ABC, solían salpicar a menudo las principales páginas y que, 
casi siempre, incluían algún sesgo visible provocado por el censor. El diario 
monárquico sufrió importantes cortes de tijera a lo largo del mes de marzo cuando trató 
de informar sobre las presuntas irregularidades perpetradas por el Frente Popular al 
anular actas de la derecha en determinadas ciudades sin garantías democráticas. Las 
injerencias gubernativas solían ocasionar, en estos casos, tales desastres que restaban 
toda coherencia al artículo, dejando en suspenso el argumento primordial:  
“Están en su elemento...”, escribía el 31 de marzo ABC. Y tras un revelador hueco 
en blanco que ocupaba, aproximadamente, la extensión de una línea concluía su opinión 
truncada:  
“y no se les alcanza la significación del retraimiento que provocan cuando ni 
siquiera se han constituido las Cortes”337. 
El artículo terminaba con el cartel del visado por la censura en el espacio que habría 
ocupado el párrafo con la disertación final.  
Las múltiples pistas de la acción de la censura habían empezado antes de que se 
hiciera efectivo el traspaso de poderes. Aprovechando el clima pre-electoral y la laxitud 
de la censura poco antes de los comicios, algunos periódicos osaron reflejar las secuelas 
de la intromisión gubernativa. Mundo Obrero reapareció tras su prolongada suspensión 
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de más de un año el 2 de enero de 1936 y ya elevó sus quejas por la arbitrariedad de la 
censura.  
“Otros periódicos han podido hacer objeciones y críticas a la forma en que se viene 
aplicando la censura de Prensa. Nosotros quisiéramos que se nos permitiera hacer 
algunas consideraciones basadas en la experiencia de dos días”, escribía el rotativo. 338 
Y apelaba fervorosamente a la supresión de un instrumento opresor que suponía un 
tropiezo para avanzar hacia un auténtico estado constitucional y democrático. El 
gobierno le permitía discrepar, pero con reservas, y ese mismo artículo mostraba varios 
renglones en blanco que evidenciaban los justos límites en esa aspiración elemental. El 
editorial quedaba totalmente fragmentado, con oraciones cortadas y, en mitad del texto, 
un elocuente cartel con dos gruesos filetes anunciaba la causa de tanta inconexión 
lingüística: Visado por la Censura.  
Los efectos de la censura se hacían todavía más palmarios el 17 de febrero de 1936. 
El número de aquella jornada aparecía literalmente masacrado, con tantos textos 
emborronados como artículos escritos. El aspecto devastado de la publicación se 
extendía fundamentalmente a las páginas que se ocupaban de manifestaciones y 
alborotos callejeros, cuyas noticias quedaban desgajadas y desprovistas de cualquier 
hilo argumental. La última página del ejemplar de aquel día adquirió la imagen 
desconcertante de un puzzle improvisado, formado con piezas rotas que no acababan de 
encajar. Un cartel a pie de página advertía de la intervención de la censura, pero el aviso 
sobraba: lo explicitaban sin ambages los innumerables huecos en blanco que 
interrumpían el texto.  
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Los signos de la censura continuaron en los números siguientes: abundaban los 
huecos dentro del texto e incluso los espacios en blanco de noticias completas que 
fueron extirpadas por el aparato censor sin que el gobierno saliente exigiera a la 
publicación que supliera esa carencia para no dar pistas sobre sus injerencias. La 
censura afectaba en especial a los titulares, pero también al cuerpo de las noticias. Las 
marcas eran tan ostentosas que el emblema visado por la censura parecía más bien una 
maldad mordaz del rotativo que un aviso necesario
339
.  
El 19 de febrero de 1936 se constituyó el gobierno presidido por Manuel Azaña y 
los rastros de la censura en Mundo Obrero se extinguieron como por arte de magia. 
Durante tres semanas de gobierno del Frente Popular el periódico gozó de libertad para 
lanzar sus proclamas revolucionarias. No había intromisiones gubernativas en su labor 
periodística ni secuestros de la publicación. Parecía nadar en aguas plácidas y serenas, 
hasta el 11 de marzo de 1936, coincidiendo con la divulgación de una circular que 
revelaba el grado de desazón que ya existía en el gobierno por la excesiva tolerancia que 
se había concedido a la prensa. El número de ese día aparecía censurado, como 
denotaba el hueco del titular en una noticia sobre la problemática laboral de los taxistas.  
Los lastres de la censura eran, pese a todo, menos visibles y Mundo Obrero también 
respondió con un gesto de cortesía hacia el nuevo gobierno con el que sí mantenía 
estrechas afinidades ideológicas: el visado por la censura se ubicaba en tercera página y 
a un tamaño tan exiguo, a pie de página, que apenas era perceptible por el lector más 
escrutador. Las pullas envenenadas se dirigían a los antiguos resortes del poder, a las 
derechas contrarrevolucionarias.  
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El órgano censor, sin embargo, se fue robusteciendo con el tiempo. El 17 de marzo 
los huecos en Mundo Obrero se sucedían en numerosas páginas, de modo que el 
gobierno empezó a no hacer distingos entre amigos y enemigos. En mayo, por ejemplo, 
una tercera parte de muchas páginas estaba intervenida por la censura, sobre todo 
aquéllas que se ocupaban de conflictos laborales y de asuntos políticos.  
 
4.2. LOS DESPISTES DE LA CENSURA EN 
PROVINCIAS  
El gobierno del Frente Popular no pareció preocuparse por ocultar cicatrices de tijera, 
pero sí se alertó de las graves negligencias cometidas por las oficinas de censura en las 
provincias. Las informaciones sobre conflictos sociales a las que alude en su testimonio 
Manuel Frank demuestran, en efecto, la debilidad del aparato censor, en contraste con la 
rígida centralización que mantuvo eficazmente el gobierno de derechas. Con el Frente 
Popular los periódicos madrileños estaban vigilados de cerca y apenas tenían vías de 
escape para oxigenar sus páginas, asfixiadas por la estricta fiscalización gubernativa, 
pero el control desplegado desde los gobiernos civiles y, sobre todo, en los diferentes 
consistorios municipales, era, cuanto menos, relajado. Sólo así puede entenderse que en 
el preludio del golpe militar que desembocaría en la guerra civil, algunos rotativos de la 
periferia pudieran informar alegremente, sin ninguna restricción gubernativa, de los 
conflictos sociales o que publicaran noticias sobre altercados de orden público que la 




Tampoco al Frente Popular le agradaba la actitud permisiva de la censura en 
provincias y se obstinó en enmendar la ineptitud de sus gobernadores hasta el final. A lo 
largo de sus cinco meses de gestión, antes de que comenzase la contienda bélica, son 
asiduas las circulares remitidas por envío telegráfico a los gobiernos civiles reiterando la 
obligación de revisar con esmero todos los rotativos y de cercenar cualquier noticia o 
artículo sobre altercados de orden público. Una de las primeras se emitía el 11 de marzo 
de 1936 y deja patente el malestar del ejecutivo por la laxitud de la censura.   
“Habiendo observado este Ministerio que en algunas provincias y no obstante 
subsistir el estado de alarma se publican por la prensa noticias relativas a alteraciones de 
orden público y en muchos casos con carácter alarmista o tendencioso, recuerdo a V.E. 
la necesidad de ejercer con todo rigor mientras subsista dicho estado la censura de 
noticias o informaciones por cualquier medio de publicidad hablada o escrita, así como 
en comunicaciones telegráficas o telefónicas y especialmente en lo relativo a cuestiones 
o sucesos de orden público y también en cuanto se relacione con ampliaciones de 
acuerdos adoptados en Consejo de Ministros en relación con situación internacional”340. 
La censura debía aplicarse sobre todos los medios de información y comunicación: 
envíos telefónicos o telegráficos, emisiones radiofónicas y publicaciones periódicas. 
Pero las consignas del Ministerio de la Gobernación no surtieron demasiado efecto y la 
labor censuradora en las provincias siguió su tónica permisiva.  
Tanto fue así que algunos gobernadores civiles se atribuyeron la prebenda 
discrecional de decretar de forma autónoma el levantamiento transitorio de la censura, 
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sin efectuar una consulta somera al ministro de la Gobernación e incumpliendo 
abiertamente las directrices que de forma reiterada les transmitía el gobierno central.  
En la provincia de Murcia la autoridad gubernativa decidió atender las repetidas 
demandas periodísticas para suavizar el control de las publicaciones en un momento en 
el que subsistía en todo el país el estado de alarma y permanecía vigente la previa 
censura. El 21 de marzo de 1936 algunos redactores se quejaban de los excesos 
cometidos por el gabinete de censura, haciéndoles remitir las galeradas de la edición del 
día por duplicado. Tal vez los periodistas murcianos desconocían los preceptos de la 
Ley de Orden Público, que estipulaba tales requisitos, y tampoco el gobernador debía de 
andar muy informado de las minucias legales pues accedió a su petición de suprimir la 
censura previa. Lo curioso es que su tolerancia se produjera tan sólo diez días después 
de que el ministro de la Gobernación hubiera advertido a sus delegados provinciales de 
que aplicasen “con todo rigor” las fórmulas de censura previa mientras permaneciera 
vigente el estado de alarma. El gesto de cortesía del gobernador, aunque loable, no caía 
en la ingenuidad; acompañaba su licencia de las advertencias oportunas. Sus consignas 
sobre las precauciones informativas que debían adoptar los rotativos si querían eludir el 
trámite forzoso de la censura previa eran tantas que prácticamente esquilmaban la 
información de los periódicos. Éstos no podrían “ publicar ninguna noticia relativa a 
alteraciones de orden público, ni hechos de carácter alarmista o tendencioso acaecidos 
en España, así como tampoco nada relativo a los acuerdos adoptados por el Consejo de 
Ministros en relación con la cuestión internacional, ni ninguna clase de artículos en los 
que se viertan frases o conceptos injuriosos para la Autoridad, el Gobierno o el Jefe del 




y en evitación de que se tuviera que adoptar otra vez por este Gobierno las medidas que 
se intentan suprimir”341. 
A los rotativos murcianos sólo les quedaba el espectro frívolo de las noticias de 
sociedad, deportes y festejos si querían evitar el restablecimiento del control previo de 
sus galeradas.  
La tibieza de la que hacían gala algunos gobernadores, como el de Murcia, a la hora 
de acatar las instrucciones gubernativas no fue, sin embargo, extensible a todas las 
provincias. La protesta persistente que exponían los rotativos madrileños sobre la 
disparidad de criterios en la censura, y el agravio comparativo entre las publicaciones 
capitalinas y provinciales, se reproducía también en los diarios de la periferia. La 
orientación de la censura dependía, no tanto de los preceptos que impusiera el 
Ministerio de la Gobernación, como de la voluntad, más o menos benevolente, del 
gobernador encargado de aplicarla en su provincia. De este modo, mientras los 
altercados y disturbios de orden público formaban parte de la fisionomía habitual de 
algunas cabeceras de provincias, en otras ciudades imperaba la misma ley del silencio 
que, desde Madrid, se impuso a los periódicos de tirada nacional. La rigidez de algunos 
gobernadores civiles se tradujo, incluso, en prohibiciones más enérgicas que en Madrid. 
De hecho, en algunas provincias, los periódicos exponían la misma queja de 
desigualdad de criterio en la aplicación de la censura que tan airadamente reproducían 
en sus páginas los rotativos de la capital. Así sucedía en Córdoba, donde los periodistas 
de distintos medios impresos reclamaban incansablemente el mismo trato que el 
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dispensado en otras provincias, incluida Madrid, donde la prensa podía difundir noticias 
que a ellos les vetaba la censura.
342
   
La prensa alicantina tampoco gozó del remanso de paz ni de la libertad que se les 
permitía a los rotativos de otras provincias, para incomodo del ministro de la 
Gobernación. Ni El Día ni Diario de Alicante podían informar sin cortapisas de todo 
cuanto ocurría en el país y, si bien insertaban en sus páginas algunas informaciones 
sobre alteraciones públicas, éstas siempre aparecían en emplazamientos discretos, hasta 
el punto de pasar prácticamente inadvertidas. 
Las dificultades de Diario de Alicante con el nuevo gobernador civil comenzaron el 
mismo día de su nombramiento. El 22 de febrero de 1936 el diario saludaba a la 
autoridad entrante con unas breves letras socarronas sobre la espera infructífera de más 
de una hora que habían soportado en la víspera para ser recibidos por el gobernador 
quien, apremiado por las numerosas obligaciones del cargo, no había podido atender a 
los emisarios del rotativo. El gobernador no los recibió en persona, pero sí se encargó de 
hacer notar la ejemplaridad con la que llegaba al cargo; esa portada lucía tres textos 
machacados: el saludo irónico del rotativo, un breve completamente indescifrable y una 
noticia íntegra en la que no quedó legible ni una palabra azarosa.
343
 
Los textos emborronados reaparecieron en las ediciones sucesivas y el rigor del 
gobernador de la provincia parecía inflexible, vetando por completo la reproducción de 
determinadas noticias. En muchos casos, los censores no permitían siquiera la 
publicación del titular; en otras, éste era lo único que el lector podía conocer de la 
noticia amputada. El 26 de febrero, Diario de Alicante titulaba, en portada, “Una 
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iniciativa que nos parece desacertada”, pero esta crítica contenida –el modesto uso de un 
adjetivo calificativo que implicaba un reproche a la labor ejecutiva- fue toda la 




El 13 de marzo de 1936 dos pistoleros disparaban contra el diputado socialista Luis 
Jiménez de Asúa, atentado del que el jurista del PSOE salió ileso pero que acabó con la 
vida de su escolta, el policía Jesús Gisbert. Mientras la prensa nacional informaba del 
suceso con sordina, algunos rotativos de provincias, como Diario de Alicante, no 
ofrecieron la noticia. Tampoco el 14 de marzo aportó información alguna al respecto, 
pero sí mostró una noticia machacada en su portada y otra en páginas interiores.  
Las injerencias del aparato censor alcanzaban tal magnitud que Diario de Alicante 
publicó el 18 de marzo un artículo aleccionador sobre el modo de administrar la censura 
en la provincia. 
“Ya que no se permite la información directa se debieran facilitar „notas oficiosas‟ 
en que dar a conocer la verdad de los sucesos, eludiendo aquellos matices que pudieran 
ser tóxicos para los lectores, y de esta forma se controlaría el estado pasional de la 
opinión, pues silenciar las noticias... encarna peligrosas interpretaciones al transcender 
al público la noticia que se pretendió escamotear. Y si a esto agregamos que se silencian 
unos sucesos y se divulgan otros, el menos suspicaz ha de maliciar que por la censura de 
prensa se tiende a favorecer a un sector de opinión en perjuicio de otro”345.  
Éste era un motivo de protesta generalizado entre la prensa desafecta al ejecutivo: la 
arbitrariedad con la que se aplicaba la censura, favoreciendo a medios afines en 
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detrimento de aquellos otros detractores con su labor. Queja que, como vemos, también 
caló en medios de tirada provincial.  
Las intromisiones gubernativas se cebaron igualmente con la crónica que el diario 
ofreció sobre los actos en conmemoración de la proclamación de la Segunda República. 
El festejo se vio eclipsado por algún incidente acaecido en las inmediaciones de la 
tribuna presidencial, donde explotó un petardo y surgieron varios altercados que se 
saldaron con algunos heridos y dos fallecidos: un alférez de la guardia civil, Anastasio 
de los Reyes, y un estudiante. La prensa nacional facilitó la crónica y también lo 
hicieron numerosos rotativos de provincias, pero Diario de Alicante no disfrutó de esa 
prebenda. En su crónica del día no facilitó el menor dato sobre los incidentes ocurridos 
en el Paseo de la Castellana, aunque sí informó del entierro del magistrado Pedregal, 
víctima de un atentado falangista como represalia por haber encarcelado a los autores de 
los disparos contra Jiménez de Asúa.  
Más paradójico resulta que facilitara la noticia del entierro del alférez Anastasio de 
los Reyes el 17 de abril, a pesar de no haber realizado la más somera alusión a su 
muerte en la crónica de la víspera, contradicción que sólo puede entenderse por haber 
obedecido la disposición gubernativa. La crónica, en cualquier caso, fue un engendro 
informativo, pues la imposición de la censura le impidió ofrecer a sus lectores los 
acontecimientos verdaderamente relevantes del sepelio: el tiroteo que surgió durante el 
acto entre los asistentes al entierro y pistoleros que permanecían escondidos en las 




setenta detenidos. El incidente alcanzó tal magnitud que forzó al gobierno a sustituir al 
ministro de la Gobernación, Amós Salvador, por Casares Quiroga.
346
 
Tampoco la autoridad provincial toleró la inserción de noticias alusivas a los alijos 
de armas que, en los meses previos al golpe militar del 17 y 18 de julio, fueron 
incautados por las fuerzas de seguridad. Las informaciones de los avituallamientos 
efectuados por los conspiradores no solían aparecer en la prensa nacional; sí se 
publicaron en medios locales de provincias, aunque casi siempre en una posición poco 
destacada. Para los rotativos alicantinos no fue posible. Ni Diario de Alicante ni El Día 
publicaron, por esas semanas, la más remota alusión al armamento incautado.  
Pese a la rigidez de la censura, El Día pudo difundir alguna información sobre 
alteraciones de orden público, como el atentado contra el magistrado Pedregal en la 
calle Covarrubias o el asesinato de falangistas y de diversos guardias civiles perpetrados 
durante las últimas semanas del mes de abril. 
Los signos más obvios del cercenado censor se advierten en la portada del 24 de 
abril. El periódico no parece pasar los filtros del censor, como demuestra el editorial 
amputado del día („En la hora de ahora‟) y la sección „Insistiendo‟, donde dos ingentes 
emblemas de visado reemplazan a dos artículos radicalmente extirpados.
347
 
Como su colega alicantino, El Día no consiguió ofrecer en tiempo y forma la noticia 
del atentado perpetrado en Barcelona, el 28 de abril, contra los hermanos Badía, a pesar 
de que el suceso sí fue difundido por los rotativos de Madrid. Miquel Badía, militante 
del partido nacionalista Estat Català, había desempeñado el cargo de jefe superior de la 
comisaría general de Orden Público de la Generalitat. En el atentado también falleció su 
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hermano Josep. El Día publicó la noticia con restricciones. Tan sólo insertó un breve en 
páginas interiores sobre el asesinato el 30 de abril, y una noticia más amplia, al día 
siguiente, sobre la detención de los autores del crimen.  
Esta desigualdad en el trato del censor provocó quejas enconadas por parte de la 
prensa alicantina. El Día contrastaba la intransigencia de la censura en Alicante con la 
permisividad de la que gozaban otros periódicos de zonas limítrofes como Valencia y 
Murcia. 
“En Alicante viene ejerciéndose la previa censura gubernativa de prensa de manera 
extremadamente rigurosa y arbitraria... Es inocente y pueril que se nos tachen noticias e 
informaciones que, media hora después de nuestra salida, propagan todas las ediciones 
de prensa que llegan a Alicante en el rápido de las seis de la tarde...”348. 
La exhortación de El Día respondía a una realidad instaurada en numerosas 
provincias del país donde la prensa vulneraba a diario los preceptos que imponía 
Madrid. El grado de tolerancia patente en muchos gobiernos civiles afloraba en las 
páginas de los rotativos a modo de informaciones sobre atentados, enfrentamientos 
entre pistoleros de extrema derecha y de extrema izquierda o preparativos sediciosos de 
elementos monárquicos y falangistas.  
Diario de Cádiz fue una de las publicaciones de provincias que no sufrió 
demasiadas constricciones informativas. Mientras sus compañeros alicantinos lidiaban 
con un gobernador tanto o más implacable en sus dictámenes que el propio ministro de 
la Gobernación, la prensa gaditana parecía esquivar los baches de la censura. En su afán 
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por ofrecer a sus lectores una información pormenorizada y exhaustiva sobre el clima de 
inseguridad pública en el preludio de la guerra civil se atrevió, incluso, a incluir una 
sección fija que, con el título elocuente de „Delitos y Accidentes‟, daba cuenta detallada 
de los atentados, algarabías y escaramuzas o actos violentos de cualquier índole que 
iban ocurriendo en el país. No encontró ningún obstáculo para insertar la noticia sobre 
los disturbios registrados durante el desfile conmemorativo del 14 de abril de 1936. 
Pudo informar igualmente sobre el asesinato del magistrado Pedregal y del atentado 
contra Eduardo Ortega y Gasset. El 16 de abril publicó la noticia sobre el asesinato a 
tiros del presidente de la Audiencia Provincial de Sevilla y el 2 de mayo informaba del 
atentado contra los hermanos Badía en Barcelona. La información sobre paros, huelgas 
y conflictos sociales –vetada también por el Ministerio de la Gobernación- tenía su 
hueco estable en la publicación dentro de una sección específica: „Cuestiones sociales‟.  
En otra provincia del extremo opuesto de la geografía nacional, como Huesca, la 
prensa tampoco padecía las conculcaciones que imponía el gobierno central. El Diario 
de Huesca divulgaba las noticias sobre conflictividad social y orden público sin denotar 
síntomas de injerencia gubernativa. Informó sobre los mismos acontecimientos que su 
colega gaditano y sobre otros, como el asesinato a un ingeniero socialista o el 
pretendido atentado al diputado Álvarez Mendizábal.
349
 
El Diario de Ávila y El Diario de Albacete son otros ejemplos de rotativos 
provinciales que pudieron publicar informaciones sobre disturbios públicos y atentados 
de pistoleros falangistas sin que los textos intercalasen el más leve distintivo de la 
intervención de la censura.  
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En una posición intermedia, sin llegar al grado de tolerancia cero del gobernador 
alicantino ni disfrutar de una permisividad completa, se situaban otros gobernadores, 
como el de Córdoba. En esta provincia, una publicación seria y rigurosa -Diario de 
Córdoba- tuvo dificultades para publicar determinadas informaciones que ofrecían sin 
impedimentos otros rotativos. El atentado contra Jiménez de Asúa no llegó a calar en 
sus páginas pero, curiosamente, sí informó, el 14 de marzo, del entierro del policía Jesús 
Gisbert, y mencionó entonces de soslayo el atentado en el que había perdido la vida. La 
crónica es sintomática. Menciona la detención de una señora por proferir gritos fascistas 
y reseña la agresión contra un asistente al duelo, pero inserta un colofón final que da 
pistas sobradas de la intervención del censor: “Durante el trayecto ocurrieron otros 
incidentes”350. El lector nunca supo cuáles fueron esos “incidentes”.  
El estilo y el tono periodístico del diario no hacían presagiar demasiados tropiezos 
con la censura gubernativa. Su imparcialidad, su tono mesurado y sus noticias objetivas 
y asépticas no le evitaron, sin embargo, algún que otro veto institucional. El 5 de mayo 
publicaba una noticia emborronada de principio a fin dentro de la sección MADRID, 
dedicada a cuestiones políticas.  
Pero la falta de ecuanimidad en los postulados del censor también afectaba a los 
periódicos de una misma provincia. Tanto en Madrid como en otras ciudades, la prensa 
solía levantar la voz contra la doble vara de medir con la que los gobernadores civiles 
ejercían su labor de vigilancia y de censura. Según el testimonio de los periodistas, los 
gobernadores solían permitir la inserción de noticias en los rotativos afines mientras que 
prohibían esa misma información en aquellas publicaciones más alejadas del espectro 
ideológico del gobierno. El periódico ultraconservador cordobés Guión cuestionaba, en 
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abril, el modo de proceder del gobernador civil “al censurar una información sobre unos 
sucesos en Badolatosa en su diario mientras fue complaciente con otro periódico de la 
mañana, al que no tachó ni una tilde de la noticia”351. 
La holgura informativa de la prensa provincial dependía, en consecuencia, de la 
receptividad que demostrara cada gobernador civil y estas decisiones unilaterales 
molestaban al ministro, quien comenzó a importunarse por la tibieza de los gabinetes 
locales de censura. El envío de circulares instructoras a los delegados provinciales para 
que atajaran esta situación se intensificó en los meses sucesivos, a medida que la 
conflictividad social y política crecía y la atmósfera insurreccional iba asfixiando al 
gobierno. En mayo, el ministro remitía por telegrama urgente y cifrado la circular 61, 
con órdenes taxativas:  
“Sírvase V.E. impedir la publicación en la prensa de relaciones de supuestas 
alteraciones del orden público. Recuérdole, además, que sigue en vigor la previa 
censura y la necesidad de ejercerla cuidadosamente sancionando toda infracción en 
forma adecuada con arreglo a las facultades que otorga la ley de Orden Público”.  
El gobierno parecía recelar de los despistes recurrentes de la censura en provincias. 
Las conspiraciones sediciosas ya eran, por esas fechas, un secreto a voces en el país y el 
ejecutivo tenía, tal vez, la duda razonable de que la timidez inspectora de los 
funcionarios obedeciera a órdenes laterales. Para cerciorarse de que todos los 
gobernadores hubieran recibido sus instrucciones, adoptaba la precaución de exigirles 
respuesta inmediata:    
 “Se servirá acusar recibo del presente despacho”352. 
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Este envío apremiante de telegramas no dio resultados inmediatos. Entre mayo y 
junio de 1936 la censura en provincias seguía obviando las disposiciones de Madrid. 
Periódicos como Diario de Cádiz, El Diario de Huesca o Diario de Huelva, entre otros 
muchos, informaron al día de los alijos de armas y de explosivos que iba incautando la 
guardia civil. Las noticias eran, en algunos casos, minuciosas y prolijas en detalles. 
Diario de Huelva y Diario de Córdoba publicaban el 26 de mayo una información 
sobre el hallazgo de un alijo de armas y de explosivos en la calle Hermosilla de 
Madrid
353
. Diario de Cádiz difundía el 5 de junio la noticia del alijo de armas 
descubierto en una camioneta que circulaba por la carretera de Extremadura
354
. El 
Diario de Huesca ampliaba los detalles de este descubrimiento y fijaba en San Martín 
de Valdeiglesias otra incautación de material explosivo y de munición
355
. Además, daba 
un paso adelante, al informar, el 10 de junio, del desmantelamiento de un complot 
subversivo orquestado por fuerzas monárquicas.
356
 
Más intrépido fue el diario leonés La Democracia, que, sin denotar ningún signo 
externo de injerencia gubernativa, fue capaz de publicar, el 21 de abril, un editorial 
alarmando del peligro inminente de guerra civil. En el artículo tachaba los frecuentes 
atentados falangistas que venían registrándose de manera incesante en España de 
“signos premonitorios de una espantable guerra civil”. Según el editorial, otros sucesos 
de orden público, cuya publicidad tanto perturbaba al gobierno central, como los 
atentados contra Ortega y Gasset y el magistrado Pedregal, los disturbios del 14 de abril 
o los frecuentes alijos de armas “descubren un sistema terrorista y patentizan el 
                                                                                                                                               
352
 AGA. Ministerio de Interior. Caja 44/2416. Véase Anexo IV. Doc. 179. p. 718.  
353
 El Diario de Huelva. Nº 8508. P.2. /Diario de Córdoba. Nº 30583. Sección MADRID. p.3. 
354
 Diario de Cádiz. Nº 31026. p. 4.  
355
 Diario de Huesca. Nº 19155. p. 2.  
356




contubernio de pistolero y fascistas, amalgama grave, sumamente peligrosa”. El diario 
concluía con un inciso admonitorio, aunque certero:  
“Con lo que sabemos de Madrid, de Zaragoza, de Sevilla, de Segovia, hay 
suficientes motivos de preocupación. Y nada más de preocupación, no de decaimiento 
porque el Gobierno no se ha de cruzar de brazos y repantigarse tranquilamente en un 
sillón para presidir la guerra civil incipiente”357. 
La prodigalidad informativa de la prensa provincial iba en aumento. Lejos de 
cumplir las instrucciones del ejecutivo, muchos gobernadores civiles seguían tolerando 
la publicación de noticias y de artículos, como éste, que ya hablaban sin eufemismos de 
guerra civil. En las semanas previas al golpe militar, el descontrol y la desorganización 
de la fiscalización periodística era tal que el gobierno daba síntomas de agotamiento. El 
28 de junio, el ministro de la Gobernación hacía llegar a todos los gobiernos civiles la 
circular número 100 en un tono de evidente exaltación:   
“Observando gravísimas omisiones en la práctica de la censura en provincias, a 
pesar instrucciones dadas, prevenga nuevamente a los censores que está prohibida en 
absoluto la publicación de noticias sobre hallazgos de armas y toda clase de noticias 
alarmistas”.  
Hastiado de lanzar avisos infructuosos, el ministro amenazaba con el castigo directo 
de los funcionarios que eludieran su responsabilidad:  
 “El incumplimiento de esta orden lo castigará V.E. con todo rigor, velando 
personalmente por el cumplimiento de estas instrucciones”358. 
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La alarma que esta lenidad de la censura en provincias generaba en el gobierno 
central llevó al ejecutivo a bosquejar el proyecto de un cuerpo oficial de censores 
profesionales en cada delegación provincial con la finalidad de vertebrar un sistema 
unitario de fiscalización gubernativa sobre la prensa que siguiera en todo momento las 
consignas centralizadas desde Madrid. El rumor ya era vox populi a finales de junio y 
El Día de Alicante se hacía eco del mismo en su edición del día 26.
359
 
Mientras tanto, la prensa de tirada nacional se veía forzada a silenciar muchas de las 
informaciones que sus compañeros de profesión aireaban sin bozal en otras ciudades de 
España. En el preludio del levantamiento armado contra el gobierno de la República, 
dos diarios de ideología antagónica como El Debate y Heraldo de Madrid coincidían en 
sortear los mismos obstáculos con la censura gubernativa. La información que ambos 
dieron a sus lectores sobre estos alijos de armas y de explosivos, cuando pudo ofrecerse, 
fue mucho más parca, escueta y siempre sujeta a los dictámenes del gobierno. Ninguno 
de los dos difundió la noticia del primer alijo de armas, el 26 de mayo, en la calle 
Hermosilla y, aunque sí lo hicieron en los dos siguientes casos –la incautación en San 
Martín de Valdeiglesias, el 5 de junio, y en Madrid, el día 10- ambos se limitaron a 
facilitar el comunicado oficial de la Dirección General de Seguridad.  
La edición de El Debate del 5 de junio trasladó la noticia del alijo en San Martín de 
Valdeiglesias a un emplazamiento muy discreto, la página 5, y ni siquiera allí le otorgó 
un tratamiento relevante. En un simple breve de un párrafo, el diario titulaba: “Un 
rumor desmentido”360, sin dar una mera pista sobre la naturaleza del mismo. Había que 
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leer el texto para saber a qué aludía un rumor que ya había alcanzado ese día la 
categoría de información oficial en la prensa de provincias. 
Idéntico planteamiento siguió Heraldo de Madrid, que desplazó la información a la 
página 12 y desmintió los hechos siguiendo la versión del jefe superior de Policía, cuyas 
palabras reproducía en el titular: 
“El hallazgo de armas en San Martín de Valdeiglesias carece de importancia”361. 
La versión policial insistía en que el armamento era una simple herencia del 
detenido.  
El siguiente alijo, en Madrid, apareció en El Debate con un día de retraso y también 
entonces el diario insertó la nota de la Dirección General de Seguridad
362
. Lo mismo 
hizo su rival, Heraldo de Madrid, como aclaraba el título de la noticia: “Una nota de la 
Dirección de Seguridad”. 
El comunicado de El Debate daba cuenta milimétrica del listado de armas 
incautado, una relación propia de un informe policial que detallaba incluso el calibre de 
cada pistola y que resultaba lesiva para el más elemental principio de la práctica 
periodística. En la columna contigua, el diario insertó una información laboral mutilada 
que hacía llegar a sus lectores con un título jocoso: 
“Se quiere que readmitan Lea usted El Debate”. 
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4.3. CONSIGNAS DEL FRENTE POPULAR  
Las dificultades para imponer obediencia entre sus delegados gubernativos no 
mermaron, sin embargo, la intensidad de las consignas ni la frecuencia de las 
instrucciones. Como había sucedido con los gabinetes conservadores del segundo 
bienio, el Frente Popular intentó, hasta el último momento, orientar la línea informativa 
de los medios de comunicación y transmitió las pertinentes lecciones a sus 
gobernadores sobre los temas que debían extirparse de la prensa y las informaciones 
que, por su espinosa naturaleza, debían de ser vigiladas con dedicación. La cuestión del 
orden público continuó siendo, como vemos, la piedra angular para todos los gobiernos 
y las noticias o artículos sobre disturbios tenían que ser eliminados sin contemplaciones. 
Ésta fue siempre la orden del Ministerio de la Gobernación, al margen de que muchos 
de sus delegados provinciales la entendiesen a su antojo. 
Los periódicos nacionales no podían eludir la inspección minuciosa de sus galeradas 
y las intromisiones gubernativas se advertían en el tono –de pistas sutiles y sugerencias 
taimadas- de aquellas noticias o artículos que se ocupaban de disturbios sociales. El 
Debate, por ejemplo, se proponía informar el 26 de marzo sobre los conflictos laborales 
que asolaban al país y aludía a ciertos altercados con la imprecisión forzosa de la 
mordaza:  
“No podemos ser tan explícitos como deseamos. Baste con indicar que algunas 
huelgas se han resuelto”363. 
La forma en que se habían resuelto quedaba abierta a la imaginación del lector.  
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Algunas consignas del gobierno eran tan específicas y concretas que alertaban sobre 
el modo en que los periódicos debían de proceder ante un acontecimiento de actualidad. 
Cuando el gobierno quería evitar que una noticia específica se publicase en la prensa, 
enviaba la circular oportuna con el mandato urgente a sus gobernadores.   
“Inmediato reciba este telegrama, adoptará V.E. medidas urgentes, estime 
necesarias, para impedir que Prensa esa provincia publique nota facilitada por Acción 
Popular, sobre próximas elecciones municipales”364. 
La circular se remitía el 31 de marzo de 1936 con carácter de máxima urgencia y 
forzaba a los gobernadores a establecer vetos sobre la libre circulación de una nota de 
prensa divulgada por una fuerza política legítima en un momento en el que deberían de 
haber prevalecido las garantías constitucionales: el periodo electoral. 
La información en concreto aludía a la retirada de las minorías de derechas de la 
comisión de actas después de que el Frente Popular anulara las actas de Granada. La 
oposición atacó con dureza la actuación del gobierno que tildaron de partidista e 
intencionada ya que, según le imputaban, no estaba procediendo con la misma equidad a 
la hora de anular las actas de la izquierda y de la derecha.  
La instrucción del Ministerio de la Gobernación en lo concerniente a la nota de 
Acción Popular se acató con desigual fidelidad y periódicos de espectro nacional como 
ABC incumplieron el mandato. El diario no insertaba la nota de prensa del partido de la 
oposición, pero reproducía sus mismos argumentos; eso sí, los juicios más polémicos 
aparecían mutilados por el órgano censor. 
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Instaurada la censura previa, el gobierno del Frente Popular aprovechaba sus 
ventajas para boicotear las opiniones de un partido rival. Con esta rotundidad lo 
expresaba en su edición del día 11 de abril el Diario de Alicante, en un editorial que 
lanzaba una pregunta al aire: 
“¿Es que piensa llegar el gobierno a las elecciones convocadas con estado de 
alarma?”. 
En el cuerpo del artículo aclaraba que la votación se efectuaría, presumiblemente, en 
una situación electoral anómala, con los derechos ciudadanos suspendidos por la 
permanencia de un estado de excepción. De este modo, el país viviría la expresión 
democrática de unos comicios sin que prevalecieran los derechos constitucionales que 
ese proceso exigía, situación que era, en sí misma, un descomunal acto de incoherencia 
política.  
“Y todo esto en estado de alarma, es decir, con la seguridad personal y la propiedad 
y la tranquilidad y la emisión del pensamiento y todos los demás derechos ciudadanos 
pendientes del personal designio del gobernador de la provincia. Si de tal manera puede 
un Gobierno republicano ir a unas elecciones, que lo juzguen los republicanos. ¡Pues sí 
que se deja margen a la opinión para que libremente y sin trabas se manifieste!”365. 
La inquietud gubernativa se agravaba conforme transcurría el tiempo y se iban 
afianzando como una realidad acuciante los rumores sobre el levantamiento armado. A 
finales de mayo el clima de agitación social era palpable en casi todo el país y el 
seguimiento de la prensa se recrudeció. Los periódicos no podían actuar de plataforma 
pública de ideas ni podían divulgar informaciones sobre la situación que vivía el país. 
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Suprimidos los problemas de orden público, los informes sobre política nacional e 
internacional y las opiniones contrarias al régimen o al gobierno, a la prensa apenas le 
quedaban asideros a los que aferrarse para ejercer su labor. 
Ante estas eventualidades, la mayoría de los rotativos utilizaron el subterfugio de 
informar sobre los debates parlamentarios, por ser éste uno de los escasos apartados del 
periódico que escapaba de la vigilancia tenaz del gobierno.  
“La única sección no sometida a censura era la parlamentaria. Los líderes 
derechistas utilizaron por ello los debates parlamentarios para dirigirse a la opinión 
pública, presentando con tintes apocalípticos los conflictos de orden público, que sus 
periódicos se encargaban de airear”366. 
La argucia duró poco. El gobierno se percató enseguida de los métodos habilidosos 
de la oposición y de sus portavoces periodísticos para esquivar el denso entramado 
censor y fue acotando los espacios que escapaban de la supervisión. La sección 
parlamentaria no fue ajena a esta mecánica. El ejecutivo delimitó las partes de los 
debates sujetas a restricciones y aquellas otras que podían publicarse con libertad.  
“En la reproducción de los debates parlamentarios la censura permitirá la 
publicación de todo lo que se consigne en el Diario de Sesiones”367.  
La circular, del 23 de mayo de 1936, fue seguida por otras que ensanchaban más la 
prohibición y que contribuyeron a constreñir la mutilada libertad de la prensa ante el 
clamor golpista que ya se barruntaba por todos los confines del país.  
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4.4. LOS PREPARATIVOS DEL GOLPE 
MILITAR EN LA PRENSA  
Las órdenes del ministro de la Gobernación obedecían a la intranquilidad natural del 
gobierno por el clima pre-bélico que se iba adueñando del país. A principios de junio de 
1936 el estruendo del golpe militar resonaba con ímpetu y las tareas de inspección de la 
prensa también se recrudecieron.  
El complot ya contaba con todos sus adeptos; Falange Española se había sumado al 
movimiento tras la reunión de Primo de Rivera con Mola el 29 de mayo y la Comunión 
Tradicionalista lo hizo el 15 de julio. También Renovación Española y la CEDA 
apoyaban el complot. Tanto monárquicos alfonsinos como carlistas respaldaban el plan 
golpista. La “decisión estratégica” fue de Mola, en el mes de junio: “llevar el estallido al 
Marruecos español”, lo que implicaba ceder el protagonismo a Yagüe, jefe de las tropas 
de Marruecos, y a Franco, cuya influencia y prestigio sobre las tropas del norte de 
África resultaban decisivas para garantizar el éxito de la maniobra militar
368
.  
Ante la inminencia del golpe, la violencia se desató de un modo incontrolado. El 2 
de julio un grupo de militantes de las Juventudes Socialistas disparaba contra un bar 
frecuentado por falangistas, matando a dos estudiantes y a otro cliente. Aquella noche 
varios falangistas se tomaban la revancha y agredían a un grupo de obreros que salían 
de una Casa del Pueblo, matando a dos sindicalistas de la UGT. Al día siguiente fueron 
descubiertos dos cadáveres en las afueras de Madrid. Uno de ellos era de un 
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simpatizante falangista; el otro, de un oficial de infantería retirado, afiliado de Falange. 




Según muchos historiadores, el factor desencadenante del golpe de Estado fue el 




El crimen llegó en respuesta a otro asesinato de Falange, el de José Castillo, teniente 
de la guardia de asalto, de filiación socialista, quien fue asesinado en la calle Hortaleza 
por cuatro falangistas el 12 de julio. Tras el asesinato, algunos compañeros solicitaron al 
ministro de la Gobernación, Juan Molés, permiso para detener a los asesinos y él se lo 
concedió. 
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“En la madrugada del día 13 un grupo de guardias de Asalto y paisanos, a bordo de 
la camioneta número 17 del grupo de Asaltos de Pontejo, tras buscar y no hallar a 
algunos jefes falangistas, fueron a la casa de Calvo Sotelo, en la calle Velázquez. Lo 
conminaron a acompañarlos a la Dirección General de Seguridad y Calvo Sotelo 
accedió”371. 
La unidad iba dirigida por un capitán de la guardia civil, Fernando Condés. En la 
camioneta, un joven de las Juventudes Socialistas, Luis Cuenca, le disparó dos tiros en 
la nuca. “Lo entregaron en el Depósito de Cadáveres del Cementerio del Este sin 
identificarlo. Lo hicieron al mediodía. En los entierros de Castillo, en el Cementerio 
Civil, y de Calvo Sotelo, en el Cementerio del Este, el aire que se respiraba ya era de 
guerra civil”372.  
El gobierno impuso la censura, pero la noticia se difundió en la mañana del día 13 
de junio. 
El Debate informó del suceso el 14 de julio, sin posicionamientos apasionados, 
explicando las medidas de contención de la violencia que adoptaría el gobierno. 
También ABC dio la noticia del asesinato a toda página y omitió cualquier alusión al 
crimen de José Castillo. La estrategia contraria siguió Mundo Obrero, para quien sólo 
había sido muerto a tiros el camarada Castillo. El Sol, más ecuánime, insertó ambas 
noticias, aunque dedicara más espacio, por su relevancia pública, al asesinato del 
diputado conservador. Heraldo de Madrid informó del asalto a tiros en plena calle del 
teniente José Castillo, en una discreta página 5 y en la 11 dio la noticia del asesinato de 
Calvo Sotelo. Se sumó a la tesis gubernativa, apoyando la censura, el estado de alarma y 
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reclamando al Frente Popular rigidez y entereza para aplacar los desórdenes contra el 
régimen.  Todos ellos exhibieron ostensibles emblemas con el visado por la censura
373
.  
Como era corriente desde hacía meses, la prensa de provincias informó de los dos 
atentados con diferente relevancia, en función del rasero con el que midiera el 
gobernador de turno. Sin embargo, sorprende comprobar que la relativa libertad de la 
que disfrutaban los rotativos de provincias para informar sobre altercados de orden 
público no calara en la noticia de los asesinatos de Castillo y Calvo Sotelo que, en 
general, vieron la luz con bastantes más restricciones de lo que lo hicieron en la prensa 
nacional. Cabeceras acostumbradas a divulgar informaciones sobre alijos de explosivos, 
homicidios de pistoleros o conflictos laborales como El Diario de Huesca tuvieron que 
insertar la noticia con el titular mutilado y reemplazado por su autopropaganda. Otros 
gobernadores civiles, como el de Huelva, poco sospechosos de haber sido demasiado 
enérgicos en su labor censuradora, siguieron a pies juntillas la consigna de 
Gobernación; más contundente que su homólogo de Huesca, el gobernador civil de 
Huelva boicoteó completamente la inserción de la noticia. En su edición del 14 de julio 
de 1936, el diario insertó un texto desmadejado, carente de todo sentido, repleto de 
oraciones inconexas que apenas daban pistas sobre el tema que abordaba.  
Tampoco el Diario de Albacete pudo difundir la noticia con rigor. En portada 
publicó una información tan cercenada que era imposible adivinar qué había ocurrido. 
No tan drástico, aunque parecido, era el aspecto que exhibía la contraportada, sin 
titulares ni imágenes. En números sucesivos buscó un subterfugio, reproduciendo textos 
y comentarios elogiosos hacia Calvo Sotelo publicados por otros periódicos.   
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En el terreno informativo, el gobierno estableció una censura severa sobre todas las 
publicaciones para truncar la divulgación de cualquier noticia sobre los movimientos 
golpistas que, a mediados del mes de julio, adquirían forma definitoria. El día 14 se 
celebraron los sepelios de José Castillo y de Calvo Sotelo y el gobierno se anticipó a 
previsibles campañas mediáticas que pudieran desatar un clima de agitación desbordada 
en la calle con la oportuna nota oficial. 
 “Hecha pública la nota dada por el Gobierno después del Consejo de Ministros de 
ayer, encarezco a V.E. la necesidad de hacer saber que se aplicarán con todo rigor las 
sanciones de la ley de orden Público a todos los infractores de sus preceptos. Quedan 
terminantemente prohibidas las manifestaciones en calles y carreteras y las reuniones al 
aire libre. Debe ejercer severa censura de periódicos, no consintiendo la publicación de 
noticias tendenciosas de ciertos hechos sin comprobación oficial”374. 
La orden, pese a su carácter apremiante, encerraba una vaguedad notoria: el ministro 
no aclaraba qué entendía por noticias tendenciosas sin contrastar, aunque en la mente de 
todos se hallasen los actos conspiratorios que desencadenarían la contienda civil.  
El imperativo se respetó entre los periódicos de tirada nacional, que a lo largo de 
aquellos días no se pronunciaron sobre las turbulencias políticas y militares que ya se 
presentían en la calle. Incluso los más alejados de la órbita gubernamental, transmitieron 
una impresión falaz de serenidad que en nada se asemejaba a la situación real por la que 
atravesaba el país. 
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La prensa provincial no fue ajena a la supervisión de la censura, pero en la víspera 
del golpe militar se siguieron colando algunas informaciones que, con toda seguridad, 
disgustaban al gobierno central. Diario de Cádiz publicaba, el 12 de julio de 1936, el 
mismo día que se producía el asesinato del teniente José Castillo, una noticia que pasó, 
sólo parcialmente, el filtro de la censura, ya que el texto se hallaba, en muchas partes, 
machacado y emborronado. En ella daba cuenta de la irrupción de un grupo de 
falangistas en la emisora Radio Valencia con el propósito, nada menos, que de anunciar 
la ocupación por parte de Falange de los centros de comunicación.  
A pesar de las quejas enconadas de la prensa de tirada nacional sobre la tibieza de la 
censura en provincias, éstos eran, pese a todo, casos asilados y puntuales. En aquella 
fecha, a mediados de julio, el enfrentamiento político se había instalado ya en la calle y 
el gobierno decidió ponerle el bozal a todo tipo de prensa y a cualquier clase de 
información. Ni la sección parlamentaria pudo entonces esquivar el control del 
organismo censor. Dos días antes de que estallase la rebelión militar, el ministro de la 
Gobernación mandaba a sus gobernadores la siguiente circular:  
“Curse urgentemente instrucciones Oficina de Censura para impedir publicación 
documento leído sesión Diputación Cortes por el Diputado Sr. Suárez de Tangil. 
Prohibirá igualmente inserción dicha sesión. Mañana después de repartido diario de las 
Sesiones podrá autorizarse publicación discursos a condición de ser íntegros e insertarse 
en su totalidad para que el lector tenga conocimiento exacto de todos los discursos”375.  
El discurso censurado de Suárez de Tangil era la exposición de motivos de los 
partidos que integraban el Bloque Nacional –la minoría tradicionalista y Renovación 
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Española- para justificar su salida del Parlamento tras el asesinato de Calvo Sotelo. La 
parte más controvertida, y probablemente la que levantó los recelos gubernativos, fue 
aquella en la que responsabilizaba al Frente Popular de la “anarquía” en la que se 
encontraba el país, “bajo el imperio de una monstruosa subversión de todos los valores 
morales”. El discurso concluía con una apología explícita de la guerra civil. 
“No por esto desertamos de nuestros puestos en la lucha empeñada, ni arriamos la 
bandera de nuestros ideales. Quien quiera salvar a España, a su patrimonio moral como 
pueblo civilizado, nos encontrará los primeros en el camino del deber y del 
sacrificio”376. 
Los diarios no tuvieron más remedio que seguir las instrucciones gubernativas y 
aquéllos que intentaron burlarlas sufrieron el cercenado censor. Heraldo de Madrid no 
logró socavar las órdenes de la censura y, pese a sus buenas relaciones con la 
administración republicana, el 16 de julio tuvo que editar la noticia de la retirada del 
Bloque Nacional del Parlamento completamente machacada. El rotativo insertó el texto 
en la página 4, pero, extirpado de cuajo el cuerpo de la noticia, el lector sólo logró 
averiguar que la Diputación Permanente de las Cortes se había reunido. 
Censurada también se publicó, al día siguiente, una noticia sobre el sumario 
instruido por el asesinato de Calvo Sotelo. En la parte inferior de esa misma página, un 
ladillo titulado „Son libertados los dos guardias que estaban detenidos‟ intercalaba 
párrafos escritos con otros en blanco.   
Un día antes del golpe militar, el 16 de julio, ABC reflejaba un clima de absoluta 
tranquilidad, como si el levantamiento armado no hubiera sido a esas alturas previsible 
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por partidos políticos y por órganos periodísticos. La capacidad de injerencia 
gubernativa se advertía en el hecho de que un diario monárquico como  ABC no pudiera 
reproducir el discurso leído por el diputado del Bloque Nacional al día siguiente, el 16 
de julio. El número de aquel día se limitaba a informar austeramente del asunto -el 
anuncio de la retirada del Parlamento del Bloque Nacional- pero sin adentrarse en las 
causas de aquella drástica decisión. A renglón seguido, el rotativo se atrevía a 
reproducir unas escuetas declaraciones de Gil Robles advirtiendo del peligro que 
entrañaban fórmulas represivas como la que había adoptado en aquella sesión 
parlamentaria el ejecutivo al prohibir la publicación del documento en el Diario de 
Sesiones.  
Tal y como adiestraba la nota ministerial de la víspera, el periódico tuvo que esperar 
al 17 de julio para reproducir el texto y entonces debió hacerlo siguiendo la orientación 
primordial: insertarlo en su integridad. ABC lo publicó junto a una nota crítica en la que 
explicaba las razones de que reprodujera prolijas y soporíferas intervenciones 
parlamentarias, aun a riesgo de extenuar y de matar de tedio a sus lectores, ante quienes 
se disculpaba con un argumento que lo eximía de toda negligencia periodística: eran 
órdenes de censura.  
Tampoco otros diarios de diferente espectro ideológico tuvieron los arrestos para 
vulnerar las firmes imposiciones de la censura. El Sol se refugió por esos días en la 
información parlamentaria, como aleccionaba el gobierno, por medio de discursos que 
publicaba en su integridad y el 17 de julio no insertó siquiera el polémico discurso del 




Éste era el panorama periodístico establecido en el país cuando estalló el golpe 
militar que abocó a España a una guerra civil. Confirmado el movimiento golpista, el 
gobierno remitía a sus delegados provinciales una de sus órdenes postreras. El 18 de 
julio de 1936 les hacía llegar una circular de emergencia –la 112- con el imperativo de 
un gobierno que no se resistía a claudicar. Ante la efervescencia política, y en medio del 
bramido ensordecedor de la guerra civil, el ministro de la Gobernación indicaba con su 
rotundidad de siempre:  
 “Ordene a todos los gabinetes de censura prohibición absoluta de que se publique 
noticia alguna referente a movimiento militar”377.  
El imperativo no admitió excepción alguna; ni amigos ni enemigos pudieron 
informar. Se dio, así, la paradoja de que la noticia se conociera en el resto del mundo 
antes que en España, por medio de la información que el corresponsal de United Press, 
Lester Ziffren, facilitó a su agencia. Y este envío no fue posible por el descuido o la 
relajación de la censura, pues también los corresponsales –como veremos- estaban 
minuciosamente vigilados por el ejecutivo, sino por la agudeza del corresponsal, quien 
tuvo la lucidez de inventar un acrónimo para transmitir la noticia. Su nota era apenas un 
telegrama lapidario: 
“Legión Extranjera de Melilla se subleva, declarada la ley marcial”. 
El mensaje burló a los censores pues trataba de un asunto que, en apariencia, no 
guardaba la menor relación con el golpe militar: la enfermedad de su madre  y el regreso 
de su tía Flora.  
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Las precauciones del gobierno para evitar la propagación de la noticia fueron 
máximas y el mismo día 17 de julio, tras la sublevación de la Legión de Melilla, el 
ejecutivo suspendió la comunicación telefónica y telegráfica con el exterior, como ya 
sucediera tras la revolución de octubre de 1934. Ziffren, sin embargo, consiguió que un 
directivo de Telefónica –Fred Caldwell- le abriera una línea durante un minuto para 
comunicarse con Londres.  
“Así conoció el mundo la noticia del comienzo de la Guerra Civil española la tarde-
noche del 17 de julio de 1936. United Press la divulgó rápidamente por todos los 
medios y países, aunque en algunos, como España, la censura lo impidió. Todavía 
faltaban muchas horas para que los españoles tuvieran conocimiento del alzamiento por 
parte de sus medios de comunicación. Hasta entonces, sólo se oían rumores”378. 
El sábado, 18 de julio, a las ocho y media de la mañana, el gobierno difundía por 
radio el primer parte oficial y los principales rotativos nacionales se hacían eco de la 
noticia. ABC la insertaba en una modesta página 31, sin el menor anuncio en portada. 
Aun así, fue suspendido por espacio de una semana y cuando regresó, el 25 de julio, lo 
hizo con un cambio de orientación forzosa: “ABC, republicano”, proclamaba el editorial 
del día para explicar su reciente incautación
379
.  
Los periódicos republicanos pudieron informar del levantamiento con ciertas 
libertades. El primero en dar la noticia fue Heraldo de Madrid, antes de que se 
confirmara el golpe, el mismo 18 de julio, tras los primeros movimientos 
insurreccionales en Melilla. Heraldo informaba a toda plana del levantamiento armado, 
en grandes caracteres subrayados, y se situaba en la órbita del gobierno.  
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“La República, que es la ley, necesita de todos ¡A defenderla!”380. 
El Sol difundía la información con más retraso, el 19 de julio, sin alejarse en ningún 
momento del horizonte gubernamental.  
Mundo Obrero dedicó abundante espacio a la noticia. El mismo 18 de julio abría 
con la información del golpe militar para defender sin indecisiones al gobierno del país.  
“Se ha frustrado un nuevo intento criminal contra la República”. 
Y clamaba a continuación:  
¡Viva la República democrática!
381
 
Su optimismo se revelaría ilusorio y en poco tiempo el verbo frustrar quedaría en 
papel mojado.  
Tras el pronunciamiento del 17 de julio muchas cabeceras de provincias perdieron la 
comunicación con sus lectores. Algunas fueron incautadas y otras simplemente 
suspendidas por un corto espacio de tiempo. Rotativos como Diario de Cádiz, El Diario 
de Huesca o el Diario de Huelva no vieron la luz pública hasta días o incluso semanas 
después. Otros que sí lo hicieron, como El Diario de Albacete, salieron a la palestra 
informativa, el 19 de julio, sin mencionar siquiera el movimiento golpista que sumiría al 
país en una contienda de tres años. El Diario de Ávila no dio su versión de los hechos 
hasta el 20 de julio y cuando lo hizo fue para proclamar a los cuatro vientos su adhesión 
al bando nacional. Con idéntico retraso comunicó lo ocurrido a sus lectores El Día de 
Alicante, aunque, situado en zona roja, despachaba el tema con un breve en el que 
reseñaba que el movimiento sedicioso estaba prácticamente dominado.   
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La actitud de Santiago Casares Quiroga en los meses que precedieron al 
levantamiento, pasiva, casi impertérrita, con una atonía rayana en la temeridad, ha sido 
hasta la fecha una cuestión muy debatida entre los especialistas: ¿una muestra de 
negligencia política o un sesgo de fatuidad que lo habría llevado a subestimar a los 
conspiradores? 
Paul Preston relata los sucesivos errores en los que incurriría Quiroga al hacer caso 
omiso de los avisos que, desde su entorno inmediato, iba recibiendo. No escuchó al 
director general de Seguridad cuando acusó a Mola de maniobrar contra el régimen. No 
atendió las confidencias de su ayudante militar, Ignacio Hidalgo de Cisneros, sobre la 
actividad de un grupo de pilotos antirrepublicanos. No destituyó a Yagüe de su cargo al 
frente de las tropas de Marruecos. Desautorizó al gobernador civil de Navarra cuando 
apostó unidades de la Guardia Civil en las inmediaciones del monasterio de Irache, en 
Estella, para controlar una reunión privada de comandantes golpistas. Tampoco 
aprovechó el contacto de Franco, cuando éste se ofreció, el 23 de junio, a desarticular el 
movimiento a cambio de un cargo eminente. Ni siquiera escuchó a Indalecio Prieto 
cuando, en la tarde del 13 de julio, le aconsejó armar a la población civil
382
.  
 “Casares, que no había hecho el menor caso de los avisos de amenaza de golpe y 
que había dicho que estaba deseando que los golpistas se levantasen para fusilarlos, 
prefirió esperar a que se produjera la sublevación a abortarla previamente. Cuando la 
sublevación fue ya un hecho, no fue capaz de pararla y presentó raudo la dimisión. Lo 
último que hizo fue llamar los días 18 y 19 a Mola para intentar llegar a un acuerdo”383. 
Era demasiado tarde.  
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Tarde para frenar un movimiento imparable y tarde para reprimir su difusión entre 
una población ávida de ser informada. Por muy absorbente que fuera el control 
fiscalizador desplegado sobre la prensa y por muy agónicos que fueran los intentos 
desesperados del gobierno de instaurar su única versión institucional, el golpe de Estado 
ya recibía los apoyos necesarios como para plantear al ejecutivo el duro trance de una 
contienda fratricida que la censura gubernativa no podía silenciar.  
A partir de entonces comenzaba una guerra civil y una guerra paralela en las 
trincheras de papel. En el bando republicano y en el bando nacional los periódicos se 
enfrentaron con una munición tan poderosa y letal como los casquetes de bala; 









5. EL CONTROL DE LA PRENSA EXTRANJERA   
La censura de prensa fue una realidad institucional durante la mayor parte de vida del 
régimen republicano. Primero con parches transitorios y luego con mecanismos 
elaborados, los sucesivos gobiernos fueron mermando la libertad de los medios 
informativos hasta contener su capacidad de maniobra y crear un régimen de prensa 
basado en la sumisión a los dictados gubernativos. Pero la censura previa era un arma de 
alcance limitado cuyo poder de acción no afectaba a la prensa internacional, que podía 
divulgar informaciones incómodas para el gobierno sin rendir cuentas a ninguna oficina 
de censura. Las dificultades para fiscalizar la labor de las publicaciones extranjeras 
perturbaron a todos los dirigentes políticos por igual. Y progresivamente todos ellos, de 
derecha y de izquierda, fueron fortaleciendo las técnicas de seguimiento e intromisión, 
con el fin de evitar que se propagase por el exterior una imagen negativa del régimen 
republicano o del gobierno.   
El gabinete de la coalición republicano-socialista colocó los eslabones iniciales de 
una cadena inspectora que no dejaba cabo sin atar en su sondeo metódico de la prensa 
extranjera. El bloque encabezado por los republicanos radicales que le sucedió en el 
poder mantuvo el esquema heredado de sus antecesores, profundizando en algunas de 
las estrategias esbozadas durante el primer bienio o introduciendo ligeros cambios en las 
líneas maestras de actuación.  
La presión sobre la prensa internacional fue posible en el marco de acuerdos 
bilaterales y pactos transnacionales que buscaban la colaboración entre distintos 
ejecutivos para boicotear la difusión de noticias molestas. En virtud de estos convenios 




para evitar que aparecieran críticas demasiado incisivas en las publicaciones de sus 
respectivos países. Contaban siempre con la colaboración de los cargos diplomáticos, 
quienes ejercieron de censores improvisados de la prensa internacional.  
Las frecuentes vulneraciones de la libertad de expresión e información que cometía 
el gobierno español, dentro y fuera de su nación, se enmarcan, por lo tanto, en una 
coyuntura internacional proclive a las injerencias de la autoridad gubernativa en la 
actividad periodística. Ni en España se respetaba el derecho a la información ni en el 
resto de los países de Europa o América. Como explica Jesús Timoteo Álvarez, “en 
torno a 1930 los diferentes Estados ponen en funcionamiento redes de expansión 
cultural y propaganda en el exterior”. En los países democráticos esta propaganda no 
podía efectuarse como en los Estados totalitarios, puesto que los medios no eran 
“monopolio estatal” y, en consecuencia, no era posible “la aplicación mecánica de un 
plan previo”. Además –prosigue Timoteo Álvarez- estos Estados democráticos debían 
crear “una imagen liberal pura, insistiendo una y otra vez en la libertad de los medios”, 
lo que se traducía en el desarrollo de “formas que no alteren la sensibilidad de dicha 
opinión pública: formas de persuasión, formas de orientación y control de la población 
propia”. 384 
Estas redes de propaganda en el exterior a las que alude Timoteo Álvarez tuvieron 
su expresión más concreta en los congresos internacionales que de forma periódica se 
celebraban para acordar medidas comunes con las que reprimir la libertad de la prensa. 
El 7 de noviembre de 1933 tuvo lugar la II Conferencia Internacional de Oficinas 
gubernamentales de prensa y de representantes de prensa en la que participaron las 
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principales potencias, como Francia, Gran Bretaña, Italia, Estados Unidos, China, la 
URSS y algunas naciones sudamericanas. La conferencia abordó, como cuestión estelar, 
el problema de la divulgación de noticias falsas o inexactas sobre sucesos 
internacionales, la censura en tiempo de paz y las condiciones de su aplicación. Con una 
jerga eufemística para disfrazar las alusiones a la censura previa, las naciones que 
asistieron a la conferencia realzaron “su deseo de que se instituya un organismo 
imparcial de estudio, compuesto de técnicos independientes y no oficiales, quienes, con 
una colaboración total, pero oficiosa, de las Oficinas Gubernamentales de Prensa, 
elabore un informe sobre los medios técnicos y financieros encaminados a reprimir la 
difusión de las noticias falsas”.  
La conferencia sugería, en sus conclusiones, “la aplicación de acuerdos de prensa 
bilaterales y multilaterales que conlleven una cooperación de los diversos organismos 
interesados y la posibilidad de rectificación”385.  
Muchos no llegaron a rubricarse, pero la voluntad común de los respectivos países 
europeos de adoptar políticas transnacionales de prensa redundó en una capacidad 
mayor del gobierno español para frenar la libertad de las publicaciones extranjeras, 
situación que, por supuesto, también se produjo en la dirección opuesta.  
Los acuerdos tácitos fueron bastante frecuentes aunque afectaron, principalmente, a 
las publicaciones de extrema izquierda. En la Europa de los años treinta los 
movimientos totalitarios fascista y nazi no eran advertidos con la misma inquietud que 
generaba el titán comunista ruso y los periódicos que comulgaban con esta ideología 
fueron objeto de un mayor asedio. 
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España y Francia, por ejemplo, colaboraron, y no de forma aislada, para reprimir las 
campañas de descrédito emprendidas por rotativos comunistas o anarquistas de sus 
respectivos países. En febrero de 1932 el ministro de Estado pedía un informe reservado 
al embajador sobre una revista comunista que se editaba en París, La Internacional 
Sindical Roja, publicada en cinco idiomas con el colchón financiero del gobierno ruso. 
Tras la revista -explicaba el informe- se habría encontrado el diputado francés Monsieur 
Doriot, encargado junto a Manoulsky y Losovsky de la organización del movimiento 
comunista en España. El informe concluía con una propuesta de colaboración con el 
gobierno francés para impedir la entrada de elementos anarquistas y comunistas. 
“A fin de intensificar la labor de investigación de esta Embajada, se ha solicitado de 
la Dirección General de Seguridad que facilite cuantos datos puedan ser útiles a la 
policía francesa sobre la entrada en Francia de elementos anarquistas y comunistas. 
Presentando tales datos a la Prefectura de Policía de París, podríamos excitar su celo 
obteniendo de la misma que a su vez nos facilitara informes que habrían de ser 
utilísimos en España”386. 
Los convenios eran recíprocos y, en consecuencia, el gobierno español también 
debía velar por el control de la prensa nacional para impedir la divulgación de noticias 
que pudieran molestar a los dirigentes de otras naciones o que fueran susceptibles de 
agraviar a países amigos. El 28 de abril de 1936 el ministro de Estado advirtió al de 
Gobernación de la intención de Mundo Obrero de promover una manifestación contra la 
Legación de Polonia. 
                                                 
386




Pese a tratarse de un intento legítimo de auspiciar una protesta pacífica, las 
autoridades españolas se apresuraron a interponer las trabas oportunas para satisfacer al 
ejecutivo polaco. En un primer contacto, el ministro de Estado se limitó a realizar las 
acciones que estaban en su mano, es decir, notificar de la intentona a su homólogo en 
Gobernación y trasladar una copia de su telegrama a la Dirección General de Seguridad.  
“Ministro Polonia ha visitado esta mañana a Subsecretario este Departamento y le 
ha mostrado número del “Mundo Obrero”, correspondiente al 24 del mes en curso, en el 
que se preconiza una manifestación de protesta contra la Legación de Polonia, Lista, 16, 
y el Consulado Polaco, Barquillo, 1. Lo traslado a V.E. para su conocimiento y efectos 
consiguientes”. 
El ministro no lanzaba un imperativo expreso, pero la ambigüedad con que cerraba 
el telegrama no resulta demasiado abstrusa para el buen lector; no sólo lo ponía en su 
conocimiento, sino que lo hacía con un propósito claro: que el director general de 
Seguridad conociera los hechos para que adoptase los “efectos consiguientes”387.  
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5.1. LA PRENSA EXTRANJERA CON LOS 
REPUBLICANOS DE CENTRO-
IZQUIERDA: TE CNICAS DE CONTROL, 
CONSIGNAS Y PERIODISTAS BAJO 
SOSPECHA  
Los primeros pasos para establecer cotos en la labor de la prensa extranjera se dieron 
durante el primer bienio. Tras el triunfo de los republicanos y de los socialistas en los 
comicios del 12 de abril, el gobierno desarrolló una actitud más que prudente para 
repeler los ataques de sus enemigos. El ardor defensivo del ejecutivo se puso de 
manifiesto en su labor fiscalizadora sobre la prensa que, en el plano internacional, pudo 
escapar, sólo parcialmente, de sus asedios. Aunque las publicaciones extranjeras no 
acataban, por razones obvias, las instrucciones gubernativas, el gabinete de coalición 
desarrolló fórmulas alternativas a la censura para reducir su campo de acción, logrando, 
en ocasiones, resultados altamente favorables.  
Los intentos de mermar la libertad informativa de los rotativos extranjeros 
comenzaron pronto y exigieron, en la política interna, una colaboración estrecha de los 
dos ministerios responsables de ejercer la vigilancia: Gobernación y Estado. El 28 de 
febrero de 1933 el subsecretario de Estado se comunicaba con su colega en 
Gobernación para presentarle al director de Asuntos Exteriores de su Ministerio, José 




relacionados con las informaciones de carácter confidencial que se reciben del 
extranjero”. 
Y la carta añadía: 
“El Sr. Doussinague hablará a V. de la necesidad de precisar el contacto entre este 
Ministerio de Estado y ese de Gobernación en relación con estos asuntos, con el fin de 
proceder en todo momento de común acuerdo entre ambos Departamentos”388.  
La misiva redundaba en una situación que se venía produciendo, prácticamente, 
desde la instauración del régimen republicano. El contacto entre ambos representantes 
políticos obedecía simplemente al empeño de dotar de oficialidad a los trámites que, de 
un modo oficioso, ya se estaban realizando.  
Entre los cometidos del Ministerio de Estado, la labor de acechanza y tutela de las 
publicaciones editadas en el extranjero constituía una de sus ocupaciones primordiales. 
Tanto fue así que, durante el primer bienio, llegó a constituirse una oficina de prensa 
como organismo autónomo dentro del Ministerio. Con fecha 1 de abril de 1932 se 
comunicó, por orden circular (la 1239) a todos los diplomáticos de España
389
. La 
reestructuración afectó a diversos departamentos ministeriales y secciones, de manera 
que se estableció una nueva distribución de funciones y responsabilidades.  
Los vínculos iniciales entre los Ministerios de la Gobernación y de Estado surgieron 
con el propósito de inutilizar la actividad ilícita de grupos políticos de ideología radical. 
Los partidos de extrema derecha (fascistas y nazis) y de extrema izquierda (comunistas 
y anarquistas) sufrieron una persecución infatigable por parte de la administración del 
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primer bienio. Todos ellos poseían, además, ramificaciones periodísticas, por medio de 
prominentes redactores de ciertos diarios que actuaban como portavoces oficiales u 
oficiosos de aquellos movimientos. Los rotativos de filiación extremista que se editaban 
en España recibían continuos correctivos gubernativos, casi siempre en forma de 
suspensiones intermitentes, en ocasiones de acusada duración, como sucedió con 
Mundo Obrero, portavoz del Partido Comunista, y otras incluso de carácter indefinido 
(un ejemplo es El Fascio; sólo consiguió publicar un número que fue rápidamente 
secuestrado por la autoridad).  
Para solventar las trabas gubernativas, los militantes de ideologías extremistas 
recurrían al apoyo financiero y material de sus partidos matrices en el exterior. Éstos 
suministraban fondos económicos y, sobre todo, desarrollaban una activa campaña 
periodística dentro de España por medio de dos cauces fundamentales: la actividad de 
periodistas nacionales que se habían significado como defensores entusiastas de las 
nuevas ideologías y los corresponsales extranjeros que vivían en España y solían 
colaborar con medios nacionales. En esta labor de identificación y boicot de sus 
operaciones en el interior de España, los Ministerios de la Gobernación y de Estado 
mantenían una relación íntima.  
Fruto de las pesquisas del gobierno y del trabajo conjunto de estos ministros son 
algunos informes, de carácter confidencial y reservado, que desvelan tentativas 
revolucionarias por ambos flancos con prolongaciones político-periodísticas. Si en el 
ámbito periodístico nacional publicaciones comunistas como Mundo Obrero o 
anarquistas como Solidaridad Obrera o CNT sufrían el acoso continuo del gobierno, en 




operaciones propagandístico-periodísticas sufragadas, generalmente, por Rusia 
proliferaban con bastante asiduidad.  
El 28 de enero de 1933 el subsecretario de Estado informaba a Santiago Casares 
Quiroga de que habían interceptado un telegrama enviado desde Moscú en el que se 
notificaba la inminente llegada de agentes moscovitas a España para preparar un “fuerte 
movimiento revolucionario el 23 de febrero”. La carta aportaba los detalles de la 
supuesta operación sediciosa y revelaba los nombres de los implicados, quienes serían 
recibidos en Vigo por “Pedro Mínguez, miembro de “Mundo Obrero”, que subvenciona 
igualmente Moscu (sic)”390.  
Mucho más intensas eran las precauciones del ejecutivo con la actividad política e 
informativa de los principales elementos fascistas y nazis que mantenían, desde el 
exterior, lazos permanentes con insignes activistas y simpatizantes españoles. Las 
campañas propagandísticas de la extrema derecha llegaban a España de la mano de 
ciertos periodistas sobre los que el ejecutivo mantuvo una vigilancia tenaz. Algunos 
eran ciudadanos españoles que colaboraban con ciertos medios de extrema derecha y, 
con relativa frecuencia, promovían iniciativas periodísticas muy agresivas. Otros eran 
corresponsales en España que trabajaban para periódicos extranjeros. El gobierno 
estuvo alerta en todos los casos para erradicar las campañas violentas desarrolladas en la 
prensa.  
Ernesto Giménez Caballero era uno de los líderes del emergente fascismo español y 
el encargado de propiciar los contactos con destacados políticos del partido en Italia. 
Había sido uno de los fundadores de La Gaceta Literaria, la prestigiosa revista que, 
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entre los años 1927 y 1932, aglutinó a las principales plumas del país y promovió las 
vanguardias literarias, hasta que la polarización ideológica de los intelectuales separó a 
los escritores españoles en los dos bandos que acabarían enfrentándose en la guerra civil 
y el proyecto naufragó en aguas pantanosas. Cuando se instauró la República y muchos 
de sus colaboradores aceptaron cargos destacados en la nueva administración, Ernesto 
Giménez Caballero aún trató de subsistir y alumbró El Robinsón literario de España 
como un ejercicio fugaz y malicioso de desahogo periodístico que fue alternando 
durante seis meses agónicos con La Gaceta Literaria. En sus estertores finales, se 
atrevió a lanzar injurias contra todos y radicalizó sus postulados políticos: glorificó el 
régimen de Mussolini y denostó siempre el germanismo nazi, más frío y más alejado del 
espíritu latino de España. Su propuesta era vertebrar una nación semejante a la fascista, 
de cariz imperialista e inspiración romana. Con estas premisas cofundó con su amigo 
Ramiro Ledesma Ramos el primer semanario fascista español, La Conquista del Estado, 
que irrumpió en el panorama periodístico un mes antes de que se instaurase la República 
y atravesó importantes turbulencias con el gobierno del primer bienio.  
No fue ésta la única empresa periodística que promovió. Con el cometido de 
propagar entre la clase intelectual las ideas del naciente movimiento de extrema 
derecha, él y otros militantes buscaron de un modo pertinaz la proyección y el 
escaparate mediático. Así lo constataba un informe interno del gobierno, fechado el 31 
de agosto de 1933, en el que se reseñan las técnicas de reclutamiento y propaganda del 
fascismo italiano dentro de España y el cambio en sus criterios organizativos. El 
informe citaba a un periodista italiano, Pascazio Nivola, especialmente influyente en la 
labor difusora de las ideas fascistas por el interior del país, y al otro gran bastión del 




“El señor Pascazio es en relación con todos los fascistas y monarquistas (sic) de 
España, y el señor Caballero es su guía”.  
El informe alertaba de que “el fascismo italiano ha conseguido un verdadero éxito 
en la prensa de España y especialmente de Madrid. Todos los periódicos que han pasado 
al “trust”, Sol, Luz, Libertad, y también Ahora, publican artículos que la embajada 
fascista italiana, y los agentes fascistas, ha escrito (sic). Toda clase de información y 
artículos contrarios al fascismo son prohibidos... Algunos periódicos son amenazados de 
anulación de los contratos de publicidad... mientras a los periódicos amigos se facilitan 
contratos. El plan establecido en Roma por la propaganda fascista en España se va 
desarrollando cada día más. El señor Gullino, presidente de la asociación de prensa 
extranjera, trabaja en periódicos que se llaman republicanos, como Ahora. Con esta 
táctica el fascismo italiano impide la propaganda antifascista y hace la fascista...”.  
Al gabinete republicano-socialista le preocupaban las dimensiones que empezaba a 
adquirir el movimiento fascista en España, respaldado por la cúpula directiva del Fascio 
italiano, que había abogado por una propaganda informativa de gran potencia en nuestro 
país. El mismo informe desvelaba quién era la figura emblemática de esta poderosa 
campaña informativa:  
“Se tiene que destacar el hecho que esta propaganda a favor del fascismo italiano 
empieza en todo periódico que pasa bajo control o el concurso financiero del señor 
March, cuyas relaciones de amistad con los fascistas italianos están comprobadas”391. 
Las dudas que se cernían ya entonces sobre el financiero mallorquín Juan March no 
eran infundadas. No en vano, él sería uno de los principales sostenes económicos de la 
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sublevación contra el régimen republicano, al financiar la operación golpista. En 1932 
fue apresado en la cárcel Modelo de Madrid por sus actividades económicas irregulares, 
acusado de colaboracionista con la dictadura de Primo de Rivera y de haberse lucrado 
con el contrabando. Ninguna de las dos acusaciones era falaz. 
Juan March encarnó el prototipo de cazafortunas sin escrúpulos. La impunidad de la 
que alardeaba le permitió salir de la cárcel de Alcalá de Henares, adonde lo trasladaron 
en 1933, por su propio pie y por la puerta principal, tras sobornar al oficial de guardia. 
Comenzó su aventura empresarial con la trata de cerdos; siguió con el contrabando de 
productos que adquiría en el norte de África y en Gibraltar; adquirió el monopolio del 
tabaco marroquí y español y cosechó una fortuna que le permitió inaugurar su propia 
banca y enfrascarse de lleno en la travesía editorial. Como empresario sagaz, no 
comprometió su ideología y adquirió un periódico de derechas, Informaciones, y otro de 
izquierdas, El Liberal; en los círculos políticos y periodísticos se le atribuía, además, la 
propiedad de un tercer periódico de tendencia anarquista, La Tierra.  
Menos equívoco en su posición ideológica era Ramiro Ledesma Ramos, fundador 
de las JONS, y otro de los fascistas españoles que promovió diversas iniciativas de cariz 
periodístico donde la demagogia efervescente y la propaganda belicista se 
complementaban con una clara intención de movilización política. En los informes 
dirigidos al ministro de la Gobernación, su nombre aparece en diversas ocasiones. El 4 
de julio de 1933 el ministro recibía el aviso de los preparativos sediciosos de un grupo 
de militantes fascistas y, entre los implicados, se hallaba Ledesma Ramos.  
“(…) Laboran activamente en la preparación de un movimiento para Agosto... Ruiz 




en contacto con los trabajadores. Tienen abundante dinero pero no lo soltarán en grande 
hasta Agosto”392.   
Los informes secretos desentrañaban las relaciones existentes entre los principales 
grupos extremistas europeos y sus representantes españoles, vinculados, por lo general, 
a empresas periodísticas que se encontraban en su misma órbita ideológica. En estas 
comunicaciones internas se aportaban también los nombres de los corresponsales 
extranjeros que realizaban colaboraciones habituales con rotativos españoles, a los que 
el ejecutivo sí podía vigilar de cerca. Se trataba de notificaciones confidenciales que 
procedían de las diversas provincias españolas. Probablemente, los encargados de 
realizar estos informes eran los propios gobernadores civiles, aunque la 
confidencialidad de las notas impide aseverarlo con rotundidad, ya que los escritos 
carecen de cualquier membrete identificativo del departamento encargado de su 
elaboración. Muchos no tienen siquiera fecha de emisión.  
En Bilbao, una nota interna comunicaba al ministro que la “organización fascista 
italiana es muy débil” y señalaba que el vice-cónsul italiano dirigía su atención hacia los 
tradicionalistas, “y tiene relación con la Gaceta del Norte, que publica siempre artículos 
y comunicados de exaltación del fascismo italiano”. “Las relaciones con los fascistas 
españoles son invisibles porque también los fascistas españoles son invisibles… Más 
fuerte es la colonia de los hitlerianos, y más activa”393.  
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Desde Barcelona los informes mencionaban a periodistas como Guiseppe Torre, 
“que se había presentado en Madrid como antifascista y periodista y había llegado a 
escribir algunos artículos en algunos periódicos republicanos. Este señor es el ex 
director del Pensiero Latino de Niza, periódico fascista; expulsado de Francia por 
espionaje y acción provocatoria… expulsado también de Suiza por espionaje y acción 
provocatoria. Ha llegado a escribir en la Rambla otro italiano equívoco, un cierto 
Familiari que había llegado en Madrid con una carta para el señor Esplá de un periodista 
de Valencia. Este Familiari que se dice antifascista no escribe un artículo cada mes y 
vive; y vive en relación con elementos equívocos y fascistas, y hace el extremista”. 
La nota comunicaba, más adelante, que se había constituido en Barcelona una 
“Asociación de Prensa extranjera” como la de Madrid” y desvelaba algunos de los 
nombres más polémicos. También advertía de la actividad de los grupos hitlerianos 
afincados en Barcelona, que el escrito cifraba en 500, entre los que citaba a señalados 
periodistas que trabajaban para rotativos alemanes. Además, prestaba especial atención 
al único periódico hitleriano catalán, DeutsherVorpostes, que calificaba como “más 
violento que el periódico hitleriano de Madrid, y amenaza públicamente a todos los 
alemanes que no dan su adhesión al nuevo régimen. En este periódico –de combate 
contra la democracia y de combate también contra la República Española- se dice que 
los hitlerianos suprimirán todos los adversarios... En el número del 20 de abril... 
publicaba que todos los republicanos serán considerados traidores y que “si van en 
Alemania su farsa se acabará sobre el patíbulo”394.  
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El número de corresponsales de ideología fascista en Barcelona debía de ser nutrido 
porque el mismo informe adjuntaba una relación en la que figuraban destacados 
corresponsales, junto a indicaciones clarificadoras sobre su orientación ideológica.
395
 
El informe proveniente de Palma de Mallorca destacaba la conexión existente entre 
los periodistas italianos de ideología fascista y el editor de periódicos Juan March. 
“Todos los “periodistas” fascistas italianos que han llegado en Palma de Mallorca, 
como Cesco Tomaselli, Cavacchioli y otros, han sido presentados para amigos de 
March, y el corresponsal de la agencia Stefani, hace tiempo, escribió también un 
artículo en defensa de March, afirmando que se preparaba en España un nuevo “affaire 
Dreyfus”... Periódicamente la prensa fascista se ocupa de March, calificándolo una 
víctima de la persecución republicana”396. 
En Madrid, los informes sobre la actividad fascista salpicaban a significados 
periodistas de orientación derechista y a corresponsales cuyos nombres reaparecían 
insistentemente en los archivos de Gobernación, como Gullino.  
“Ha llegado –y ha salido otra vez por Barcelona- el corresponsal de Barcelona del 
“Popolo d‟Italia”, señor Andreotti, que tenía instrucciones y comunicaciones oficiales 
fascistas para el señor Gullino, corresponsal del Corriere della Sera en Madrid. El señor 
Gullino es uno de los centros de informe fascista y de la Embajada fascista italiana. 
Encargado de las relaciones con los fascistas españoles es el señor Tedeschi, 
corresponsal del Gionarle ditalia, que es en relación con el señor Barreto, director de La 
Nación… El señor Jiménez Caballero –ante la salida de “El fascio”, ha estado en Italia y 
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ha hablado con las autoritas fascistas. La señora de Jiménez Caballero es italiana y una 
de las más activas fascistas”. 
El mismo informe reseñaba los centros neurálgicos de la actividad nazi en Madrid, 
casi todos rotativos y editoriales. “Otro centro hitleriano es la “librería Nacional y 
Extranjera” (Caballero de Gracia) que ha editado un periódico (ha salido ya el tercer 
número) “Deutsches Echo”. Es un periódico de propaganda fascista, que lo hacen 
alemanes y también españoles y italianos (sic). El español es el señor Soler, y el señor 
Jiménez Caballero, el italiano el señor Gullino, muy amigo y en estrechas relaciones 
con los hitlerianos de Madrid”.  
“Otra agente hitleriana –proseguía la notificación- es la señorita corresponsal de la 
“Kolnischezeitung”, una pequeña morena que está siempre al Congreso, y que a la 
tribuna de la prensa habla siempre con el señor Gullino... Esta señorita, el señor Gullino 
y el corresponsal de la “Deutsche Allemeinge Zeitung” se reúnen siempre. Este último 
corresponsal es el que ha atacado al ministro Prieto y la República en su periódico hace 
dos días”397.  
Estas comunicaciones internas revelan el control meticuloso y obsesivo que el 
ejecutivo español desplegaba, igualmente, sobre la actividad periodística en el exterior. 
En estos casos, el arma de presión del gobierno era la amenaza de expulsión de aquellos 
corresponsales que residían en España y realizaban una propaganda adversa hacia el 
gobierno republicano. El margen de maniobra de los corresponsales extranjeros 
radicados en España era escaso. De hecho, en las dependencias del Ministerio de la 
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Gobernación figuraba una relación exhaustiva de corresponsales que trabajaban para 
publicaciones de cariz fascista
398
 quienes se hallaban en el punto de mira del ejecutivo.   
También la prensa alemana sospechosa de militar en la esfera del nazismo era 
vigilada muy de cerca. El gobierno recibía informes detallados de los periodistas 
puestos en cuarentena y chequeaba sus trabajos, los que publicaban en medios afines 
nacionales y las crónicas desfavorables para la República que remitían a sus rotativos. 
El ejecutivo contaba, para ello, con la ayuda de los respectivos cargos diplomáticos en 
cada país, quienes permanecían atentos para informar con celeridad al Ministerio de 
Estado de las demasías cometidas por los corresponsales en sus colaboraciones diarias. 
Las notificaciones periódicas de embajadores y de cónsules suponían el estricto 
cumplimiento de la orden que el propio ministro de Estado –previo acuerdo con su 
homólogo de Gobernación- se encargaba de transmitir a sus embajadas y oficinas 
consulares para recabar la información puntual sobre lo que se publicaba en los medios 
extranjeros. La cadena inspectora de la prensa internacional seguía, como en el caso 
nacional, una distribución competencial jerárquica: el ministro de Estado reclamaba los 
informes a cada embajador y éstos, a su vez, transmitían el imperativo a los cargos 
consulares. Los embajadores se encargaban de tramitar los informes recopilados y de 
hacerlos llegar al ministro con la mayor premura posible para que fuera viable la 
empresa de reclamación o rectificación si las circunstancias lo aconsejaban. En estas 
notificaciones, los diplomáticos debían insertar los recortes de prensa que aludieran a 
España, debidamente glosados y con sugerencias de actuación en el caso de que 
advirtieran desviaciones inadmisibles.  
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De este modo, los embajadores, entre otras tareas de cariz diplomática, tenían que 
asumir el rol de analista de medios para un gobierno cada vez más receloso y suspicaz. 
Algunos embajadores aceptaban el encargo con mayor agrado que otros y el de Buenos 
Aires, Alfonso Danvila, no destacaba precisamente por su eficiencia. El ministro se 
servía entonces de otros informantes, a veces anónimos, para estar alertado de los 
comentarios impropios lanzados por la prensa de aquel país. 
En julio de 1933 el ministro de Estado, Rafael Sánchez Guerra, recibía un anónimo 
que le resultaba inquietante, una copia de un artículo-glosa a un discurso del presidente 
de la República, Niceto Alcalá-Zamora, e inmediatamente envió las instrucciones 
oportunas a su embajador en Buenos Aires para que le informara a título confidencial 
del periódico donde se publicaba el artículo injurioso. 
“Adjunto remito a Vd. un recorte de un diario argentino, que llega aquí en forma 
anónima y bajo el sobre, timbrado en Mendoza, que también le envío. Como verá se 
trata de un artículo injurioso que se ha publicado en esa Nación, y como creo que le será 
fácil averiguar en qué periódico ha aparecido, espero que considerará Vd. oportuno 
hacer alguna reclamación”399.  
La sugerencia era una invitación en toda regla para que exigiera al periódico una 
rectificación, pero las averiguaciones que el ministro planteó como un juego de 
escolares tediosos se complicaron en extremo para el embajador quien, por negligencia, 
desidia o verdadera dificultad, no logró culminar su empresa. Según se desprende de su 
contestación, fechada el 7 de agosto de 1933, se obstinó en alcanzar con éxito las 
averiguaciones encomendadas, pero los datos que le había aportado el ministro eran 
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demasiado peregrinos. Aun así, su respuesta merece ser reproducida porque revela un 
método de indagación que raya la investigación detectivesca:  
“(…) Inmediatamente me puse a hacer indagaciones –explica-. En principio he de 
manifestarle que, ese diario no pertenece a esta localidad, ni a ninguna de esta 
provincia, pues como podrá observar por las reseñas teatrales que vienen en una de las 
láminas, se mencionan a los teatros: Apolo, Broadway, Capitol, Astral, Porteño, etc.”. 
Reseñas que el abnegado investigador de la Embajada Plenipotenciaria de Buenos 
Aires se encargó de subrayar con lápiz para que no pasaran inadvertidas por el ajetreado 
ministro. Danvila añadía, acto seguido, como explicación aclaratoria: 
“(...) los que no existen en Mendoza”. 
Su lógica razonadora fue más allá: 
“Además; En el teatro Apolo figura la compañía García Perales (La que según 
comprobación trabaja en ese teatro en Buenos Aires)”. 
Las deducciones siguientes son casi interpretaciones de experto tipográfico. 
“No obstante, el tipo de letra del diario es muy parecido al que emplean los de 
Rosario, principalmente “La Acción” y “Tierra”.” 
Consciente de que había encontrado una pista que debía escudriñar, el embajador la 
siguió con una resolución optimista: 
“Yo he revisado los números de estos, correspondientes a los meses de Mayo y 
Junio, sin encontrar nada, pero los caracteres de “La Acción” –insiste en su conjetura- 




segundo o tercer orden y teniendo en cuenta los estrenos cinematográficos que anuncian 
sería del día primero de Mayo al diez del mismo mes; lo más probable”400.  
La correspondencia cruzada entre el ministro de Estado y el embajador en Argentina 
revela dos cosas: la preocupación extrema del ejecutivo acerca de la imagen que la 
prensa pudiera difundir de España en el exterior y que ambos cargos poseían mucho 
tiempo libre para dedicarse a pesquisas policiales.  
El artículo de la disputa era un comentario al discurso pronunciado por Alcalá-
Zamora con motivo de una recepción ofrecida al embajador de Argentina en Madrid. El 
periodista examinaba algunos párrafos del discurso y destripaba una a una las 
incorrecciones lingüísticas del presidente para poner en evidencia su menguada cultura. 
Al margen, una anotación manuscrita, con tinta azul, apuntaba la posible autoría de un 
monárquico resentido “que le tiene muchas ganas” al presidente de la República y a sus 
legítimos gobernantes.  
La fijación gubernativa por fiscalizar la actividad periodística también en el exterior 
llevaba al ministro de Estado a reiterar las instrucciones de chequeo de la prensa 
extranjera con relativa frecuencia, en órdenes circulares que hacía llegar a sus 
embajadores para que éstos, por su parte, trasladaran sus disposiciones a las diferentes 
oficinas consulares del país. Todas ellas finalizaban con una alusión velada a las 
fórmulas de coacción que el ejecutivo español podía desplegar sobre los medios 
extranjeros. Por eso, en esas misivas recordaba a sus diplomáticos la importancia de que 
consignaran con precisión algunos detalles reveladores para el gobierno de España, 
como “la información complementaria y en su caso incidiaria que V.S. pueda obtener 
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referente a la solvencia de los autores (de los escritos), especialmente si se trata de 
redactores o colaboradores residentes”401.  
No existe constancia documental de todos los corresponsales de rotativos 
extranjeros que fueron deportados del país, pero, aun siendo marginales, las pruebas que 
se conservan demuestran que los sucesivos gabinetes republicanos recurrieron en 
diversas ocasiones a este instrumento para contener la propaganda hostil realizada en el 
exterior.  
Con los gabinetes republicanos de centro-izquierda fueron varios los residentes 
italianos, con conexiones fascistas, expulsados, muchos de los cuales ejercían aquí la 
labor de corresponsales contratados por periódicos italianos. El 27 de abril de 1932 el 
Comité de Juventud Republicana de Aragón protestaba ante el ministro de la 
Gobernación por la “actitud grosera y descortés Gobernador interino con periodista 
italiano deportado Remo Magnini”402.  
No fue el único corresponsal declarado indeseable y expulsado del país. El 9 de 
mayo de 1936 el ministro de Estado se ponía en contacto telegráfico con su homólogo 
en Gobernación para hacerle llegar el escrito que acababa de remitir al embajador en 
París. En él especificaba los nombres de algunos corresponsales problemáticos y 
amenazaba con la solución correccional de la expulsión.  
“Varios empleados de la Societé General de Banque en Barcelona ciudadanos 
franceses... que al propio tiempo son corresponsales de Prensa, en unión con otros 
corresponsales... se dedican en diversos periódicos franceses tales como “Le Jour”, 
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“L‟Actión Francaise” y “L‟Eclair” a propalar noticias marcadamente tendenciosas y en 
su mayoría falsas o tergiversadas con indudable propósito desacreditar a España”. 
El telegrama de aviso mencionaba a los redactores que cometían, de un modo 
asiduo, la temeridad de informar contra el régimen y contra el gobierno en periódicos 
que no debían rendir cuenta alguna al ejecutivo español. El gobierno advertía de la 
medida punitiva que podría conllevar dicha actitud:  
“Y como modo conducirse dichos individuos resulta intolerable, con habitual 
discreción tacto sírvase V.E. prevenir Autoridades competentes que de continuar en su 
labor poco en consonancia con generosa hospitalidad recibida en España dichos 
individuos, Gobierno español se verá precisado proceder su expulsión territorio 
nacional”.  
El ministro de Estado trasladaba el oficio al de Gobernación por “si estima oportuno 
ordenar se llame la atención de los individuos que se mencionan en el preinserto 
telegrama advirtiéndoles del propósito que se anuncia en el mismo, que si así V.E. lo 
estima también oportuno debe llevarse a la práctica si los individuos reinciden en sus 
perniciosas propagandas contra España en el extranjero”403.  
La potestad del gobierno para emplear el móvil disuasorio de la expulsión se 
ensanchó a raíz de la aprobación de la Ley de Orden Público, el 28 de julio de 1933. La 
anormalidad constitucional que, con carácter de excepción, podía declarar el gobierno a 
raíz de la entrada en vigor de esta normativa afectó, de igual modo, a la situación de los 
extranjeros. Durante el simple estado de prevención, los extranjeros que no estuvieran 
establecidos de forma permanente en el país estaban obligados a cumplir “las medidas 
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que la Autoridad gubernativa considere necesarias para el mantenimiento del orden 
público”, bajo amenaza de expulsión automática, “previa declaración de indeseables”404.  
Las garantías aumentaban para los extranjeros establecidos de forma permanente en 
el país quienes podían ser detenidos si mantenían una actitud contraria al orden público, 
pero se beneficiaban de la apertura del correspondiente expediente gubernativo. Éstos 
deberían ser oídos en el sumario y, una vez aportadas las pruebas, el expediente podía 
concluir con la declaración de indeseables y la expulsión del país (art.26).  
Las prebendas gubernativas para violentar los derechos de los extranjeros residentes 
crecían durante el estado de alarma. En este supuesto, los extranjeros no establecidos de 
forma permanente podían “ser detenidos y seguidamente expulsados del territorio 
español”, mientras que los residentes estables “que alteren el orden público pueden ser 
también expulsados por todo el tiempo que dure el estado de alarma” (art. 36).   
Puesto que los estados de prevención y de alarma fueron la tónica habitual hasta el 
estallido de la guerra civil, la libertad de los extranjeros residentes se vio 
considerablemente rebajada y el gobierno asimiló una poderosa herramienta de presión 
sobre aquéllos que se encontraban en el país por motivos laborales.  
Gracias al recurso punitivo de la deportación, el grado de intervención sobre 
cabeceras de otros países superó el margen de limitación que habría sido imaginable. 
Este afán intervencionista llevó al gobierno del Frente Popular a amonestar a 
corresponsales por simples crónicas de sucesos que, en el preludio de la guerra civil, 
desazonaban al ejecutivo por la proyección internacional que dichos escritos podrían 
producir más allá de nuestras fronteras. El 7 de mayo de 1936 el embajador de España 
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en París, Cárdenas, advertía al ministro de Estado de la noticia publicada por el diario 
Le Temps sobre la agresión a una ciudadana francesa en Madrid. La crónica era casi 
grotesca; relataba la paliza callejera que un grupo de mujeres había propinado a la 
señorita Brunet, con barrizal incluido, pero, para el embajador, el suceso excedía la 
simple anécdota y aconsejaba al ministro “tomar algunas medidas contra corresponsal 
que la transmitio (sic)”405. 
Al amparo de la Ley de Orden Público de 1933, el procedimiento de expulsión se 
iniciaba con la detención del periodista en las dependencias de la Dirección General de 
Seguridad y, tras la declaración de “indeseable” por sus presuntas alteraciones de orden 
público, era automáticamente expulsado del país. Los corresponsales residentes podían 
beneficiarse de una concesión mínima: la apertura de un expediente gubernativo que 
admitía –durante el estado de excepción más tibio- la presentación de alegaciones, pero 
el expediente solía derivar en la declaración de indeseables y en la subsiguiente 
deportación.    
Tras la insurrección de Asturias el gobierno incrementó el grado de persecución 
sobre los corresponsales de periódicos internacionales y más de un extranjero recibió el 
correctivo de la expulsión por sus artículos. Como hemos visto, éste fue el desenlace 
que sufrió la periodista alemana Ilse Wolff Hirsch de Rivera el 19 de noviembre de 
1934, tras permanecer detenida durante algo más de un mes. La propuesta de la 
Dirección General de Seguridad, ratificada por el Ministerio de la Gobernación, la tachó 
de “indeseable” por unos simples borradores de artículos que se le habían confiscado 
antes, incluso, de que pudieran ver la luz. Su recurso de amparo prosperó, no porque 
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con ella se hubieran vulnerado los preceptos reconocidos por la Constitución, los cuales 
deberían haber prevalecido en un estado presuntamente democrático, sino por un 
aspecto puramente formal: su nacionalidad era española, por matrimonio, y en 
consecuencia la resolución de deportación era nula de pleno derecho.   
Por esas mismas fechas también fue arrestado un periodista portugués, Tilerro 
Alves, corresponsal del Diario de Lisboa, detenido y, presumiblemente, retenido en las 
dependencias militares a la espera de que fuera rubricada la oportuna orden de 
expulsión. Él tuvo más fortuna; el ministro de Estado reproducía las referencias 
positivas que le había hecho llegar su embajador, quien consideraba sus crónicas 
favorables “al Gobierno español” y al periódico para el que trabajaba “completamente 
afecto”. El ministro, además, ratificaba el informe del embajador y calificaba sus 
informaciones “de los sucesos de España” como “bastante exactas” “y en todas ellas se 
nota un franco afecto y simpatía hacia nuestro país”406. 
La amenaza de expulsión se complementó con fórmulas alternativas, como el 
secuestro de periódicos hostiles. Las publicaciones extranjeras que difundían 
informaciones contrarias al régimen dentro de las fronteras nacionales muchas veces 
fueron directamente recogidas. El 23 de abril de 1936 el delegado del Gobierno en 
Melilla comunicaba al ministro en un telegrama cifrado la recogida del periódico 
L‟Echo d‟Oran “por contener conceptos ofensivos para Gobierno español”407. Y el 
mismo desenlace sufrieron otros rotativos europeos, como el periódico francés 
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L‟Humanité, cuya entrada por las fronteras nacionales fue expresamente prohibida por 
orden del general de la Cuarta División, el 2 de noviembre de 1934.
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El rastreo gubernativo era tan exhaustivo que cualquier desplazamiento de 
corresponsales desafectos al ejecutivo o cualquier proyecto de nueva publicación eran 
mecánicamente consignados en los informes que los ministros de Estado y Gobernación 
se intercambiaban como cromos infantiles. El 28 de julio de 1932 el ministro de Estado 
envió un escrito al de Gobernación y al Director General de Seguridad avisándoles de 
que el embajador de París le había transmitido el siguiente mensaje:  
“Tengo entendido ha salido o va a salir para España Grijalba, colaborador de La 
Nación (sic) de Buenos Aires en París, para preparar otro número antiespañol de „Je 
Suis Partout‟ (sic). Sería conveniente que vigilaran su actuación en esa ciudad”.  
El ministro de Estado, como autoridad no cualificada en el terreno periodístico, se 
limitaba a trasladar la información a los dignatarios responsables “para su conocimiento 
y efectos”409. 
Conocimiento que siempre iba encaminado a provocar el mismo efecto: presionar al 
corresponsal o al rotativo incómodo para boicotear sus críticas contra el ejecutivo 
español.  
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5.2. EL CONTROL DE LA PRENSA 
EXTRANJERA CON LOS GOBIERNOS 
RADICALES Y RADICAL-CEDISTA. LOS 
FICHEROS DE CORRESPONSALES Y LA 
CENSURA PREVIA  
Del control improvisado de la prensa extranjera se pasó en pocos años a un aparato 
escrupuloso de supervisión que tenía en los corresponsales su principal arma arrojadiza. 
Los informes internos sobre periodistas extranjeros que ejercían su trabajo en España 
fueron reemplazados por otras medidas más disciplinadas de vigilancia. Durante el 
segundo bienio desaparecieron las listas rudimentarias que se custodiaban en 
Gobernación con los nombres de los corresponsales agitadores. Estos precarios listados, 
casi siempre manuscritos y sin ningún viso de oficialidad, fueron el precedente de un 
sistema metódicamente vertebrado donde todo periodista extranjero que residiera en 
España tuvo un informe personal.   
El gabinete de coalición presidido por Alejandro Lerroux instauró en las 
dependencias de Gobernación un fichero de corresponsales extranjeros que introdujo 
sensibles mejoras en el aparato fiscalizador de la prensa internacional. El control se hizo 
entonces celoso. El ministro de Estado se encargaba de recabar información actualizada 




Gobernación pudieron utilizarla en su provecho cuando las circunstancias lo 
aconsejaron.   
El embajador remitía los informes al ministro de Estado, a veces por iniciativa 
personal y, en la mayoría de las ocasiones, a instancia del propio ministro, y el 
cuestionario que el diplomático tenía que responder sobre el periodista investigado 
abarcaba cuestiones tan específicas como su estado civil, el tiempo que llevaba 
ejerciendo la profesión, la especialidad que cultivaba o que prefería dentro del 
periodismo, las obras literarias o de otra naturaleza de que era autor. El informe era 
pormenorizado y consignaba con precisión notarial cada inclinación política, 
preferencia ideológica o desliz personal del periodista, quien terminaba teniendo entre 
los despachos ministeriales una verdadera ficha policial.  
“Con el fin de contar en este Ministerio con una información lo más amplia posible 
sobre los representantes y corresponsales de periódicos y revistas extranjeros que 
ejercen su profesión en España, ruego a V. se sirva contestar a cada una de las preguntas 
que figuran en el cuestionario que a continuación se transcribe, referente a D. …”410. 
Ésta era la solicitud que encabezaba el formulario y, junto a cuestiones relacionadas 
con el oficio y gustos profesionales del corresponsal, el diplomático debía de responder 
a asuntos tan importantes para un gobierno liberal y demócrata como si el periodista 
vigilado era o no afecto a España, a juzgar por sus trabajos literarios o por sus 
opiniones, su ideología política dentro de las grandes corrientes políticas europeas y, 
concretamente, dentro de la política de su país, indicando a qué partido pertenecía, si 
había sido distinguido por su Gobierno con alguna recompensa o si había ocupado algún 
                                                 
410




cargo oficial en la Administración. La ficha no perdonaba siquiera las debilidades del 
cuerpo o de la moral, ni las ligerezas económicas del corresponsal más descarriado. Para 
saber todo acerca de su vida y de su trayectoria, el cuestionario agregaba una última 
pregunta, la número 11, a modo de coletilla clarificadora: 
“Todos cuantos datos además de los anteriores, tales como los relativos a su ficha 
penal, solvencia moral y económica, etc., sirvan para mejor conocer su personalidad”411. 
El empeño del Ministerio de Estado por crear el fichero de periodistas extranjeros 
era esmerado, pero tropezaba con el sosiego parsimonioso de algunos representantes 
diplomáticos. Por medio de su subsecretario, el ministro tenía que reiterar 
porfiadamente a algunos embajadores y cónsules más desidiosos el envío improrrogable 
de los datos sobre los corresponsales de aquellos países donde ejercían su cargo 
diplomático. El de Buenos Aires se retrasaba con frecuencia y el ministro lo aleccionaba 
al respecto mediante sucesivas cartas, urgiéndole a que remitiera los datos solicitados, 
ya que los informes se actualizaban cada cierto tiempo o se ampliaban si la autoridad 
ministerial no encontraba atinado el trabajo del embajador. 
El 22 de mayo de 1934, por ejemplo, el ministro de Estado pidió la devolución 
cumplimentada del citado cuestionario sobre un periodista que desempeñaba el puesto 
de corresponsal en Madrid para dos rotativos de Buenos Aires y un tercero de Bahía 
Blanca. El 11 de agosto el cónsul de España en Bahía Blanca envió al embajador, 
Alfonso Danvila, su cuestionario, pero Danvila no hizo sus deberes con el celo oportuno 
y el 24 de octubre del mismo año el ministro tenía que instarle a que le hiciera llegar el 
informe con celeridad. El embajador de España en Buenos Aires no se alborotó y el 8 de 
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diciembre el ministro lo conminó de nuevo a que le facilitase el cuestionario. Sin 
demasiados trasiegos, el 11 de diciembre de 1934 Danvila por fin devolvía el formulario 
repetidamente reclamado desde Madrid.
412
   
En ese afán desmesurado de vigilar muy de cerca la labor de los corresponsales 
extranjeros, el Ministerio de Estado no dejó títere con cabeza. No sólo los periodistas 
que desempeñaban un trabajo fijo y remunerado para un periódico internacional 
disponían de un informe en las dependencias gubernamentales; incluso los 
colaboradores eventuales, sin nómina ni retribución estable, que tenían la ocasión de 
publicar un artículo esporádico en un periódico fueron integrados al archivo.   
Los periodistas españoles también disponían de un espacio fijo en los ficheros 
gubernamentales, y en aquellos informes se hacía constar igualmente su radiografía 
ideológica y moral. Españoles eran los dos colaboradores intermitentes de Heraldo de 
Madrid que fueron registrados en el fichero con una consideración muy personal y 
subjetiva sobre sus inclinaciones reprobables: 
“Viven un poco la vida periodística –decía el informe- buenas personas sin que esto 
excluya el que si se encuentran algunas veces en una situación apurada acudan a 
procedimientos más o menos claros para conseguir algún dinero”413. 
Junto a este tipo de insinuaciones personales sobre la conducta o el estilo de vida del 
periodista investigado, los informes ofrecían datos reveladores para el gobierno sobre la 
tendencia política del corresponsal y sobre el peligro que podía suponer para la 
estabilidad del régimen. Algunos eran positivos y favorables: “Espíritu recto y muy 
independiente, no es desfavorable a España”. Otros abiertamente halagadores: 
                                                 
412
 Varios ejemplos en Ibid. Caja 54/10149. Véase Anexo IV. Doc. 215-220. pp. 774-781. 
413




“Periodista de raza y de gran clase, es altamente considerado y apreciado en el periódico 
Le Journal... Su solvabilidad (sic) moral y material es excelente”414. Y un nutrido 
número de informes desvelaba datos u opiniones personales sobre actitudes y 
comportamientos desviados: “Socialista muy avanzada, propagandista de la revolución 
social; peligrosa por sus ideas y su real talento de periodista”, consignaba el embajador 
en París en su informe sobre una corresponsal del periódico L’Oeuvre.415  
La constitución del fichero de corresponsales extranjeros permitió al gobierno 
disponer de herramientas más útiles de intervención en la labor periodística de empresas 
internacionales. Las soluciones del gobierno no experimentaron cambios. Éste siguió 
optando por la deportación del país de aquellos periodistas extranjeros que vulneraban 
las disposiciones gubernativas. Sin embargo, aunque el aparato de control mantuvo 
intacta su mecánica de trabajo, varió ostensiblemente su horizonte, en consonancia con 
la ideología, más o menos reaccionaria, del gabinete que ocupó el poder.  
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5.2.1. Consignas e 
inquietudes; 
diferencias con los 
gobiernos de centro-
izquierda  
El gobierno del primer bienio republicano puso los cimientos del operativo de vigilancia 
desplegado sobre la prensa en el exterior y sus sucesores en el ejecutivo se encargaron 
de levantar la estructura definitiva que sustentó un dispositivo mucho más sólido y 
eficiente de control. Pero éste no fue el único cambio que experimentó el aparato de 
fiscalización sobre la prensa internacional. Las inquietudes del nuevo gabinete de 
derechas no eran, por supuesto, las mismas que habían exhibido sus predecesores y, en 
consecuencia, las consignas y orientaciones que los gobernantes impartían a sus 
delegados diplomáticos o a los corresponsales en el país también sufrieron un viraje 
drástico.  
A la coalición del bienio rectificador no parecía atormentarle el auge del fascismo 
europeo ni el poder que había alcanzado Hitler en Alemania. La inclinación derechista 
que iba adquiriendo progresivamente el gobierno, acentuada tras el ingreso de la CEDA, 
se advertía en la creciente simpatía con la que el ejecutivo contemplaba los 
movimientos totalitarios.   
Los corresponsales de periódicos italianos escorados hacia la derecha fascista eran 
atendidos con hospitalidad, una actitud que contrastaba con la desconfianza manifestada 




italianos de ideología cercana al fascismo que resultó bien acogido por el régimen 
español fue L. Russo, quien firmaba sus artículos en el diario L’Ouest-Eclair, francés, 
con el pseudónimo Augusto Waast. En el parte que las embajadas debían remitir al 
Ministerio de Estado el diplomático aportaba datos elogiosos sobre el estimado 
periodista: 
“Italiano, buen periodista. Fue hace tiempo corresponsal del Messaggero, cargo en 
que cesó por no ser enteramente afecto al régimen fascista. Actualmente, reconciliado 
ya con el régimen, colabora en diversos periódicos italianos de provincias”416.  
Este talante relajado y permisivo, casi amistoso, choca con la desconfianza, incluso 
preocupación, que denotaba el gabinete del primer bienio al observar, acechante, los 
movimientos de significados periodistas nazis y fascistas dentro y fuera del país.  
Numerosos ejemplos lo atestiguan. El 12 de mayo de 1933, el embajador enviaba una 
nota al ministro de Estado sobre las noticias publicadas en relación con uno de los 
innumerables movimientos huelguísticos que sacudían con frecuencia al país. La nota 
concluía con una queja que ya era habitual entre la diplomacia española durante el 
primer bienio y que jamás se dio con el gobierno radical-cedista. 
“De todas suertes se ha reflejado una vez más el carácter tendencioso que ya es 
habitual en la prensa italiana al aludir a la actualidad española”417.  
Tan sólo tres días más tarde, el mismo embajador informaba al ministro de las 
informaciones de la prensa italiana sobre “la existencia de un supuesto movimiento de 
carácter fascista llamado a desarrollarse en España”. Y el día 25 ampliaba la revelación 
con más recortes de prensa sobre los núcleos fascistas en España “y con incidentes 
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ocurridos en Barcelona y Vigo. Especialmente me permito hacer notar a V.E. el 
contenido del artículo del Sr. Tedeschi….”418.  
Tedeschi era uno de los corresponsales minuciosamente vigilado por los servicios 
secretos de la Dirección General de Seguridad durante el primer bienio, cuyo nombre 
dejó de aparecer en la documentación confidencial que la embajada remitía 
periódicamente al ministro de Estado en cuanto la derecha ocupó el poder.  
Otro de los nombres que reaparecía con insistencia en esos informes confidenciales 
del Ministerio de Estado durante la etapa de gobierno de la coalición republicano-
socialista era el del corresponsal fascista Gullino, quien constituía para los servicios 
secretos de Seguridad un motivo de alerta permanente. Con el gabinete conservador del 
segundo bienio, Gullino, como otros eminentes corresponsales fascistas, dejó de ser 
causa de intranquilidad. El Ministerio de Estado no sólo no recelaba de sus escritos, 
sino que se permitía el lujo de valorarlos en sentido positivo. El 26 de noviembre de 
1934 el subsecretario de Estado calificaba en un telegrama, remitido desde la Oficina de 
Prensa, al embajador de Italia, de “ponderados” los telegramas del señor Gullino.419 
La ponderación que ensalzaba el subsecretario de Estado respondía al clima 
benévolo y receptivo con el que la prensa fascista italiana había recibido al gobierno 
conservador del segundo bienio desde antes incluso de su constitución. En los días 
previos al traspaso de poderes de finales de 1933, el embajador español en Roma 
transmitía al ministro de Estado saliente la esperanza con la que la prensa italiana de 
orientación fascista acogía el nuevo rumbo político del país. 
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“Los juicios y comentarios de los periódicos fascistas cuidan de señalar que el 
resultado de las elecciones constituye un gran triunfo de los partidos de derecha. De 
acuerdo con la ideología del fascismo numerosos diarios coinciden en la afirmación de 
que los resultados hasta ahora advertidos pueden dar lugar en un porvenir próximo al 
triunfo de una política cuya tendencia se estima aquí similar a la fascista”420.  
La afinidad era recíproca y los elogios del ejecutivo español hacia el régimen de 
Mussolini pronto empezaron a deslizarse en algunas de sus comunicaciones internas. En 
una carta fechada el 4 de noviembre de 1934, el embajador español en Italia no 
escatimaba en halagos hacia el fascismo, de cuyos simpatizantes destacaba valores 
regios como su patriotismo o su decencia. Lo hacía tras informar al ministro de Estado 
de la insolencia de uno de los más excelsos fascistas españoles, Ernesto Giménez 
Caballero, en una de sus colaboraciones habituales en la revista italiana Crítica 
Fascista. 
“El dicho Caballero poseerá, sin duda, todas las altas virtudes que deben adornar al 
perfecto paladín fascista –corroboraba el diplomático- pero parece que no se  ha 
asimilado todavía una modesta cualidad que sus colegas italianos cultivan con exquisito 
celo y que podría llamarse verecundia, decencia o pudor patrio”421.  
Esta cordialidad no se tradujo, sin embargo, en una colaboración fluida –al menos 
de forma inmediata- entre los ejecutivos italiano y español, algo que produjo cierta 
alerta en el Ministerio de Estado, cuyo máximo dignatario lamentaba, en una misiva 
dirigida a su embajador en Roma en mayo de 1934, las relaciones tan frías que existían 
entre los dos países. El diplomático desmontaba la tesis del ministro, quien 
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responsabilizaba de esa situación al embajador precedente. Sin desmentir por completo 
la aserción del ministro, el nuevo embajador aportaba otros datos que avalaban el 
desinterés de Italia hacia el ejecutivo español. 
“Por el momento, la actitud de Roma con respecto a España es puramente 
expectante... En Italia se piensa que España sigue en periodo constituyente, y que la 
obra de la República ha sido netamente negativa… Así la cosas no parece prudente que 
España adelante ahora propuesta alguna y creo acertadísima la actitud que Ud. toma en 
este punto: es decir estar dispuestos a recoger cualquier inclinación que Italia significara 
de una inteligencia con España y nada más”422. 
Al ministro de Estado del gobierno conservador, Pita Romero, le perturbaba la 
aparente frialdad de las relaciones bilaterales entre España e Italia y se mostraba, así, 
proclive a un futuro entendimiento en cuanto el régimen fascista manifestara la más leve 
inclinación para ello.  
Esta atonía en las conversaciones de ambos regímenes no fue óbice para que 
proliferasen acuerdos de colaboración recíproca entre los Ministerios de Asuntos 
Exteriores de los dos países. Las gestiones diplomáticas favorecieron, en ambas 
direcciones, el despliegue de los mecanismos oportunos de presión hacia la prensa 
desafecta para rectificar aquellas informaciones u opiniones que cuestionaran la rectitud 
de las políticas emprendidas por uno y otro ejecutivo.   
El 1 de mayo 1934, el embajador de España en Roma le comunicaba a Pita Romero 
que había mediado con la oficina de censura italiana contra el periódico Ottobre por la 
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publicación de un suelto “en el que se hacía una grosera alusión a los prisioneros del 
Rif”. Su actuación consistió en comentar el incidente al jefe del Gabinete Diplomático 
de Mussolini, quien respondía sin dilaciones, ese mismo día, para notificar al 
diplomático que había contactado con la dirección del rotativo, obteniendo de ésta el 
compromiso de imponer la mordaza a sus redactores. En concreto, la publicación se 






Tras la revolución de Asturias, las gestiones diplomáticas se intensificaron. El 22 de 
octubre, el embajador de España en Roma se ponía en contacto con Pita Romero para 
comentarle que había cumplido las órdenes que le había impartido en el telegrama 101, 
del día 18: visitar al subsecretario de Estado italiano para “hacerle presente el desagrado 
con que el Gobierno de la República se había enterado de las informaciones aparecidas” 
en el Corriere Della Sera y en el Popolo d’Italia sobre la insurrección de octubre. 
Como consecuencia de esta mediación, el ejecutivo italiano se comprometía a hablar 
“del asunto con el subsecretario de Prensa para evitar que los periódicos italianos 
incurran de nuevo en falsedades”424. 
Las reclamaciones contra la prensa hostil también se producían en sentido contrario. 
El 31 de octubre de 1934, la Embajada de Italia en Madrid transmitía al Ministerio de 
Estado, en una nota verbal, su estupor porque la censura vigente en España hubiera 
tolerado la publicación de un artículo en el periódico Euzkadi que contenía injurias 
contra “la augusta persona del soberano de una nación amiga”. La embajada expresaba 
su confianza en que el Ministerio interviniera raudamente para deplorar el acto y en que 
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iniciara la providencia necesaria para que el desafío no se repitiera. La respuesta del 
gobierno llegaba el 17 de ese mismo mes, en una nota verbal remitida a la embajada de 
Italia en Madrid para comunicarle que “por el Departamento competente se han dado 
instrucciones a las Autoridades de Bilbao a fin de que adopten las medidas conducentes 
a evitar que en el futuro aparezcan en la prensa artículos como el publicado por el diario 
Euzkadi”425.  
Idéntica consideración mostraron las autoridades de la coalición radical-cedista 
hacia las reclamaciones provenientes de la embajada alemana, cuyas exigencias eran 
rápidamente atendidas. La Oficina de Censura imponía entonces la mordaza a los 
rotativos nacionales para suprimir de sus páginas cualquier comentario sardónico o toda 
crítica injuriosa sobre el régimen nazi y, especialmente, sobre la figura de Hitler. 
En diciembre de 1934 el ministro de la Gobernación admitía, en una nota 
telegrafiada a sus gobernadores civiles, que se habían recibido quejas de la embajada 
alemana sobre la difusión de caricaturas y artículos difamatorios sobre Hitler en algunas 




La prensa de ideología comunista no disfrutaba de esta permisividad. Durante el 
segundo bienio la libertad de estas publicaciones se vio mucho más constreñida. El 
gobierno examinaba a conciencia la situación de sus corresponsales y procuraba 
interceptar las cabeceras españolas que se editaban en el exterior de forma clandestina. 
Las posibilidades de editar un rotativo de esta ideología en España habían decrecido 
desde la llegada de la derecha al poder y muchos editores desarrollaron la artimaña de 
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imprimir sus publicaciones en el exterior. Era una estrategia más para burlar las redes de 
la censura. Los periódicos subversivos se distribuían por otros países, pero iban 
dirigidos a un público español, generalmente obreros que habían emigrado por Europa, 
y estaban redactados íntegramente en castellano. El gobierno apenas poseía medios para 
detectar estas publicaciones clandestinas que operaban de un modo furtivo, aunque el 
Ministerio de la Gobernación solía recibir notificaciones de las delegaciones 
diplomáticas, que avisaban al ministro de Estado de su venta o reparto irregular. 
Los rotativos clandestinos de extrema izquierda podían seguir un doble circuito de 
distribución irregular; la mayoría de ellos se imprimían y se difundían fuera de España, 
pero otros eran editados dentro y se repartían luego entre la comunidad de españoles 
emigrados que tenían su residencia en cualquier país de Europa. Éste fue el caso de un 
periódico comunista que se repartió entre lectores españoles afincados en Lyon, La 
Revolución social. El cónsul de la localidad francesa hizo llegar al embajador en París 
una copia de un número del rotativo, correspondiente al 7 de enero de 1935, y el 13 de 
enero el embajador informó al ministro de Estado de sus pesquisas:  
“Añade el señor cónsul que no ha podido comprobar si dicho periódico se edita en 
España o en este país, pero que tratará de averiguarlo”.  
El embajador no esperó los resultados de la investigación y se aventuró a realizar su 
propia interpretación deductiva:  
“(...) habida cuenta de las numerosas faltas y erratas que en su redacción se 





Se equivocaba en sus conjeturas. La confirmación del cónsul llegó sólo dos días más 
tarde, en una carta en la que manifestaba: 
“Según mis informes dicho periódico se imprime en las afueras de Madrid y es 
remitido a los corresponsales en las distintas poblaciones del Extranjero los que se 
encargan de distribuirlos entre la Colonia española”427.  
El seguimiento de la prensa comunista traspasaba incluso las barreras oceánicas. Los 
periódicos extremistas de izquierdas que se editaban clandestinamente fuera de España, 
escritos en español y dirigidos a españoles, esquivaban, en ocasiones, la vigilancia 
absorbente del gobierno y se colaban por las fronteras nacionales para llegar por correo 
ordinario a suscriptores españoles que seguían residiendo en el país. Estas publicaciones 
eran perseguidas con mayor dureza, ya que constituían un desafío a la autoridad, y eran 
denunciadas por la Fiscalía.  
La revista Cultura Proletaria corrió esta suerte en mayo de 1935. Se editaba en 
Nueva York, pero era remitida a algunos lectores españoles. El gobierno interceptó el 
número 363 y se apresuró a tomar medidas al respecto. A iniciativa de la Fiscalía, 
interpuso una querella criminal contra sus responsables por la comisión de un presunto 
delito de impresos subversivos y clandestinos. Además, desplegó los medios operativos 
necesarios para impedir que el rotativo se distribuyera en España. 
El 29 de mayo el juez de Primera Instancia e Instrucción de Cuenca dirigía al oficial 
Mayor de la Presidencia del Consejo de Ministros un oficio en el que le comunicaba el 
sumario abierto contra el rotativo “y habiéndose interesado por el Ministerio Fiscal se 
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acredite documentalmente si se ha prohibido la introducción de dicho rotativo con 
arreglo al artículo 20 de la Ley de Policía e Imprenta de 26 de julio de 1883 ruego a V.I. 
me participe si en esa Presidencia existe acuerdo denegando la entrada de dicho 
periódico al parecer extrangero (sic) a fin de que obre sus efectos en la causa de 
referencia”428.  
La Presidencia del Consejo de Ministros cursaba la nota oportuna el 4 de junio de 
1935 al ministro de la Gobernación pidiéndole que le ratificara “si por ese Ministerio o 
por la Dirección General de Seguridad se ha adoptado el expresado acuerdo”429.  
El ministro de la Gobernación no respondió y el juez insistió. El 19 de junio de 1935 
se dirigió nuevamente a la Presidencia del Consejo de Ministros por el mismo motivo. 
Una semana después, la Presidencia le respondió que su silencio obedecía a la ausencia 
de respuesta del ministro de la Gobernación y, para calmar su creciente impaciencia, 
avisaba:  
“En cuanto la haya se pondrá en conocimiento de ese Juzgado”430.  
Tras muchas dilaciones y una correspondencia tozuda, por fin llegó la ansiada 
respuesta de Gobernación. La comunicación del ministro es un ejemplo fehaciente del 
control que el gobierno ejercía sobre aquellas publicaciones más virulentas, 
especialmente sobre los periódicos anarquistas y comunistas. De la vigilancia minuciosa 
no escapaban siquiera los lectores del periódico que permanecía bajo sospecha.  
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“El 7 de mayo se comunicó al Juzgado de Instrucción número 6 de Madrid que esa 
publicación se edita en N.York en la Casa Editorial Frank Abelenda, sita en 240 W-23, 
ra St; y en cuanto a las personas que reciben dicho periódico directamente, uno de ellos 
es Antonio Rodríguez Sanz, domiciliado en “Vida y Trabajo” (sic), habiendo 
manifestado dicho individuo que ignora quién lo envía. Y en 3 del actual se contestó 
oficio del Juzgado de Instrucción de Cuenca, en el que se decía que el Antonio 
Rodríguez Sanz era uno de los que recibían dicho periódico y que manifestó que lo 
mismo que con él harían con muchos: pues los que lo editaban debían hallarse en 
posesión de una lista de anarquistas españoles y lo remitían a éstos individualmente; no 
conociéndose ningún Centro ni corresponsal que se dedique a repartirlos en España. En 
cuanto a si dicho periódico está prohibido en España, se ignora si habrá alguna órden 
(sic) especial de ese Ministerio en tal sentido”431.  
El cauce de inspección sobre la prensa extranjera se ensanchó mucho más tras la 
revolución de octubre. La insurrección de Asturias favoreció una política informativa 
marcadamente restrictiva, de la que tampoco se vieron exentos los corresponsales 
extranjeros que desempeñaban su oficio dentro del país. Después del movimiento 
revolucionario, todos ellos debieron acatar las instrucciones de la Censura y, antes de 
remitir sus crónicas a los diarios para los que trabajaban, tuvieron que someterse al 
juicio deliberante del censor en el servicio postal y telefónico.  
Durante las épocas en las que estuvo vigente el estado de guerra, los telegramas y 
telefonemas de los corresponsales debieron pasar el filtro depurativo que imponía la 
autoridad militar. Cada División Orgánica controlaba la estricta aplicación de la censura 
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sobre los telegramas y telefonemas emitidos al exterior, por medio de las Jefaturas de 
Teléfonos y Telégrafos, cuyas consignas siempre iban en sintonía con lo establecido en 
los centros operativos de Madrid y Barcelona.
432
 
En aquellos momentos de máxima anormalidad constitucional, cuando el gobierno 
se veía acosado por brotes subversivos que ponían en jaque la estabilidad del régimen, 
los gabinetes de uno y otro signo procedieron siempre con el mismo vigor. La coalición 
radical-cedista respondió al desafío revolucionario de octubre con un recrudecimiento 
de su política de prensa y optó por una solución extrema para evitar la difusión de 
noticias tendenciosas en el exterior: suspender la comunicación con el extranjero. La 
misma alternativa escogió el gobierno del Frente Popular ante el estallido del golpe 
militar que desencadenaría la guerra civil: el cierre de las comunicaciones con el 
exterior. Una estrategia desesperada que, en ninguno de los dos casos, dio los frutos que 
el ejecutivo esperaba. 
Las ansias intervencionistas de los diferentes gabinetes republicanos chocaron, fuera 
del país, con una interpretación mucho más amplia de la libertad de expresión, al menos 
en aquellos países de mayor trayectoria democrática. Por muy relativa que fuera la 
percepción de la libertad de información en casi todos los Estados europeos, naciones 
como la francesa o la británica no parecían comprender las conculcaciones de derechos 
democráticos auspiciadas por el ejecutivo español. Lo demuestran algunos telegramas 
que, tras la insurrección de Asturias, recogían la perplejidad, a veces indignación, del 
tejido empresarial y político en países como Francia o Gran Bretaña por el boicot de las 
comunicaciones ejecutado por el gobierno de España. Y lo confirman también algunas 
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respuestas de delegados diplomáticos en aquellos Estados. El embajador en París, José 
María Aguinaga, lo resaltaba en su respuesta a la solicitud del ministro de Estado de 
interceder ante las autoridades francesas contra el folleto, supuestamente calumniador e 
injurioso, Pages Espagnoles d’Octobre. El ministro le sugería que activara la “oportuna 
reclamación diplomática” para que las autoridades francesas aplicaran a los autores del 
folleto los correctivos de la ley de prensa vigente en el país vecino, “así como la 
recogida de los ejemplares de las distintas versiones del folleto”. El embajador 
desaconsejaba la medida porque sólo habría servido para reactivar la memoria de los 
sucesos de octubre, prácticamente olvidados en Francia, y porque “sabe perfectamente 
con cuanta amplitud se interpreta aquí la libertad de prensa”433.  
La “amplitud” a la que aludía el embajador de España en París no era más que el 
respeto a un derecho ciudadano elemental e insoslayable en un estado verdaderamente 
democrático. Derecho que el régimen republicano tan sólo reconoció formalmente en su 
Constitución, sin que jamás se plasmara en el papel impreso, que siguió manchado por 
el lápiz rojo, emborronado, mutilado y sometido al arbitrio discrecional de la autoridad 
civil o militar.  
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La implantación de la Segunda República fue mucho más que un cambio de régimen. 
Sus promotores se vanagloriaron del inusitado modo como se había consumado el paso 
de la monarquía a la República, en un clima pacífico y sereno. La República llegó, 
además, con la aspiración de consagrar por primera vez en España una democracia real 
y a esta tarea se encomendaron sus primeros gobernantes, elaborando una Constitución 
que reconocía derechos fundamentales como la libertad de asociación, reunión y la 
libertad de expresión. La consagración de este último precepto democrático quedó 
plasmada en el artículo 34, pero el sueño liberal fue tan efímero como la ilusión de paz 
y de concordia con la que los más firmes defensores de la República se obstinaron en 
presentar un régimen amenazado por todos los flancos.  
La libertad de expresión e información quedó invalidada desde la gestación de la 
República. La vigilancia, fiscalización e incluso persecución a la que se vio sometida la 
prensa entre el 14 de abril de 1931 y el 18 de julio de 1936 constituye la prueba 
flagrante y palmaria de que este periodo de nuestra Historia no puede considerarse 
como una democracia plena. La pregonada libertad que promulgó la Constitución de 
1931 fue, por tanto, constreñida, e incluso anulada, por diversas normativas posteriores 
que atentaron contra la circulación de informaciones y de opiniones disidentes, lo que 
supuso un quebranto de la libertad de expresión y un escollo insalvable para considerar 
al régimen naciente como un auténtico estado de derecho.  
Sin embargo, estos límites, que hoy nos parecen inasumibles, deben enmarcarse en 
su contexto histórico. La Segunda República se alumbró en una época convulsa, de 




asolarían Europa y que, en el panorama nacional, provocaron una guerra civil que acabó 
instaurando un régimen dictatorial de casi cuatro décadas. Los dirigentes republicanos 
tuvieron que lidiar con facciones radicales en un ambiente drásticamente polarizado y 
en esta coyuntura optaron por adoptar medidas cada vez más restrictivas que fueron 
minando la libertad de información.  
El periodismo que ejercían algunos rotativos tampoco era la expresión de un 
ejercicio democrático, sino un arma de propaganda bélica, desde cuyas páginas se 
lanzaban diatribas enardecidas y se hacía apología explícita de la violencia. Los 
gobiernos republicanos actuaron con contundencia contra aquellas publicaciones, 
incautando sus ejemplares y ordenando su clausura y suspensión, pero en su celo 
defensor del régimen pecaron de exceso, asediando y censurando a todo aquel periódico 
que consideraron una amenaza contra la estabilidad del sistema. En ese intento 
denodado de defender la República que el pueblo había escogido en las urnas, 
confundieron la excepción con la norma e hicieron del control gubernativo de la prensa 
una realidad institucional.  
La historia del periodismo durante la Segunda República puede interpretarse, en 
consecuencia, como la historia de un viraje drástico. Los dignatarios políticos que se 
habían significado en su oposición al régimen dinástico de Alfonso XIII experimentaron 
una transformación súbita en cuanto alcanzaron el poder. De una beligerancia franca 
contra la ausencia de libertades y derechos democráticos –entre ellos la libertad de 
expresión- pasaron a arbitrar medidas de contención de aquellos mismos derechos 
constitucionales que habían defendido, con el pretexto de salvaguardar el régimen 
republicano. Su anhelo de acomodar el nuevo estado republicano a una situación de 




fórmulas de control e intervención de la prensa que desembocaron finalmente en la 
vertebración de un meticuloso aparato censor.  
Las injerencias en la labor de los medios de comunicación se sostuvieron en tres 
pilares: legislativo, ejecutivo y judicial. Para proteger con un armazón legal la 
persistente intromisión gubernativa en la actividad periodística, el ejecutivo se dotó de 
diferentes leyes que, progresivamente, fueron intensificando el rigor censor. Y todas 
ellas fueron obra del gobierno de coalición republicano-socialista del primer bienio que 
no aguardó ni un día para comenzar a regular la excepción, mediante un decreto –el 15 
de abril- que legitimaba a la administración para someter a fiscalización gubernativa los 
mismos derechos que reconocía en el párrafo anterior. Este antagonismo paradójico –
reconocer libertades en una norma que esa misma norma se encargaba de anular- fue la 
tónica constante de los gobiernos republicanos e hizo de la libertad de información una 
formulación ideológica carente de aplicación real.  
De este modo, la prensa vivió la incongruencia legal de disponer de una libertad 
expresamente declarada en la Carta Magna y literalmente vapuleada por otras leyes que 
se engendraron con el único propósito de establecer cotos precisos. Del control tácito 
que realizó el gabinete provisional, al calor del Estatuto Jurídico de 15 de abril, se 
pasaría, tras la elección a Cortes Constituyentes, a una situación de cerco escrupuloso, 
alentada por una ley -con la denominación certera de Defensa de la República- que no 
dejó demasiada rienda suelta a la prensa más hostil. La ley entró en vigor el 21 de 
octubre de 1931 y permitía imponer multas económicas, clausurar periódicos e incluso 
deportar a ciudadanos que supusieran una amenaza para el régimen o que profiriesen 
ofensas hacia sus gobernantes. Aunque no fue concebida como una ley de exclusiva 




de aquellos periódicos y periodistas que se mostraron especialmente combativos con el 
ejecutivo. Y ello a pesar de que ya existía una legislación específica de prensa –la Ley 
de Policía de Imprenta de 1883- que fue abocada a la inoperancia por la promulgación 
de otras normas encargadas de regular la excepción. El carácter represivo de la ley era 
tal que tuvo que votarse e insertarse como una disposición adicional transitoria en el 
texto constitucional porque colisionaba con muchos de sus mandatos.  
La escalada de control desembocó, por último, en la Ley de Orden Público, 
aprobada el 28 de julio de 1933, con la que el gobierno se arrogó la potestad de 
suspender las garantías constitucionales y que se convertiría, con los gobiernos radicales 
y radical-cedista del segundo bienio y en la etapa del Frente Popular, en un arma 
legitimadora de la censura previa. La fórmula para conciliar dos soluciones antonímicas 
–la libertad de expresión y la censura previa- consistía en declarar continuos estados de 
excepción a la normalidad constitucional, al amparo de supuestas alteraciones de orden 
público. El problema fue, una vez más, el exceso y la desmesura, que llevaron a la 
aprobación de prórrogas consecutivas de la excepcionalidad y quebrantaron el espíritu 
democrático de la Carta Magna. La supuesta libertad de expresión y pensamiento que 
propugnaba la Constitución de 1931 quedó, así, en papel mojado, tan sólo alcanzada en 
muy contados momentos y con muy notables excepciones.  
Las leyes favorecieron el control de la prensa, pero fueron los gobernantes quienes 
garantizaron su estricta aplicación. La creación del aparato de censura republicano no 
habría sido viable si el ministro de la Gobernación y su brazo derecho –el director 
General de Seguridad- no hubieran contado con la leal y entregada labor de los 
gobernadores civiles. Ellos fueron la piedra angular del mecanismo censor durante la 




estatales corrobora que la comunicación entre el ministro de la Gobernación y sus 
representantes provinciales era permanente. Y el objetivo de estos contactos telegráficos 
fue siempre el mismo: transmitir consignas o instrucciones para orientar las líneas 
maestras de actuación de la censura.  
Los gobernadores civiles asumieron la responsabilidad de que la prensa acatara las 
indicaciones y prescripciones del ejecutivo. Fueron el brazo ejecutor de la política de 
fiscalización impuesta a las publicaciones periódicas. Fueron los encargados de velar 
por el riguroso cumplimiento de las órdenes gubernativas. Fueron el ojo escrutador de 
los rotativos de su provincia, revisando página a página cada cabecera, notificando al 
ministro los desmanes, denuestos, exabruptos, improperios u ofensas varias publicadas 
por los periódicos de su jurisdicción. Y fueron, en última instancia, los artífices de las 
resoluciones de enmienda adoptadas para encorsetar y someter a la prensa desafecta. 
Las medidas de escarmiento con las que castigaron a las publicaciones no dependieron 
casi nunca del ministro de la Gobernación, ni del director general de Seguridad, ni 
mucho menos del Consejo de Ministros; casi siempre fueron ideadas y ejecutadas por 
los gobernadores civiles que se limitaban a solicitar al ministro del ramo autorización 
para establecer sus correctivos. Los más resolutivos ni siquiera reclamaban su permiso; 
a lo sumo consensuaban su disposición con el ministro, cuando no se contentaban con 
comunicarle sucintamente su determinación.  
Su capacidad de injerencia en el ejercicio periodístico también aumentó con el 
transcurso del tiempo, a medida que el ejecutivo fue robusteciendo el aparato de 
censura. Hasta la entrada en vigor de la Ley de Orden Público, los gobernadores civiles 
estuvieron legalmente desautorizados para sancionar a la prensa disímil. Ni la Ley de 




los rotativos que publicaran artículos injuriosos o difamatorios contra el gobierno o 
contra el sistema republicano porque esta prebenda estaba reservada, según la ley de 21 
octubre de 1931, a los delegados de dos o más provincias, al ministro de la Gobernación 
o al Consejo de Ministros. 
Sin embargo, sus atribuciones para enmendar la actividad de la prensa sobrepasaron 
con creces los límites de la ley. Ellos eran quienes prescribían las multas, quienes 
dictaban, muchas veces unilateralmente, la clausura de un rotativo e incluso quienes 
imponían arrestos carcelarios a algunos directores de periódicos incómodos. Las 
órdenes gubernativas de prisión dictadas contra periodistas no fueron casos aislados; se 
produjeron con el alegato torticero del impago de la sanción que previamente les había 
impuesto la autoridad y abocaba a una situación de absoluta indefensión jurídica al 
periodista que era velozmente encarcelado sin que se dictara sentencia condenatoria 
contra él ni por supuesto se le otorgara la oportunidad de recibir una legítima defensa, 
derechos fundamentales en un estado democrático que tampoco se garantizaron en este 
caso.  
Esta conculcación persistente de derechos ciudadanos gozó en todo momento de la 
aquiescencia del ministro de la Gobernación que tardó casi un año en advertir la 
irregularidad manifiesta en la que todos, administración periférica y central, estaban 
incurriendo con esta singular interpretación de la ley. Su constatación no fue óbice para 
seguir amordazando a la prensa. Cuando las intromisiones irregulares de la 
administración fueron quedando explicitadas en recursos de afectados que lograron 
prosperar, los gobernadores civiles desempolvaron una ley provincial emérita del siglo 
anterior para seguir castigando los desafíos de la prensa con multas que, a partir de ese 




podía considerarse lícito y así lo fueron advirtiendo en sus alegaciones los periodistas 
castigados, quienes recordaban la existencia de leyes específicas de prensa e imprenta, 
concebidas para regular la profesión. De nuevo el ministro de la Gobernación, y tras él 
el ejecutivo al completo, miró hacia otro lado, hasta que se hizo evidente y perentoria la 
necesidad de corregir los defectos de la ley, elaborando una norma todavía más 
restrictiva –la de 28 de julio de 1933- que ya autorizaba a los gobernadores civiles a 
establecer los correctivos que hasta entonces habían tenido vetados.  
Los gobiernos civiles cedían el mando al poder militar durante los periodos en los 
que imperaba la ley marcial. Desde la entrada en vigor de la Ley de Orden Público, el 
estado de guerra fue declarado en numerosos territorios del país y permaneció en vigor 
durante medio año consecutivo como consecuencia del estallido revolucionario de 
octubre de 1934. En el plano periodístico, la sucesión de poderes no alteraba la 
composición piramidal del aparato de censura. En la cúspide se situaba el ministro de la 
Guerra, encargado -como su homólogo de Gobernación- de transmitir las consignas a 
los generales de cada División Orgánica, y éstos, a su vez, delegaban en las distintas 
comandancias provinciales la tarea de escrutinio y censura de las galeradas que la 
prensa debía presentar una hora antes de su edición. Pero en estas situaciones de 
máxima anormalidad constitucional los gobernadores civiles tampoco eludían su 
cometido censor; se efectuaba un reparto en las tareas de inspección, de modo que desde 
la sede de los gobiernos civiles se chequeaban las noticias y artículos sobre asuntos 
civiles y el operativo militar hacía lo propio con los temas de su ámbito de acción.  
Los gobernadores civiles contaban, además, con la asistencia permanente de la 
judicatura. La separación de poderes exigible en todo estado democrático fue otra 




evidencian los estrechos vínculos existentes entre el gobierno y los jueces y fiscales del 
Estado. Tanto fue así que los magistrados tenían instrucciones precisas de cómo actuar 
para favorecer la rauda intervención en la libre circulación de un rotativo molesto, 
indicaciones expresas que también se transmitían a los gobernadores civiles. Éstos 
dictaban sus sentencias condenatorias sin la mediación de un juez –multas, órdenes de 
clausura o arrestos de directores y periodistas- pero gozaban del respaldo de la Fiscalía 
y de la Magistratura, quienes conferían visos de legalidad a un procedimiento más que 
cuestionable en un sistema democrático. De esta forma, el gobernador civil imponía las 
penas y -simultánea o posteriormente- notificaba su sanción al fiscal, quien daba 
traslado al titular del juzgado de guardia para que legitimara la actuación irregular del 
gobernador dictando un auto de procesamiento. Automáticamente, el juez ordenaba la 
incautación del molde de impresión, la recogida de los ejemplares del periódico que ya 
estuvieran en circulación en los puntos de venta y de envío postal y hacía cumplir la 
orden de clausura que había dictado el gobernador civil. De nuevo se reproducía el 
mismo planteamiento que atrofiaba la esencia de la democracia, al vulnerar la 
presunción de inocencia del periodista y su derecho a recibir un juicio justo con un 
castigo preventivo que el periódico tenía que acatar, al margen de que sus alegaciones 
ulteriores pudieran ser atendidas.   
Estos derechos, aunque atenuados, no quedaron fulminados hasta la aprobación de 
la Ley de Orden Público que extinguió la posibilidad de que los recursos de los 
periodistas sancionados pudieran prosperar. A éstos sólo les quedaba expedita la vía del 
recurso de amparo ante el Tribunal de Garantías Constitucionales, pero los magistrados 
poco podían hacer para proteger unos derechos que, bajo la estela de leyes de excepción 




dictámenes contrarios a las medidas arbitrarias adoptadas contra la prensa haciendo 
prevalecer las excepciones a la libertad de expresión vigentes durante los periodos de 
anormalidad constitucional en detrimento de las garantías cívicas que el citado tribunal 
debía respaldar. Aunque los dictámenes emitidos por el Tribunal de Garantías 
Constitucionales contaran con frecuencia con el voto en contra de algún magistrado 
garantista, sus sentencias solían subrayar la imposibilidad de amparar un derecho que, al 
abrigo de una legislación marcadamente restrictiva, había quedado en suspenso.  
Este celo protector del régimen republicano fue común en todos los gobiernos que 
se sucedieron en el poder. Bajo la coraza legislativa subyacía un aparato fiscalizador –
sustentado en las autoridades gubernativa y judicial- que hizo de la mecánica de 
vigilancia y sometimiento a la prensa una práctica cotidiana. Sin embargo, este ardor 
defensor no fue tan escrupuloso y absorbente en todos los casos y se advirtieron 
diferencias en la forma de perseguir y castigar a la prensa hostil, así como en el 
horizonte de inquietudes y expectativas que vislumbró cada gabinete.   
El primer bienio republicano fue el periodo de improvisación del régimen de prensa, 
una etapa de transición en la que se fueron bosquejando y vertebrando los mecanismos 
de control de la prensa. La censura previa todavía era un método incompatible con el 
sistema de libertades pergeñado en la Constitución. De ahí que sus gobernantes tuvieran 
que abocetar otras estrategias supletorias de fiscalización, como sustanciosas y 
perseverantes multas económicas y, sobre todo, suspensiones de rotativos desafectos. La 
queja continuada de los periódicos fue, por ello, la arbitrariedad y la desmesura en las 
medidas correctivas del ejecutivo que abocaban a toda la plantilla de una empresa a 
subsistir en una precaria situación que, en muchos casos, podía prolongarse durante 




censura para solventar los obstáculos y eludir las penas de clausura forzosa, 
argumentando que ésta habría sido preferible a la incertidumbre de no saber qué 
opiniones podían levantar la suspicacia del gobernador civil de turno.  
En el segundo bienio se pasó de una situación de control difuso -con instrucciones 
imprecisas y pautas arbitrarias de fiscalización que casi siempre dependieron de la 
inspiración y voluntad de cada gobernador civil- a la creación de un engranaje de 
censura bien engrasado. El aparato censor heredó la estructura piramidal de la etapa 
precedente –Ministerio de la Gobernación, Gobiernos Civiles y, en el último eslabón, 
Ayuntamientos- pero introdujo una dinámica de trabajo mucho más ordenada y 
estructurada. Los gobiernos de coalición conservadora –radical y radical-cedista- 
recibieron de sus antecesores un arma de gran alcance para supeditar a la prensa más 
controvertida –la legitimación de la censura previa con la argucia legal de la declaración 
de estados de excepción- y supieron aprovechar su ingente potencial, de forma que no 
aguardaron ni una semana para regular una situación de permanente anormalidad 
constitucional de la que se quejaron diputados de la oposición y periódicos de diferente 
espectro ideológico. 
El seguimiento de la prensa desembocó en una rígida mordaza tras el estallido de la 
revolución de octubre de 1934. La insurrección de Asturias provocó una quita todavía 
mayor en la ya limitada libertad de expresión e información y el primer imperativo 
gubernativo fue establecer la sordina a los periódicos censurados para que no 
pregonaran los incesantes cortes de tijera. El gabinete radical-cedista no toleró que los 
rotativos publicitaran de un modo ostensible sus intromisiones en el quehacer 
periodístico, restringiendo a un solo filete el aviso de la intervención de la censura. 




consignas que el ministro de la Gobernación transmitía a la prensa, por conducto de los 
gobernadores civiles, fueron en esta etapa tan frecuentes como los cercenados del 
censor y ofrecen una radiografía del espectro de asuntos que desazonaban al ejecutivo 
conservador. Muchas de estas cuestiones se alejaron de la órbita de inquietudes que 
exhibió la coalición republicano-socialista o del espectro de preocupaciones que 
trasluciría el Frente Popular, como la inquina de cierta prensa hacia Hitler y Mussolini o 
su voluntad de evitar juicios críticos sobre la invasión de Etiopía perpetrada por el 
régimen fascista. Otros temores sí fueron compartidos por todos los gabinetes, como los 
artículos de reproche a la actividad gubernativa y, sobre todo, las noticias sobre 
altercados de orden público que provocaron idénticas amputaciones del censor. 
El Frente Popular continuó de desarrollar la política de prensa que había diseñado la 
coalición republicano-socialista y que consolidaron los gobiernos del segundo bienio, 
aunque discrepó en los temas que levantaron su iracundia y, principalmente, en la 
pulcritud de la censura. El gobierno que ganó las elecciones en febrero de 1936 fue 
incapaz de hacer valer el mandato de insertar un solo aviso de censura en cada ejemplar 
de un periódico, como tampoco logró unificar las pautas de la censura en un aparato 
uniforme y monolítico. De hecho, son constantes los telegramas del ministro de la 
Gobernación alertando a los gobernadores civiles de las gravísimas omisiones de la 
censura en provincias, protestas que también fueron frecuentes entre la prensa nacional 
o entre periódicos de provincias que sufrían la vigilancia de un gobernador civil más 
férreo en sus dictámenes que el gobernador de otras provincias colindantes. Se pasó, por 
tanto, de una vigilancia concienzuda y de cierta homogeneidad en los dictados de la 




juicio arbitrario del gobernador civil el principal rasero para constreñir la libertad de la 
prensa.   
Al margen de las diferencias en el vigor o en el sentido de la coerción, todos los 
gobernantes republicanos cayeron en la tentación de pasar por el tamiz del lápiz rojo a 
aquellos medios que se afanaron en disentir con el ejecutivo. Y en este empeño porfiado 
de silenciar a cuantos discrepaban, los gobernantes republicanos, de uno y otro signo, se 
obstinaron incluso en traspasar fronteras para aplacar también la crítica internacional.  
Aunque la censura fuera inoperativa para contener la propagación de ideas 
disolventes entre la prensa del exterior, los gabinetes de la Segunda República 
desplegaron estrategias de persecución para frenar la crítica internacional. Una vez más 
fue el gobierno del primer bienio el que estableció los cimientos del acecho y control de 
la prensa extranjera con una estructura piramidal muy semejante a la construida en el 
interior del Estado; en la cúspide se situaba el ministro de Estado, quien mantenía lazos 
permanentes de colaboración con su homólogo de Gobernación, y al igual que este 
último transmitía sus instrucciones a los gobernadores civiles para que estrecharan el 
cerco sobre la prensa de su demarcación, el ministro de Estado seguía el mismo 
procedimiento con sus embajadores y éstos hacían lo propio con los cónsules del país en 
el que ejercían su cargo diplomático, como los gobernadores recibían informes y 
delegaban funciones de vigilancia y censura en los alcaldes de su provincia. El 
Ministerio de Estado dispuso, así, de información puntual, detallada y prolija sobre las 
publicaciones internacionales de filiación opuesta, así como de los periodistas más 




Los gobiernos del primer bienio y del Frente Popular centraron su atención en los 
corresponsales de periódicos nazis y fascistas de los que recibían notificaciones 
incesantes de la Dirección General de Seguridad. Sobre estos periodistas y sobre las 
publicaciones dirigidas a las comunidades nazi y fascista afincadas en España 
mantuvieron una vigilancia severa. Distinto cariz tuvieron las comunicaciones del 
ministro de Estado con sus cargos diplomáticos durante el segundo bienio, contactos 
telegráficos que corroboran la simpatía de los gobiernos radical y radical-cedista hacia 
los corresponsales fascistas, algunos de los cuales recibían elogios entusiastas por parte 
de los embajadores y cónsules españoles.  
Las dificultades de intervención sobre la prensa extranjera eran notablemente 
mayores por la imposibilidad de transmitir sus imperativos a rotativos que escapaban de 
la revisión forzosa de las galeradas. Aun así, los gabinetes republicanos encontraron 
fórmulas para boicotear ciertas críticas en el exterior que, en algunos casos, cosecharon 
un éxito inopinado. La amenaza de expulsión de los corresponsales embarazosos resultó 
productiva, así como las negociaciones emprendidas por ciertos embajadores en países 
dictatoriales, como el italiano, donde la capacidad de injerencia del ejecutivo español 
creció significativamente tras la victoria de las fuerzas de derechas gracias a la 
colaboración recíproca para boicotear en sendas direcciones la publicación de noticias 
que pudieran agraviar los intereses de ambos ejecutivos.  
Los diferentes gobiernos republicanos dispusieron, además, de un fichero de 
corresponsales y colaboradores de rotativos internacionales en las dependencias de la 
Dirección General de Seguridad y en esas fichas, elaboradas por los embajadores y 
cónsules, se hacía hincapié en la posición ideológica del periodista. El otro dato de 




orden fulminante de expulsión que, tras la entrada en vigor de la Ley de Orden Público, 
resultó más viable y rauda, ya que bastaba la prevalencia de un estado de excepción para 
que la deportación fuera inmediata y con menos garantías para el residente extranjero.  
El afán intervencionista de los gobiernos republicanos los llevaría incluso a adoptar 
soluciones desesperadas para impedir la difusión de noticias sobre los acontecimientos 
de mayor gravedad, como la imposición de la censura telegráfica y telefónica de las 
informaciones que los corresponsales remitían a sus rotativos o la medida exorbitada de 
cortar incluso la comunicación telegráfica y telefónica con el exterior para obligar a los 
periódicos internacionales a emplear como única fuente la vía institucional. Así ocurrió 
tras la insurrección de octubre de 1934 y volvió a repetirse el 17 de julio de 1936 
cuando el mundo conoció la noticia del golpe de Estado y del inicio de la guerra civil 
gracias a la artimaña de un corresponsal que ideó un acróstico camuflado en un 
telegrama inverosímil para notificar en clave a su agencia la sublevación golpista.  
Pruebas inequívocas de la voluntad que existió entre todos los gobiernos 
republicanos por conculcar un derecho fundamental e irrenunciable en un estado 
democrático como la libertad de expresión. Los testimonios más elocuentes se 
encuentran, como siempre, en las fuentes primarias, en el cúmulo de telegramas, 
misivas, telefonemas, circulares y en la batería de regulaciones normativas con las que 
los gobernantes republicanos fueron reduciendo la libertad de la prensa.   
La documentación que se conserva, aunque fragmentaria, dispersa e 
inadecuadamente catalogada, perfila una panorámica bastante nítida de los laboriosos 
mecanismos de vigilancia y coerción que los sucesivos gabinetes republicanos 




con mayor discrecionalidad. Estos documentos nos desvelan las claves del aparato de 
censura al que fue sometida la prensa y ponen de manifiesto que la presunta libertad fue 
una utopía inalcanzable. Se trata de una documentación de incalculable valor que, sin 
embargo, ha permanecido hasta ahora en el más completo olvido por escasez de medios 
que posibiliten la catalogación o por falta de voluntad política para esclarecer los 
aspectos todavía ignotos de esta etapa de nuestra historia reciente.  
Las fuentes que han permitido elaborar esta tesis y recomponer el mapa de la 
censura de prensa en la Segunda República se hallan enmarañadas entre una hojarasca 
inmensa de papeles, en cajas polvorientas que carecen de más instrumento de 
identificación y descripción que un lacónico título, como correspondencia del 
Ministerio de la Gobernación. Y son tantas las cajas que exhiben este letrero tan poco 
clarificador que es casi una proeza aventurarse a escudriñar sus cartas. La censura de 
prensa republicana existió, como existen las pruebas documentales que lo certifican, 
pero éstas han estado escondidas durante demasiadas décadas, a la espera de que una 
adecuada labor de catalogación permita recuperar la verdad histórica sobre un periodo 
de suma relevancia para nuestro país. 
Este trabajo pretende ser una modesta contribución para cerrar un paréntesis todavía 
abierto de nuestra historia y para corroborar una realidad que, aunque divulgada por la 
prensa de la época, no había sido hasta la fecha documentalmente acreditada, que todos 
los gobiernos republicanos vulneraron la libertad de expresión mediante una política de 
prensa basada en el control y en la censura previa.  
Ahora quedan expeditas nuevas líneas de investigación. Esta tesis estudia la censura 




durante los tres años de confrontación bélica. Falta por realizar un diagnóstico 
pormenorizado de la fiscalización informativa acometida por los gobiernos republicanos 
durante esta etapa, explicando las diferencias existentes en el operativo de control 
desplegado por el ejecutivo en tiempos de guerra y en tiempos de paz. En esa misma 
dirección, una segunda vía de investigación podría afrontar un examen comparativo de 
las fórmulas de censura aplicadas por el bando republicano y por el bando nacional 
durante los tres años de conflicto armado.  
Son propuestas de futuras investigaciones que contribuirían a complementar el 
estudio riguroso sobre los límites impuestos a la libertad de expresión en un periodo 
crucial para la historia de nuestra democracia. Una democracia fallida por múltiples 
causas, entre ellas los errores cometidos por sus gobernantes. Pese a los muchos matices 
que la libertad de expresión e información tuvo, sin duda, en los agitados años treinta, 
los gobiernos españoles no respondieron al reto que habría podido suponer la 
instauración de una República fundada sobre cimientos indiscutiblemente democráticos. 
Esta tesis aspira, por ello, a arrojar luz sobre aquellas equivocaciones que 
impidieron la consagración de una democracia plena con la voluntad de evitar que se 
repitan. Quizá conociendo lo que pasó, quienes dirigen un país puedan aprender y 
afrontar de forma eficaz los problemas y conflictos presentes y futuros de una 
democracia y lograr una sociedad en donde la igualdad y la libertad de las personas se 
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Acontecimientos relevantes durante la Segunda Repu blica 
AÑO 1931 
- 12 de abril. Se celebran elecciones municipales que se saldan con un triunfo de 
las fuerzas republicanas en las principales ciudades del país.  
- 14 de abril. 
o El alcalde de Barcelona declara oficialmente la instauración de la 
Segunda República.  
o Los dirigentes republicanos llegan al Ministerio de la Gobernación y 
Niceto Alcalá-Zamora proclama la Segunda República en el conjunto del 
país. 
o Se forma el gabinete provisional, constituido por los partidos: Acción 
Republicana, ORGA, Esquerra Catalana, Partido Republicano Radical 
Socialista, Derecha Liberal Republicana, Partido Radical Republicano y 
PSOE.  
o Niceto Alcalá-Zamora firma un decreto de amnistía por delitos políticos 
y de imprenta. 







- 10 de mayo.  
o Se forma el Círculo Monárquico que aglutina a los periódicos 
conservadores más influyentes y se celebra la primera junta general en el 
antiguo local de Reacción Ciudadana Independiente.  
o Enfrentamiento entre monárquicos y republicanos. Quema de iglesias y 
conventos en Madrid, Sevilla, Málaga, Granada, Murcia y Valencia.  
- 28 de junio. Elección a Cortes Constituyentes. Forman gobierno: Derecha 
Liberal Republicana, Partido Radical de Lerroux, Partido Radical-Socialista, 
Acción Republicana y PSOE.  
- 11 de septiembre. Se inicia el debate parlamentario sobre el proyecto de 
Constitución española.  
- Salida del gobierno de los ministros de la Derecha Liberal Republicana, Alcalá- 
Zamora y Miguel Maura por el artículo 26 de la Constitución.  
- 9 de diciembre. Las Cortes Constituyentes aprueban la Constitución española 
que reconoce en su artículo 34 la libertad de expresión.  
- 20 de diciembre. Huelga convocada por la Federación de Trabajadores de la 
Tierra en Castilblanco (Badajoz). Se salda con varios muertos y el linchamiento 
de los guardias civiles.  
AÑO 1932: 
- 5 de enero. Se declara una huelga de obreros en Arnedo (Logroño) que se salda 
con seis personas muertas.  
- 19 de enero. Insurrección anarco-sindicalista de la cuenca del Llobregat.  




- 10 de agosto. Intentona golpista encabezada por el general José Sanjurjo.  
 
AÑO 1933: 
- 9 de enero. La CNT declara una huelga que ocasiona altercados en varias 
ciudades del país, como Valencia, Zaragoza, Sevilla o Gijón. El gobierno 
declara la ley marcial. Los enfrentamientos continúan en Barcelona y ocasionan 
unos 30 muertos y cientos de heridos.  
- 11 de enero. Tiene lugar un motín popular en el pueblo gaditano de Casas 
Viejas que recibe, como respuesta, la ejecución de 12 hombres y la quema de la 
casa donde se habían atrincherado varios miembros de una misma familia.    
- 28 de julio. Se promulga la Ley de Orden Público.  
- 3 de septiembre. Elección de los integrantes del Tribunal de Garantías 
Constitucionales, en la que reciben un apoyo mayoritario los candidatos 
conservadores.  
- 12 de septiembre. Niceto Alcalá-Zamora forma un gobierno de coalición 
presidido por Alejandro Lerroux.  
- 9 de octubre. Se forma una coalición de grupos republicanos encabezada por 
Diego Martínez Barrio.  
- 10 de octubre. Se disuelven las Cortes Generales.  
- 19 de noviembre. Se celebran las elecciones generales. 
- 3 de diciembre. Se celebra la segunda vuelta electoral. El partido más votado es 
la CEDA (115 diputados); seguido por el Partido Republicano Radical (104 




- 7 de diciembre. Sesión de apertura de las Cortes. Alcalá-Zamora deja fuera del 
gobierno a la CEDA, por no comulgar con el régimen. Alejandro Lerroux, del 
PRR, encabeza un gobierno de partidos conservadores.  
- 19 de diciembre. Alejandro Lerroux presenta su equipo de gobierno.  
-  
Año 1934: 
- 1 de marzo. Primera crisis del gobierno presidido por Alejandro Lerroux.  
- 25 de abril. Dimisión del gobierno por la oposición del presidente de la 
República, Niceto Alcalá-Zamora, a la ley de amnistía.  
- 28 de abril. Alcalá-Zamora entrega la Jefatura del Gobierno al radical Ricardo 
Samper.  
- 16 de mayo. Diego Martínez Barrio, junto a 20 diputados del Partido Radical de 
Lerroux, abandona el partido y funda el Partido Radical Demócrata por su 
oposición a colaborar con la CEDA.  
- 31 de marzo. UGT y CNT firman un acuerdo en virtud del cual crean la Alianza 
Revolucionaria.  
- 2 de octubre. Dimite el gabinete presidido por Samper.  
- 4 de octubre. Alejandro Lerroux forma nuevo gobierno en el que entran tres 
ministros de la CEDA.   
- 5 de octubre. Estalla la revolución de octubre. Rápidamente reprimida en 
Madrid y Cataluña, resiste en Asturias.   
- 9 de octubre. El gobierno nombra un gobernador general para Asturias, 





- 15 de febrero. Se dicta sentencia de pena de muerte contra el cabecilla de la 
revolución de Asturias, Ramón González Peña.  
- 29 de marzo. Se firma el indulto de Ramón González Peña y del resto de 
implicados en la revolución de Asturias. 
- 3 de abril. Crisis de gobierno provocada por la oposición de la CEDA a los 
indultos aprobados por el ejecutivo.  
- 4 de abril. Se forma nuevo gobierno en minoría, sin el apoyo de la CEDA, 
presidido por Manuel Portela Valladares.  
- 4 de mayo. Nueva crisis de gobierno ante la falta de apoyos.   
- 6 de mayo. Se constituye un nuevo gobierno presidido por Lerroux que integra a 
cinco ministros de la CEDA.  
- 7 de junio. El gobierno presenta un nuevo proyecto de Ley de Orden Público.  
- 5 de julio. El presidente del Consejo de Ministros presenta el proyecto de 
reforma de la Constitución.  
- 1 de agosto. El gobierno aprueba una ley que devuelve al estado todos los 
servicios en materia de orden público, arrebatando a Cataluña sus competencias 
en este ámbito. 
- 25 de noviembre. Se constituye el gobierno presidido por el independiente 
Joaquín Chapaprieta tras la crisis provocada por la dimisión de Antonio Royo 
Villanova.   
- 29 de octubre. Dimisión del gobierno por el escándalo del Partido Republicano 
Radical de Lerroux sobre los asuntos de corrupción Strapperlo y Nombela. 




- 9 de diciembre. Crisis de gobierno por la imposibilidad de aprobar los 
presupuestos.  
- 14 de diciembre. Formación de un gobierno de transición, y en minoría, 
presidido por Manuel Portela Valladares con el que se convocan elecciones 
generales.   
-  
Año 1936: 
- 7 de enero. Se disuelven las Cortes.  
- 15 de enero. Se constituye el Frente Popular formado por Unión Republicana, 
de Martínez Barrio, Izquierda Republicana, de Manuel Azaña, Esquerra 
Republicana de Cataluña, PSOE, UGT, Federación Nacional de Juventudes 
Socialistas, Partido Comunista de España y el Partido Obrero de Unificación 
Marxista (POUM). 
- 16 de febrero.  
o Se celebran elecciones generales que dan la victoria al Frente Popular.  
o Francisco Franco intenta convencer al general Pozas, director de la 
Guardia Civil, para que declare el estado de guerra.  
- 17 de febrero. Gil Robles trata de convencer a Portela Valladares para que se 
establezca como dictador provisional.  
- 19 de febrero. Dimite el gobierno provisional. 
- 12 de marzo. Varios falangistas atentan contra el diputado socialista Luis 




- 14 de marzo. El gobierno detiene a la directiva de Falange Española y el partido 
pasa a la clandestinidad.  
- 21 de febrero. El general Franco es destituido como Jefe del Estado Mayor del 
Ejército y es enviado a Canarias como comandante militar. 
- 12 de julio. Cuatro falangistas asesinan al guardia socialista José Castillo.  
- 13 de julio. Un guardia de Asalto asesina a José Calvo Sotelo, líder de Acción 
Nacional. 
- 17 de julio. Se subleva la guarnición militar de Melilla.  





Leyes, decretos y reformas legislativas que regulan la 
actividad periodí stica durante la Segunda Repu blica 
 
- Ley de 26 de julio de 1883, conocida como Ley Gullón o Ley de Policía de 
Imprenta.  
- Ley de 21 de octubre de 1931, conocida como Ley de Defensa de la República.    
- Ley de 9 de marzo de 1932, prohibiendo la prensa política militar.  
- Ley de 28 de julio de 1933, de Orden Público.   
- Ley Provincial de 29 de agosto de 1882, cuyo artículo 22 fue aplicado por los 
gobernadores civiles para sancionar a periódicos por faltar el respeto a la 
autoridad.  
- Proyecto de Ley de Imprenta de 8 de mayo de 1935. Se presenta en el Congreso 
el dictamen favorable de la Ley de Imprenta para iniciar su votación. 
Finalmente, la ley no fue aprobada.  
- Proyecto de Ley de Orden Público de 7 de junio de 1935. Planteaba la pena de 
prisión por la comisión o apología de delitos por medio de la imprenta.  
- Ley de 1 de agosto de 1935, devolviendo al estado todos los servicios en materia 
de orden público y arrebatando a Cataluña sus competencias en este ámbito, 










Estados de Excepción declarados por la Presidencia del 
Consejo de Ministros con arreglo a la Ley de Orden 
Público 
Fuente: Archivo General de la Administración. Fondo: Ministerio de la Presidencia. Caja 51/3484 
 
Año 1933  
- 21 de agosto de 1933. Se declara el estado de prevención en la provincia de 
Sevilla.  
- 6 de octubre de 1933. Se declara el estado de prevención en Cataluña. Se 
levanta el 20 de octubre.  
- 2 de diciembre de 1933.  
o Se declara el estado de prevención en Cataluña.  
o Se declara el estado de prevención en todo el territorio nacional.  
- 11 de diciembre de 1933. Se declara el estado de alarma en todo el territorio 
nacional. Se levanta el 6 de enero.  
Año 1934: 
- 2 de febrero de 1934. Se prorroga un mes el estado de prevención en todo el 




- 1 de marzo de 1934.  Se prorroga un mes el estado de prevención en todo el 
territorio nacional.  
- 7 de marzo de 1934. Se declara el estado de alarma en todo el territorio 
nacional.  
- 11 de abril de 1934. 
o Se declara estado de alarma en Zaragoza.  
o Se declara el estado de alarma en la provincia de Valencia.  
- 25 de abril de 1934. Se declara el estado de alarma en todo el territorio 
nacional.  
- 25 de mayo de 1934. Prórroga del estado de alarma en el país.  
- 25 de junio de 1934. Se declara terminado el estado de alarma y se mantiene el 
estado de prevención. 
- 25 de agosto de 1934. Se prorroga un mes el estado de prevención.  
- 24 de septiembre de 1934. Se declara en todo el territorio nacional el estado de 
alarma.  
- 6 de octubre de 1934. Se declara el estado de guerra en todo el territorio de la 
República española ante los sucesos revolucionarios de Asturias.  
- 6 de noviembre de 1934. Se prorroga por un mes el estado de guerra en todo el 
país.  
- 6 de diciembre de 1934. Se prorroga otro mes más el estado de guerra en todo 




Año 1935:  
- 5 de enero de 1935. Se prorroga un mes el estado de guerra en el conjunto de la 
Nación.  
- 23 de enero de 1935. 
o  Se levanta el estado de guerra, parcialmente. Sigue vigente en los 
territorios de los Gobiernos Generales de Asturias y Cataluña, y en las 
provincias de Madrid, Zaragoza, Teruel, Huesca, Navarra, Guipúzcoa, 
Vizcaya, Palencia, Santander, León y plazas de soberanía de Marruecos, 
Ceuta y Melilla.  
o Se declara el estado de alarma en aquellas partes del territorio nacional 
donde se levanta el estado de guerra.  
- 5 de febrero de 1935. Se prorroga 30 días el estado de guerra en los territorios 
donde estaba vigente y se mantiene en el resto del país el de alarma.  
- 23 de febrero de 1935. Se prorroga un mes el estado de guerra en las zonas del 
país donde estaba vigente y se mantiene el estado de alarma en el resto de 
España.   
- 1 de marzo de 1935. 
o Nueva prórroga de 30 días del estado de guerra en los territorios de los 
Gobiernos generales de Asturias y Cataluña y en las provincias de 
Madrid, Zaragoza, Guipúzcoa, Vizcaya y León y plazas de soberanía en 
Marruecos, Ceuta y Melilla.  
o Se levanta el estado de guerra y se declara el estado de alarma en las 




o Se declara el estado de prevención y cesa el estado de alarma en las 
restantes partes del territorio nacional. 
- 29 de marzo de 1935. Se prorroga la situación anterior por 30 días.  
- 13 de abril de 1935. Se levanta el estado de guerra en los territorios donde 
estaba vigente y en su lugar se declara el estado de alarma. Continúa el estado de 
alarma en las provincias donde estaba vigente y subsiste el de prevención en el 
resto del país. La declaración del estado de alarma afecta, por lo tanto, a los 
siguientes territorios: Gobiernos generales de Asturias y Cataluña, provincias de 
Madrid, Zaragoza, Guipúzcoa, Vizcaya y León y plazas de soberanía en 
Marruecos, Ceuta y Melilla, Huesca, Navarra, Palencia, Santander y Teruel.  
- 10 de mayo de 1935. Se prorroga por 30 días desde el día 13 el estado de alarma 
declarado en las provincias antes citadas y se prorroga por otros 30 días el 
estado de prevención en el resto del país.  
- 7 de junio de 1935. Se prorroga desde el día 13 de junio por 30 días más el 
estado de alarma en los territorios donde estaba vigente y el de prevención en el 
resto del país.  
- 28 de junio de 1935. Se declara el estado de guerra en Barcelona y su provincia.  
- 5 de julio de 1935. A partir del día 13, se prorroga por 30 días el estado de 
alarma en las zonas donde estaba aplicado, a excepción de Barcelona, donde 
sigue vigente el estado de guerra, y el de prevención en el resto de España.  
- 26 de julio de 1935.  
o Se decreta una prórroga de 30 días del estado de alarma en las zonas 
donde estaba aplicado y sigue vigente el estado de prevención en el resto.  




- 29 de agosto de 1935. Se prorroga 30 días más el estado de guerra en Barcelona. 
- 13 de septiembre de 1935.  
o Se prorroga por 30 días el estado de alarma en los territorios donde 
estaba vigente. 
o Se prorroga por 30 días el estado de guerra en Barcelona.  
o Nueva prórroga de 30 días del estado de prevención en el resto del país.  
- 27 de septiembre de 1935. Se levanta el estado de guerra en Barcelona y 
provincia.  
- 11 de octubre de 1935. 
o Se prorroga, desde el día 13, por 30 días más el estado de alarma en los 
Gobiernos generales de Asturias y Cataluña, en León, Palencia, Vizcaya, 
Madrid y Zaragoza, y en las plazas de soberanía de Ceuta y Melilla. 
o Cesa el estado de alarma y se decreta el paso al estado de prevención en 
las provincias de Guipúzcoa, Huesca, Navarra, Santander y Teruel. 
o Subsiste el estado de prevención en Jaén, Logroño, Málaga, Sevilla, 
Granada, Murcia, Baleares, Las Palmas y Santa Cruz de Tenerife. 
o Se restablece la normalidad constitucional en las demás provincias.  
- 12 de noviembre de 1935. 
o Se prorroga por 30 días, desde el 13, el estado de alarma en los gobiernos 
generales de Asturias y Cataluña y en Madrid y Zaragoza. 
o Cesan en el estado de alarma y pasan al estado de prevención las 
provincias de León, Palencia, Vizcaya y plazas de soberanía. 
o Subsiste el estado de prevención en Santa Cruz de Tenerife.  




- 12 de diciembre de 1935. 
o Se prorroga por 30 días el estado de alarma en el gobierno general de 
Asturias y en las provincias de Madrid y  Barcelona. 
o Cesan en el estado de alarma y pasan al estado de prevención las 
provincias de Lérida, Gerona, Tarragona y Zaragoza. 
o Se restablecen las garantías constitucionales en la provincia de Santa 
Cruz de Tenerife.  
Año 1936: 
- 7 de enero de 1936. Se restablecen las garantías constitucionales en todo el 
territorio nacional.  
- 17 de febrero de 1936. Se declara el estado de alarma en todo el territorio 
nacional y el estado de guerra en Albacete y Alicante.  
- 18 de febrero de 1936. Se decreta el estado de guerra en Valencia y Zaragoza.  
- 26 de febrero de 1936. Cesa el estado de alarma en las provincias de Álava, 
Castellón, Guipúzcoa, Soria y Vizcaya.  
- 16 de marzo de 1936. Se prorroga por 30 días el estado de alarma en el país.   
- 17 de abril de 1936. Se prorroga por 30 días el estado de alarma en todo el 
territorio nacional y en las plazas de soberanía de Ceuta y Melilla.  
- 27 de abril de 1936. Cesa en las provincias de Cuenca y Granada el estado de 
alarma quedando restablecidas en su integridad las garantías constitucionales 
hasta el 4 de mayo.  
- 16 de mayo de 1936. Se prorroga por 30 días, a partir del 17, el estado de 




- 13 de junio de 1936. Se prorroga por 30 días, desde el 17, el estado de alarma 
en todo el país y plazas de soberanía. 
- 26 de junio de 1936. Cesa en las provincias de Coruña, Pontevedra, Lugo y 
Orense el estado de alarma.  
- 15 de julio de 1936. Se prorroga por 30 días el estado de alarma en todo el país 
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si su circulación 































Le comunica que 
en Presidencia no 
tienen constancia 
de que pese 
prohibición sobre 
el periódico y que 
en Gobernación 
no han respondido 














Estado.   
Ministro de 
Gobernación.   
28/04/ 
1936.  
Le informa de una 
manifestación de 





 Archivo General 




24.   
Ministro de 
Estado.   
Ministro de 





al embajador de 
París para avisar a 
corresponsales 
franceses de la 
posible expulsión 













































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































 1. SUSPENSIÓN DE ABC TRAS LA QUEMA DE IGLESIAS Y 



















































































Edición del 10 de agosto de 1931. ABC no pudo informar de la sublevación golpista. 















Edición del 30 de noviembre de 1931, fecha en la que reaparece ABC después de más 







Edición del primero número de El Debate tras la suspensión decretada por el 










ABC fue uno de los pocos periódicos que pudo informar sobre la insurrección de 















 5. ARTÍCULOS Y EDITORIALES SOBRE LA CENSURA Y LOS 
















































































 6. ASPECTO DE LOS PERIÓDICOS TRAS LA INTERVENCIÓN DE LA 





La Nación. Edición de 11 de octubre de 1934 antes de la circular gubernativa 
ordenando que los periódicos no exhibieran los efectos de la censura y ordenando la 



















Edición de 19 de octubre de 1934, anterior a la circular que ordenaba la inclusión de 












 7. ASPECTO DE LOS PERIÓDICOS POR LOS EFECTOS DE LA 




























































 8. NO IMPORTA. CONTINUACIÓN DE ARRIBA 
 












 9. NOTICIAS SOBRE EL ASESINATO DE CALVO SOTELO E INICIO 




















Reaparición de ABC tras su suspensión con motivo del golpe de Estado, incautado 
por el gobierno de la República.  
848
